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		  Introducción

		   

			 

			«Los impuestos son el precio que pagamos por la Civilización» (Oliver Wendell Holmes, juez del Tribunal Supremo de Estados Unidos); «En la selva no existen» (añadido posterior de Robert Wagner, político estadounidense).

			Hace cinco siglos que Francisco de Quevedo escribía: «Miré los muros de la patria mía, / si en un tiempo fuertes, ya desmoronados, / de la carrera de la edad cansados...». Y hace cinco años que estamos oyendo la palabra «crisis» por todas partes. Además de oír hablar —y sufrir— la crisis, oímos también hablar más que nunca de paro, banca, estafa..., y también de impuestos y fraude. ¿Están relacionadas estas cuestiones? Cualquier persona mínimamente informada contestaría que sí, pero en general la información, y aún más la opinión sobre estas cuestiones, es fragmentaria y, sobre todo, está sesgada.

			Los impuestos son la otra cara de la moneda de cualquier actividad pública. En los lugares donde no existe el Estado no hay impuestos, pero reina la anarquía. Esto no quiere decir que cualquier impuesto esté justificado, pero si queremos un Estado, algún tipo de Estado o actividad pública, sí tendremos que aceptar que los impuestos existen y hay que pagarlos. De hecho, la única forma de pagar la actividad pública es con impuestos, es decir, con pagos coactivos.

			Efectivamente, a nadie le gusta pagar impuestos, pero es el precio por la existencia de un Estado, y, por ende, de la civilización. La cuestión de la selva es muy ilustrativa. Por ejemplo, en Somalia no hay impuestos efectivos, pero basta echar un vistazo a las noticias internacionales para saber que allí la vida no vale nada. Sin tener que llegar a esos extremos, el director general de una empresa a la que inspeccionaba me comentó una experiencia: hay muchos países en Sudamérica en los cuales nadie está seguro si no es en urbanizaciones blindadas y protegido por seguridad privada. En esos países, naturalmente, se pagan muchos menos impuestos que en Europa, pero la vida es muchísimo peor. Si uno pertenece a las clases adineradas tiene que estar protegido de los que no tienen nada. Si, por el contrario, pertenece a otros grupos sociales, su esperanza de vida es muy inferior por la ausencia de una sanidad universal. Además, el ascensor social que supone la educación muy habitualmente no funciona porque no se puede pagar. Este director general me comentaba, con buen criterio, que prefería pagar impuestos a tener que vivir en países así.

			De esta realidad solemos olvidarnos en tiempos de bonanza. Incluso creemos que existen otras formas de costear la actividad pública. En realidad, todas ellas se reducen a los impuestos. De hecho, se puede emitir deuda pública, pero eso no es más que pagar con impuestos futuros. Cuando los prestamistas consideran que no es probable que se recauden estos impuestos futuros, venden los títulos de deuda o especulan contra ella; el resultado es que las primas de riesgo se disparan, y el Estado tiene cada vez más difícil su financiación.

			También se puede emitir moneda para pagar los gastos. Sin embargo, la inflación es también un impuesto que pagan los que han ahorrado, y ven perder valor a sus ahorros en beneficio de los más endeudados, entre los que suele estar el propio Estado. Ahora, en la Unión Monetaria, los Estados no pueden emitir moneda, con lo que esta opción no parece posible. Aun así, las continuas reclamaciones de que el Banco Central Europeo (BCE) compre la deuda de los países periféricos no dejan de ser, camufladas, una apelación al aumento del dinero en circulación y a la financiación del Estado, supuestamente gratuita. Supuestamente, porque la actividad pública hay que pagarla siempre, y en este caso se pagaría con un impuesto a los que tienen un dinero que valdría cada vez menos.

			En el fondo, nuestra crisis tiene mucho que ver con los impuestos. En primer término, el gasto en España tiene que ver con las estructuras montadas en época de bonanza, en la que se recaudaba con mucha facilidad. Los recortes que se han realizado durante la crisis se han producido como consecuencia de una caída recaudatoria derivada, entre otras cosas, del aumento del fraude. Son todas ellas cuestiones económicas, pero también cuestiones políticas. Una de las manifestaciones más evidentes del poder del Estado es determinar quién tiene que pagar impuestos y cuántos tiene que pagar. El origen de los Parlamentos democráticos está en la representación para el pago de los impuestos. La célebre máxima del parlamentarismo británico, «No taxation without Representation» («Ningún impuesto sin representación»), no sólo es una referencia histórica, sino una parte fundamental de la democracia.

			Éste no es un libro político, pero no se puede hablar honestamente de impuestos sin tener en cuenta y explicar la política, porque los impuestos son una parte esencial de ella, y muchas cuestiones fiscales no se entienden sin la política. Por otra parte, no sólo estamos hablando de la Alta Política, las ideologías o, de alguna forma, la fuerza de las ideas, sino también, especialmente, de los intereses. Los impuestos los pagan personas, y grupos de personas reales, que a menudo tienen un interés directo en no pagarlos, o en que los paguen otros grupos sociales. La crónica de los impuestos en España no se puede hacer, o por lo menos no se puede hacer honestamente, sin explicar algunos de los intereses que subyacen.

			Por otra parte, si hablamos de los impuestos en el mundo real, hay que hablar, y mucho, de su aplicación. Esto incluye cuestiones como el fraude fiscal, y quién se beneficia de él, y la Administración Tributaria que tenemos en España. No es lo mismo la teoría que la práctica. Tan cierto como eso, no es lo mismo la política tributaria, concebida en los despachos, que los impuestos que se pagan, y de los que se habla en la calle.

			Para comenzar esta historia de los impuestos en la España de la crisis, no nos remontaremos muy atrás. Es cierto que el sistema fiscal español moderno comienza en la Transición, con las reformas de Francisco Fernández Ordóñez. Sin embargo, aunque joven, el sistema fiscal y la aplicación de los impuestos parecían haber encontrado un cierto consenso. En el decenio entre 1996 y 2007 parecía que los problemas fiscales habían quedado atrás. La Administración Tributaria española recaudaba cada vez más, con unos impuestos cada vez más bajos. Aunque había voces críticas, que hablaban de la injusticia del sistema fiscal, basadas en que pagábamos siempre los mismos, estas voces eran minoritarias. El grado de insatisfacción de los españoles con los impuestos no era elevado, que era a lo más que pueden aspirar un sistema fiscal y una Administración Tributaria.

			El fraude era un problema. Sin embargo era, para la opinión pública, un problema de segunda. Simplemente porque, como la recaudación era suficiente, el fraude era una cuestión de justicia, de equidad en el reparto de las cargas públicas, pero no era, o más bien no parecía, un problema económico. La realidad era que los niveles de fraude, de incumplimiento de las leyes, eran elevados. El dato más ilustrativo era la circulación de billetes de 500 euros. España era el país de Europa con mayor circulación de estos «Bin Laden» (todo el mundo sabía que existían, pero todos juraban no haberlos visto nunca). Esto indicaba una gran circulación de efectivo opaco en el país de Europa con el mayor número de cajeros automáticos y oficinas bancarias. Había mucho fraude, pero no parecía importarnos excesivamente.

			Además del fraude puro, había una concepción bastante laxa en la aplicación de las leyes fiscales. La ingeniería fiscal estaba bien vista y los poderes de la Hacienda Pública estaban bastante limitados. Esto formaba parte de una corriente internacional. En los debates, tanto en España como en Europa y Estados Unidos, predominaban conceptos como «derechos de los contribuyentes», «competencia fiscal»... Éstos no son conceptos negativos en sí mismos, pero tampoco son valores absolutos. Por ejemplo, un contribuyente debe tener derechos (si no es un esclavo del Fisco), pero no puede tener unos derechos tan amplios que le permitan no pagar impuestos. Por otra parte, la competencia fiscal impide una voracidad recaudatoria absoluta por parte del Estado, pero una competencia fiscal excesiva y descontrolada origina problemas gravísimos: no sólo que las Administraciones Públicas no se puedan financiar, sino incluso que las actividades económicas no se localicen donde deberían, sino en función de los impuestos, y esto se llama ineficiencia, aunque muchos que se denominan liberales parezcan ignorarlo.

			Probablemente, en el último año y medio, se vean las cosas de forma radicalmente distinta. En un movimiento pendular, cualquier medida que permita recaudar parece estar justificada, y se le deben conceder todos los poderes posibles a la Administración Tributaria. El otro lado del péndulo tampoco es una buena idea, pero para entender lo que está ocurriendo es necesario saber de dónde venimos.

			En 2007 España tenía superávit público, y sólo se hablaba de bajar impuestos. El presidente José Luis Rodríguez Zapatero afirmaba que «estamos en la Champions League». La Hacienda española parecía la más saneada de Europa. Dos años después, en 2009, España tenía el mayor déficit público de Europa y el más alto históricamente, por lo menos desde 
las bancarrotas de Felipe II. A partir de 2009, los sucesivos recortes de gasto público, y subidas indiscriminadas de impuestos, aumentaban extraordinariamente el malestar social, mientras el desempleo batía récords. Aunque muchos, especialmente en el Gobierno, no quisiesen darse por enterados, habíamos entrado en la peor crisis económica en medio siglo.

			Toda Europa ha pasado una crisis económica, pero en ninguna parte, y eso incluye los «países periféricos rescatados», como Portugal, Irlanda e incluso Grecia, en ninguna, el desempleo ha aumentado como en España. Además, también hemos sido el país donde más se ha deteriorado el saldo fiscal, es decir, el país donde más ha aumentado el déficit público. Partiendo de la mejor situación fiscal, un 1,9 % de superávit público en 2007, hemos pasado a un déficit público de más del 11 % en 2009. Lo peor es que en 2012, después de una subida masiva de los impuestos, además de recortes en las prestaciones y sueldos públicos, acabamos con un déficit del 10,6 %. Es cierto que una parte del problema se debe a los rescates bancarios, en concreto la friolera de 38.343 millones de euros, a los que dedicaremos un capítulo, pero, aun descontándolos, habríamos tenido un déficit del 6,98 %, que sigue siendo una barbaridad. De hecho, según la Comisión Europea, España es el país con el mayor déficit estructural de Europa; es decir, que aunque empezásemos a crecer y a reducir el desempleo, seguiríamos teniendo más déficit que los demás países europeos. No obstante, la Comisión Europea ha revisado recientemente estos números y estima que nuestro déficit estructural es inferior. Aun así, claramente tenemos un problema que no se va a solucionar solo.

			Este panorama tiene dos claves. En primer lugar, un empobrecimiento de España. Somos más pobres, pero no porque tengamos una prima de riesgo más elevada o recaudemos menos... Ésos son los síntomas. Somos más pobres porque trabajan cada vez menos españoles, y como señalaba Adam Smith, «la Riqueza de las Naciones es el trabajo de la gente que hay en ellas». En segundo lugar, y es también una característica típicamente de la crisis española, recaudamos menos que nadie. A ningún país europeo se le ha derrumbado la recaudación como ha pasado con España.

			Para tener una idea de cómo salir de ésta, hay que saber cómo hemos llegado hasta aquí. ¿Qué pasó en 2007? ¿Cayó un meteorito como el que parece que acabó con los dinosaurios, y ese meteorito era la crisis financiera internacional? O bien, ¿nuestra economía y, en concreto, nuestro sistema fiscal no eran tan perfectos como parecía, y no sólo padecíamos una burbuja inmobiliaria, sino también una burbuja fiscal? 


		

	
		
			1

		   

			El sistema fiscal, o lo que queda de él

			 

			 

			Antes de hablar de la «idílica» y «burbujística» situación fiscal anterior a 2008, es necesario tener una idea previa de quién cobra impuestos en España y por qué los cobra. Nuestra Constitución de 1978, en su artículo 31.1, señala con precisión lo siguiente:

			 

			1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

			 

			Hay muchas normas ininteligibles en nuestro sistema fiscal, e incluso en la propia Constitución, pero ésta no es una de ellas. Sin hacer un análisis exhaustivo, está claro que no hay excepciones en la obligación de pagar impuestos, o no debería haberlas; es el principio de generalidad. En segundo lugar, el principio de que los impuestos los paga el que tiene capacidad, es decir, dinero para pagarlos, queda consagrado constitucionalmente como principio de capacidad económica. Una cuestión relevante es que los impuestos deberían formar un sistema, o dicho de otro modo, como señala el Diccionario de la lengua de la Real Academia Española (RAE), «un conjunto de cosas que, relacionadas entre sí ordenadamente, contribuyen a determinado objeto». En España, como expondremos a continuación, lo que tenemos se parece más a un conjunto deslavazado de impuestos que a un sistema tributario.

			Si es discutible que nuestros impuestos sean un sistema, todavía ha hecho correr más ríos de tinta la cuestión de la justicia en los impuestos. Señalaba el gran jurisconsulto romano Ulpiano que «la Justicia es la firme y decidida voluntad de dar a cada uno lo suyo». En cuestiones de impuestos, debería pagar más el que más tiene, que es el principio de capacidad económica. Por otra parte, como quitarle un mismo porcentaje de lo que tiene a un pobre que a un rico es mucho más gravoso, y doloroso, para el pobre, entonces los impuestos deben ser progresivos. La progresividad viene a ser que los impuestos aumentan más que proporcionalmente con el aumento de la capacidad económica. Traduciendo: si un contribuyente que gana 10.000 euros paga un 10 % de impuestos, el impuesto será progresivo cuando otro contribuyente que gana 20.000 paga más del 10 %, será proporcional si paga el 10 % y será regresivo si paga menos del 10 %.

			Por último, los impuestos no pueden ser tan elevados como para absorber toda la capacidad económica, es decir, la renta, el consumo o el patrimonio, que deben pagar los contribuyentes. Desde un punto de vista estrictamente técnico, un impuesto es confiscatorio cuando su tipo efectivo, lo que realmente se paga, se aproxima o incluso excede del 100 %. En el lenguaje de la calle, cuando se relacionan los impuestos con el gasto público, muchos hablan de «impuestos confiscatorios», porque no se recibe nada, o casi nada, a cambio en forma de gasto público. Por otra parte, cuando un partido político sube los impuestos, esta subida siempre es tildada de «confiscatoria»...

			No hace falta ser un profesional de las cuestiones fiscales para considerar que los principios fiscales constitucionales parecen más propios de «los mundos de Yupi» que de la España actual. Sin embargo, y aunque nunca se cumplan en su integridad, ni en España ni en ningún país avanzado, deberían orientarnos en la dirección adecuada. Hay muchos, especialmente en el ámbito de la izquierda política y sociológica, que consideran que los «ricos» pagan pocos impuestos, y que ésa es una de las razones (o la Razón, con mayúsculas) de los problemas fiscales en España. La primera afirmación es mucho más cierta que la segunda, sobre todo en su versión de máximos. Sin embargo, el problema no está en los tipos nominales, en lo que teóricamente un «rico» tiene que pagar en impuestos, sino en el fraude, en la complejidad y en la ausencia de un auténtico sistema.

			En los próximos capítulos hablaremos mucho de fraude. Baste decir aquí que el fraude es consustancial a los impuestos. Ninguna ley se cumple siempre y en todo lugar, pero las leyes fiscales mucho menos. Aun así, el excesivo nivel de fraude de los impuestos en España es una de las principales causas de la gran caída recaudatoria y de la crisis fiscal que padecemos. Por supuesto, defrauda más el que tiene más que ganar defraudando, es decir, el más rico. Por descontado, y también es otra verdad de Perogrullo, defrauda el que puede, es decir, el que tiene las rentas menos controladas. Por último, pudiendo defraudar, defrauda el que quiere, es decir, nuestro nivel de fraude fiscal tiene que ver con la menor conciencia fiscal que existe en España respecto de otros países mucho más avanzados en estas cuestiones.

			Hay otras razones menos obvias para la desigualdad fiscal. Entre ellas está la ausencia de un auténtico sistema. En nuestro actual sistema, exigen impuestos el Estado a través de la Agencia Tributaria, quince comunidades autónomas (CCAA) de régimen común, la Comunidad Foral de Navarra, las tres diputaciones forales vascas y los más de ocho mil ayuntamientos, bien directamente, bien a través de las diputaciones provinciales. Son muchos entes distintos que exigen impuestos a los ciudadanos.

			¿Qué impuestos exigen? En lugar de hacer una aburrida y prolija exposición, veamos cómo el Estado intenta que un billete de 100 euros que el Banco de España introduce en el sistema, impreso por el Banco Central Europeo, vuelva a su origen público.

			Cuando un contribuyente que sea una persona física gana dinero como contraprestación, es decir, a cambio de algo (no se lo regalan), debe pagar el impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF). Éste es el impuesto más recaudatorio del sistema fiscal, que en 2012 recaudó algo más de 70.000 millones de euros. Para que nos hagamos una idea, es un 43 % de la recaudación (ajustada y homogeneizada) de la Agencia Tributaria. Es el único impuesto progresivo entre los grandes impuestos. Aunque teóricamente grava toda la renta del contribuyente, en la práctica, según un estudio que realicé en 2011 (del que mucha gente utiliza las cifras y que no consigo que nadie me cite), entonces, con los últimos datos disponibles, el 85 % de la recaudación del IRPF provenía de las rentas del trabajo.1 En estos momentos, el IRPF español es uno de los más elevados del mundo, al menos nominalmente; es decir, es muy elevado para los que efectivamente pagan lo que establecen las normas, en especial si sus rentas proceden del trabajo asalariado y no del capital.

			Por otra parte, cuando una empresa paga a un trabajador tiene que ingresar las cuotas de la Seguridad Social. Estas cuotas tienen fundamentalmente dos partes: la cuota empresarial, que paga directamente el empresario, y la denominada «cuota obrera», que se descuenta del salario del trabajador. En teoría, los impuestos financian el gasto público y no dan derecho a ninguna contraprestación. Por esa razón, como las pensiones y otras prestaciones sociales, dependen de lo que se haya cotizado; las cotizaciones sociales no se consideran un impuesto. Sin embargo, las cotizaciones son la primera fuente de ingresos del sector público, en 2012 casi 134.000 millones de euros, es decir, aproximadamente un 35 % del total de los recursos recaudados por todas las Administraciones Públicas por todos los conceptos. De nuevo, las cotizaciones sociales españolas son de las más elevadas del mundo.

			Es decir, si el trabajo aporta el 85 % del principal impuesto, el IRPF, y el total del otro elemento recaudatorio, que genera casi el doble, las cotizaciones sociales, es evidente que la principal aportación a las Arcas Públicas la realizan los trabajadores por cuenta ajena, directamente de sus nóminas. Esto no es una opinión, es pura contabilidad: la forma más rápida de que el billete de 100 euros que el Estado pone en circulación vuelva a las Arcas Públicas es el pago de los salarios. Si los dos «impuestos» sobre el trabajo son de los más elevados del mundo, es evidente que crear un empleo en España es muy caro desde el punto de vista fiscal. Esto quiere decir que, o bien la productividad del trabajador es muy elevada, o bien los empresarios tendrán que ofrecer salarios muy bajos para que el empleado sea rentable. 

			Como seguro que al lector no se le escapa, una presión tan elevada sobre los salarios conduce a la destrucción de empleo o a la economía sumergida. Por otra parte, una de las razones más obvias de la caída de nuestra recaudación es la absoluta dependencia como fuente de ingresos del trabajo remunerado por cuenta ajena, que incluso en 2012, con unas cifras récord de paro (aunque las hemos vuelto a superar en 2013), aportaba directamente más de la mitad de la recaudación total por todos los conceptos.2 En estas condiciones, la destrucción de empleo ha ocasionado una grave caída de la recaudación fiscal, aunque, evidentemente, no es la única causa.

			Si en lugar de ingresar una persona física, lo hace una persona jurídica, entonces debe pagar el impuesto de sociedades. Tenemos un impuesto de sociedades comparativamente alto, al menos sobre el papel, por el que las empresas deben pagar al Fisco el 30 % de sus beneficios. Sin embargo, tradicionalmente, el impuesto tenía unas reglas más laxas que las del IRPF. Por otra parte, es un impuesto de difícil control. Todo esto hace que la historia del impuesto de sociedades sea la historia de la crisis fiscal en España. A día de hoy, más o menos por cada 4 euros que el Estado recauda por el IRPF, se recauda 1 por el impuesto de sociedades. Si el billete de 100 euros sale del Estado en dirección a una sociedad, vuelve mucho más difícilmente, y a veces acaba en un paraíso fiscal.

			Éstos son los impuestos directos estatales. Además, las CCAA cobran cuando una persona física recibe una herencia o una donación. En esta cuestión tenemos veinte normativas distintas, es decir, quince de las CCAA de régimen común, otra en Navarra, tres en las diputaciones forales vascas y otra del Estado que aplicamos a los que no residen aquí. Las diferencias son abismales. El tipo efectivo máximo puede llegar al 81,6 %, pero muchas herencias están simplemente desfiscalizadas: en Navarra el tipo general es del 0,8 %, y en Madrid hay una bonificación del 99 %, cuando las herencias son entre padres e hijos. Que los impuestos no son un sistema sino un conjunto deslavazado de imposiciones, nada lo ejemplifica mejor que la situación actual del impuesto de sucesiones y donaciones. Por supuesto, con semejantes mimbres, las CCAA no recaudan gran cosa con este impuesto.

			Una figura exótica en España es el resucitado impuesto del patrimonio; aquí no se paga por ganar dinero sino por tener riqueza. De nuevo, en este caso hay una regulación del Estado, cuatro regulaciones forales y que se complementa con otras quince distintas. El impuesto lo suprimió el Gobierno de Rodríguez Zapatero en 2008, y lo volvió a resucitar en 2012, poco antes de dejar el poder. Madrid, donde residen el 50 % de los titulares de grandes patrimonios, es a día de hoy la única comunidad autónoma que no lo ha restablecido. De nuevo, con semejante panorama la recaudación tampoco es relevante.

			Hasta aquí, a grandes rasgos, los impuestos directos que recaen sobre la renta (ganar dinero) o sobre el patrimonio (tener dinero). Hay también impuestos indirectos, es decir, sobre gastar el dinero; son impuestos sobre el consumo. En un país moderno, estos impuestos no se exigen directamente al consumidor sino a las empresas, que luego se lo cobran al consumidor elevando los precios.

			En impuestos indirectos tenemos el IVA, el impuesto sobre el valor añadido, que es el impuesto general, es decir, casi todo lo que compramos paga IVA. Se denomina así porque se exige a todos los empresarios por su valor añadido: un empresario debe pagar un porcentaje sobre sus ventas, pero se resta (se deduce, en jerga técnica) lo que otros empresarios le han repercutido (cobrado) a él. En consecuencia, cada empresario ingresa una parte del impuesto, es decir, su valor añadido. Finalmente, el consumidor paga todo el impuesto sin poderse deducir (restar) nada. La ventaja técnica del IVA es su neutralidad: el consumidor pagará lo mismo independientemente del número de empresarios que haya en la cadena de producción y distribución, puesto que cada uno de ellos sólo paga por el valor añadido que aporta. El IVA es el impuesto más recaudatorio después del IRPF.

			Además del IVA, que es el impuesto general, hay impuestos especiales, que sólo recaen sobre determinados productos: alcoholes, tabaco, gasolinas y gasóleos... La idea es disuadir determinados consumos que se consideran nocivos. Por otra parte, la recaudación de estos impuestos, especialmente el de gasolinas y gasóleos, es importante. Estos impuestos se exigen una sola vez, normalmente a la salida de fábrica (o refinería).

			Si el billete de 100 euros sale del Banco de España y se dedica al consumo, especialmente de productos que son objeto de impuestos especiales, vuelve con más facilidad a las Arcas del Estado. Si un contribuyente gasta 121 euros en un producto objeto de IVA general, ingresa 21 euros. Si los gasta en gasolina, más de la mitad del gasto son impuestos. Si ahorra el dinero, los 121 euros, y le dan un 5 % de intereses (que es mucho), habrá ganado 6 euros. Si esos 6 euros pagan el 21 %, apenas pagará 1,26 euros por impuestos. Moraleja: un país que consume ingresa más impuestos, y, en sentido contrario, la «austeridad» lleva a obtener menos ingresos públicos.

			Las CCAA cobran también por la adquisición de una vivienda usada, así como por algunos conceptos más, a través del impuesto de transmisiones patrimoniales onerosas. Este impuesto, a diferencia de los demás impuestos indirectos, sí se exige directamente al consumidor comprador. El elemento de control fundamental es el Registro de la Propiedad. Este impuesto tenía una enorme recaudación en la época del boom inmobiliario, pero, obviamente, con el estallido de la burbuja inmobiliaria su recaudación se ha resentido.

			Las CCAA, que son la Administración que más gasta en España, se nutren de transferencias estatales, de participación en impuestos estatales que recauda la Agencia Tributaria (50 % de IVA e IRPF y 58 % de impuestos especiales, fundamentalmente) y de los tributos que éstas cobran directamente: impuesto de patrimonio, impuesto de transmisiones patrimoniales (ITP), impuesto de sucesiones y donaciones, y tributos sobre el juego. El sistema, incluso sin tener en cuenta el peculiar sistema foral vasco-navarro, es un galimatías de enorme complejidad.

			Por último, los ayuntamientos, al igual que las CCAA, también eran muy dependientes de la recaudación del sector inmobiliario. Los consistorios recaudaban por conceder licencias de obra, a las que solían añadir un impuesto, el de construcciones, instalaciones y obras (ICIO), y por lo que se denominaba «aprovechamiento urbanístico». El llamado «aprovechamiento» es una cesión obligatoria de suelo que los promotores realizaban al ayuntamiento en cualquier desarrollo inmobiliario. Habitualmente, el municipio revendía este suelo al propio promotor. Resumiendo, la actividad constructora y urbanizadora le dejaba importantes ingresos a la Hacienda Local. Ahora, tras el pinchazo de la burbuja, el impuesto más recaudatorio es el impuesto de bienes inmuebles (IBI), que se paga simplemente por tener un inmueble en propiedad.

			Éstos son, muy a grandes rasgos, el conjunto de impuestos que exigían en España las diversas Administraciones. Como hemos dicho antes, había problemas de coordinación, y realmente no era un auténtico sistema. Además, había problemas de justicia evidentes para cualquiera que quisiese verlos. Sin embargo, lo más importante era que recaudaba. De esa recaudación se pagaba lo que denominamos «Estado del Bienestar». Además, las Administraciones Públicas, y también los aeropuertos, las universidades, los polideportivos, etc., fueron creciendo. Algunos organismos llegaron a parecer dinosaurios a juzgar por el tamaño que llegaron a alcanzar. Hace unas decenas de millones de años, al parecer un meteorito acabó con los dinosaurios. Como veremos, aunque esta teoría ha tenido mucho éxito, en 2008 no llegó ningún cometa o meteorito en forma de crisis financiera internacional. Desgraciadamente, la crisis fiscal llevaba mucho tiempo incubándose porque el «meteorito» simplemente puso de manifiesto que nuestra recaudación estaba artificialmente hinchada y no era sostenible. Teníamos una burbuja fiscal.
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			La burbuja fiscal: los años de la burbuja 

			inmobiliaria y la recaudación fácil

			 

			 

			Todos hemos oído hablar de la burbuja inmobiliaria. Primero, para negar que existiese; después, para verla estallar, y ahora, para atribuir culpas, tanto por no controlarla como por no avisar de su inminente estallido. Pero ¿qué es una burbuja? 

			Una burbuja es, para la RAE, un «glóbulo [globo] de aire u otro gas que se forma en el interior de algún líquido y sale a la superficie». Por este término, los economistas definen una situación económica que no se explica por sus fundamentos y que no puede durar. España ha tenido durante muchos años una burbuja inmobiliaria, es decir, una explosión de precios en los inmuebles que estaba alejada de la economía que debía sustentar estos mismos precios. Desafortunadamente, los economistas nos equivocamos, y como se puede observar con el precio de los pisos, tan incierta era la afirmación de que sus precios no podían bajar como la opuesta de que, al ser sus precios irreales, no se podrían mantener mucho tiempo.

			Lo cierto es que la burbuja inmobiliaria era una parte, muy importante, pero sólo una parte de la gran burbuja económica española. Esa burbuja era fundamentalmente crediticia y monetaria. Para comprender el fenómeno hay que echar la vista atrás, a 1999 en concreto. Ese año, España cambió una moneda débil, la peseta, por un «clon» de la moneda más fuerte del mundo, el marco alemán. Esto tiene muchas implicaciones, muchas más que las que los fundadores del Euro consideraron. Una de ellas es la facilidad de financiación: un individuo que antes podía pedir un préstamo a quince años y al 12 % de interés, ahora lo podía pedir a treinta años y al 3 %. Con esa gran facilidad, muchísimos españoles —y algunos extranjeros, también— se endeudaron para comprar inmuebles, y ante la masiva demanda, los inmuebles subieron de precio escandalosamente. Como es obvio, empezaron a construirse cada vez más casas, y los salarios del personal sin cualificar no pararon de subir en el sector de la construcción.

			La gran burbuja tuvo múltiples efectos secundarios. Por ejemplo, muchos estudiantes abandonaron los estudios porque la construcción ofrecía buenos salarios a trabajadores sin cualificar. Ahora, una vez explotada la burbuja, es muy difícil recolocar a estos albañiles, gruistas, escayolistas... Por otra parte, también se produjo una burbuja de infraestructuras, política y administrativa; la otra gran burbuja fue fundamentalmente fiscal. En el fondo, las Administraciones recaudaban impuestos sin esfuerzo; se bajaban los impuestos y se recaudaba más, pero no era la curva de Laffer, sino la burbuja fiscal.

			Una parte de la burbuja fiscal se puede entender muy fácilmente. Si se construyen y se venden 600.000 viviendas, se recauda mucho más que si se vendieran 100.000. Como en España se llegaron a vender más viviendas que en Alemania, Francia, Gran Bretaña e Italia juntas, y no había que reconstruir un país destruido por una guerra, es fácil comprender que esto no era sostenible.

			Esto supone, en primer lugar, que todos los tributos que recaen sobre la construcción y venta de viviendas recaudan más: licencias, impuesto de construcciones, instalaciones y obras, impuesto de transmisiones patrimoniales, actos jurídicos documentados (AJD)... Además, está el efecto indirecto de tener empleados a dos millones de españoles (y centenares de miles de extranjeros), pagando cotizaciones de seguridad social e IRPF. Estos mayores ingresos eran temporales, pero, como todas las burbujas españolas, duraron muchos años. Las administraciones territoriales, ayuntamientos y CCAA acomodaron su nivel de gastos permanentes a unos ingresos coyunturales. Ahora les es muy difícil reducirlo.

			Otra parte de la burbuja fiscal tiene una mayor complejidad, y son sus efectos en la imposición indirecta. Al subir los precios de los pisos, los españoles nos creímos más ricos de lo que éramos; esto es lo que se denomina el «efecto riqueza». Además, consumir todo lo posible, e incluso más de lo que se ganaba, parecía una decisión racional. ¿Por qué? Porque los salarios eran elevados y crecían, y, sobre todo, porque los tipos de interés reales eran negativos; no había incentivos para el ahorro. Esto vino determinado, en buena medida, por la política de bajos tipos de interés del Banco Central Europeo, lo que en jerga se denomina una «política acomodaticia», muy favorable especialmente para Alemania, pero que a España, como a otros países periféricos, le ha resultado muy dañina a largo plazo.

			Como todo el país, en términos generales, pasó a consumir más, el ahorro interno no podía financiar toda la inversión que se realizaba. Esto condujo a que España, como economía, gastase más de lo que ingresaba, lo que en términos económicos significaba un «déficit por cuenta corriente». Esto implicaba, en los grandes impuestos estatales, más recaudación de lo normal. Si un individuo consume, paga muchos más impuestos que si ahorra, como ya se detalló en el capítulo anterior, porque el 18 o 21 % de lo que se consume es mucho más dinero que el 18 % de las rentas del ahorro; un 18 % de un dinero que se consume es mucho más que el 18 % de, por ejemplo, el 5 % de rentabilidad de una inversión. Además de que el mayor consumo aumentase la recaudación, la progresividad del IRPF hizo el resto.

			Aunque se ha hablado mucho en estos días de la curva de Laffer, el milagro económico y fiscal de la era Aznar tiene mucho más que ver con la burbuja fiscal que con la famosa curva. Lo que indica este hallazgo teórico, en primer término, es que con un 100 % o más de un impuesto no se recauda nada; la gente deja de trabajar para dejar de pagar el impuesto. Los objetores de esta cuestión arguyen que no hay casos reales. Pondremos uno.

			En 2011, la NBA experimentó un cierre patronal. Los jugadores no podían jugar en Estados Unidos y dejaban de cobrar. A dos hermanos españoles se les ocurrió volver a su antiguo club para poder seguir compitiendo y, evidentemente, obtener unos ingresos. Al cabo de unos días se supo que ambos jugadores abandonaban España «por razones fiscales». A primera vista, no parece que los impuestos españoles, sobre todo antes del subidón del PP en 2012, fueran tan elevados, pero en alguna situación particular la tributación efectiva puede superar el 100 %.

			En EE.UU., el último tipo general de la tarifa es el 35 % y, por tanto, un jugador de baloncesto que haya ganado 20 millones de euros pagará unos 7 millones en impuestos. Si, ante el cierre patronal, los dos jugadores de baloncesto se trasladasen a Barcelona, durante lo que resta de temporada podrían ganar una cantidad menor, digamos, 4 millones de euros. Si esto supone un cambio de residencia a efectos fiscales, supondría no sólo pagar el 49 % de los 4 millones que cobren en Barcelona, sino también integrar en su base imponible el importe ganado en EE.UU. y deducir los impuestos pagados allí. Esto es lo que se denomina «sistema de imputación», un mecanismo para eliminar la doble imposición, es decir, pagar impuestos dos veces por la misma renta. Este sistema es el que prevé el tratado internacional con Estados Unidos que tenemos sobre impuestos, que se conoce como «convenio para evitar la doble imposición».

			En la práctica, esto supone complementar un 14 % sobre lo ganado en Estados Unidos (el 49 % que se paga en el Estado de residencia, España, menos el 35 % ya pagado en Estados Unidos). En este ejemplo que estamos viendo, los jugadores, con el 51 % de lo ganado en España, es decir, lo que ganan menos un 49 % de impuestos en neto, 2.040.000 euros, deberían pagar el 14 % de 20 millones de euros, 2.800.000 euros. En la práctica, una tributación superior al 100 % de lo ganado.

			Los números son ficticios, pero el caso es real. Hay jugadores de baloncesto, como cualquier otro mortal, que no están dispuestos a trabajar para pagar más impuestos de lo que ganan. En esta situación, un impuesto efectivo superior al 100 % no recauda nada. Por supuesto, si el impuesto efectivo hubiese sido un 0 %, no se habría recaudado nada. Si el tipo hubiese sido de un 1 %, habría recaudado algo, es decir, más. Como con el 100 % no se recauda nada, en algún punto anterior, con un tipo de impuesto del ¿70, 80 %...?, se obtendría la máxima recaudación. Esto indica que hay un tramo creciente y otro decreciente. En fin, la curva existe, pero la cuestión realmente complicada es si estamos en el tramo creciente o en el decreciente.

			Siguiendo con el ejemplo de los jugadores de baloncesto. Estos jugadores, en un mundo sin impuestos, hubiesen jugado en España. Esto hubiese supuesto más ingresos para los jugadores y para el club (porque si les paga es porque espera vender más entradas y camisetas), y una ganancia neta para los aficionados (los que prefieran, por ejemplo, pagar por ver al equipo que quedarse en casa). Por consiguiente, los impuestos crean distorsiones. Estos jugadores podrían haberse quedado algún tiempo, pero, antes de perder la residencia en Estados Unidos, prefirieron dejar la Liga española. Esto hubiese supuesto una distorsión menor, pero una distorsión al fin y al cabo. La distorsión máxima ocurre cuando el impuesto es tan elevado que hace que se abandone la actividad. Sin embargo, el punto de máxima recaudación está introduciendo unas ineficiencias que también son muy elevadas, y que son mayores cuanto más elevado es el impuesto que hay que pagar. Esto quiere decir que, como en la Bolsa, el último euro que lo gane (lo recaude, en este caso) otro si no se quiere lastrar de forma irremediable el crecimiento futuro.

			Los impuestos eran elevados en España en 1996, pero seamos realistas, no eran tan insoportables como para estar en el tramo decreciente de la curva. De hecho, cuando Aznar y su Gobierno ejecutaron las dos reducciones del IRPF, en un primer momento cayeron los ingresos por este impuesto. Probablemente aumentó la eficiencia económica y los recursos se asignaron mejor, pero la recaudación cayó. La recuperación fue extraordinariamente rápida porque estábamos en una burbuja fiscal. La prueba del nueve es que los ingresos por los demás impuestos estaban subiendo de forma desaforada, en especial los directamente ligados a la actividad inmobiliaria. El dinero que los bancos de los países centrales del Euro prestaban a nuestros bancos tenía una gran facilidad para acabar en las Arcas Públicas.

			Esta burbuja fiscal ha producido tres efectos. En primer lugar, los ciudadanos no han podido juzgar adecuadamente la labor de sus políticos, porque todos parecían tener recursos ilimitados y todos lo hacían bien.1 Además, se han construido infraestructuras y se ha contratado personal fijo, que ahora no se puede pagar. La clase dirigente española se ha comportado como si gobernase un emirato petrolero, y se nos ha acabado el petróleo. El tercer efecto es más sutil: como recaudábamos muchísimo, directa e indirectamente del sector inmobiliario, hemos dejado el resto de la fiscalidad hecha un caos, como explicábamos con anterioridad. Esto se dio especialmente en las CCAA porque eran las beneficiarias más directas de la fiscalidad inmobiliaria. Cuando los ingresos por el impuesto de transmisiones patrimoniales crecían a un ritmo del 20 % anual, ninguna comunidad autónoma se preocupaba excesivamente por el impuesto de sucesiones. En esos años, prácticamente todas bonificaron el impuesto de sucesiones e incrementaron el de transmisiones.

			El pico de la burbuja llegó en 2007, aunque el precio máximo de los inmuebles se había alcanzado en 2006. Los síntomas de agotamiento del modelo eran ya evidentes a finales de 2007 y a principios de 2008. Todo el sistema estaba basado en un consumo y una inversión desaforados, financiados mediante préstamos a los bancos españoles provenientes del exterior. Si ese flujo de dinero, que era evidente que no podía mantenerse indefinidamente, se detenía de forma súbita, la crisis llegaría. Algunos creyeron que sólo afectaría al sector inmobiliario, sin embargo no teníamos sólo una burbuja inmobiliaria, sino también una gran burbuja monetaria y financiera, con lo que la crisis ha sido general. Especialmente, una de las manifestaciones más evidentes de la gran burbuja estaba en el ámbito de los impuestos y del gasto público. Por desgracia, esto significaba que íbamos a tener una crisis fiscal.
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			La crisis económica y el derrumbamiento
de la recaudación: la crisis fiscal

			 

			 

			En marzo de 2008 hubo elecciones generales en España y las ganó el Partido Socialista. En esta victoria tuvieron mucho que ver no sólo la negación de la crisis, sino también los impuestos. Por supuesto, la oposición del Partido Popular se presentó con la idea de bajarlos. Sin embargo, el presidente Rodríguez Zapatero ganó por la mano con la promesa electoral estrella de la deducción de los 400 euros. El coste de la medida era de 6.000 millones de euros al año. Esto era, y es, muchísimo dinero. Pero lo peor de todo es que cundió la idea de que se podían bajar los impuestos alegremente porque, en expresión de la ex ministra Carmen Calvo, el dinero público «no es de nadie».

			Como muchos españoles, recuerdo el momento cumbre de esa campaña electoral: el debate entre el vicepresidente económico Pedro Solbes y el aspirante Manuel Pizarro. Pizarro defendió que ya estábamos en crisis; Solbes, con mucha más habilidad, todo sea dicho, lo negó. Claramente, Solbes ganó el debate a Pizarro y unos meses después lo estaba perdiendo, por goleada, con la realidad de la crisis. En efecto, las elecciones, por lo menos en España, no se ganan diciéndole a la gente lo que no quiere oír, que estábamos en crisis.

			¿Desde cuándo estábamos en crisis? Probablemente, desde que adoptamos un modelo de desarrollo insostenible, unos dos años después de entrar en el Euro. Pero, por ser más exactos, en agosto de 2007 se produjo el derrumbamiento de la banca de inversión estadounidense. Estados Unidos también tenía una cierta burbuja inmobiliaria y era el país del mundo con un mayor déficit por cuenta corriente de los países industrializados; el segundo era España, en términos relativos. Nos parecíamos más de lo que muchos pensaban (o pensábamos). Sin embargo, como la crisis se produjo en unos productos financieros que no se habían permitido en España, las hipotecas subprime, nos consideramos a salvo.

			Evidentemente, hay dos errores graves en esta cuestión: en primer lugar, no ver las similitudes y fijarnos sólo en las diferencias; esto nos podía pasar a nosotros, y efectivamente nos pasó. Una segunda cuestión era más evidente, y tampoco se supo ver: los mercados financieros estadounidenses son los más importantes del mundo. Dentro de ellos, un actor de primer orden son los bancos de inversión. El colapso financiero norteamericano supuso en 1929 la sequía crediticia para el resto del mundo. A partir de 2008, la historia se repitió en toda Europa y afectó fundamentalmente a los países meridionales; a los más endeudados.

			A medida que los bancos internacionales fueron solicitando la devolución de los préstamos concedidos a bancos españoles, o no los fueron renovando, la banca fue dejando de prestar. Esta sequía comenzó con el sector inmobiliario. La primera reacción de muchas empresas fue ¡dejar de pagar impuestos! La crisis fiscal había comenzado. Antes de que empezase la destrucción masiva de empleo, de que cayese el producto interior bruto (PIB) y comenzase el decrecimiento, antes de todo esto, cayó la recaudación. De hecho, en 2008 tuvimos un crecimiento positivo del PIB, del 0,9 %; no es gran cosa, pero no justifica una caída de la recaudación fiscal, y mucho menos una caída importante.

			Bueno, pues ocurrió. En 2007, según la Central de Balances del Banco de España, las empresas españolas obtuvieron los beneficios más importantes de la historia. El impuesto de sociedades se declara y se paga al año siguiente, habitualmente en julio (en función del ejercicio económico de las entidades). Según estos datos, en 2008 se debería haber esperado una recaudación histórica, que superase los casi 45.000 millones de euros del año anterior. Algunos no lo teníamos nada claro y veíamos luces de alarma en la recaudación fiscal,1 y que el fraude fiscal se estaba comiendo la recaudación.2

			El pavoroso resultado fue que la recaudación del impuesto de sociedades cayó un 39 % en 2008, pasando de casi 45.000 millones a 27.000 millones de euros. Es decir, que sobre los resultados más importantes de su historia, las empresas españolas habían pagado 3 euros por cada 5 euros del año anterior. Para cualquier observador imparcial, este simple dato era terrorífico. En 2007, cuando se generaron los beneficios sólo había síntomas de agotamiento, pero la crisis aún no había estallado. Como en julio de 2008 ya había problemas, lo primero que las empresas hicieron fue dejar de pagar. ¿Qué pasaría cuando entrásemos, de verdad, en crisis? Pues, obviamente, que la recaudación fiscal se derrumbaría.

			En 2008, la recaudación gestionada por la Agencia Tributaria, es decir, la derivada de los grandes impuestos, se redujo en 27.000 millones de euros, pasando de 200.000 millones a 173.000 millones, y toda la caída se produjo en el impuesto de sociedades. Mucho peor fue 2009: la recaudación disminuyó en otros 29.000 millones de euros, quedando en 144.000 millones de euros. En 2009, además del impuesto de sociedades, que continuó cayendo, se derrumbó la recaudación del IVA. Sorprendentemente, aunque el paro aumentó de forma espectacular, la recaudación del IRPF se mantuvo. Esto no quiere decir que el IRPF no lo paguen quienes tienen una nómina; quiere decir simplemente que el IRPF es terriblemente progresivo: un trabajador que gane 20.000 euros no paga nada o casi nada de IRPF, y uno que gana 200.000 pagaba un 45 % (ahora, prácticamente la mitad de lo que gana). El «ajuste» de empleo en las empresas se realizó poniendo empleados temporales en la calle, que eran los que menos ganaban; disminuyeron las cuotas de seguridad social que ingresaban las empresas, pero no los ingresos por IRPF.

			El resultado en dos años, de 2007 a 2009, fue que España pasó de ser el país más saneado fiscalmente de Europa, con un superávit público del 2 %, a tener un déficit del 11,1 % en 2009 y ser uno de los países con mayor déficit público del mundo. La magnitud del desequilibrio se podría expresar así: en 2007 las Administraciones ingresaron, todas y por todos los conceptos, 433.000 millones de euros, y gastaron 412.000 millones de euros. Dos años después, en 2009, las Administraciones gastaron 484.000 millones y sólo ingresaron 367.000 millones; es decir, se habían gastado 72.000 millones de euros más (equivalentes a toda la recaudación del IRPF, el impuesto más recaudatorio) y se habían ingresado 66.000 millones de euros menos.3

			En toda Europa hubo problemas fiscales, pero de esta magnitud sólo en Grecia y en España. ¿Qué había ocurrido? En 2008, cuando la liquidez se fue secando y la actividad ralentizando, hubo, en mi opinión, un incremento del fraude. En 2009 esto no sólo no se corrigió sino que, económicamente, fue el peor ejercicio para España en más de medio siglo; se dispararon los gastos, particularmente los gastos financieros por intereses y, cómo no, el gasto por prestaciones y subsidios de desempleo. 

			Además, se volatilizó la recaudación derivada del sector inmobiliario porque no se hicieron ya tantas transacciones (aunque los precios no bajaron significativamente) y el fraude continuó incrementándose con la crisis. Era lógico: no se incrementaron los medios en la lucha contra el fraude, ni legales, ni personales ni presupuestarios. Sobre todo, durante años se había descuidado la conciencia fiscal; en 2007, según el Instituto de Estudios Fiscales, un 49 % de los españoles justificaban abiertamente el fraude fiscal. Por si fuera poco, la campaña electoral de 2008 estuvo basada en una competición de los dos grandes partidos por ver quién bajaba más los impuestos. Por último, una caída del PIB como la de 2009 siempre supone, adicionalmente, una caída recaudatoria.

			En 2009 ya era bastante evidente que España se encaminaba hacia la insolvencia. Sin embargo, aún faltaban las guindas del pastel: el Plan E y, sobre todo, el nuevo sistema de financiación autonómica. El Plan E ha quedado como una muestra de despilfarro, pero por lo menos fue puntual. Sin embargo, la reforma del sistema de financiación de las CCAA supuso un incremento del dinero inyectado por el Estado, unos 11.000 millones de euros, todos los años. De esta forma, la Administración que más dinero gasta, la de las CCAA, no tuvo que acometer recortes de gasto hasta 2012...

			Todo esto se derrumbó en mayo de 2010, cuando el Gobierno de Zapatero tuvo que tomar medidas de emergencia: reducir un 5 % de media el salario a todos los empleados públicos, congelar las pensiones y acometer una primera subida del IVA. En ese momento, muchos españoles, que no se habían querido enterar, empezaron a ser conscientes de que estábamos en medio de una grave crisis fiscal. Hasta ese momento parecía que bajar impuestos era gratis, y ahora, tristemente, muchos empezaban a darse cuenta de que lo que no pagan unos, otros lo acaban teniendo que pagar.

			Las medidas de 2010 efectivamente redujeron el déficit público, pero el coste político para el Gobierno fue elevadísimo. La reacción fue que no se tomaron nuevas medidas de consolidación fiscal, es decir, de aumento de los ingresos o reducción de los gastos, en 2011. Por otra parte, la caída de los ingresos siguió concentrada en el impuesto de sociedades, y sin embargo, lejos de arreglar un impuesto que hacía aguas, se optó por elevar el IVA. Incluso se optó por dar, en noviembre de 2010, uno de los beneficios fiscales más disparatados de todos los concedidos en la crisis fiscal: la libertad de amortización sin mantenimiento del empleo.

			Coincidiendo con la gravísima crisis en los cielos españoles derivada del plante de los controladores aéreos, se optó por conceder un beneficio fiscal exclusivo para las grandes empresas. Como es natural, pasó relativamente desapercibido, y a los únicos que opinaron al respecto les pareció una gran idea. La idea era sencilla: las nuevas inversiones se podían amortizar libremente, es decir, se podían pasar a gastos de golpe. Esto quería decir que, si una empresa tenía que comprar un edificio por 100 millones de euros, podía pasar a gastos no su desgaste, es decir, amortización, normal y previsto de 2 millones, sino los 100 millones de golpe. Esto suponía que ese año no pagaba el impuesto de sociedades. La cuestión era mucho más grave si la correspondiente empresa tenía que realizar inversiones sistemáticas todos los años; por ejemplo, construir redes de comunicaciones, centrales eléctricas o redes de distribución eléctrica. Este tipo de empresas tienen que invertir sistemáticamente, lo cual significaba que dejaban sistemáticamente de pagar impuestos. No ejecutaban más inversiones, sino sólo las que tenían que realizar porque era su negocio. Lo único que ocurría es que todos los años pasaban más cuantías a gastos, pero sólo a efectos fiscales. Esto se traducía en que el beneficio contable del que se informaba a los inversores era el mismo, o, mejor dicho, era superior, porque se pagaban menos impuestos...

			Para acabar de redondear el círculo, se eliminó el requisito de mantenimiento de empleo, con lo que estas grandes empresas, encima, podían reducir plantillas mediante prejubilaciones, en las que buena parte del coste recaía en las Arcas Públicas en forma de prestaciones por desempleo. Esto supuso, como era previsible, que muchas grandes empresas anunciaran expedientes de regulación de empleo (ERE) gigantescos a principios de 2011... Todavía recuerdo una conversación surrealista con un alto cargo del Gobierno de Zapatero, en la que además no estábamos solos, en la que señalaba a finales de 2010 que en España no había un problema de desempleo, sino de falta de inversiones...

			En cualquier caso, no sólo teníamos un problema de desempleo, sino también de falta de recaudación. Sin embargo, aunque la caída recaudatoria se había producido en el impuesto de sociedades, y teniendo en cuenta que las grandes empresas ya pagaban unas tasas efectivamente muy pequeñas, lo que se hizo fue reducirles los impuestos y permitirles reducir plantillas. Que la vicepresidenta Elena Salgado acabase trabajando para la filial chilena de una de las empresas beneficiadas por esta medida a lo mejor fue una casualidad. Lo que sin ninguna duda no lo fue es que, dada la falta de seriedad con la que se abordaron los problemas, el déficit de 2011 fuera casi tan elevado como el de 2009. Después de cuatro años no habíamos avanzado casi nada. Supongo que ningún lector se extrañará de que prácticamente los mismos economistas que aplaudieron la «libertad de amortización» volvieran a aplaudir su eliminación en marzo de 2012. 

			Por supuesto, en este período no tuvimos más inversiones, sino menos. De hecho, llevamos cinco años en que se reduce la formación bruta de capital (es decir, la inversión) según el Instituto Nacional de Estadística (INE). En 2012, en España se invirtió un 38 % menos que en 2007, en euros corrientes; si tenemos en cuenta la inflación, en menos de cinco años la inversión anual puede ser la mitad. Naturalmente, como para crear empleo es necesaria la inversión, tenemos más desempleados, tanto en la economía en general como en las grandes empresas. Finalmente, eso sí, renunciamos a cobrar miles de millones de euros de las grandes empresas. Por desgracia, para conseguir un mayor volumen de inversiones hacen falta buenas expectativas empresariales y crédito para financiar las inversiones, no sólo beneficios. Si sólo se dan beneficios fiscales, la pérdida de recaudación no sirve para nada.

			La política fiscal de estos años fue una sucesión de ocurrencias como ésta de la libertad de amortización. Y tampoco hubo un planteamiento coherente en las diversas medidas tomadas. Aun así, podemos distinguir dos etapas: en una primera, en 2008 y 2009, simplemente se optó por negar la realidad. En estos dos años, como ya hemos explicado, la recaudación se derrumbó y el gasto público aumentó de forma considerable. La crisis no existía o, como mucho, era un mero bache temporal, que se debía compensar subiendo el gasto público o disminuyendo los impuestos. Todo esto terminó abruptamente en mayo de 2010, cuando el Gobierno de Zapatero fue consciente de que los inversores internacionales iban a abandonar a España a su suerte si no reducía de forma consistente el déficit público.

			Se tomaron medidas de emergencia en mayo de 2010, pero no se continuó con ellas en 2011. La razón fundamental es que las CCAA y los ayuntamientos se enfrentaban a unas elecciones, y el coste político de la «austeridad» es durísimo. A partir de ahí, una sucesión de ocurrencias o de medidas de cara a la galería, como la creación de extratipos en el IRPF. Cualquiera sabe que estas medidas no sirven para recaudar por la sencillísima razón de que no hay apenas declarantes en esos tramos. Por supuesto, después de la subida de Salgado (muy moderada) y del gran subidón de Montoro y Rajoy, ya prácticamente no quedan españoles que declaren estas rentas (por ejemplo, las superiores a 600.000 euros).

			Aun así, en 2011 sí que hubo algún atisbo de recuperación. La razón fue fundamentalmente financiera. Como ya se ha apuntado, el desencadenante de la crisis en España fue financiero. Después de un decenio financiado con dinero a crédito del exterior, en el verano de 2007 se cortó el flujo de crédito. A lo largo de 2008, 2009 y 2010 el crédito bancario fue disminuyendo. Además, diversas cajas tuvieron que ser intervenidas. En este libro no se aborda en profundidad esta crisis financiera, o, mejor dicho, el aspecto financiero de la crisis general de España. Pero es una cuestión clave, con implicaciones fiscales, que analizaremos a partir del capítulo 17 de este libro. En la primera mitad de 2011, sin embargo, sí que parecía que algunos problemas entraban en vías de solución: la privatización de Bankia y, en menor medida, de Banca Cívica parecía poner fin a la reforma del sistema financiero.

			La realidad en 2011 fue que no se tomaron medidas de consolidación fiscal, es decir, se renunció al control del déficit, algo que a corto plazo tiene un efecto expansivo. Por otra parte, los balances de las cajas privatizadas no reflejaban la realidad. Esto supuso que los nuevos accionistas perdieran casi todo su dinero en muy poco tiempo. Pero todo eso no se veía así a mediados de 2011. En esas condiciones, el presidente Rodríguez Zapatero optó por convocar nuevas elecciones, probablemente porque se veía incapaz de acometer los nuevos ajustes, es decir, recortes y subidas de impuestos, que Europa le exigía.

			Como todo el mundo sabe, el Partido Popular ganó las elecciones de noviembre de 2011, con un programa que prometía bajadas de impuestos y recorte del gasto público. En el programa electoral apenas había una somera referencia en materia de lucha contra el fraude fiscal.4 No era un programa realista y se incumplió inmediatamente. Ya en diciembre de 2011 se acometió la mayor subida del IRPF desde su implantación en la Transición. Al final del libro abordaremos la nueva política fiscal que implantó el Partido Popular: las subidas de impuestos indiscriminadas. La realidad es que tres años y medio después de que el PSOE ganase las elecciones prometiendo bajadas de impuestos, que, aunque no eran realistas, intentó cumplir, el PP ganó los siguientes comicios prometiendo también bajadas de impuestos. La diferencia es que los signos de crisis fiscal eran incipientes a comienzos de 2008, mientras que a finales de 2011 la situación de nuestras finanzas públicas era desastrosa.

			Ésta es una historia de responsabilidades compartidas: el Gobierno del PSOE estaba empeñado en negar la realidad. Los datos fiscales de 2011, por decirlo suavemente, no eran fiables; la situación de nuestras cuentas públicas era mucho peor de lo que señalaban las cuentas oficiales. Buena parte de los problemas estaban en unas CCAA que ya gobernaba en su mayoría el Partido Popular. Por último, muchos españoles votaron en 2008 y en 2011 el programa que prometía las menores cargas fiscales, es decir, el menos realista. Esta crisis fiscal tiene mucho que ver con el derrumbamiento de las burbujas inmobiliaria y crediticia, que producían una recaudación fácil que ya no volverá. También tiene que ver con la pura crisis económica y la destrucción de empleo. Por último, hay también un factor de fraude, ligado a los impuestos más difíciles de controlar, el IVA y, fundamentalmente, el impuesto de sociedades. Obviamente, una caída recaudatoria de la magnitud de la que se ha producido en España no tiene una causa única, ni tampoco, lógicamente, un responsable único.

			Lo que sí tiene son causas singulares. En el resto de Europa no se ha producido una caída de la recaudación fiscal de esa magnitud. Esto quiere decir que otras causas, que son comunes a los países de nuestro entorno, no explican esa singularidad. Significa, asimismo, que los paraísos fiscales, o los abusos de las multinacionales, por supuesto merman la recaudación, pero no explican por qué la recaudación española se ha derrumbado mucho más que la de otros países, que no son inmunes a estos fenómenos.

			La crisis en España ha sido, y continúa siendo, una crisis general; entre otras cuestiones, hay un grave problema en el funcionamiento de las instituciones que se manifiesta en problemas de corrupción, y también hay una grave crisis en el modelo económico. El pinchazo de la burbuja inmobiliaria produjo el desplome del sector inmobiliario y de la construcción. Esto arrastró al sector financiero, que había prestado un 30 % del PIB a este sector. En estas condiciones, el paro y la crisis financiera eran inevitables. De haber hecho mejor las cosas en el terreno fiscal, por supuesto que hubiésemos tenido una crisis igualmente, pero desde luego menos áspera. Probablemente, hubiésemos evitado algunos recortes y algunas subidas de impuestos muy contraproducentes. 

			En mi opinión, lo más probable es que no estaríamos semiintervenidos, como estamos en la actualidad. La razón por la que España se vio obligada, primero, a modificar la propia Constitución en el verano de 2011 y, posteriormente, a solicitar un préstamo de 100.000 millones de euros en 2012, fue la dificultad de encontrar compradores de deuda pública. El indicador más obvio es la prima de riesgo, la diferencia en el tipo de interés que tiene que pagar un Estado de la Unión Europea frente a lo que paga Alemania. Habitualmente, se toma como referencia el bono a diez años. Bien, esta prima de riesgo subió espectacularmente en 2012, cuando España se tuvo que enfrentar a la recapitalización de sus entidades financieras; esto supuso aportar de golpe decenas de miles de millones de euros, que los mercados no estaban dispuestos a financiar. Visto así, parece que todo esto es un problema financiero, pero no es cierto. Si los mercados financieros no estaban dispuestos a financiar a España era porque no estaban seguros de que pudiese devolver la deuda, porque, simplemente, no paraba de crecer.

			Si la recaudación se hubiese mantenido, aunque fuese a base de subidas de impuestos, como en otros países, o bien hubiésemos sido capaces de recortar los gastos de forma efectiva, la sostenibilidad de la deuda no habría estado en cuestión. Alternativamente, España podría haber acometido el saneamiento del sistema financiero en 2009, cuando todavía tenía acceso al mercado. Negarse a ver la realidad y a tomar medidas nos ha salido muy caro a todos. Ver en 2005, por ejemplo, que estábamos en una gran burbuja que no podía durar era muy complicado. Sin embargo, atisbar en 2008 que la recaudación se iba a desplomar no era tan difícil. Hacer caso omiso y negar la realidad es una responsabilidad de los sucesivos gobiernos, pero hay que ser honestos y reconocer que la mayoría de los españoles tampoco querían reconocer la realidad.

			Incluso, inmersos en una grave crisis económica, nos hemos empeñado en que no iba a tener efectos fiscales: que la recaudación volvería y que la crisis no iba a afectar al Estado del Bienestar. Esto ha sido posible mientras nos hemos podido financiar y, naturalmente, ha hecho que los recortes y las subidas de impuestos hayan sido finalmente más elevados. Acometer una reforma del sistema fiscal para eliminar barreras fiscales, ineficiencias y rigideces en época de expansión no hubiese sido difícil. En los años dorados se podrían haber aumentado los medios de la lucha contra el fraude sin demasiados problemas. Sobre todo, no debimos haber dejado que la conciencia fiscal se derrumbase.

			En el año 2007, el barómetro fiscal del Instituto de Estudios Fiscales (IEF), que se dejó de publicar en 2011, señalaba que un 49 % de los encuestados justificaban abiertamente el fraude fiscal.5 Traduciendo: un 49 % de los encuestados justificaban abiertamente a un encuestador del Ministerio de Hacienda el incumplimiento de las leyes fiscales. Probablemente, muchos encuestados también justificaban el fraude, pero no se atrevieron a confesarlo. La cifra no tiene parangón con otros países avanzados. No había que ser un lince para saber que, en cuanto empeorase la situación económica, muchos españoles dejarían de pagar impuestos y que tendríamos una crisis fiscal, porque se nos iba a derrumbar la recaudación. Esto iba a conducir a un mayor coste de la financiación para todos los agentes económicos, porque el Estado iba a ir acaparando todo el crédito disponible. Por último, los gastos tendrían que reducirse. Desgraciadamente, la caída de la recaudación fiscal nos aleja de la civilización y nos conduce más cerca de la jungla: no se puede tener la economía de Alemania con la conciencia fiscal de Tanzania.

			En consecuencia, hay dos causas fundamentales de la crisis fiscal que analizaremos a continuación: el fraude y el defectuoso sistema fiscal español. Empezaremos con una aproximación al fraude. Según los estudios, en España se defrauda más que en otros países, y sobre todo, como hemos puesto de manifiesto en este capítulo, coincidiendo con los inicios de la crisis en España, parece que se produjo un aumento del fraude fiscal. Posteriormente se derrumbó la actividad económica, pero la recaudación ya se había desplomado, cuando debería haber sido al revés. Para intentar explicar algo de lo que es el fraude fiscal en la España actual, pasen al siguiente capítulo.
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			Una aproximación al fraude
en la España actual

			 

			 

			A nadie le gusta pagar impuestos, con lo que el fraude es consustancial a éstos. Sin embargo, lo políticamente correcto es decir que se está contra el fraude fiscal. Además, a todo el que paga impuestos le gustaría que los demás también los pagasen, aunque sólo sea para poder reducir su cuota. Por último, el sistema impositivo es tan complejo que no se puede (o no se debería) llamar fraude a cualquier incumplimiento. Trataremos de aclarar conceptos, porque en este tema, como en cualquier otro, el lenguaje no es precisamente neutral.

			Cuando una ley fiscal ordena un pago coactivo al Estado (es decir, un impuesto), el contribuyente (es decir, el ciudadano que tiene que pagar) puede cumplir o no. Simplificando: cuando no cumple, puede ser que haya declarado correctamente y luego no pueda cumplir. También es posible que se haya equivocado al declarar. Por último, puede haber engañado en su declaración. En sentido estricto, de todos estos incumplimientos, sólo el tercero es propiamente fraude. Es muy habitual que las autoridades fiscales realicen afirmaciones del tipo: «Hacienda recaudó 10.000 millones de euros en la lucha contra el fraude fiscal». Cuando se analiza en profundidad, y como no puede ser de otra manera, estos 10.000 millones proceden de incumplimientos, pero no todos ellos son fraudulentos. Este tipo de afirmaciones tienen la ventaja de «vender» la actuación de Hacienda, pero también magnifican los comportamientos fraudulentos, metiendo en el mismo saco desde los errores involuntarios hasta los fraudes más graves.

			Defraudar es, básicamente, engañar al Fisco para pagar menos impuestos. ¿Es lo mismo que la economía sumergida? No, y ése es un error muy común que distorsiona gravemente el análisis. La economía sumergida es el conjunto de actividades económicas que están ocultas al Estado, normalmente por razones fiscales o laborales. Que una actividad esté fuera del control del Estado significa, casi por definición, que se incumplen las leyes, y que, por tanto, no se pagan los correspondientes impuestos. Sin embargo, en muchas ocasiones, no se pagan los correspondientes impuestos sin que la actividad esté completamente sumergida y, en consecuencia, fuera de cualquier control. La economía sumergida es sólo una parte del fraude fiscal.

			El esquema que solemos encontrarnos los inspectores de Hacienda es normalmente el siguiente: cuando una empresa empieza a tener problemas, deja de ingresar el impuesto de sociedades, ya que es el tributo importante sobre el que se percibe un menor control. Esto se puede realizar de forma más o menos sutil, desde aplicarse deducciones fiscales discutibles hasta simplemente inventarse gastos. Si la situación se complica, la empresa deja de ingresar el IVA. Aquí se percibe un mayor control, por varias razones; el control del impuesto de sociedades se realiza a partir de la contabilidad. La contabilidad sólo puede ser revisada por la Inspección, mientras que el IVA lo puede controlar también Gestión Tributaria. Esto significa que hay un mayor número de controles, pero también que la normativa contable, sujeta a múltiples interpretaciones, es mucho más ambigua que la del IVA. Por otra parte, el número y el importe de los beneficios fiscales en el impuesto de sociedades son muy superiores. Parte de la culpa de que el IVA sea más implacable es que su normativa es comunitaria, y es muy difícil poner de acuerdo a 28 Estados para establecer un beneficio fiscal.

			Aun así, muchas empresas que defraudan el impuesto de sociedades y el IVA no están sumergidas, sino que simplemente son empresas «oficiales» que defraudan una parte de los impuestos que deberían pagar. Estamos hablando de fraude fiscal, no de economía sumergida. Sin embargo, la situación puede continuar empeorando; como diría Groucho Marx, «partiendo de la nada vamos a alcanzar las más altas cotas de miseria». Cuando la situación se pone realmente infernal, algunas empresas pasan definitivamente a la economía sumergida; se dan de baja y siguen operando. En consecuencia, dejan de pagar las retenciones del IRPF y las cuotas de seguridad social a sus empleados. Los primeros que no quieren dejar de cotizar para tener derecho a prestaciones por desempleo y jubilación son los empleados. Por tanto, esta situación es el último recurso antes del cierre.

			Por supuesto, la economía sumergida es un fenómeno muy amplio; va desde la economía de subsistencia hasta la explotación, por ejemplo, de inmigrantes, que en algunas ocasiones da pingües beneficios. En cualquier caso, hay que tener presente que la proliferación de la economía sumergida es, desgraciadamente, un síntoma de la falta de competitividad de algunas actividades económicas en España; es decir, que determinadas actividades no serían rentables si pagasen todos los impuestos. En consecuencia, cuando esta actividad es detectada, a veces simplemente se produce un cierre sin que llegue a cobrarse cuantía alguna. Hay que luchar contra la economía sumergida, pero debemos tener en cuenta que, por desgracia, a lo largo de esta crisis la «economía sumergida ha estado impidiendo una explosión social».

			La otra cara de la moneda es la competencia desleal. Los empresarios que no ingresan todo lo que deberían, bien porque están en economía sumergida, bien simplemente porque defraudan, compiten de forma desleal con aquellos empresarios que tienen que ingresar todos los impuestos. Si eso no se corrige mediante un sistema eficaz de control, especialmente en época de crisis, se produce una carrera hacia el ennegrecimiento.

			Esto que contamos a nivel micro en este capítulo es básicamente lo mismo que contamos a nivel macro en el capítulo anterior. Lo primero que se derrumbó fue el impuesto de sociedades, y a continuación cayó la recaudación del IVA. En ambos casos, las caídas fueron superiores a la de los beneficios y del consumo, respectivamente. Las caídas recaudatorias del IVA fueron compensadas con subidas de los tipos, que en 2012 fueron espectaculares. En el caso del impuesto de sociedades, esto sólo se intentó a partir de 2012, pero sigue recaudándose muchísimo menos. Desgraciadamente, la destrucción del tejido productivo le tomó el relevo al fraude, y la recaudación fiscal no se ha recuperado.

			La penúltima fase ha sido la caída recaudatoria del IRPF y de las cuotas de seguridad social; es decir, hemos seguido fielmente el esquema de «huida al negro». Los últimos estudios, como el de Schneider, señalan que ha disminuido ligeramente la economía sumergida. También aquí ha acabado llegando la destrucción del empleo derivada de la crisis. Estos estudios, como comentaremos posteriormente, no son muy fiables, pero cuando todos apuntan en la misma dirección, debemos tomar nota.

			En principio, que la economía sumergida haya disminuido en España parece una buena noticia. Sin embargo, en la actual situación, a veces las cosas no son lo que parecen. Esta disminución de la economía sumergida no ha ido acompañada de un crecimiento de la economía oficial, que, según todos los indicadores, ha acentuado su caída. Esto, desgraciadamente, no significa que se haya producido un trasvase, voluntario o forzoso, de economía sumergida a economía oficial, sino que la destrucción del tejido productivo, generada por la crisis, ha acabado llegando a la economía sumergida.

			 

			 

			CAUSAS DEL FRAUDE

			 

			Esencialmente, un ciudadano no paga los impuestos que debería porque quiere y puede. El fraude es fundamentalmente un comportamiento voluntario. Los errores pueden ser involuntarios, pero el engaño, que es consustancial al fraude, nunca lo es. ¿Por qué quiere un ciudadano engañar al Fisco? Por lo general, por una razón puramente económica: para ahorrarse pagos. Esto quiere decir que, cuanto más elevado sea el impuesto que haya que pagar, mayor será el incentivo para defraudarlo. Como engañar al Fisco siempre implica riesgos, este riesgo sólo merece la pena si el beneficio sobrepasa el mínimo.

			Por otro lado, la mayor parte de los ciudadanos creen que deben pagar «algunos» impuestos. Suelen considerar que los impuestos que tienen que pagar son excesivos, pero sí estarían dispuestos a abonar unas cuantías «razonables». En consecuencia, un tipo del 56 % (que es el más elevado de la tarifa vigente del IRPF en Cataluña; en la mayoría de las CCAA, el tipo máximo es del 52 %) suele ser considerado excesivo y confiscatorio. Por otra parte, un tipo del 1 %, que es al que tributa una sociedad de inversión de capital variable (SICAV), no suele percibirse como excesivo. Sin llegar a un ejemplo tan polémico, la tributación de un fondo de pensiones es a un tipo del 0 %, y la de un fondo de inversión, al 1 %. Dicho esto, no hay que ser inspector de Hacienda para prever que en estos sujetos son muy raras las incidencias fiscales (como los gastos no deducibles o los ingresos sin declarar), puesto que no hay incentivos para dejar de pagar, simplemente porque lo que hay que pagar es muy poco.

			Este juicio de razonabilidad no sólo está influido por los impuestos que hay que pagar en abstracto, sino también por lo que se percibe como la acción del Estado vía gasto público. En los países nórdicos, en los que se pagan efectivamente muchos más impuestos, el fraude es inferior. Los ciudadanos aceptan mucho mejor los impuestos, ya que consideran que el «Estado del Bienestar» del que disfrutan exige necesariamente impuestos elevados. Esto no sólo se manifiesta en unas leyes con tipos impositivos más elevados, sino, sobre todo, en un mejor cumplimiento fiscal. Al final, la traducción es una mayor presión fiscal, es decir, más recaudación efectiva como porcentaje del PIB.

			Antes de seguir, otro concepto que normalmente se malinterpreta es el de «presión fiscal». La presión fiscal no es el agobio que provocan los impuestos, sino el cociente entre la recaudación y el PIB. Esto quiere decir que, si un gobierno sube los impuestos pero no consigue recaudar, la presión fiscal puede bajar. Y no es teoría, sino que ha pasado en España en la crisis fiscal que padecemos. Evidentemente, no es lo mismo pagar un 30 % de los ingresos en una renta elevada que en una renta de subsistencia. Algo parecido ocurre con los países. Esto significa que sólo los países con una renta per cápita elevada son capaces de soportar una fiscalidad efectiva elevada.

			Volviendo al tema del fraude y sus causas, ciertamente, unos impuestos elevados propician el fraude. Aunque es pura economía elemental, increíblemente, todos los políticos que suben los impuestos la niegan de forma sistemática. Cada vez que se ha aprobado una subida de impuestos, se ha hecho una previsión de incremento de la recaudación. Casi todas estas previsiones se han incumplido. Una de las razones es que las subidas de impuestos deprimen la economía, con lo que, a menudo, se acaba recaudando menos. La otra razón es que muchos contribuyentes, ante una subida de impuestos, buscan evitarla, a veces mediante estrategias ilegales, es decir, defraudando.

			Si un contribuyente quiere defraudar impuestos, no sólo es que considera que merece la pena desde un punto de vista crematístico o monetario, sino también que considera que esa conducta es correcta. Una de las causas fundamentales del fraude es, sin duda, la falta de conciencia fiscal, y es un problema particularmente grave en España. En este sentido, convencer a los españoles de que tienen que pagar impuestos sería la medida antifraude más importante de todas, pero no es fácil. De hecho, cada vez es más difícil.

			Las razones de este deterioro de la conciencia fiscal son varias. En primer lugar, a medida que los contribuyentes «se acostumbran» a no tributar correctamente, van encontrando justificaciones a su comportamiento. El viejo aforismo de que «el que no actúa como piensa acaba pensando como actúa», se cumple aquí con precisión milimétrica. Además, a medida que el gasto público se ve sometido a recortes, muchos contribuyentes se preguntan qué están pagando: ¿algunos servicios muy justificados, como la sanidad y la educación, o burocracias y «élites extractivas»?

			Por encima de todo, la falta de ejemplaridad de las clases dirigentes está siendo letal en este tema. Por ejemplo, cuando el ex presidente de la patronal de los empresarios, la CEOE, está en prisión, entre otras causas por delito fiscal, es muy complicado convencer a los españoles de que los empresarios cumplen con sus impuestos. Con todo, desde la perspectiva de muchos contribuyentes es conmutativa: tanto pagas en impuestos, tanto recibes. En este sentido, los continuos escándalos con dinero público no hacen más que erosionar la conciencia fiscal.

			Por supuesto, como trataremos en el capítulo 21, la amnistía fiscal también fue muy negativa para la conciencia fiscal. Premiar a los que defraudan, mientras a los que cumplen se les suben los impuestos, no lleva al entusiasmo, precisamente, en el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales. Adelantándonos a este relato de la amnistía, hay que señalar que una medida como ésta nunca merece la pena; se logran recaudaciones poco importantes, a cambio de lastrar la recaudación futura durante mucho tiempo. En el caso de la amnistía del actual Gobierno del PP, además coincidió con escándalos de malversación de fondos públicos, como el tema de los ERE en Andalucía, bajo el Gobierno del PSOE, y con acusaciones gravísimas de contabilidades B y pagos en dinero negro que afectaban al otro gran partido, el PP. La falta de ejemplaridad de cuando menos una parte de la clase política era palmaria. Como señalaba Albert Einstein, «el ejemplo no es la mejor forma de influir en el comportamiento de los demás, es la única». La influencia en el comportamiento de los contribuyentes españoles que tienen que hacer frente a sus obligaciones fiscales, cada vez más gravosas, en plena crisis, no es precisamente positiva.

			La otra causa es que el contribuyente defraudador, además de querer defraudar, tenga la posibilidad y la oportunidad de hacerlo. Como hemos comentado anteriormente, a medida que la conciencia fiscal se ha vuelto más laxa, cobra mayor importancia la cuestión de los medios de control que impidan, o por lo menos dificulten, la evasión de impuestos por parte de los contribuyentes.

			Hay situaciones en que es complicadísimo defraudar; por ejemplo, cuando todas las percepciones de un trabajador son retenidas por la empresa a la hora de percibirlas. La cuestión clave no es la retención, sino la información que se remite a Hacienda. Como la Agencia Tributaria sabe cuáles son las percepciones del contribuyente, y el contribuyente sabe que Hacienda lo sabe, evidentemente al trabajador no le quedará otro remedio, le guste o no, que declarar todos sus ingresos. En estas situaciones, aunque no sea políticamente correcto decirlo, la conciencia fiscal, en la práctica, desempeña un papel secundario; aunque el contribuyente considere que el pago de impuestos es un despilfarro, o incluso nocivo o contrario a su religión, pagará de todas formas.

			Las sanciones o castigos también tienen un papel secundario. Un trabajador que recibe un borrador de la Agencia Tributaria sabe que, si no declara esos ingresos, probablemente será sancionado. Aun así, la sanción que recibirá es del 50 %, que después de las reducciones queda en un 26,25 %. Lo que disuade no es que la sanción sea elevadísima, sino la certeza de que se recibirá una sanción. El punto clave es la información, no la amenaza con las penas del infierno. 

			Cuando Hacienda no dispone de toda la información, como es el caso del beneficio que obtiene una empresa, la cuestión del control y, por tanto, de la posibilidad del contribuyente de defraudar es más compleja. En este punto, la cuestión clave es la posibilidad de que el contribuyente defraudador sea detectado y posteriormente, en su caso, sancionado. 

			En puridad, en un impuesto complejo como el de sociedades, si una sociedad quiere defraudar, por ejemplo, ocultando ventas o deduciéndose facturas falsas, lo que influirá en su decisión de realizarlo o no serán los siguientes factores. En primer lugar, si su conducta será detectada o no por la Administración, es decir, si se tendrá que enfrentar o no a una inspección. La probabilidad de ser inspeccionado es uno de los factores que más disuaden a los defraudadores, como explicaremos posteriormente. 

			Aun así, es posible que un determinado comportamiento fraudulento no sea detectado por la Inspección. Esto tiene unos efectos negativos muy superiores a no ser inspeccionado, por lo menos en el plano individual. Si un contribuyente incurre en un comportamiento fraudulento y no recibe una inspección, no estará seguro de que en futuras ocasiones no sea descubierto. Incluso si pasa un control de una oficina de gestión, siempre tendrá la duda de si le llegará posteriormente una inspección. En cambio, si una inspección en profundidad no encuentra un determinado fraude, el contribuyente piensa que puede realizar el comportamiento impunemente. En este sentido, que muchas inspecciones se hayan convertido en una carrera contrarreloj por el establecimiento de un plazo máximo de un año, que no existe en ningún país de nuestro entorno, ha dificultado enormemente la lucha contra el fraude más sofisticado y complejo.

			Incluso si el fraude es detectado y «regularizado»,1 habrá que ver qué dicen los tribunales, ya que en un Estado de Derecho son éstos los que controlan la actuación de la Administración. Incluso si finalmente los tribunales dan la razón a la Administración, los contribuyentes a veces continúan con su comportamiento. Si en la ecuación no entran las sanciones, es muy frecuente que no cambien las estrategias de los contribuyentes. Si éstos se enfrentan a una sanción, entonces el comportamiento no habrá sido «rentable» y normalmente cambiarán de actitud, aunque, como en todos los ámbitos de la vida, a veces hay comportamientos puramente patológicos.

			En resumen, aunque las causas del fraude fiscal son muchas y muy complejas, intentando simplificar, diríamos que hay un primer grupo de razones basadas en la conciencia fiscal. Hay gente que considera que las leyes fiscales deben cumplirse, aunque no sean agradables. Algunos pensamos que la cita que abre este libro, del juez del Tribunal Supremo de Estados Unidos, Oliver Wendell Holmes, aunque tiene más de un siglo, sigue plenamente vigente: «Los impuestos son el precio que pagamos por la Civilización». A medida que nos hemos ido adentrando en la crisis fiscal, deberíamos haber sido conscientes de que el fraude fiscal no sólo es insolidario, sino que también hace que nuestra sociedad se vuelva menos civilizada.

			Cuando los contribuyentes no quieren cumplir con sus obligaciones, entra en juego la posibilidad de defraudar. En este sentido, si la conciencia fiscal disminuye, la única forma de mantener un mínimo de recaudación, sin subir espectacularmente los impuestos a los que no pueden dejar de pagarlos, es mejorar el control del Estado. Este control pasa por tener información, que es el punto clave, por aumentar la probabilidad de que un contribuyente que puede defraudar sea inspeccionado y, en tercer lugar, por que los fraudes se descubran y se sancionen por medio de la inspección.

			Antes de pasar a hablar de fraudes concretos y fenómenos «curiosos» de los últimos tiempos en España, a los que dedicaremos los próximos capítulos, vamos a consagrar los dos siguientes a cuestiones complementarias. En primer lugar, trataremos las bases imponibles y su caída a lo largo de la crisis, y, en segundo lugar, la conexión con el gasto público. Para los que pensamos que hay que mantener un mínimo de recaudación fiscal, y que no es posible poner un inspector de Hacienda detrás de cada español, son cuestiones clave, porque no se puede ganar la partida a la crisis fiscal sin convencer a los españoles de que hay que pagar impuestos; la alternativa es simplemente la ley de la selva.
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			Intentando recaudar cada vez más 

			y más sobre menos y menos. 

			La caída de las bases imponibles

			 

			 

			LA CUANTIFICACIÓN DEL FRAUDE FISCAL 

			Y LA ECONOMÍA SUMERGIDA

			 

			Es bastante habitual calcular un porcentaje del PIB y atribuirlo a la economía sumergida. A continuación se aplica el porcentaje de presión fiscal. El resultado son cifras de alrededor de 70.000-80.000 millones de ingresos fiscales «perdidos» con la economía sumergida. Esta metodología es muy imprecisa por definición. En primer lugar, todos los modelos econométricos parten de supuestos que no se verifican en la práctica. De hecho, se toman algunas variables, como, por ejemplo, el importe de efectivo en billetes de alta denominación que supuestamente está circulando en un territorio, y se correlaciona con lo que se considera economía sumergida. Además de los billetes de 500 euros, se toman otros factores, como, por ejemplo, el crecimiento de algunos valores como el coste de fiscalidad directa o de seguridad social para establecer un modelo MIMIC (Multiple Indicators Multiple Causes). Una vez establecido un porcentaje de economía sumergida, se presume que si el PIB oficial paga de media, por ejemplo, un 40 %, lo que se está dejando de declarar acabaría pagando, por unas vías u otras, este 40 %, lo que puede ser también extremadamente inexacto. Pues bien, los números básicos para España serían que hay algo más de un 20 % de economía sumergida, según varios de estos estudios.1 Como la presión fiscal estaba en un 38 % del PIB, lo que se dejaba de recaudar eran unos 80.000 millones de euros.

			Otra cuestión clave es que un estudio de este tipo deja fuera a contribuyentes que no están en economía sumergida pero incumplen sus obligaciones fiscales, por lo menos en parte. Por otro lado, incluso los trabajadores en economía sumergida soportan algunos impuestos indirectos que les repercuten empresarios en «A» que luego los ingresan en la Hacienda Pública. Asimismo, un ciudadano perfectamente cumplidor puede tomarse una cerveza en un bar y que luego el correspondiente empresario no ingrese el IVA de la cerveza. Todo esto aporta una complejidad que hace que la economía sumergida —que, recordemos, no es lo mismo que el fraude fiscal— no sea factible modelizarla matemáticamente de modo realista. El segundo paso, calcular una cifra de fraude a partir de la economía sumergida, es todavía más inexacto. No obstante, lo que sí resulta interesante es realizar una comparación internacional e intertemporal de los datos.

			Si se comparan los datos de los diversos informes, vemos que España tiene una economía sumergida, por supuesto estimada, más elevada que la media de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), es decir, de los países ricos. Es bastante probable que el fraude fiscal, que está correlacionado con la economía sumergida, sea superior. Claramente, el incumplimiento de las leyes de los impuestos es mayor en España que en la mayoría de los países avanzados. Esto explica algunas cosas, como que en España se recaude menos que en otros países, como Francia, Italia y Alemania, con unos impuestos, sobre el papel, similares.

			Lo que, en mi opinión, resulta más clarificador e interesante es la comparación de los impuestos que se estaban pagando en España antes y durante la crisis. Una primera aproximación sería el porcentaje de economía sumergida detectado por los diversos estudios a lo largo de la crisis. Aquí nos encontramos, en un primer momento de la crisis, en 2008 y 2009, con un crecimiento de la economía sumergida. La caída de la economía oficial se veía compensada por la huida hacia la economía sumergida. Posteriormente, la crisis alcanzaría la economía sumergida, y ésta se iría reduciendo, como porcentaje del PIB, en 2011 y 2012.

			 

			 

			«EL INCREÍBLE HOMBRE MENGUANTE 
Y EL ESTRECHAMIENTO DE LAS BASES IMPONIBLES»

			 

			Una aproximación más precisa a lo que ha pasado lo da el estudio de las bases imponibles de los principales impuestos. La Agencia Tributaria ha comenzado a publicar trimestralmente las bases imponibles agregadas, es decir, la suma de las bases declaradas en los principales impuestos.2 Así, tenemos la renta bruta de los hogares como la suma de todas las bases imponibles del IRPF, la base imponible común consolidada, agregación de todas las bases imponibles del impuesto de sociedades, el gasto final sujeto a IVA,3 y una estimación en términos monetarios de los consumos sujetos a impuestos especiales.4 Toda la información proviene de las declaraciones de los cuatro principales impuestos (o grupos de impuestos). Éstos no son todos los ingresos públicos, pero sí la parte más importante. La principal ventaja de su análisis es que el grado de exactitud está a años luz de las estimaciones de economía sumergida.

			Bien, antes de la crisis, en 2007, la suma de estos cuatro agregados de bases imponibles ascendía a 1.303.745.000 euros, es decir, algo más de 1,3 billones de euros, lo cual equivalía, en términos de PIB, al 123,79 %. Esto quiere decir que, de una forma u otra, a un tipo mayor o menor, los cuatro principales impuestos en España gravaban antes de la crisis un 123,79 % del PIB. Efectivamente, hay cosas que se gravan, es decir, que pagan dos veces; por ejemplo, todos los consumos sujetos a impuestos especiales también pagan IVA. Además, la renta que se obtiene paga impuestos por IRPF, y los vuelve a pagar cuando se gasta vía IVA.

			En 2012, esta suma de los cuatro agregados ya sólo ascendía a 1.102.696.000 después de cinco años consecutivos de caídas, todas ellas en porcentaje superior al PIB (salvo en 2009, en que las bases imponibles totales cayeron exactamente lo mismo que el PIB, un 3,8 %). Si un agregado siempre cae más rápido que el PIB, por definición será cada vez menor respecto a éste. En 2012, los grandes impuestos sólo gravaban un 107,1 % del PIB, es decir, casi 17 puntos menos. Hay que tener en cuenta que los grandes impuestos están relacionados con la actividad total de la economía. Es decir, aquí no hablamos del impuesto de transmisiones patrimoniales, o del ICIO, o del de las licencias de obras, que están directamente relacionados con la actividad inmobiliaria. Efectivamente, la recaudación de estos impuestos se derrumba si hay un crac inmobiliario. Esto es preocupante, pero previsible. Lo que no es previsible, en absoluto, es que se derrumben las bases de impuestos que gravan toda la actividad, ya que todo el consumo (o casi) paga IVA, y prácticamente toda la renta paga IRPF, por ejemplo. Bueno, o al menos debería pagarlo, y ése es exactamente el problema: que debería pagarse y no es así. Veamos, para tener una idea de conjunto, cómo han evolucionado las bases de los impuestos sobre la renta (IRPF e impuesto de sociedades) antes y después de la crisis (gráfico 1).5

			 

			GRÁFICO 1. Bases de impuestos directos como porcentaje del PIB

[image: imagen]

			 

			A continuación (gráfico 2) puede verse la evolución de las bases sobre las que se pagan los impuestos indirectos (IVA y especiales):6

			 

			GRÁFICO 2. Bases de impuestos indirectos como porcentaje del PIB
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      La primera conclusión de estos datos es que se declara cada vez menos. Además de la caída de la economía, hay un problema adicional de cumplimiento de las leyes fiscales, porque, como hemos visto, la caída de las bases es superior, sistemáticamente, a la caída de la economía; por esta razón, el total de bases declaradas es un porcentaje cada vez menor del PIB, en todos los grandes impuestos. En el primer semestre de 2013, el problema se acentúa: el PIB estaba cayendo a un ritmo anualizado del –1,6 %, y las bases imponibles en ese semestre lo hicieron al –5,5 % del PIB. Esto indica que, además de la caída de la actividad económica, tenemos dos problemas adicionales íntimamente relacionados: una estructura fiscal defectuosa y un incremento del fraude fiscal.

			Esto puede verse con cristalina claridad, por ejemplo, en el IVA del primer semestre de 2013. En este semestre, el consumo cayó un 3,1 %, de acuerdo con el INE, incluyendo el público y el privado. Sin embargo, el consumo sujeto a IVA, derivado de las declaraciones fiscales, cayó nada menos que el 9,2 %. Este dato sale de las declaraciones de IVA de las empresas: de sus ventas menos sus compras (y algunos ajustes para las importaciones, que han caído, y los regímenes especiales). Cuando hay diferencias de este calibre, es evidente que las empresas están dejando más ventas sin declarar, o están falseando sus compras, o muy probablemente una combinación de ambas cosas. No es que no hubiese fraude antes de la crisis, que lo había, y bastante, es que ahora hay mucho más.

			El consumo no ha caído en términos nominales en España. Parece sorprendente, pero la realidad es que hay que distinguir entre consumo público y consumo privado. Este consumo público ha aumentado en la primera fase de la crisis (con ideas como el Plan E en sus dos ediciones) y ha compensado la caída del consumo privado. Aun así, el consumo real ha bajado porque la inflación ha sido muy superior a un incremento del 2 % aproximadamente del consumo en cinco años (2007-2012). Sin embargo, las bases de IVA han caído en este período un 21 %, pasando de 482.000 millones a 388.000 millones en euros corrientes. Efectivamente, la compra de primeras viviendas paga IVA y se considera inversión, y es una de las causas de esta caída, pero no lo explica todo, ni muchísimo menos.

			La crisis fiscal en España es una combinación de al menos cuatro factores. En primer lugar, la caída de la actividad económica y el empleo; en segundo término, el cambio en la composición de la demanda; en tercer lugar, una defectuosa estructura fiscal, y, por último, el incremento del fraude. El primer factor es general: si cae la economía, cae la recaudación fiscal. Esto ha pasado en toda Europa, y se ha solucionado subiendo los impuestos, con lo que actualmente la recaudación como porcentaje del PIB, lo que se denomina «presión fiscal», es mayor que antes de la crisis en Alemania, Francia, Italia, Reino Unido y en el conjunto de la Unión Europea. En España, además de la caída económica, hemos tenido una burbuja inmobiliaria, y cuando se ha pinchado, los ingresos asociados a ésta (ITP, licencias de obras, AJD...) se han desplomado. Además, como la demanda externa ha tomado el relevo a la demanda interna, ingresamos menos; las ventas internas de las empresas están sujetas a IVA (y a impuestos especiales en su caso), mientras que las exportaciones no.

			Estos dos primeros factores quizá se podrían haber compensado sólo subiendo impuestos, puesto que España ha acometido las mayores subidas fiscales de su historia, especialmente en 2012. Aun así, recaudamos menos, unos cuatro puntos porcentuales del PIB, alrededor de 40.000 millones de euros menos al año. Aquí entramos en los factores puramente fiscales: estructura fiscal defectuosa y fraude. El ejemplo del IVA en el primer semestre de 2013 es paradigmático: el consumo no puede caer al 3 % y las bases de IVA al 9,2 %. En el primer semestre el PIB cayó un 1,6 %. Un primer problema era simplemente esa caída. El segundo era que el consumo caía más que la economía. Lo que podía esperarse es que las bases cayesen a un ritmo del 3 % en un impuesto puramente proporcional, pues cayeron el triple. Como el impuesto se había subido de forma muy drástica en septiembre del año anterior, la recaudación aumentó, pero se recaudaron 3.000 millones más, no los 6.000 previstos (de forma bastante conservadora).

			Y en lo que al IVA se refiere, no hay un problema especial de normativa y estructura fiscal. Estos fenómenos no les ocurren a los demás países (salvo a Grecia), y la normativa del IVA viene fijada por la Unión Europea. Efectivamente, los Estados fijan los tipos, pero aquí estamos comparando bases. En consecuencia, cuando se dan fenómenos de este tipo, y son continuados, nos encontramos claramente con un problema de incremento del fraude. Las dos causas claras son la insuficiencia de medios en la lucha contra el fraude, de la que hablaremos en el capítulo 20, dedicado a la Administración Tributaria, y sobre todo un problema de conciencia fiscal. Que esto ocurra tras unos años de recortes en sectores sensibles y de aumento de la pobreza, con continuos escándalos con dinero público y tras una amnistía fiscal, no es una casualidad. Estas cuestiones las tratamos en el siguiente capítulo, dedicado a los mitos y leyendas de esta crisis fiscal.

			Concluimos este capítulo con la cuestión de la estructura de los impuestos. Esto tiene sus efectos, mucho más de lo que inicialmente se podría pensar. Si tomamos el impuesto de sociedades, sus bases se derrumbaron con la crisis. De hecho, lo hicieron anticipadamente, ya que en julio del año siguiente se paga el impuesto sobre los beneficios del año anterior. En 2007, la base consolidada del total de empresas en España era de 177.514 millones de euros, y correspondía fundamentalmente a beneficios de 2006. Los beneficios de 2007 fueron superiores, según la Central de Balances del Banco de España, pero la base de 2008 sólo ascendió a 111.612 millones de euros, es decir, un 37,1 % menos. La recaudación efectiva cayó un 39,1 %; luego el problema de esta caída de la que ya hemos hablado estaba en la base del impuesto, no en las deducciones o en los tipos. La base continuó cayendo, y alcanzó el mínimo en 2011 con 67.644 millones de euros, un 62 % inferior a la de cuatro años antes.

			Aun así, la base se ha recuperado ligeramente en 2012 y en el primer semestre de 2013, con un crecimiento del 9,8 y del 6,7 % respectivamente. No es mucho, pero está claro que en 2012 no crecieron precisamente los beneficios empresariales, sobre todo los internos de España que grava el impuesto de sociedades. De hecho, el resultado contable positivo se estima que cayó un 21,7 % (fuente: Informe Anual de Recaudación Tributaria 2012). Lo que pasó es que se eliminó la libertad de amortización y se limitaron los gastos financieros, siguiendo las recomendaciones de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda.7 Simplemente, estas dos reformas, tomadas el 31 de marzo, y que explicamos en los capítulos 11 y 12, permitieron incrementar la base del impuesto casi un 10 % y recaudar 2.056 millones de euros según el Informe Anual de Recaudación de la Agencia Tributaria, es decir, por ejemplo un 73 % más que la amnistía fiscal.

			Esto es simplemente tapar dos agujeros; una reforma fiscal completa daría un resultado recaudatorio muy superior, especialmente si somos capaces de mejorar la lucha contra el fraude fiscal. De hecho, no nos queda más remedio que hacerlo. Las subidas fiscales que explicamos en el capítulo 22 ya han llegado a su límite. Si las bases imponibles continúan cayendo, la recaudación también lo hará aunque salgamos de la crisis. De hecho, si no resolvemos los problemas específicamente fiscales, la caída recaudatoria extenderá los ajustes y hará imposible reducir el déficit; eso nos volverá a llevar a la recesión. Tenemos una crisis fiscal que nos lastra la recaudación, no sólo por factores económicos, sino también por una inadecuada estructura fiscal y por el fraude. Esto no sólo lo dicen los informes sobre la economía sumergida, que uno es muy libre de no creer, sino, sobre todo, los datos agregados de bases imponibles. Estos últimos son datos oficiales y ciertos, y cerrar los ojos a lo que señalan no sirve absolutamente para nada. 

			El increíble hombre menguante es una película clásica de ciencia-ficción, pero la continua mengua de las bases imponibles es simplemente realidad. Como decía un maestro del género, Philip K. Dick, «la realidad es aquello que, cuando uno deja de creer en ella, no desaparece». El crecimiento del fraude no disminuirá porque neguemos que existe. Para afrontar la realidad, lo más importante es convencer a los españoles de la necesidad de pagar impuestos. En el fondo, éste es el objetivo del libro. Esto esencialmente se justifica por el gasto público, al que dedicamos el próximo capítulo, antes de adentrarnos en la selva del fraude.
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			Mitos y leyendas de la crisis fiscal: 

			la austeridad y otros cuentos

			 

			 

			En economía, como en muchos aspectos de la vida, lo que no son cuentas, son cuentos. Para analizar qué hay de cuento en esta historia de la crisis, nada mejor que echar un vistazo a las cuentas oficiales que la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) remite a las instituciones europeas.1 Cuando uno se limita a leer los datos, las sorpresas se acumulan. 

			El primer gran mito que se nos derrumba es el de la austeridad, el famoso «nadie se puede gastar lo que no tiene». Vemos que en 2012 las Administraciones Públicas se gastaron, de una forma u otra, la friolera de 491.579 millones de euros:2 el total de empleos no financieros; es decir, un 47,77 % del PIB, de todo lo que producimos en un año. Constituye el récord de gasto público en la historia de España, en valores absolutos y en porcentaje del PIB. Esto muy austero no parece, precisamente. De hecho, el gasto público ascendía en 2007 al 39,15 % del PIB, y fue aumentando durante toda la crisis, en 2008 ascendió al 41,4 %, en 2009 se disparó al 46,2 % y en parecidos niveles se mantuvo en 2010 y 2011, para acabar marcando el récord de 2012. El punto de inflexión fue el año 2009, cuando se gastaron 48.000 millones de euros más que el año anterior, y ese nivel de gasto público se ha ido manteniendo. Además de la crisis fiscal de ingresos, claramente, el gasto público no está controlado. Ambas cuestiones son las que nos han llevado a que la deuda pública prevista ascienda al 94,2 % del PIB a finales de 2013, y se prevé que alcance el 100 % del PIB a finales de 2014 o principios de 2015. En el gráfico 3 se puede observar el volumen de gasto público, en términos relativos, como porcentaje del PIB, homogeneizados para la Unión Europea, es decir, en términos del Protocolo de Déficit Excesivo (PDE).3

			 

			GRÁFICO 3. Empleos no financieros totales como porcentaje del PIB

[image: imagen]

			 

		  Hay países que consiguen recaudar un 47 % del PIB o aproximado, como Alemania, que se quedó cerca, Francia, que recaudó más de un 51 %, o Italia, que pese a estar en crisis logró recaudar un 47,7 % del PIB en 2012. España no lo ha conseguido nunca; la recaudación récord fue la de 2007, hinchada como hemos visto por la burbuja, y fue del 41,12 % del PIB. Aunque siguiésemos recaudando al mismo ritmo, lo que no es precisamente sencillo, tendríamos un serio problema. La cifra de recaudación de 2012, total, por todos los conceptos y de todas las Administraciones (datos que expongo en este capítulo), fue de 382.007 millones de euros, es decir, un 37,12 % del PIB, y eso con las mayores subidas de impuestos de la democracia. Ahora mismo, los impuestos están en los tipos más elevados de su historia en España. Aunque solucionásemos el gravísimo problema del estrechamiento de las bases fiscales, referido ya en el capítulo anterior, es bastante discutible que debamos mantener los impuestos en máximos. Por consiguiente, desgraciadamente no estamos siendo «suficientemente austeros», es decir, tiene que haber nuevos recortes en el gasto. En el gráfico 4 se puede observar nuestra presión fiscal a lo largo de los años, es decir, la recaudación total, por todos los conceptos y de todas las Administraciones Públicas, comparada con los gastos totales.4

			 

			GRÁFICO 4. Ingresos y gastos de las AAPP

[image: imagen]

			 

			Hay dos cuestiones clave que me gustaría destacar. La primera es que hay un cierto equilibrio entre los ingresos y los gastos hasta 2004. Posteriormente, hay un ligero superávit que se trunca en 2007. A partir de ahí, tenemos los dos fenómenos a la vez: derrumbamiento de los ingresos y explosión de los gastos. Hay que tener en cuenta que España nunca ha conseguido recaudar más de un 40 % del PIB, con la singular excepción de 2006 y 2007, y el máximo fue un 41 %. Por cierto, hasta esta crisis tampoco gastaba más de un 40 % del PIB.

			Hay un factor que distorsiona todo esto: las ayudas a la Banca. Que estas ayudas iban a acabar en déficit público era una evidencia. Sin embargo, en España todo el mundo, especialmente los políticos y banqueros, lo negaba con rotundidad. Por ejemplo, el 20 de enero de 2011, ante la Asociación de Periodistas de Información Económica (APIE), explicaba que la situación de los bancos y cajas era la primera amenaza en el proceso de consolidación fiscal, mientras que el descontrol del gasto autonómico era la segunda.5 Naturalmente, el enfado de las altas instancias del Ministerio de Economía y Hacienda fue muy considerable. Sin embargo, en privado admitían el problema autonómico, y lo de la Banca les parecía ciencia ficción.

			Finalmente, la Unión Europea ha obligado a reconocer que buena parte de estas ayudas no se recuperarán. Por ejemplo, los españoles perdimos 39.139 millones de euros en entregas a fondo perdido a entidades financieras, sólo en 2012. No obstante, también se perdieron 5.137 millones de euros imputables a 2011, y ya se está reconociendo que esto continuará en 2013 y 2014. En los capítulos 17 y 18 se estudia la situación de las entidades financieras. Por simplificar: suponiendo que la situación de las entidades financieras no empeore y que las dotaciones de todo tipo de ayudas hayan sido suficientes, lo que no está precisamente claro, los compromisos adquiridos, como avales al SAREB, o «banco malo», o los planes de protección de activos, nos llevarán a que los contribuyentes sigamos asumiendo pérdidas en los próximos años.

			Si el lector se ha fijado, la diferencia entre gastar un 47,77 % del PIB e ingresar un 37,12 % del PIB es un déficit del 10,65 % (una centésima si homogeneizamos los datos según el PDE) en 2012. Sin embargo, a efectos de la Unión Europea, el importe de estas «ayudas» se excluye. Esto deja el déficit, parece que finalmente, en el 6,84 % del PIB.6 Se puede discutir si estas «ayudas» son inevitables, o en qué medida deberían serlo, si hay que exigir responsabilidades a los gestores, etc.; lo que no es discutible es que son déficit como cualquier otro que tendremos que pagar todos los españoles en el futuro, vía menor gasto público o menores impuestos.

			La justificación técnica de que no se incluyan en el PDE es que son one-off, es decir, gastos absolutamente extraordinarios que sólo se pagan una vez. La realidad es que, en 2011, los contribuyentes ya sufragaron 5.136 millones de euros de pérdidas de la Banca (esencialmente de las antiguas cajas, como en 2012). Es bastante probable, y esto es una opinión personal, que en 2013 y en años sucesivos los españoles sigamos teniendo que entregar dinero a fondo perdido a la Banca. Que los ciudadanos están pagando mayores impuestos para sufragar las pérdidas de las antiguas cajas de ahorro, desgraciadamente, no es un mito; que eso sea one-off y que el saneamiento haya terminado seguramente sí lo sea.

			El primer factor que está perjudicando la conciencia fiscal es, a consecuencia de todo lo visto anteriormente, que los ciudadanos ven que se suben los impuestos para salvar a los bancos, o, más exactamente, a las antiguas cajas, cuyas cúpulas estaban dirigidas, fundamentalmente, por políticos. El análisis del ciudadano de la calle pueda que no incluya todos los factores que se han comentado en este capítulo y que se desarrollan más adelante, en los capítulos 17 y 18, pero la esencia es la misma: se suben impuestos y se realizan recortes para compensar las pérdidas de unos bancos que, en origen, eran privados. Esto no convence, precisamente, a muchos ciudadanos de que haya que pagar impuestos.

			Si hacemos el ejercicio de prescindir de las pérdidas públicas originadas por ayudas a la Banca, aun así, el gasto público queda en un 44 % del PIB, unos niveles nunca vistos en España antes de esta crisis, y que nunca hemos conseguido recaudar. Incluso obviando el tema bancario, lo cual es muy peligroso porque probablemente no esté terminado del todo, el nivel de gasto público es excesivo. Esto indica que, con una altísima probabilidad, los recortes continuarán, y además nos lleva a una pregunta clave: después de esto, ¿por qué está todo el mundo convencido de que ha habido una política de austeridad insoportable?

			 

			 

			EL REPARTO DE LOS SACRIFICIOS

			 

			A nivel macroeconómico, no estamos siendo austeros; sin embargo, casi todos los ciudadanos se quejan de los recortes. Lo que está ocurriendo tiene fundamentalmente tres causas. En primer término, que una serie de gastos se han disparado con la crisis; el ejemplo paradigmático son las prestaciones por desempleo. Otro ejemplo, aunque no esté tan relacionado con la crisis, y sí con factores demográficos y estructurales de nuestro sistema de pensiones, es el incremento del gasto en pensiones. Por último, el gasto en intereses también ha aumentado, por dos razones: porque hay más deuda pública en circulación, como explicamos antes, y porque el tipo de interés para financiarla ha ido subiendo. Ésta es la famosa cuestión de la prima de riesgo. En 2013, los tipos de interés para financiar la deuda se redujeron, pero siguen siendo muy superiores a los vigentes antes de la crisis. Esto ha hecho que el gasto por intereses, sólo del Estado, haya ascendido en 2013 a más de 30.000 millones de euros.

			El primer factor, al igual que la crisis bancaria (con matices), ha afectado a casi todos los países avanzados. Ésta es la razón de que en casi toda Europa haya habido que subir los impuestos, sólo que en los demás países ha funcionado bastante mejor que en España. No obstante, si obviamos a Portugal y a Grecia, que tienen un terrible problema de competitividad, el malestar en España es superior al de Francia, o incluso Italia.

			El segundo factor es político e institucional. Los ciudadanos creen que los recortes no se han producido donde se deberían haber producido. Éste es un terreno puramente político, pero es imprescindible comentarlo porque es una de las causas de la menguante conciencia fiscal de los españoles. Ninguno quería recortes ni en sanidad, ni en educación ni en desempleo o pensiones. Pero esto, con todo lo que se ha explicado anteriormente, era casi imposible; sin embargo, era lo que los políticos fueron prometiendo, en 2008 y 2011. En cambio, prácticamente todos los españoles estaban a favor del recorte de gastos denominados «suntuarios», como asesores, coches oficiales... Estos recortes casi no se han producido. Por ejemplo, el número de asesores ha crecido, por lo menos en algunos órganos, y el gasto en coches oficiales del Estado aumenta en los presupuestos de 2014. Es cierto que estos recortes no hubiesen sido significativos, que quizá son el chocolate del loro, pero hubiesen legitimado los inevitables recortes en otros ámbitos.

			La Administración que realiza un mayor gasto es la de las CCAA, que en 2012 gastó 186.203 millones de euros, un 1,2 % menos que en 2011 (que fue el récord histórico de gasto autonómico). Sin embargo, este mínimo recorte se hizo disminuyendo a la mitad la inversión, que pasó de 11.683 millones a 5.747 millones, mientras que el gasto corriente se incrementó en casi 5.000 millones de euros, alcanzando en 2012 el máximo histórico, con 174.992 millones de euros. Casi tres cuartas partes del gasto de las CCAA es en sanidad, educación y servicios sociales. Ahí tenía que haber habido recortes ineludiblemente. En cambio, los recortes se cebaron allí, y la estructura político-administrativa —y clientelar, todo hay que decirlo— ha seguido fundamentalmente intacta. La austeridad en las CCAA es otro mito; lo que ha habido ha sido una reducción de las inversiones y recortes en sanidad y educación para mantener una estructura política y administrativa fundamentalmente intacta. Por lo menos, eso es lo que dicen los números.

			Un ejemplo es que las transferencias corrientes y subvenciones, sólo de las CCAA, alcanzaron más de 30.000 millones de euros en 2012, y apenas hubo recortes. De aquí excluimos las transferencias a otras Administraciones Públicas. No todas estas subvenciones son injustificadas, y algunas de ellas, además, están en el ámbito de la educación y la sanidad, como los conciertos con hospitales y escuelas privadas y concertadas. Pero lo que percibe el ciudadano es, según dicen las encuestas y queda reflejado en las redes sociales, que los recortes de gasto no se han realizado con justicia. Esto quiere decir que la desmoralización cívica alcanzará también la cuestión de los impuestos y, tristemente, se notará en la recaudación. En general, los impuestos se legitiman por el gasto público; son el precio de la civilización. Cuando se percibe menos civilización, cae la conciencia fiscal. Esto ocurre con el aumento de la pobreza extrema, de la que informan, por ejemplo, Cruz Roja y Cáritas, con un aumento de la pobreza y una disminución de la renta per cápita real,7 combinada con el recorte de prestaciones del sector público, especialmente para los que están en peor situación. El percibir injusticia en el gasto afecta a la conciencia fiscal, pero el percibir injusticia en los recortes lo hace aún más.

			Indudablemente, la estructura territorial del Estado afecta a los ingresos y gastos. En este sentido, la descentralización del gasto está complicando enormemente su reducción. Por otra parte, parece que en cuestiones de «corresponsabilidad fiscal» sólo disfrutamos de los inconvenientes. En principio, las Administraciones territoriales deberían ser responsables de sus gastos y, si los sobrepasan, exigir más impuestos. Los ciudadanos, en consecuencia, valorarían la gestión. Lo que ha ocurrido es que «disfrutamos» de los inconvenientes de descentralizar los ingresos, como, por ejemplo, la caótica situación del impuesto de sucesiones y donaciones, que ya se ha comentado, pero ninguna Administración se hace responsable de su mala situación financiera; la culpa la tiene el «defectuoso sistema de financiación autonómica», que es injusto para todas. No obstante, todas las comunidades consideran que su financiación es inferior a la que debería ser y, en consecuencia, todas quieren cobrar más, lo que es, simplemente, imposible.8 En algún caso extremo, que no hace falta mencionar, los argumentos son los del «expolio fiscal» y «Espanya ens roba». 

			Naturalmente, si la comparación es con las comunidades forales del País Vasco y Navarra, los ciudadanos de cualquier otra comunidad salen perjudicados, aunque «ésa es otra historia y debe ser contada en otra ocasión».9, 10

			Como guinda de este pastel, tenemos los continuos escándalos de corrupción, tanto de manejo indebido del dinero público como de presuntos cobros en negro. Este aumento de la corrupción se está reflejando en los medios de comunicación, y es terriblemente negativo. Las cuantías a nivel macroeconómico pueden parecer pequeñas, pero que una parte de la clase política no actúe con honradez y transparencia hace un daño incalculable. En primer lugar, porque las empresas que entran en este juego expulsan a las empresas honradas, lo cual disminuye la competencia, incrementa los precios e infla artificialmente los presupuestos. Además, y esto es lo más importante, acaban con la necesaria ejemplaridad para exigir los impuestos. Como señalaba Albert Einstein: «El ejemplo no es la mejor forma de influir en el comportamiento de los demás, es la única forma». A la hora de exigir impuestos, la ejemplaridad lo es todo.

			A continuación, vamos a dar un paseo por la selva del fraude. Comenzaremos por la forma más evidente, por las facturas falsas, que no sólo permiten evadir impuestos, sino que también fomentan la corrupción, y son el síntoma más claro, en el ámbito fiscal, de que una crisis moral e institucional se acaba convirtiendo en una crisis fiscal.
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			De facturas falsas

			 

			 

			En el origen del fraude siempre está la mentira. El fraude fiscal no es una excepción a esta máxima, y para entender muchas modalidades de fraude, hay que comenzar por el principio, por la factura falsa. Este tipo de fraude está mucho más extendido de lo que parece, y no sólo por motivos puramente fiscales. 

			Cuando un inspector o técnico de Hacienda se incorpora a una delegación tras su salida de la Escuela de Hacienda Pública, usualmente cree que se va a dedicar a interpretar leyes y a cuestiones complejas de derecho fiscal. Sin embargo, a menudo acaba haciendo un trabajo casi policial de perseguir facturación irregular. Esto ha ido en aumento, y fue lo que me pasó a mí cuando me incorporé a la Dependencia de Inspección de Barcelona.

			La cuestión es relativamente sencilla: un contribuyente que realice actividades empresariales o profesionales, sea persona física o sociedad, paga impuestos por la diferencia entre lo que ingresa y lo que gasta. Ésta es la medición de su capacidad para pagar impuestos, que se denomina «base imponible». Esto es así, en estado casi puro, en el impuesto de sociedades. En el IVA, la cuestión es similar: en las ventas se repercute el IVA, es decir, se les cobra a los clientes, mientras que en las compras, el IVA que se soporta (se tiene que pagar) se resta (se deduce). En consecuencia, para pagar menos impuestos vale, en teoría, con inventarse compras; se tienen menos beneficios, con lo que uno se ahorra el impuesto de la renta o el de sociedades, según sea empresario individual o sociedad. Por otra parte, la liquidación de IVA de una empresa es similar: ventas por el tipo de IVA menos compras por su tipo correspondiente.

			En consecuencia, cuando una empresa se inventa una compra, o la adquisición de un servicio, no sólo se «ahorra» (ilegalmente) el 30 % del impuesto de beneficios (o el 25 % si es una pyme y son sus primeros 300.000 euros de beneficio) y el 21 % de IVA (si la operación ficticia va al tipo general, que es lo más habitual); en resumen, un 51 %. Naturalmente, inventarse sin más la operación suele ser muy fácil de detectar. Por tanto, muchas veces estos apuntes contables ficticios se documentan con facturas falsas, o bien fabricadas por el beneficiario, o bien, lo que es más habitual, confeccionadas por un emisor que cobra una comisión.

			Ingenuamente, uno puede creer que fabricar documentación falsa para deducirse ilegalmente impuestos es un grave delito. La realidad es que, en efecto, existe un delito de falsedad en documento. Sin embargo, en muchos casos esta conducta no es delictiva. Penalmente, hay que distinguir entre falsedad ideológica y falsedad sustancial. La falsedad ideológica es simplemente faltar a la verdad en la narración de los hechos; por ejemplo, cuando en una factura se documenta la venta de 100 toneladas de trigo y en realidad se han vendido 200. Si, por el contrario, la falsedad del documento es total, porque se documenta una operación absolutamente inexistente o los elementos esenciales del documento, como su emisor o la fecha, están falseados, estamos ante una falsedad sustancial.

			Bien, la falsedad ideológica (por ejemplo, las facturas artificialmente «hinchadas» entre particulares) está despenalizada con carácter general; no es delito. En cuanto a la falsedad sustancial, hasta muy recientemente su plazo de prescripción era muy corto: tres años. Cuando la Inspección (u otro órgano de control, por ejemplo, el Tribunal de Cuentas) encontraba estos documentos, por regla general el delito había prescrito. Actualmente, el plazo de prescripción se ha incrementado a cinco años.

			En cualquier caso, creo que la política legislativa no es criticable. Lo que es censurable es la extensión del comportamiento fraudulento, pero si los tribunales hubiesen tenido que juzgar como delincuentes a todos los que se hubieran deducido una factura falsa, el colapso habría sido inevitable. El derecho penal es un bisturí de precisión, y no es un instrumento adecuado cuando estas conductas están tan generalizadas. Que estén despenalizadas no significa que emitir facturas falsas salga gratis. Suponiendo que el importe que el contribuyente defraude no alcance los 120.000 euros, y por tanto sea constitutivo de delito fiscal, emitir facturas falsas está sancionado administrativamente con una multa de entre el 150 % y el 300 % del nominal, lo que es la sanción tributaria más dura de todo nuestro sistema fiscal.

			Pese a las duras sanciones, y teniendo en cuenta que no es un comportamiento moralmente disculpable, había muchos emisores de facturas falsas a principios de la década pasada. Ahora, uno tiene la impresión de que han pasado de sectores marginales a otros ámbitos, como el de las grandes empresas o los contratistas de la Administración Pública. Para llegar a esta conclusión, tristemente, no hay más que leer los periódicos.

			Antes de su extensión a otros ámbitos más sensibles, había dos tipos básicos de emisores de facturas falsas: sociedades sin actividad y moduleros; es decir, empresarios sometidos al régimen de estimación objetiva, de los que luego hablaremos. En cuanto a las primeras, resulta sorprendente que los emprendedores de este país se quejen de lo complicado que resulta montar una empresa en España al tiempo que los defraudadores consiguen sociedades para finalidades «poco lícitas» con una facilidad pasmosa. Esto indica que algunas cosas no se están haciendo precisamente bien.

			Para que nos hagamos una idea de a qué me refiero cuando hablo de «facilidad pasmosa», valgan algunos ejemplos. En la Dependencia de Inspección de Barcelona teníamos un concurso entre inspectores para ver quién encontraba el domicilio con más sociedades. Yo hallé uno en las afueras con 465, si mal no recuerdo. No obstante, una compañera encontró un piso en la Diagonal con 981 sociedades. Por supuesto, ninguna de estas sociedades tenía actividad ni empleados, y todas, sin excepción, tenían el capital social mínimo, entonces 500.000 pesetas. Cuando una de estas sociedades empezaba a «facturar», no había forma de saber quién estaba detrás, o incluso dónde estaba físicamente.

			Cuando uno salía a buscarlas, siguiendo el lema de Expediente X «La verdad está ahí fuera», muy a menudo no encontraba nada. En este tipo de «excursiones» no aprendí mucho derecho fiscal sino algunas lecciones prácticas, como que hay barrios, como La Mina en Barcelona o San Roque en Badalona, donde no es recomendable vestir un traje. Algunas empresas, presuntamente emisoras de facturas falsas, o pantallas de tramas de defraudación (de las que hablaremos en el capítulo 9, en los gráficos 5 y 6), estaban en el cuarto piso de un edificio que tenía tres, o hacía años que habían cerrado...

			Cuando finalmente me encontré con una sociedad emisora de facturas falsas que tenía su domicilio declarado en la sede de la Inspección de Hacienda de Barcelona en el paseo de Josep Carner, llegué a la triste conclusión de que había defraudadores profesionales que se reían de Hacienda. Esto indicaba dos cosas: en primer término, que las sanciones no eran suficientemente duras ni, sobre todo, efectivas, pero también que este tipo de conductas, posibilitar el fraude de impuestos de los demás, no estaban mal vistas.

			En algún momento, toda esta cuestión de la facturación falsa adquirió tintes surrealistas; en una ocasión cité a un empresario individual, en régimen de módulos, respecto del que había indicios de que podía estar emitiendo facturas falsas. El contribuyente se presentó con su mujer y sus seis hijos, todos ellos menores. Sorprendentemente, admitió desde el principio que emitía facturas falsas, pero eso no fue lo mejor, sino la explicación. El señor, emocionado, me explicó su «conversión personal»: se dedicaba al tráfico de drogas a pequeña escala, pero Dios se le apareció y le dijo que abandonase el mal camino. Entonces se pasó a emitir facturas falsas. Naturalmente, me explicó que, si le sancionaba, sería responsable ante Dios de su perdición.

			He visto a muchos iluminados anti-Fisco que abogan por la eliminación de los impuestos y que sostienen que todo es lícito con tal de no pagar, pero en ningún caso vi tan claro que alguien considerase que pagar impuestos era contrario a su religión. Como le dijo el famoso torero el Gallo a Ortega y Gasset, «hay gente pa to».

			La estrategia de falsificar facturas es muy burda, pero es la base de múltiples fraudes. Cuando uno se dedica a buscar estas facturas y se seleccionan los expedientes que posiblemente tienen facturas falsas, puede tener la impresión de que todo son facturas falsas, pero, aunque eso no es así, la producción y distribución de facturas falsas se han ido propagando. Falsear las facturas no sólo sirve para engañar a Hacienda, sino que tiene «múltiples utilidades», lo que explica que este comportamiento se haya ido extendiendo a diversos ámbitos. Se ha extendido al sector público como una forma de «saqueo de fondos públicos», facturando por servicios inexistentes. Este burdo sistema lo he visto utilizar por algunos directivos para distraer fondos de las empresas en las que trabajaban...

			Esta proliferación de la «mentira documentada» es probablemente una manifestación más de la crisis de valores de la España actual. Además de la obvia valoración moral, la proliferación de la facturación irregular se explica, también, por la economía sumergida. A primera vista, ambas cuestiones pueden parecer contradictorias, pero no lo son. Si una empresa se sumerge y no declara ingresos, ¿para qué necesita facturas falsas? Para nada, pero sus clientes en la cadena de producción y distribución, sí. Si toda la cadena de producción o distribución no se realiza en negro, las empresas clientes de otras en economía sumergida tendrán un problema: no pueden justificar ni sus compras, ni el IVA soportado. En consecuencia, tendrían que ingresar los impuestos, sobre todo el IVA, que sus proveedores no han pagado.

			Imaginemos una fábrica de zapatos en economía sumergida. A menos que todos los intermediarios vendan a tiendas que tampoco declaren, los intermediarios tienen un problema: justificar sus compras, para evitar pagar impuestos sobre beneficios que no tienen. El caso del IVA es todavía más claro: si sus ventas pagan el 21 % de IVA, al no tener oficialmente IVA soportado, la carga del impuesto es insoportable. Como la proliferación de la economía sumergida tiene un límite, es decir, no es posible sumergir grandes almacenes o bancos, la conexión entre la economía informal y la oficial suele tener puntos de unión donde se acumulan los impuestos. En estos puntos de conexión suelen proliferar las facturas falsas para evitarlos. El crecimiento de éstas fue paralelo al de la economía sumergida.

			Esta estrategia se dio particularmente en el sector inmobiliario en los años del boom. La razón fue que los beneficios de la especulación eran elevados. Además, parte de los pagos eran no deducibles. De hecho, en cualquier gran empresa hay que justificar para qué se saca el dinero de la caja. La «solución» a todos estos problemas solía ser una factura falsa. Aunque todo el mundo es consciente de que el fraude en el sector inmobiliario estaba vinculado al pago de sobreprecios en los pisos en dinero B, esto sólo era la punta del iceberg. El grueso del fraude era la sobreestimación de los costes mediante facturas hinchadas o directamente falsas.

			Todo esto fue posible porque gran parte de la industria auxiliar de la construcción (albañiles, carpinteros, escayolistas...) estaba en régimen de módulos. En el próximo capítulo analizamos este régimen, que ha posibilitado la extensión de las facturas falsas y es uno de los peores «negocios» que ha realizado nunca la Hacienda Pública. Si todo el que emitía facturas falsas hubiese tenido que crear sociedades fantasma, evidentemente no habría habido tantas facturas falsas. En cualquier caso, falsificar las facturas y, por extensión, la contabilidad es la base de muchos de los fraudes, tanto fiscales, que se detallan en este libro, como de otro tipo, como el saqueo de las subvenciones o de los fondos públicos en general. Que las facturas falsas fuesen proliferando a medida que aumentaba el fraude no fue una casualidad, sino una señal clara de que nos estábamos adentrando en una crisis fiscal, porque las leyes, especialmente las siempre antipáticas leyes fiscales, se iban cumpliendo cada vez menos.
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			De módulos y moduleros

			 

			 

			Cualquier país que pretenda establecer un sistema fiscal moderno se encuentra con el problema de controlar el comercio minorista: centenares de miles de pequeños contribuyentes que venden directamente al público y que, eventualmente, pueden vender en negro y no ingresar los impuestos correspondientes. Este control exige dedicar medios, sobre todo humanos y presupuestarios, y además es sumamente antipático. Realizar actuaciones de control sobre grandes empresas o grandes evasores (que no siempre coinciden) puede, en algunas ocasiones, ser popular; controlar al pequeño comercio, o al público en general, nunca lo es. Sin embargo, es una tarea ineludible si no se quiere renunciar al principio de capacidad económica, es decir, que pague más quien más gana. La renuncia a los principios casi siempre se paga, y el caso de los módulos no es una excepción; llega un momento en el que también a Hacienda le alcanzan las consecuencias de sus actos.

			A mediados de los años ochenta, el Gobierno se enfrentó al problema del control del pequeño comercio y prefirió que pagase una cuantía fija, que por lo menos se ingresase, antes que intentar controlar a centenares de miles de pequeños empresarios que venden directamente al público. A estos contribuyentes se les estableció un módulo que pagar en función de parámetros como la potencia del horno en una panadería, el número de empleados o los metros de barra de un bar. Que estos parámetros no tienen prácticamente nada que ver con lo que gana un panadero o el dueño de un bar no necesita más explicación. Obviamente, estos parámetros tampoco reflejan las ventas, y también se utilizan para calcular el IVA que estos empresarios deben ingresar, a través del denominado «régimen simplificado de IVA».

			Si estos empresarios vendiesen exclusivamente al consumidor final, simplemente se estaría renunciando al control de una parte del empresariado a cambio de una cierta recaudación. Sin embargo, la realidad es que en la Orden Ministerial de «estimación objetiva» hay muchos sectores empresariales que no sólo facturan a particulares, sino también a otros empresarios, por ejemplo, gran parte de la industria auxiliar de la construcción, o incluso que facturan casi en su totalidad a otros empresarios en estimación directa, como el transporte de mercancía por carretera. Esto, en primer término, es un pésimo negocio para la Hacienda Pública. 

			Veamos: un camionero que facture 200.000 euros a otros empresarios declarará en IRPF como si ganase 12.000 o 13.000 euros antes de amortizar el camión. El primer problema es que se paga más módulo si se tiene más personal, al revés que los empresarios normales, que deducen el salario de sus empleados. Naturalmente, este sistema incentiva la destrucción de empleo y el trabajo en negro. Además, este contribuyente ingresará no más de 15.000 euros por IVA e IRPF (si sólo tiene un empleado). Sin embargo, las empresas que reciban los servicios de este empresario camionero dejarán de pagar, en principio, el 30 % de los 200.000 euros, como gasto en el impuesto de sociedades. Por otra parte, y con toda seguridad, el 21 % de estos 200.000 euros como IVA soportado. Esto hace que el Estado deje de ingresar más de 100.000 euros para cobrar 15.000. Por cierto, esto no es un fraude, pues hemos supuesto que el camionero ingresa correctamente y no falsea las facturas. De hecho, el camionero podría facturar hasta 450.000 euros, pero en la ley anti-fraude de 2012 se redujo este límite de facturación para algunos empresarios, como los camioneros, a 300.000 euros.

			Para este viaje, cualquiera pensará que no merecen la pena los módulos. Pero es que, además, los módulos son un «nido de facturas falsas». El camionero anterior podría facturar 100.000 euros más a otros empresarios y seguiría pagando lo mismo, pero estos empresarios dejarían de pagar 51.000 euros en IVA e impuesto de sociedades, que se corresponden con el 30 % de 100.000 euros, gasto ficticio en el impuesto de sociedades, y con el 21 % de esta cantidad, IVA soportado también ficticio. Como seguro que al lector no se le escapa, hay gente que «se gana» la vida emitiendo facturas como empresarios en módulos pero que no realiza ninguna actividad, salvo cobrar una comisión por emitir facturas falsas, que luego otros empresarios se deducen.

			Las facturas falsas procedentes del régimen de módulos han sido tan comunes que en algunos momentos la mitad de los muy escasos recursos de inspección de algunas delegaciones de la Agencia Tributaria estaban dedicados únicamente a perseguir facturas falsas de este régimen. Tengamos en cuenta que un solo empresario defraudador de este régimen puede ocasionar un daño a la Hacienda Pública superior a lo que ingresan veinte empresarios honestos en este régimen.

			Básicamente, hay dos tipos de facturas falsas en este régimen. En primer lugar, las facturas completamente falsas. En segundo lugar, hay también facturas por un importe superior al real. Éste es un problema específico del régimen de módulos y de muy complicada detección y prueba. Un empresario que venda a otro un producto nunca simulará un mayor precio, puesto que, aunque el empresario comprador se beneficie de un mayor gasto e IVA soportado, el empresario vendedor tendrá que pagar esos impuestos que el comprador se ahorra. Si el empresario vendedor está en módulos, no tiene que pagar más, y el comprador sí que se ahorra (ilegalmente) impuestos. Aunque se puede hacer un seguimiento del dinero, es mucho más complicado detectar un sobreprecio ficticio en una operación real que detectar una operación completamente simulada.

			El agujero recaudatorio de este tipo de prácticas ha sido mucho mayor de lo que podría parecer en un principio. Si una empresa de construcción recibe facturas infladas de autónomos que trabajan para ella, como albañiles, escayolistas..., podrá inflar sus gastos. A su vez, esta empresa de construcción podrá emitir facturas por un mayor importe al promotor inmobiliario. Esto quiere decir que este sistema de módulos ha propiciado la defraudación y la pérdida de recaudación de empresas que no contrataban directamente con empresarios en módulos. Ello ha sido particularmente importante en el sector inmobiliario. De hecho, creo que se ha defraudado más importe por los gastos de los promotores que por haber recibido ingresos en negro. Además, la pérdida recaudatoria de las facturas falsas de módulo es definitiva: una empresa «infla» sus gastos y su IVA soportado e ingresa menos de lo que debería (o incluso solicita devoluciones ficticias). No obstante, si el comprador de un piso paga una parte «en negro», evidentemente, el vendedor no abona una parte del impuesto de beneficios. Sin embargo, cuando el comprador quiera volver a vender, tendrá un menor precio de coste y pagará más impuestos en la venta; le habrán trasladado el coste de los impuestos que el vendedor no había pagado. También es un fraude grave, pero incluso dentro del fraude grave hay clases (y las facturas falsas son de los peores).

			Por último, hay también muchos empresarios, o incluso profesionales, que debiendo tributar en estimación directa, por la diferencia entre ingresos y gastos, se dan de alta en un módulo para no tener que pagar por sus beneficios reales. Además, gracias a este sistema también se evitan presentar algunas declaraciones informativas y tener que llevar la contabilidad y registros. Ésta es otra vía de fraude fiscal que abre un régimen que crea muchísimas más complicaciones de lo que pudiera parecer. 

			Los problemas no acaban aquí: distorsionar el principio de capacidad económica altera el régimen de ayudas públicas y el Estado del Bienestar. Por ejemplo, un restaurador en módulos que gane 400.000 euros no sólo tributará como si ganase 15.000, sino que tendrá derecho a ayudas públicas y preferencia, por ejemplo, en la guardería para sus hijos, como si ganase esos 15.000 euros. A todos los efectos oficiales, gana 15.000 euros, sin que se pueda comprobar si ingresa más. Uno puede pensar que hay fraude en las ayudas públicas y que no siempre las recibe quien las merece. Sin embargo, una cuestión es que haya fraude y otra que se haya institucionalizado, porque el problema no es que el propietario del restaurante mienta, sino que el Estado ha renunciado a aplicar los principios constitucionales a cambio de cobrar 15.000 euros.

			Un último problema de este régimen es que favorece el blanqueo de capitales. Si, en nuestro ejemplo, el dueño del restaurante se dedica al tráfico de drogas, siempre podrá justificar el dinero que ha obtenido por ese medio como si fuese beneficio del restaurante; es decir, que le permitirá esconder el dinero procedente de una fuente ilegal, el narcotráfico, para después reintroducirlo para disfrutarlo legalmente, o, dicho de otro modo, blanquearlo.

			Para concluir este elenco de problemas, hay que señalar que, al no exigir información ni contabilidad, el Estado se queda sin conocimiento de lo que pasa en una parte de la economía. Una de las razones fundamentales por las que se implantó este régimen, hace más de veinte años, es que era muy costoso para muchos pequeños empresarios llevar la contabilidad. De hecho, ese argumento es el que fue utilizado por muchos sectores, que jamás deberían haber estado incluidos, porque facturan fundamentalmente a otros empresarios, para que todos los años paguen un módulo, con el consiguiente ahorro.

			Algunos de los problemas que he expuesto se acabarían si las facturas de un empresario en módulos no fuesen deducibles para otro empresario. Pero, además de los problemas técnicos que conlleva una idea así, básicamente por la armonización del IVA, la realidad es que es políticamente muy difícil, y más en época de crisis, cuando más falta hace. Una vez que un sector se ha «acostumbrado» a este régimen, es sumamente complicado reconducirlo al régimen general. De hecho, legalmente es muy sencillo; basta con excluir la actividad correspondiente de la orden ministerial que se aprueba todos los años. No haría falta cambiar ni la Constitución ni las leyes, sino simplemente modificar una orden ministerial.

			Para que nos hagamos una idea de la dificultad política, no es sólo que no salgan actividades de la lista, sino que durante muchos años el importe del módulo no se actualiza, o incluso se reduce, tras la correspondiente negociación con la representación de estos empresarios autónomos. Hay en esta cuestión un problema grave de voluntad política; el previsible coste electoral de «perjudicar» los intereses de un buen porcentaje de los pequeños empresarios y autónomos de España es muy elevado.

			Ante esta evidencia, probablemente sólo en una crisis económica y fiscal como la actual se puede intentar una reforma en profundidad del régimen de módulos. Evidentemente, tiene un coste político, pero las subidas de impuestos indiscriminadas también lo tienen, y son menos efectivas desde un punto de vista recaudatorio, son más injustas y también crean distorsiones. Dado que el régimen de módulos, como se ha expuesto, crea muchísimas distorsiones, una reforma en profundidad que lo limite única y exclusivamente a operaciones con consumidores, o su completa eliminación, incrementaría la eficiencia de la economía en general. ¿Por qué? Porque determinadas operaciones, reales y también ficticias, que se hacen con estos empresarios moduleros con el único fin de ahorrarse impuestos, dejarían de hacerse. En su lugar, se harían operaciones reales, o bien se harían con los empresarios que proporcionan bienes y servicios más baratos, no con los que ayudan a evadir impuestos. Esto no sólo es más justo, sino también más eficiente económicamente.

			En cualquier caso, una reforma en profundidad implicará la necesidad de un mayor control, y más sofisticado, de centenares de miles o millones de empresarios. Que habrá que ejercer un mayor control es una evidencia, y que controlar una contabilidad es más complejo que medir la barra de un bar (que es un módulo habitual), también lo es. Una reforma en profundidad de este sistema es una cuestión clave de cualquier reforma fiscal en España, pero tiene que ir acompañada de más medios humanos y materiales de control. La desmesurada extensión de esta «estimación objetiva» tiene mucho que ver con que España, como explico en el capítulo 20, sea uno de los países de la OCDE que menos invierte en la Administración Fiscal y en la lucha contra el fraude. Aun así, esta mayor inversión se vería mucho más que compensada por una mayor recaudación.

			No es cierto que el régimen de módulos sea justo, pero tampoco es verdad que sea «rentable» para la Hacienda Pública, como muchos de sus directivos consideraban cuando establecieron el sistema, e incluso ahora lo siguen pensando. En este tema, como en muchos otros, las mentiras más dañinas son las que nos contamos a nosotros mismos; este régimen de módulos es incompatible con un sistema fiscal del siglo XXI.
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			Los depredadores del sistema fiscal: 
las tramas

			 

			 

			Hubo una época en que muchos pensábamos que la figura más peligrosa para las Arcas Públicas no era el tesorero de algún partido político, sino una trama de defraudación de IVA. Una trama de este tipo no sólo es una forma extrema y dañina de fraude fiscal, es prácticamente meter la mano en la caja del Estado. Dentro de los niveles de fraude fiscal podríamos distinguir entre no pagar lo que corresponde, montar un sistema para que muchos no paguen y obtener devoluciones indebidas de impuestos, de forma potencialmente ilimitada. Esto último era el objetivo de las tramas, y hay que señalar que durante algún tiempo lo consiguieron.

			Éste es un sistema de auténticos delincuentes profesionales, que a menudo adopta formas muy complejas, pero cuyo mecanismo básico es bastante sencillo. El sistema de IVA se basa en gravar el valor añadido. Esto es lo que lo distingue de la antigua alcabala castellana, el primer impuesto general sobre ventas de un Estado. No tiene sentido, y de paso destroza la producción y el comercio, exigir un impuesto cada vez que una empresa vende a otra. Eso equivale a que si un producto pasa por diez fases de producción en diez empresas distintas, pagará diez veces el impuesto de una empresa que tenga integradas las diez fases. Según un administrador de Aduanas, «en la nación en que funciona un impuesto de esta clase no es posible producir nada para venderlo en el mercado». El administrador vivió en el siglo XVIII y se llamaba Adam Smith.1

			La crítica del economista escocés es demoledora, y atribuye al antiguo impuesto español la decadencia del reino. Para que un impuesto sobre ventas no destruya la producción y el comercio, es imprescindible que cuando una empresa compra a otra pueda deducirse, es decir, restarse de lo que tiene que pagar, lo que la primera le ha cobrado. Sin embargo, puede que la primera empresa no ingrese el impuesto y la segunda se lo deduzca (se lo reste de lo que tiene que ingresar). Esto puede dar lugar a que se tengan que devolver cuantías de las Arcas Públicas que previamente no se han ingresado. A efectos prácticos, no hay ninguna diferencia entre los efectos de esta conducta y meter directamente la mano en la caja del Estado.

			Este problema se ve acentuado por la falta de armonización del IVA en la Unión Europea. Ahora mismo, los tipos generales de IVA van desde el 15 % (Luxemburgo, por ejemplo) hasta el 25 % (Suecia, entre otros). Además, hay tipos reducidos y superreducidos, distintos, que se aplican en cada país. Sin embargo, tenemos un mercado único donde no hay fronteras interiores. Para completar la situación, las diversas Administraciones Tributarias no se fían unas de otras. Esto conduce a la siguiente situación: una empresa española vende un producto a una empresa alemana. La empresa española no aplica el IVA español, ya que las autoridades alemanas no están dispuestas a admitir la deducción de un IVA repercutido e ingresado en otro país. Sin embargo, la empresa española ha incurrido en costes, que habitualmente llevan IVA, para la fabricación del producto. En consecuencia, la entrega de la empresa española no devenga IVA, es decir, la empresa española no tiene que repercutir ni ingresar el IVA. Además, la empresa española pedirá la devolución del IVA que ha soportado. Para cerrar el círculo, no hay control físico de que la mercancía sale por la aduana, porque no hay fronteras interiores.

			Intuitivamente, parece que hay riesgo fiscal. Efectivamente, la empresa alemana tendrá que decir que ha comprado a la empresa española y «autorrepercutirse» el impuesto, pero eso no es ingresar nada. Sin embargo, en la primera venta tendrá que ingresar todo el impuesto, al tipo alemán, de todo el valor añadido generado en el otro país. El efecto de control de toda la cadena de operaciones se ha perdido. En una sola transacción en que no se ingrese el IVA se pueden generar pérdidas millonarias para el Erario Público.

			Estas empresas que adquieren mercancías en otro país de la Unión Europea y luego venden a otra empresa «pantalla», sin ingresar el IVA, existen y se denominan en el argot «truchas»2 o «missing traders».3 Dichas empresas suelen desaparecer de forma inmediata. Posteriormente, los productos son vendidos de unas empresas a otras que no ingresan casi nada, porque suelen vender, más o menos, por lo que han comprado. Finalmente, una última empresa real y con estructura vende, a veces por debajo del coste, y solicita la devolución del importe facturado por la última empresa pantalla. Como este importe procede de un IVA que no se ha ingresado, en realidad se está solicitando la devolución de dinero que no ha entrado en las Arcas Públicas. 

			Esta última empresa, la empresa distribuidora, es la beneficiaria del fraude, ya que puede vender por debajo del coste puesto que obtiene una devolución de IVA que no se ha ingresado. Este beneficio usualmente se comparte con el consumidor, que paga los productos a un precio por debajo del coste. El esquema es el siguiente (gráfico 5):

			 

			GRÁFICO 5. Esquema básico de una trama

[image: imagen]

			 

			A: Es una empresa en otro Estado de la Unión Europea que vende una mercancía.

			B: Es una trucha, adquiere la mercancía, vende a la pantalla D y no ingresa el IVA.

			D: Es una sociedad pantalla que vende a la siguiente pantalla E con IVA. Sin embargo, no ingresa el IVA porque lo compensa con la deducción del IVA que B no ha ingresado.

			E: Es otra sociedad pantalla que tampoco ingresa. Compensa el IVA que recibe de D con el que factura a la sociedad distribuidora C.

			C: Finalmente, C solicita la devolución del IVA que le ha repercutido la sociedad pantalla E, y nadie ha ingresado.

			 

			Si en el esquema anterior C vende a A, esto da lugar a un carrusel con una pérdida potencialmente ilimitada para la Hacienda Pública (gráfico 6).

			 

			GRÁFICO 6. Esquema de un fraude carrusel

[image: imagen]

			 

			La venta de C a A es una entrega intracomunitaria; es decir, no se repercute IVA y se tiene derecho a deducirse el IVA soportado y a que el Estado lo devuelva. El fraude es el importe que no se ha ingresado en la venta de B a D. El principal problema es que todo el proceso vuelve a empezar en A. Por eso a este fraude se lo denomina «carrusel». En cada vuelta que dan los diversos productos, se obtiene una devolución. En último término, no hace falta ni que circulen productos, basta con emitir documentos y simular pagos bancarios. A esta modalidad se la denomina «carrusel documental». Naturalmente, el carrusel documental es aún más dañino que el fraude carrusel «normal», porque la velocidad a la que se pueden obtener devoluciones es muy superior.

			Un detalle que merece la pena resaltar es que no hay límites en este fraude; es decir, que si se vende, por ejemplo, un ordenador de 500 euros sin IVA, el ahorro para el consumidor, y el fraude al Estado, es del 21 % de estos 500 euros, es decir, 105 euros. Sin embargo, hacer girar el ordenador en un carrusel permite obtener 105 euros en cada vuelta. Esto puede permitir bajar el precio del ordenador, lo que expulsaría del mercado a los vendedores «honestos» de ordenadores que no los adquieren a tramas de defraudadores.

			La otra cuestión que hay que destacar es que esto es un fraude delictivo de profesionales de la defraudación. El punto clave no sólo es no ingresar, sino simular operaciones. Para esto se necesitan sociedades inactivas que se puedan movilizar y entrar en el mercado. En el capítulo 7 hemos hablado de la existencia de estos nidos de sociedades que emitían facturas falsas; una de sus utilidades fundamentales es precisamente participar en tramas de defraudación. Por otra parte, hay que simular medios de pago a través de entidades bancarias. Este tipo de fraudes son prácticamente imposibles de cometer sin una cierta cooperación de empleados en entidades financieras. Por último, los administradores y autorizados en cuenta corriente de las sociedades pantalla, y sobre todo de las sociedades «trucha», no son, por supuesto, los cerebros de la trama, sino testaferros, a los que no es posible exigirles responsabilidades.

			A partir de las modalidades básicas que hemos expuesto aquí, el fraude se puede sofisticar muchísimo, casi hasta el infinito. Efectivamente, Adam Smith tenía razón; un impuesto indirecto piramidal puede matar la actividad económica. Sin embargo, la alternativa de posibilitar la deducción del impuesto indirecto soportado, como vemos, también puede tener graves inconvenientes. Estos inconvenientes se multiplican por la existencia de 28 jurisdicciones distintas en Europa, sin barreras físicas, pero con 28 autoridades fiscales que no se fían unas de otras. Esto hace que se pierda el control imprescindible que da la cadena de empresarios proveedores, ya que en las operaciones internacionales, en las que no hay, además, control físico en aduana, todo el importe que debe ingresarse se concentra en una sola operación.

			Para que nos hagamos una idea de la magnitud del problema, la Comisión Europea, en un informe de 2004, llegó a cifrar este fraude ligado a las tramas intracomunitarias de defraudación en un 10 % de la recaudación total neta del impuesto en la Unión Europea. Estas cifras, sólo a nivel español, supondrían más de 5.000 millones de euros. Probablemente, en estos momentos las cifras son inferiores, porque, aquí sí, se han adoptado muchas iniciativas para solventar el problema.

			Así, se han creado bases de datos exclusivas con esta finalidad. También se han exigido requisitos adicionales para el acceso al Registro de Operadores Intracomunitarios, que es el registro que permite realizar operaciones sin IVA en Europa. Asimismo, se han incrementado los controles en todos los países. Y, sobre todo, se ha empezado a tratar a los involucrados en operaciones de tramas, no como contribuyentes más o menos deshonestos, sino como lo que son, presuntos integrantes y colaboradores en graves delitos. Esto ha permitido operaciones, bajo control judicial, con registros, seguimientos policiales, intervenciones telefónicas...

			De todas formas, cuando vemos en los medios de comunicación que se ha desmontado una trama de estas características, todos deberíamos tener una sensación agridulce. Evidentemente, estamos todos muchísimo mejor sin la trama, pero los importes defraudados rara vez se recuperan. Estos importes se han volatilizado vía menores precios de los productos, interfiriendo gravemente con la competencia. Las normas preventivas que limitan el acceso a los registros imprescindibles para el tráfico intracomunitario, o la exigencia de documentación exhaustiva que realiza la Inspección en estas operaciones, son exigencias claramente antipáticas. Además, son exigencias que dificultan las operaciones intracomunitarias y, por tanto, dificultan el mercado interior. Sin embargo, son imprescindibles, y, de una forma u otra, se han implantado en casi todos los países. Dicho de una forma cruda, había demasiado dinero en juego, y lo que es aún peor, estos fraudes no tienen límites.

			Aun así, mientras no haya una armonización completa del IVA en Europa, estos problemas persistirán. Si las diversas agencias tributarias de Europa estuviesen integradas, todo el IVA se cobraría en las ventas, y no habría operaciones exentas. Posteriormente, las diversas agencias tributarias liquidarían los importes entre sí. Hay mucho que hacer en la armonización del IVA, y sobre todo en la mejora de la cooperación administrativa en las agencias tributarias europeas. Muchos pensamos que en estas cuestiones europeas estamos subidos en una bicicleta: o continuamos pedaleando hacia una mayor cooperación e integración, o nos acabaremos cayendo si nos quedamos quietos.

			Teóricamente, es más fácil controlar un impuesto en diversas fases como el IVA que un impuesto que se aplica una sola vez, como los impuestos especiales. Sin embargo, al ejercerse un mayor control sobre los impuestos especiales, que incluyen incluso una intervención permanente en las refinerías y grandes fábricas de alcoholes, finalmente hay menos fraude en los impuestos especiales. Los medios de control son decisivos. Como ha puesto de manifiesto uno de los grandes expertos en este ámbito, el inspector y vicepresidente de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda, José Luis García Molina, hay también tramas en productos objeto de impuestos especiales, pero se dedican fundamentalmente a defraudar el IVA, no los impuestos especiales.4 Esto, por supuesto, indica problemas de coordinación, y que «todo el que compra sin IVA y está legalmente obligado a ingresar el impuesto posteriormente, debe estar sometido a un control exhaustivo». Además, todo esto implica también que incluso en estos productos muy controlados hay repercusión (es decir, el cobro) del impuesto cuando posteriormente el empresario que ha recaudado no ingresa. Es muy simple, pero también muy dañino; es una trama de defraudación.

			En conclusión, el IVA no es, precisamente, un impuesto a prueba de fraudes. Además, es también un impuesto que en la realidad puede interferir, y mucho, con la competencia. Asimismo, hay conclusiones positivas: cuando se adoptan las medidas adecuadas, este tipo de fraudes, como cualquier otro, disminuyen. Puede que los Estados europeos no estén dispuestos a mejorar sustancialmente la Unión Fiscal, pero mucho menos a que unos cuantos delincuentes ocasionen un daño de miles de millones de euros a la recaudación fiscal. En consecuencia, aquí sí que se han puesto medios y se han endurecido sustancialmente las leyes. Es un terreno más fácil que otros, puesto que la mayoría de los españoles, y de los europeos en general, apoyan la mano dura en este ámbito.

			Desde un punto de vista práctico, cuando en su empresa vea que los mismos productos que se compran a los proveedores oficiales los venden más baratos empresas desconocidas, desconfíe. No sólo es posible que tengan peor calidad, sino también que provengan de tramas de defraudación. Esto puede tener graves consecuencias para el comprador final, que debería haber sabido de dónde provenían los bienes. Conocer a los clientes y proveedores no sólo es una obligación legal (de las normas antiblanqueo), sino también una regla útil de sentido común.
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			Sociedades. Un impuesto en crisis

			 

			 

			Cuando se afirma la manida frase de que «siempre pagamos los mismos», no sólo se está diciendo que unos pagan, normalmente los trabajadores, sino también que otros no pagan, muy a menudo las personas jurídicas, es decir, las sociedades. Realmente, la recaudación del impuesto de sociedades proviene de tres tipos de empresas: las pequeñas y medianas empresas, las grandes empresas nacionales y, por último, las multinacionales. Partiendo de un análisis relativamente simple, según el INE, el PIB en función de la renta se divide en: remuneración de asalariado, excedente bruto de explotación y rentas mixtas, y, por último, impuestos indirectos. Si excluimos los impuestos indirectos, es decir, la renta que se dedica a pagar impuestos, sólo nos quedan las rentas del trabajo y las rentas del capital.

			Tradicionalmente, en España (y en muchos países, como Estados Unidos) las remuneraciones salariales han sido superiores a las rentas del capital. No obstante, a partir del último trimestre de 2012, estas rentas del capital han superado, como porcentaje del PIB, a las remuneraciones del trabajo. En el gráfico 7 puede verse la evolución, según la información de contabilidad nacional de España (INE), de los datos en millones de euros y los porcentajes del PIB.

			 

			GRÁFICO 7. Distribución de las rentas como porcentaje del PIB
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			La renta se reparte estadísticamente en remuneraciones salariales (línea de rayas y puntos), expediente bruto de explotación (EBE) y rentas mixtas (RM), lo que serían rentas empresariales y del capital en sentido amplio (línea de guiones cortos), e impuestos indirectos (Imp. ind.) a la producción y a la importación (línea continua).1

			Como se puede observar en el gráfico, hay un declive en las remuneraciones salariales en favor del excedente bruto de explotación y rentas mixtas, que es como se denomina en terminología estadística a los rendimientos del capital. Este declive se produce en los años 2012 y 2013 (primer semestre), que son los últimos datos de los que disponemos. En mi opinión, el declive de las retribuciones salariales en favor del excedente bruto de explotación no tiene que ver con la crisis, sino, evidentemente, con la reforma laboral. Esta reforma buscaba un proceso de devaluación interna, y esto pasa, necesariamente, por una disminución de las rentas salariales. Por otra parte, si la competencia entre las empresas no es muy fuerte, esta disminución del coste salarial se traslada a unos mayores beneficios empresariales, no a unos menores precios para los consumidores. Más allá de consideraciones de justicia social, todo esto tiene consecuencias fiscales.

			De estas remuneraciones salariales se pagan las cotizaciones sociales y, además, aproximadamente un 85 % de la recaudación del IRPF. Por el contrario, las rentas del capital se ven gravadas con una tarifa especial del IRPF, ahora entre el 21 % y el 27 %, y con el impuesto de sociedades. Este impuesto ha sufrido una caída recaudatoria sin comparación con casi ningún otro tributo durante esta crisis. Obviamente, lo único comparable es la caída recaudatoria del ITP. Sin embargo, todos tenemos muy claro que un impuesto que se recauda fundamentalmente por la venta de viviendas (de segunda mano) caerá si al mismo tiempo lo hace el mercado inmobiliario. Sin embargo, el impuesto de sociedades se ha desplomado de una forma espectacular, muy superior al descenso del beneficio empresarial.

			En el gráfico 8 puede verse reflejada la recaudación anual del impuesto de sociedades en millones de euros.2

			 

			GRÁFICO 8. Recaudación anual del impuesto
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			Como se recordará, en el capítulo 3, dedicado a la crisis fiscal en España, explicamos el pavoroso dato de la caída recaudatoria del impuesto de sociedades en 2008. En el primer año de crisis fiscal se volatilizaron 18.000 millones de euros de recaudación, con una caída de más del 39 % respecto del año anterior. Sin embargo, en 2008 se declararon los beneficios de 2007, y según la Central de Balances del Banco de España, los beneficios de las empresas españolas en 2007 habían sido los más elevados de la historia. Esto era un indicador adelantado de la que se nos venía encima. Pero también era un indicio claro de que las empresas, si les resultaba más conveniente, podían no pagar el impuesto. Esta circunstancia se debe a dos factores: una defectuosa regulación del impuesto y una falta de efectividad de los medios de control. Por esas razones hablamos del impuesto de sociedades como de un impuesto en crisis.

			En los años 2009-2011, la recaudación del impuesto continuó cayendo. En 2011, el impuesto recaudaba un tercio de lo que lo hacía antes de la crisis. Es cierto que había habido una crisis, pero el derrumbamiento de la recaudación había sido pavoroso. En 2012, las medidas del PP para reducir el déficit consiguieron un incremento de la recaudación. Como estas medidas se refieren casi exclusivamente a grandes empresas, se comentan en el próximo capítulo.

			La crisis del impuesto de sociedades es una cuestión relevante. Lo es, evidentemente, por la recaudación que se pierde. Sin embargo, también lo es por la falta de control del Estado sobre una fuente de renta y de poder económico. Por otra parte, en la medida en que las grandes fortunas obtienen sus ingresos a través de sociedades, la incapacidad de obtener un mínimo de recaudación de las sociedades implica, necesariamente, una menor justicia tributaria en la práctica y una menor equidad en el reparto de las cargas públicas.

			En este capítulo estudiamos qué falla en términos generales en el impuesto. En los próximos veremos lo que es la tributación de las grandes sociedades y dedicaremos un capítulo especial a las multinacionales. Después hablaremos de un tipo de sociedad muy peculiar, las SICAV, que han hecho correr ríos de tinta. Finalmente, concluiremos el viaje con el sistema financiero y los impuestos.

			Lo primero que hay que señalar es que regular adecuadamente el impuesto, que una sociedad tiene que pagar por sus beneficios, es cualquier cosa menos sencillo. Para empezar, hay que determinar cuál es el beneficio de una sociedad en un período determinado. Esto hay que hacerlo mediante la contabilidad que obligatoriamente deben llevar todas las empresas.

			La primera cuestión es que la inmensa mayoría de las empresas sólo tienen que llevar la contabilidad por motivos fiscales. Esto significa que para muchísimas empresas, casi todas las pequeñas, la contabilidad es una carga, y la determinación de los beneficios sólo se realiza para pagar impuestos. Con estos mimbres, a nadie debería extrañarle que muchísimas empresas declaren menos beneficios que los que realmente tienen. Esto no es una particularidad de España. Si cualquiera bucea en los Registros Mercantiles Europeos, se sorprenderá de la escasa rentabilidad de muchas pequeñas empresas. Existe una base de datos, Amadeus, que sistematiza y codifica la información estadística que las empresas de los diversos países de Europa depositan en sus respectivos registros mercantiles. Las rentabilidades medias no justifican en una inmensa mayoría de los casos el hecho de trabajar por cuenta propia. Esto significa que no están recogidos todos los ingresos, o que hay más gastos contabilizados que los gastos reales.

			La segunda cuestión es qué entendemos por «gasto». Una noción podría ser que el gasto es el consumo de recursos necesario para obtener los ingresos. Sin embargo, a veces, de hecho con mucha frecuencia, se consumen estos recursos para satisfacer necesidades personales (de los socios o directivos) y no para obtener ingresos. Ésta es una cuestión importante. Si una empresa tiene un yate y lo utiliza para que su dueño se pasee, es evidente que está dejando de pagar impuestos. Me explicaré: si una persona obtiene un dinero, paga el IRPF por él y posteriormente alquila un yate, soportando el IVA del 21 %, paga muchos impuestos. Estos impuestos se los «ahorra» el empresario que tiene un yate a nombre de la empresa. Este ejemplo ilustra el problema de detectar estos beneficios o rentas que se obtienen por la propiedad o dirección de las sociedades.

			Otra cuestión sumamente problemática es la de la progresividad. En principio, debe pagar más el que más tiene. Esto, aunque tiene sus problemas, se puede aplicar en las personas físicas. Sin embargo, que una sociedad sea pequeña no significa que su dueño tenga poca capacidad económica. Hay empresarios que tienen decenas o centenares de empresas. Aunque el derecho tributario tiene mecanismos de «acumulación» obligatoria, es decir, obligar a tener en cuenta todas las sociedades que están controladas por una misma persona, lo cierto es que no siempre se consigue. En consecuencia, es sumamente problemático establecer una diferencia entre el tratamiento fiscal de pymes y grandes empresas. Sin embargo, casi todos los sistemas fiscales lo hacen. Esto supone, por ejemplo, en el caso español, que un millonario se beneficie de un tipo del impuesto de sociedades del 20 %, mientras que un accionista de clase media que tiene acciones de cualquier gran empresa pague no sólo un 21 %, como mínimo por el dividendo, sino que teóricamente soporte un 30 % del impuesto de sociedades que ha minorado el beneficio de la empresa y, por tanto, ha minorado el dividendo.

			Además de todo lo anterior, que como se ha visto no es poco, queda la cuestión de la contabilidad y su control. Las normas contables son cada vez más complejas. A medida que se avanza en la normalización contable, y sobre todo en la comparabilidad de la información financiera, el impuesto de sociedades se vuelve cada vez más difícil. La idea es que mirando la información de una empresa norteamericana y una europea, los datos sean plenamente comparables. Esto probablemente sea una buena idea, pero ha introducido unos niveles tremendos de complejidad en la contabilidad. Cuanto más compleja es una contabilidad, más difícil es descubrir posibles fraudes y, sobre todo, determinar con claridad cuál es el beneficio por el que debe tributar una sociedad.

			Estos problemas no tienen una solución definitiva, sólo se pueden paliar. En ninguna parte se consigue controlar a todas las sociedades de capital. Sin embargo, sólo en España la caída de la recaudación del impuesto ha tenido una magnitud de este calibre. Una parte del problema está ligado a la caída de los beneficios empresariales por la crisis económica. Desde un punto de vista fiscal, poco se puede hacer al respecto. Esta caída de los beneficios ha sido más acentuada de lo que podría dar a entender la lectura de los periódicos, y se debe a que los grandes grupos empresariales españoles han pasado a obtener sus beneficios en el extranjero a través de filiales allí radicadas. Estas filiales pagan el impuesto de sociedades en otros países, y cuando reparten dividendos a las matrices españolas, estos dividendos llegan exentos del impuesto de sociedades.

			Aun así, parece claro que la caída de la recaudación ha sido de tal calibre que pasa algo más. Los datos del impuesto de sociedades de 2007 son muy significativos: cuando las empresas que han obtenido unos beneficios récord pagan un 39 % menos de impuestos, es que —al menos así lo parece— pueden determinar casi libremente lo que deben pagar por el impuesto. Una de las causas es la complejidad de la normativa fiscal (que trataremos en el próximo capítulo, al hablar de las deducciones de las grandes empresas) y de la contabilidad. A partir de 2008, todas las empresas «apuraron al límite» sus posibilidades de pagar menos en el impuesto de sociedades, y había muchas posibilidades.

			La otra cuestión que no se puede soslayar es el fraude puro: inventarse gastos, deducirse facturas falsas o cobrar en negro. Este fraude, en un impuesto complejo, sólo se puede atajar incrementando los medios de la Inspección. En España deberían realizarse más inspecciones, aunque sólo fuese por la «estúpida» razón de que los recortes en este campo han costado al Erario Público mucho más dinero que el que se ha ahorrado. España, como exponemos en el capítulo dedicado a la Administración Tributaria, es uno de los países avanzados que menos invierte en Administración Fiscal y lucha contra el fraude. En la medida en que muchas empresas consideraban que el impuesto de sociedades no se controlaba, cuando los problemas de la crisis asomaron dejaron de ingresar el impuesto.

			Una de las pruebas palmarias de que las empresas reaccionan mucho más ante el control fiscal que ante cualquier otro hecho es la investigación realizada por los profesores David López-Rodríguez (Banco de España) y Miguel Almunia (University of Warwick).3 He aquí la distribución de empresas en España según el volumen de facturación:

			 

			GRÁFICO 9. Densidad de empresas en función de su volumen de facturación
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			El gráfico relaciona el número de empresas con su volumen de facturación, y es una media entre 1999 y 2007. Obviamente, hay más empresas que no facturan (sociedades vacías o pantalla, o meramente inactivas) que sociedades que facturan varios millones de euros. La distribución natural es que haya cada vez menos empresas a medida que aumenta la facturación. Sin embargo, el número de empresas aumenta de forma inexplicable al borde de los 4,7 millones de euros, que determina la obligación de auditar cuentas, y de forma aún más espectacular al llegar a los 6 millones de euros. Dicho de otra manera, empresas que facturarían 6,01 millones de euros declaran 5,99 millones. Este pico existe únicamente en las empresas españolas. La razón es que, a partir de un volumen de operaciones de 6 millones de euros, las empresas pasan a estar controladas por las Unidades Regionales de Gestión de Grandes Empresas, encuadradas en el Departamento de Inspección de la Agencia Tributaria. Muchos directivos de estas empresas consideran que la probabilidad de sufrir una inspección es mucho más elevada si se facturan 6,01 millones de euros que si se facturan 5,99 millones.

			Obviamente, se produce un pico justo al borde de la obligación de auditar cuentas (en años anteriores a 2008; ahora la obligación está en 5,7 millones de euros). Esto se puede deber a que la auditoría tiene un coste, o también a la huida del control, porque la auditoría no deja de ser otro control, o a ambos factores. Otra cuestión interesante es que en estos años el límite entre una pyme a efectos fiscales y una gran empresa estaba en 8 millones de euros. El régimen especial de pymes en el impuesto de sociedades supone tipos menores, mayor libertad de amortización y otros beneficios fiscales. Sin embargo, no se detecta un pico significativo de empresas antes de los 8 millones de euros. Traduciendo, mientras que hay una acumulación de empresas que se quieren «proteger» de la inspección, no hay interés en aprovecharse indebidamente de los beneficios fiscales de las pymes. Este solo dato, desgraciadamente, indica un elevado nivel de fraude: importa mucho más no estar sometido a controles que los beneficios fiscales que concede la legislación.

			Por último, los datos desmontan la doctrina de que el fraude corresponde, casi en exclusiva, a las grandes empresas. Si la Agencia Tributaria hiciese caso a fuentes como las del sindicato Gestha, que abogan por que los técnicos (e inspectores) se concentren en empresas con mayor facturación, lo que quedaría por debajo sería, aún más, la jungla. Eso, naturalmente, no quiere decir que todas las grandes empresas paguen siempre lo que les corresponde en el impuesto de sociedades. Sin embargo, mientras que la falta de cumplimiento y el fraude en las pymes están relacionados con factores puramente fácticos, como cobrar en negro o inventarse gastos, el incumplimiento de las grandes empresas suele estar más relacionado con interpretaciones abusivas y una planificación fiscal agresiva, como veremos en el siguiente capítulo.

			Hasta aquí los problemas. Las soluciones a este fraude en pequeñas y medianas empresas tienen que ir, en mi opinión, por las siguientes vías.

			En primer lugar, simplificando el impuesto para las empresas más pequeñas. Esto no sólo es una cuestión de normativa fiscal, sino también de contabilidad, como hemos señalado antes. Si no fuera posible cambiar la contabilidad, estas empresas tendrían que presentar una «contabilidad fiscal» simplificada que permitiese controlar el impuesto de forma estandarizada. Esto permitiría que los órganos de gestión tributaria pudiesen controlar —o al menos intentarlo— los beneficios de estas empresas. En cualquier caso, estos libros deberían estar estandarizados. Si en una inspección los libros tardan meses en llegar al formato adecuado para ser analizados informáticamente, es evidente que hay un problema. Este problema se agrava con la limitación de los plazos de duración de las actuaciones inspectoras.

			En segundo término, habría que dedicar más medios humanos y presupuestarios al control de los beneficios empresariales. Los hechos son tozudos: cuando las empresas vieron que estábamos en crisis, lo primero que dejaron de pagar fueron los impuestos, y en concreto el impuesto de sociedades. Además, el comportamiento de las empresas que huyen de la inspección indica, tristemente, que hay fraude escondido. La principal forma de reducirlo es tener más inspectores y técnicos fiscalizando la contabilidad de las empresas.

			Por otra parte, también es necesario que los bienes y servicios que las empresas ponen a disposición de sus dueños se graven efectivamente. Esto sólo es posible transparentando las sociedades,4 es decir, que el beneficio de determinadas sociedades, de mera tenencia de bienes o de sociedades, se impute a sus dueños, que tributen por aquél en el IRPF. De otra forma, las sociedades se convierten en un refugio donde se remansan rentas, y en la práctica sus propietarios siguen disfrutando de ellas. La eliminación de la transparencia fiscal, en época de bonanza, fue otro retroceso considerable en la igualdad fiscal en España.

			Por último, como en todos los casos de fraude, o por lo menos de fraude no realizado por profesionales en la defraudación, hay que convencer a los españoles de que deben pagar sus impuestos. Ésta es la medida antifraude más importante de todas, aunque nunca se consigue del todo. El país de Europa donde más ha caído la recaudación ha sido España. Además, en España, el impuesto que más recaudación ha perdido ha sido el impuesto de sociedades. Esto coincide con la percepción sociológica, según el Instituto de Estudios Fiscales, de que los empresarios son los que más defraudan (quizá porque pueden). Ante esto, que parece muy negativo, se puede hacer una lectura positiva: hay mucho margen de mejora. Una mejora de las empresas en el cumplimiento de las obligaciones fiscales y, en general, de la cultura de los negocios en España, podría tener un resultado relevante en la recaudación fiscal, aunque sólo fuese por el impuesto de sociedades.
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			La fiscalidad de las grandes empresas 
en España (I). La subcapitalización

			 

			 

			En este capítulo abordaremos la fiscalidad de las grandes empresas. Hasta 2012, la idea más extendida era que pagaban muy poco. La forma más común de comparar era el tipo efectivo. Si las grandes empresas pagaban un impuesto de 10 sobre un beneficio de 100, se consideraba que el tipo efectivo era el 10 %. Si una pyme que ganaba 20 pagaba 4 por el impuesto de sociedades, entonces el tipo efectivo era del 25 %. Parecería por este ejemplo que la gran empresa paga menos. Aun así, esto puede ser engañoso. En primer lugar, esto depende del beneficio declarado. Una empresa puede declarar menos beneficio que el que realmente obtiene. Esto no es independiente de su tamaño.

			Por ejemplo, el dueño de un restaurante puede no declarar todos sus ingresos. Sin embargo, esto resulta mucho menos probable en una cadena de restauración. Si se pretende no declarar parte de la caja, ¿cómo se evita que se la queden los empleados? En general, el porcentaje declarado será superior, lo que implicará, de paso, pagar más IVA. No es imposible que la cadena de restauración defraude, y podría haber un programa informático que permitiese no declarar una parte de la recaudación, pero es mucho más complicado.

			Además del problema del beneficio declarado, está la cuestión del beneficio gravado en España. Las grandes empresas suelen obtener una parte (por otro lado, cada vez mayor) de sus beneficios fuera de España. Estos beneficios se obtienen habitualmente mediante filiales en otros países. Ahora bien, cuando estas filiales obtienen beneficios, ya pagan por ellos en otros países. Cuando estos beneficios se repatrían a España, los dividendos están casi siempre exentos. Esto ocurre también, en general, en sentido inverso: las filiales en España de empresas multinacionales pagan aquí el impuesto de sociedades. Que los dividendos exteriores estén exentos es una cuestión discutible y una opción de política legislativa. Sin embargo, no hay que perder de vista que no se pueden imponer impuestos a los beneficios en cascada si no se quiere acabar con la inversión transfronteriza. Esto quiere decir que si no se quieren dejar exentos estos dividendos, habrá que descontar los impuestos en el extranjero (esto se llama técnicamente «sistema de imputación»). El resultado no es el mismo, pero, en cualquier caso, hace que los porcentajes de tributación efectiva entre empresas que sólo operan en España con empresas que lo hacen internacionalmente, no sean comparables.

			Pese a ambos problemas, sí hay una razón por la que las grandes empresas han pagado muchos menos impuestos que las pequeñas: las deducciones. Éste es un término que utilizamos habitualmente y que a veces no sabemos muy bien lo que significa. Una deducción es simplemente una resta, es decir, una partida que minora a otra. En un lenguaje un poco más técnico, se distingue entre deducción, que se realiza en cuota, y compensación, que se realiza en base. Por ejemplo, una deducción por investigación y desarrollo es un porcentaje de esta inversión que Hacienda «financia» directamente permitiendo restar del impuesto de sociedades que hay que pagar (cuota). Por el contrario, cuando se habla de compensación de bases imponibles negativas, nos referimos a que una empresa tiene que pagar menos impuestos, ya que de los beneficios (base imponible) del año en curso se pueden restar (compensar) las pérdidas (bases imponibles negativas) de años anteriores.

			Sin embargo, lo habitual es no ser muy preciso y hablar casi exclusivamente de deducciones. A veces se habla de beneficios fiscales e incluso de auténticos regalos fiscales, y en otras ocasiones de gastos necesarios para obtener los ingresos. No son lo mismo, ni se parecen. Pero cuando se habla de recorte de deducciones, se alude indiscriminadamente a dos cosas que no tienen nada que ver.

			La primera cuestión es una que está de moda: la deducción de los gastos financieros. Es un asunto capital en una crisis financiera y de sobreendeudamiento. Curiosamente, las corrientes académicas dominantes han pasado de «patrocinar» un endeudamiento casi sin límites a proponer pagar impuestos por beneficios sin tener en cuenta los intereses. Todo esto se mezcla con supuestos de fraude que han dado lugar a las mayores actas que nunca ha levantado la Inspección.

			A intentar exponer esta cuestión le dedicaremos algunas páginas.

			 

			 

			INVERSIÓN Y FINANCIACIÓN

			 

			El impuesto de sociedades ha descansado históricamente en la diferencia entre fondos propios y fondos ajenos. Este impuesto pretende gravar el beneficio empresarial de los propietarios de la empresa. De ahí que se siga la diferenciación contable entre la retribución a los fondos ajenos, intereses, deducible como gasto en su base imponible, frente a las dotaciones a reservas y la distribución de dividendos, en que se materializa el beneficio empresarial, que es el objeto de gravamen del impuesto.

			Esto ha generado estructuras de capital más apalancadas que si el impuesto no existiese. De hecho, cuanto más elevado es el tipo del impuesto, más dinero se «ahorra» pidiendo un préstamo en lugar de ampliando el capital social. Algunos académicos han relacionado este hecho con la existencia de estructuras financieras excesivamente apalancadas por parte de las empresas. Ante esto hay dos soluciones «extremas» para recuperar la «neutralidad».

			La primera es el planteamiento belga del notional interest, es decir, «interés nocional».1 Una empresa tiene siempre derecho a una deducción de un porcentaje del capital o fondos propios. En esas condiciones, a una empresa le da lo mismo pedir un préstamo, cuyos intereses se puede deducir, que ampliar capital, cuyo interés nocional también es deducible. Esto sólo existe en Bélgica, porque, como seguro que al lector no se le ha escapado, tiene un coste fiscal, es decir, recaudatorio, simplemente sideral. En un préstamo, el que paga deduce, mientras que el que cobra paga (impuesto de sociedades, o si es una persona física, IRPF). Sin embargo, en un sistema de interés nocional, la empresa que amplía capital paga menos impuestos, pero los que aportan capital no pagan más. Implantar esto en España tendría un coste inasumible para las Arcas Públicas, aunque a algunos les parezca muy interesante. Más adelante explicaremos cómo les salen los números a los belgas.

			La segunda posibilidad es no dejar deducir los intereses en el impuesto de sociedades. Esta opción es la que propugna, en su propuesta de reforma del sistema fiscal, la FAES, la fundación del Partido Popular, aunque de una forma sumamente confusa.2 Ahora mismo, en España existe una limitación a la deducibilidad de los gastos financieros, oficialmente justificada en la lucha contra el fraude.

			Intentando poner un poco de orden en este galimatías, empezaremos por el principio. Normalmente, no es lo mismo el capital propio que las deudas. Esto parece una perogrullada, pero no lo es. En primer lugar, las deudas hay que pagarlas, mientras que el capital social de una empresa se retribuye mediante dividendos si las cosas salen bien, y si no, pues no se retribuye. Además, el accionista es el último que cobra en caso de liquidación de una empresa. Esto quiere decir que un accionista asume mucho más riesgo que un acreedor. De forma simétrica, una empresa capitalizada puede absorber muchas más pérdidas que una empresa que debe el dinero. Pero como pagar los intereses no es optativo, la empresa que no tenga que pagarlos tendrá, a igualdad de beneficio (antes de intereses e impuestos, «EBITDA», en jerga financiera), más capacidad económica que la que sí tenga que pagarlos. Traduciendo, no hay que ser de la Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH) para saber que pagar intereses cuesta trabajo y reduce la capacidad económica. En consecuencia, exigir el mismo impuesto sobre beneficios a una empresa que incluso puede estar en pérdidas por los gastos financieros, que a otra empresa que sí tiene beneficios porque no tiene gastos financieros, es contrario a la capacidad económica y, por tanto, inconstitucional.

			Además, si se restringe de forma drástica la financiación de las empresas, éstas no invertirán. La mayor parte de ellas se financian a través de los bancos (especialmente, las pymes). Si el gasto financiero en el que las empresas incurren no es deducible, estamos volviendo la financiación muchísimo más cara. Esto debilita la inversión y destruye empleo.

			De todas formas, hay excepciones; por eso, normalmente, no es lo mismo el capital propio que las deudas, porque a veces capital y deuda son muy similares. En un grupo de empresas, es decir, varias empresas que están controladas por una matriz, o por un mismo grupo de personas, las empresas pueden prestarse unas a otras. A una sociedad matriz, propiedad al 100 % de una filial, le da lo mismo darle un crédito a la filial o ampliarle el capital. Sin embargo, como hemos visto, los efectos fiscales, antes de la norma de limitación de gastos financieros, que luego explicaremos, no se parecen en nada.

			 

			 

			SUBCAPITALIZACIÓN

			 

			Una filial española de cualquier multinacional puede obtener beneficios en España. Pero si no tiene capital y está muy endeudada con su matriz, esta empresa no tributará en España. Los pagos por intereses compensarán los beneficios que la empresa haya obtenido. Dicho de otra forma, a una multinacional le da lo mismo obtener los beneficios por dividendos de sus filiales que por los intereses que les cobre. Lo hará mediante el sistema de financiación que considere más eficiente fiscalmente. Esto habitualmente es obtener intereses, no dividendos, lo cual en primer lugar evita un 30 % del impuesto de sociedades en España.

			Ahora bien, un grupo multinacional no sólo tiene filiales en los países en los que directamente realiza las inversiones. También las suele tener en países «puente», como en Bélgica. Si un grupo multinacional, por ejemplo norteamericano, tiene una filial en Bélgica, no prestará desde Estados Unidos, sino desde Bélgica. En Estados Unidos, el perceptor de los intereses tributa, pero en Bélgica estos intereses se pueden compensar con un interés nocional, derivado de haber capitalizado la empresa, con lo que la tributación efectiva de estos intereses puede ser cercana a cero. El régimen de interés nocional parecía muy caro, y de hecho lo es, pero otro puede pagar la factura. En una Europa con libertad de circulación de capitales, en la que el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha considerado ilegales las normas que limitan la «subcapitalización», estas cosas pasan. La subcapitalización es tener menos capital que el que se debería tener. La diferencia se cubre mediante deuda con empresas vinculadas (es decir, del grupo económico). En consecuencia, los beneficios en España, por ejemplo, se trasladan vía intereses a otros países.

			Estos países donde se perciben los intereses no tienen por qué ser paraísos fiscales. Sin embargo, sí gravan muy poco los intereses; por ejemplo, Holanda, a través de un sistema de interest box, los grava al 5 %. Otro caso es el belga, que admite intereses nocionales. Todos estos sistemas no se pueden implantar en países grandes, pero hay países pequeños que los tienen establecidos porque los intereses que se gravan no se están deduciendo en el mismo país, sino en otro. Bienvenido al mundo de la competencia fiscal, es decir, bienvenido a la jungla.

			Esta situación que hemos descrito parecía un problema, pero la magnitud del problema es muy superior. La combinación entre la deducción de gastos financieros sin límite y la exención de los ingresos exteriores era una bomba. Si a esto se le añade que en el país donde se perciben los dividendos apenas se tributa, tenemos un auténtico cóctel explosivo. Veamos a continuación cómo funciona el fraude más cuantioso de los últimos años para la Hacienda Pública.

			En rigor, es una cuestión muy simple: los ingresos no computan y los gastos sí deducen. Traduciendo la jerga fiscal, los ingresos no suman por estar exentos, y los gastos sí restan, por ser «deducibles». Si una empresa obtiene dividendos de una filial extranjera, estos dividendos están habitualmente exentos. La norma que regula esta exención es el artículo 21 de la Ley del Impuesto de Sociedades, y es una de las normas capitales del impuesto. El fundamento de esta exención es que la filial habrá pagado en el otro país su impuesto de sociedades. Los ingresos no suman, pero los gastos financieros en los que se incurre para financiar esta inversión sí restan. Esto da lugar, siempre y por definición, a una base imponible negativa, es decir, a pérdidas compensables con beneficios en España. Por otra parte, si los gastos financieros son ingresos financieros de otra sociedad del grupo, donde no tributan o tributan muy poco, como Holanda, Bélgica o un paraíso fiscal, ya tenemos el esquema completo.

			El lector estará pensando que esto en sí no es un fraude, sino simplemente una normativa demencial que disminuía de forma drástica los impuestos a las empresas. De hecho, esto es así, el esquema planteado es extraordinariamente lesivo para los intereses recaudatorios de la Hacienda Pública, pero aún no es fraudulento. Esto es todavía peor, el esquema era muy dañino para la inversión y el empleo en España, lo que se puede ver con claridad en el siguiente ejemplo.3 Si una empresa española tiene que elegir entre:

			 

			
					La inversión en un activo en España que dé una rentabilidad del 10 %. Inversión: 1.000. Financiación obtenida al 6 %. En este caso, se obtendrían unos ingresos de 100, con unos gastos financieros de 60. Los 40 de beneficio pagarían un 30 % del impuesto de sociedades. Queda para la empresa un beneficio neto de 28 euros.

					La adquisición de una filial en Bulgaria (o en cualquier país con una baja imposición). La inversión sigue siendo de 1.000, pero la rentabilidad es sólo del 8 %. En este caso, la financiación la obtiene, la soporta y se la deduce la empresa española. Así, la filial obtendría un beneficio de 80 y pagaría 8 de impuesto de sociedades. Los 72 restantes se reparten como dividendos (exentos según el artículo 21, TRLIS)4 a la empresa española. Con estos dividendos de 72 se pagan los intereses de 60 y queda un beneficio de 12. No obstante, los 60 de intereses se deducen al 30 % (como gasto que son), y la empresa española deja de pagar 18 euros de impuesto de sociedades, con lo que finalmente obtiene una rentabilidad de 12 + 18 = 30. Como se puede observar, aunque la inversión en Bulgaria era menos rentable que en España, fiscalmente es más interesante.

			

			 

			Fiscalmente, el efecto más demoledor es que se dejan de pagar impuestos de sociedades en España por actividades perfectamente sujetas. Es decir, los gastos financieros deducibles permiten dejar de pagar por las demás actividades sujetas al impuesto en España. Toda la operación de inversión exterior tiene una «rentabilidad negativa» para la Hacienda española. Es decir, la ausencia de cualquier limitación de gastos financieros, combinada con un tipo comparativamente alto del impuesto de sociedades y un sistema de exención de rentas de fuente externa (art. 21, TRLIS), tiene los mismos efectos que una subvención a las inversiones exteriores.

			Además de lo anterior, es evidente que, incluso ante inversiones exteriores menos rentables que otras en España, las empresas españolas realizaban inversiones en el exterior por razones fiscales. Esto tuvo como efecto positivo la creación de las multinacionales españolas. Con anterioridad a los años noventa no existían multinacionales españolas. La expansión internacional de las empresas españolas tuvo unos incentivos fiscales espectaculares, aunque muy poco conocidos por el público. La combinación de la exención de dividendos externos con la deducibilidad de los gastos financieros es, sin ninguna duda, el más importante.

			Cuando llegó la crisis, lo primero que pasó fue que la financiación comenzó a escasear. En esas condiciones dejaron de hacerse inversiones en España por varias razones, y una de ellas fue que estaban castigadas fiscalmente. Esto supuso unas menores inversiones y, sobre todo, que la destrucción de empleo se concentró en nuestro país.

			El fraude llega cuando se generan artificialmente estos pasivos intragrupo. A un grupo de empresas grandes le bastaba con tener una filial en un país de baja tributación para apenas pagar el impuesto de sociedades en España. Esta filial realizaba préstamos a las demás empresas del grupo en España. Los intereses de los préstamos eran, obviamente, un gasto para las empresas españolas y un ingreso por el que la filial, radicada en un país de baja tributación, apenas pagaba. Las empresas españolas normalmente adquirían las demás filiales del grupo, con financiación del propio grupo. Esto es aire, o humo, como prefieran llamarlo. Las sociedades españolas de los grupos multinacionales pasaron a ser subsede en Europa, porque de ellas colgaban las demás filiales en Europa (incluso en Asia y Oriente Medio). Parecíamos muy importantes, y en realidad éramos muy tontos. Las filiales españolas tenían una cuenta de resultados equilibrada; cobraban dividendos de las demás filiales del grupo y pagaban intereses a la filial financiera del grupo. El único detalle era que los dividendos no tributaban y los gastos sí deducían. Esto llevaba a que los beneficios de toda la actividad en España no pagasen.

			Por este camino se han ido muchos miles de millones de euros en recaudación perdida del impuesto de sociedades. La Inspección de Hacienda no sólo levantó actas millonarias, sino que también advirtió reiteradamente de que esta situación era intolerable. Esto comenzó a hacerse público en el XVIII Congreso de Inspectores de Hacienda, que se celebró en Valencia en noviembre de 2008.5 Posteriormente, fue una cuestión expuesta una y otra vez por los inspectores de Hacienda, que tardamos casi cuatro años en que se nos hiciese caso.

			La denominada «subcapitalización» era tan común en las filiales de multinacionales en España que algunas empresas abandonaron otros sistemas de fraude, porque el que cometía todo el mundo era «generar artificialmente pasivos financieros intragrupo». Por ejemplo, cuando la multinacional Praxair aceptó de conformidad la comisión de un delito continuado y tuvo que pagar la friolera de 264 millones de euros, también se detectó la práctica de generar estos «gastos financieros irreales» con la única finalidad de la de su deducción fiscal.6 Lo que más sorprende no es la escasísima tributación por los beneficios, ni el importe que tuvo que pagar la multinacional, sino que a partir de 2004 se fueran abandonando otras prácticas fraudulentas para simplemente generar gastos financieros artificiales, porque era más fácil.

			Sin llegar a condenas penales de ese importe, la lista de filiales españolas de multinacionales que estaban subcapitalizadas era muy larga. Era un sistema demasiado fácil para que las grandes empresas no pagasen apenas impuesto de sociedades en España. En los casos de más importe, Inspección de Hacienda consideró fraudulentas muchas operaciones. Sin embargo, la cláusula «antiabuso» que se debía aplicar, «el conflicto en la aplicación de la norma», prevista en el artículo 15 de la Ley General Tributaria, excluía expresamente las sanciones.7 Esto quería decir que se exigieron importes, que en algunos supuestos superaban los 100 millones de euros, sin sanción alguna, en operaciones claramente abusivas. Desgraciadamente, si una empresa multinacional exhibía una conducta de este tipo sólo podían pasar dos cosas: en primer lugar, que su conducta no fuese detectada, o bien que acabase ganando los recursos contra las actas.8 Evidentemente, en esta situación estaba mucho mejor que antes de montar un esquema de este tipo. Incluso si perdía no había sanciones, con lo que, en el peor de los casos, estaba en la misma situación que la de partida. El caso de Praxair fue, claro, excepcional.

			Para que nos hagamos una idea de la Ley General Tributaria del año 2003, aprobada en la primera legislatura del PP, la sanción más dura, del 150 %, estaba reservada a los trabajadores con sueldos inferiores a la obligación de declarar que mintiesen a sus retenedores.9 Como es obvio, mentir al pagador para evitar impuestos (por ejemplo, inventarse un hijo a cargo) es una conducta que debe ser sancionada. Sin embargo, que estas personas con la menor capacidad económica se enfrentasen a las mayores sanciones del sistema fiscal, mientras la ingeniería fiscal de las multinacionales tenía riesgo de sanciones cero, no era una situación aceptable. 

			Pues bien, ahora toda esta cuestión ha cambiado, no tanto por la alteración de los parámetros generales, sino por la modificación, siguiendo las recomendaciones de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda, de la deducibilidad de los gastos financieros en el impuesto de sociedades. Esta modificación, que tiene algunos puntos muy criticables, es la clave en la recuperación de algo de la recaudación perdida; hasta tal punto que, aunque en los presupuestos estaba prevista una recaudación adicional de 1.050 millones de euros,10 finalmente se han obtenido 1.010 millones de euros, según el Informe Anual de Recaudación de la Agencia Tributaria. La cantidad en los ejercicios anteriores era muy superior porque las bases imponibles generales y los beneficios eran mucho más elevados. Además, había menores pérdidas para compensar.

			 

			 

			ETVE

			 

			Antes de seguir, convendría explicar qué es una ETVE o entidad de tenencia de valores extranjeros. Si usted lee algunas noticias, pensará que es un régimen especial que permite no pagar impuestos. Por ejemplo, hace algún tiempo el redactor jefe de economía de El País, Miguel Jiménez, señalaba lo siguiente: «En dos años, esta empresa, filial del gigante del petróleo ExxonMobil, logró 9.907 millones de beneficio neto. En realidad, en este caso sobra lo de neto, pues la empresa no pagó ni un solo euro de impuestos por esas ganancias. La mayor empresa del mundo usa su filial española sólo para ahorrar impuestos. Exxon, al igual que otras muchas multinacionales, ha encontrado en España su particular paraíso fiscal».11

			La noticia sobre los impuestos que pagaba una de las mayores petroleras del mundo en España puede parecer espeluznante. Sin embargo, la realidad es peor. La primera pregunta que se puede hacer un lector mínimamente observador es cómo obtiene una petrolera casi 10.000 millones de euros de beneficio en España cuando aquí no se extrae petróleo. Lo que ocurre es que el beneficio se obtiene en filiales de otros países. Estos dividendos están habitualmente exentos. Las condiciones son fundamentalmente tres: que la sociedad filial no esté en un territorio calificado como paraíso fiscal,12 que la actividad de la filial sea empresarial y que se tenga un 5 % como mínimo de participación en el capital de la sociedad. El régimen de ETVE sólo simplifica el requisito del 5 %, porque señala que también vale con haber invertido 6 millones de euros. No parece mucha ventaja.

			Adicionalmente, los dividendos que pague una ETVE a un no residente se consideran renta no obtenida en España a todos los efectos. Esto, aunque es una ventaja, tampoco es una cuestión decisiva.13 En realidad, el régimen era extremadamente favorable cuando en España las empresas tenían que pagar por todos los dividendos que percibían del exterior, deduciéndose lo que se había pagado en otros países. Cualquier manual de planificación fiscal internacional señala que hay que ir buscando no pagar el impuesto de sociedades en el país donde se invierte o, en su defecto, pagar lo menos posible. En segundo lugar, hay que intentar que, al repatriar, no se tengan que pagar cuantías adicionales. Si el dividendo está exento, como es el caso general actual en España, no hay problema. Sin embargo, si al recibir el dividendo hay que pagar lo que se dejó de pagar en origen, el tema no merece la pena. Ésta es la situación actual en Estados Unidos, y como comentaremos en el capítulo dedicado a las multinacionales, es lo que ha llevado, por ejemplo, a Apple a pedir un préstamo para pagar un dividendo, en lugar de repatriar los beneficios obtenidos en el exterior.

			En consecuencia, el régimen era una gran ventaja fiscal cuando se concibió, pero luego sus ventajas se extendieron al resto de las sociedades. Sin embargo, este término tiene muy mala fama en el ámbito fiscal internacional, y algunos países han calificado a España como «paraíso fiscal» precisamente por las ETVE, que no dejan de ser más que un caso límite de las exenciones exteriores españolas.

			No obstante, estos entes presentan un grave peligro fiscal. En general, sus ingresos están exentos y no tributan. Pero sus gastos financieros, necesarios para financiar las inversiones, sí deducían. Como estas empresas no tienen más ingresos que los exentos, generan continuas pérdidas fiscales (o bases imponibles negativas). Si no realizan otra actividad, en principio, estas pérdidas no se llegarán a compensar nunca. El problema llegó cuando en la Ley 24/2001 se permitió consolidar a estas ETVE. El régimen de consolidación fiscal permite, en un grupo de empresas, compensar los beneficios de unas con las pérdidas de otras, y pagar impuestos por la diferencia. El permitir que unas entidades, que por definición sólo tienen pérdidas fiscales, las compensasen con beneficios de otras empresas operativas que obtenían beneficios en España era un sinsentido. Esta norma es otro más de los graves errores de política fiscal en la España de los últimos años. Si se quiere jugar a que se localicen holdings en España, lo primero que hay que proteger es la base imponible interna. Países como Holanda permiten que los intereses tributen a un 5 %, pero realizan lo que se denomina «interest box»: se meten en una caja y no se pueden compensar con el resto de las rentas.

			Por otra parte, en la medida en que estas entidades no hayan compensado todas las pérdidas, éstas quedan pendientes. La normativa española da nada menos que dieciocho años para compensar las pérdidas. Además, el resto de las entidades, que no son ETVE, también pueden tener, y de hecho tienen, cuantías de pérdidas ingentes, que, encima, no se derivan de pérdidas reales sino de una defectuosa regulación del impuesto de sociedades. Para que nos hagamos una idea, sólo en la Banca hay activos fiscales diferidos (Deferred Tax Assets, o DTA) por 51.000 millones de euros, que en buena parte, alrededor de 21.000 millones, provienen de esta asimetría. En los capítulos dedicados al sistema financiero hablaremos de esto. Aquí sólo conviene aclarar que no son 51.000 millones de euros de pérdidas, sino 51.000 millones de euros menos que hay que pagar en el impuesto de sociedades. Esta cifra, a los niveles de recaudación actuales, equivale a dos años y medio de toda la recaudación del impuesto, y sólo en el sector financiero.14

			Ésta era, y es, una cuestión clave: no sólo se estaban dejando de ingresar cantidades ingentes, sino que además se estaban generando «activos diferidos» que iban a permitir a las empresas no pagar en el futuro el impuesto de sociedades. Por razones como ésta, la recaudación del impuesto de sociedades había acusado de forma tan drástica la crisis, incluso antes de que comenzase. Por último, se había fomentado, también por puras razones fiscales, el endeudamiento de las empresas, lo que las hacía mucho más frágiles. Por esta razón, algunos considerábamos que cambiar la deducibilidad de los gastos financieros era una cuestión importante y urgente. Por una vez nos hicieron caso, aunque, a día de hoy, a mí sigue sin convencerme la reforma, aunque por otros motivos.

			 

			 

			LA LIMITACIÓN DE LOS GASTOS FINANCIEROS

			 

			En el año 2012, como hemos anticipado, se cambiaron las tornas y se aplicó la ley del péndulo: España pasó de ser uno de los países del mundo donde las grandes empresas podían dejar de pagar con más facilidad el impuesto de sociedades, a tener el régimen de limitación de los gastos financieros en el impuesto de sociedades más estricto de toda Europa y de la OCDE.15

			Un régimen de limitación de los gastos financieros debe tener los siguientes objetivos: impedir el fraude, la concentración artificial de endeudamiento en España y también que no se altere artificialmente la localización de inversiones. El límite obvio es que no debería hacer pagar a empresas en pérdidas por beneficios que no tienen, al no permitir la deducción de los gastos financieros. En este sentido, la regla existente en otros países como Alemania es que, cualquiera que sea el grado de endeudamiento de una empresa, se admite la deducibilidad de intereses, siempre que el endeudamiento en Alemania sea igual o inferior al del grupo a nivel mundial. Esto impide la concentración del gasto financiero en Alemania, pero no hace tributar a las empresas por beneficios que no tienen y, por tanto, se recauda menos.

			En España se optó por limitar la deducibilidad de los gastos financieros de todas las empresas salvo los bancos y las aseguradoras. Los límites son muy estrictos: un 30 % del beneficio operativo, con un mínimo de un millón de euros, lo que deja fuera a las pymes. En una situación de emergencia recaudatoria, se optó por parar la sangría, por lo que no existen cláusulas de escape como en Alemania. Esto quiere decir que, a mitad del ejercicio 2012, la norma hizo tributar a grandes empresas endeudadas como si tuviesen beneficios, al limitar la deducción de gastos financieros. Además, las grandes empresas sólo pudieron compensarse parcialmente las pérdidas de años anteriores. Esta última medida era puramente temporal para 2012 y 2013, pero, en el momento de enviar este libro a la imprenta, ya se había aprobado la ley por la que se establecen determinadas medidas en materia de fiscalidad medioambiental y se adoptan otras medidas tributarias y financieras; la medida se va a prorrogar para 2014 y 2015. Parte de estas pérdidas no son reales, y se quiere mantener la recaudación. Sin embargo, de nuevo se hace tabla rasa y se limita la deducción de todas las pérdidas.

			Todo esto permite recaudar y, por supuesto, acaba con el fraude ya descrito de «subcapitalización». Sin embargo, también pagan justos por pecadores. En España hay empresas muy endeudadas que apenas tienen capacidad económica y que, obviamente, no tienen beneficios sino pérdidas. Este endeudamiento no es necesariamente el resultado de un esquema fraudulento, sino simplemente de haberse «sobreapalancado». El defectuoso régimen de deducción de los gastos financieros, combinado con la exención de los dividendos y plusvalías de fuente externa, había llevado a desviar la inversión al exterior, pero eso no era culpa de las empresas. Además de la evidente injusticia, un régimen draconiano como el que hemos implantado tiene más inconvenientes por varias razones: para empezar, por su efecto en la salud financiera de las empresas, pero sobre todo por el efecto tan negativo que tiene en la inversión empresarial y, consecuentemente, en el empleo, y ello por dos factores: en primer lugar, por la inseguridad jurídica de exigir más impuestos en medio del ejercicio, pero, más importante todavía, por el terrible efecto disuasorio que supone la previsión de pagar por el impuesto de sociedades aunque se tengan pérdidas. En conclusión, aunque se obtiene algo de recaudación, los efectos negativos de todo esto hacen que no merezca la pena. 

			Como veremos, esta conclusión se puede extender sin dificultad a otros aspectos del impuesto de sociedades de las grandes empresas que trataremos en el próximo capítulo: libertad de amortización, deducciones... De nuevo, en otros aspectos teníamos un impuesto con más agujeros que un queso gruyer, pero en lugar de intentar una reforma razonable del impuesto, se procuró recaudar más, casi a cualquier precio. Si se hace esto, como veremos, se recauda más, pero el precio que se paga siempre es elevado.
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			La fiscalidad de las grandes empresas 
en España (II). Amortizaciones 

			y otras historias

			 

			 

			LIBERTAD PARA AMORTIZAR

			 

			Casi todas las grandes empresas tienen un gran capital invertido en diversos activos. A su vez, casi todos estos activos son elementos que sirven para producir, como maquinaria, instalaciones técnicas, elementos de transportes... Estos instrumentos de producción no son eternos y, por tanto, en algún momento tienen que ser renovados. El beneficio hay que calcularlo teniendo en cuenta este hecho elemental. Es incorrecto calcular el beneficio de una empresa eléctrica diciendo que no dará beneficios hasta que se haya terminado de pagar una central nuclear que debe funcionar cincuenta años. Pero tan incorrecto, o más, es calcular un beneficio que no considere que dentro de cincuenta años será preciso haber pagado la central. Para ajustar este cálculo anualmente, se contabiliza lo que se denomina «amortización». Lo habitual es considerar que una instalación a cincuenta años se va «deteriorando» a un ritmo del 2 % anual. Esto puede no ser cierto, y lo habitual es que no lo sea, pero al cabo de este período se habrá evitado que se hayan obtenido beneficios, y luego repartido dividendos, y que no quede dinero para renovar la instalación.

			Un inciso: algún amigo me ha dicho que el de la central nuclear es un mal ejemplo. En primer lugar, porque una central nuclear es antiecológica y peligrosa. Más en serio, sí me han comentado que el sector eléctrico es algo que desafía la contabilidad. En efecto, hay un déficit de tarifa, supuestamente porque el precio que pagan los consumidores no cubre los costes de producción. Sin embargo, todas las empresas eléctricas tienen beneficio, es decir, sus ingresos son superiores a sus costes, e incluso reparten dividendos. Por otra parte, el sector eléctrico español también es un desafío a las reglas elementales de la economía de mercado: disminuye la demanda de electricidad por la crisis, pero los precios no paran de subir. Además, las empresas eléctricas hacen anuncios recomendando que no se consuma su producto, la electricidad, y se ahorre energía. Todo esto desafía a la racionalidad y, tristemente, también a la fiscalidad que ha habido en España en estas cuestiones. En fin, si usted considera que aunque las empresas eléctricas sean las empresas con más capital físico, e instalaciones que hay que amortizar, no son un buen ejemplo, considere cualquier empresa de telecomunicaciones que deba amortizar una red de fibra óptica o de antenas de telefonía móvil.

			Las inversiones crean empleo y crecimiento económico. De hecho, como veremos al final del capítulo, la caída del empleo y del crecimiento económico en España ha ido en paralelo a la de las inversiones. Por otra parte, cualquier empresa prefiere pagar impuestos sobre los beneficios cuanto más tarde mejor. En el mundo real, el factor tiempo es una cuestión decisiva, que también juega en los impuestos. Aplazar indefinidamente un impuesto, como veremos cuando hablemos de las SICAV, no es neutral, sino un beneficio fiscal como la copa de un pino. En las grandes empresas que han invertido muchísimo capital, la amortización es una cuestión clave no sólo en el beneficio contable sino también en los impuestos que deben pagarse. En principio, si la amortización contable es muy elevada, la empresa apenas dará beneficios. Esto tiene la ventaja de pagar menos impuestos, pero el inconveniente de que, en las empresas cotizadas en Bolsa, esta disminución de beneficios siempre (o casi, tampoco los mercados financieros son totalmente racionales) se refleja en la cotización.

			En consecuencia, a menudo la normativa del impuesto de sociedades se separa de la contabilidad. Si se quiere que las empresas inviertan, una idea posible es «aplazarles» impuestos; es la idea que late detrás de la «libertad de amortización». Esta medida fiscal permite pasar de golpe a gastos el importe de una inversión, pero sólo a efectos fiscales. La empresa que realiza la inversión sigue teniendo el mismo nivel de beneficios, ya que la amortización contable se calcula por separado. Si la empresa decide amortizar fiscalmente toda la nueva inversión, que es lo habitual, ese año puede no pagar el impuesto de sociedades. Muchas grandes empresas, por la propia naturaleza de su actividad, están continuamente realizando inversiones. Todos los años cualquier empresa eléctrica invierte en su red de distribución. O, por ejemplo, una empresa de telecomunicaciones tiene que invertir en equipamiento informático y en redes. Es decir, una medida de libertad de amortización puede dejar sin pagar impuestos indefinidamente a muchas empresas.

			Toda esta cuestión es relativamente elemental para cualquier estudioso o profesional de la fiscalidad. Por esa razón, pese a las ganas de cualquier gobierno de que se incrementen las inversiones en un período de crisis, hay que tener muchísimo cuidado con estas medidas. Antes de 2010 sólo había libertad de amortización para las pymes y en el caso de mantenimiento de la plantilla. En el caso de las pymes, como por definición tienen pocas inversiones, y en crisis financieras aún menos, el coste fiscal es controlable. Por otra parte, ligarlo al mantenimiento de las plantillas evitó muchísimos despidos en las grandes empresas, aunque a un coste elevado.

			Todo esto cambió el 3 de diciembre de 2010. Muchos recordamos ese día como aquel en que los cielos de España se cerraron. Un plante de los controladores aéreos dejó sin servicio a casi todos los aeropuertos españoles. Esos días, en el ámbito de la fiscalidad pasaron muchas cosas. Otro ejemplo es que el mismo día en que se aprobaba el matrimonio gay en el Congreso, la competencia para inspeccionar fiscalmente a las SICAV pasó de la Inspección de Hacienda a la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV).1 Ese día, el famoso viernes 3 de diciembre, se aprobó, mediante el Real Decreto-Ley 13/2010, la libertad de amortización sin requisitos para las grandes empresas, o mejor dicho, para todas las empresas, incluidas las grandes. Esto ocurría en un país que había cerrado 2009 con el mayor déficit de su historia, por lo menos desde las bancarrotas de Felipe II, un 11,2 % del PIB. En mayo de 2010, en consecuencia, el presidente Rodríguez Zapatero tuvo que anunciar el recorte de sueldos de los funcionarios, la subida del IVA y la congelación de las pensiones.

			Uno puede pensar que esta medida iba a ser impopular; reducir sustancialmente la factura fiscal de las grandes empresas mientras se recortaban los sueldos de los funcionarios y se aumentaban los impuestos no debía de ser muy popular. Además, esta medida iba a suponer una gran caída recaudatoria del impuesto de sociedades. Por otra parte, muchas grandes empresas aprovecharían la coyuntura para iniciar ERE con los que «aligerar» una plantilla que consideraban cara. En fin, era lo que yo pensaba entonces; en algunas cosas acerté y en otras me equivoqué.

			La mayor parte de los economistas consideraron que el establecimiento de la libertad de amortización, sin límites, era una buena idea. Por ejemplo, en un panel del diario Expansión del 2 de diciembre (del día anterior) consultaron a ocho «expertos»; yo estaba en contra y todos los demás a favor.2 No fue una medida impopular.

			Por lo demás, naturalmente, la recaudación del impuesto de sociedades continuó su caída, que, por supuesto, ningún experto achacó a la famosa libertad de amortización. Sin embargo, ahora, después de que el Gobierno del PP eliminase esta libertad de amortización, de nuevo siguiendo las recomendaciones de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda,3 se puede saber lo que costó. Esta medida fue eliminada el 31 de marzo de 2012. Según el Informe Anual de Recaudación de la Agencia Tributaria, el aumento de la recaudación fue de 1.046 millones de euros. Como esta medida sólo estuvo en vigor nueve meses, es decir, las empresas que habían realizado las inversiones hasta el 31 de marzo pudieron acogerse a ella, el coste anual para la Hacienda Pública sería de unos 1.400 millones de euros. Si tenemos en cuenta que la base del impuesto en 2011 era más alta que en 2012, ya que los beneficios empresariales prosiguieron su caída, el coste en 2011 pudo aproximarse a los 1.500 millones de euros. Resumiendo, el coste temporal de la pérdida de recaudación cuando las empresas realizan permanentemente inversiones es, en la práctica, definitivo. En cualquier caso, en medio de una crisis fiscal sin precedentes, el ahorro conseguido con la congelación de pensiones se fue en conceder un beneficio fiscal a las grandes empresas.

			Además, al año siguiente se batieron récords en los ERE de las grandes empresas. Muchas de ellas sólo habían mantenido la plantilla para gozar de este incentivo fiscal. Otras, las que tenían pérdidas, optaron por reducirla. En el primer semestre de 2011, casi todas aprovecharon para reducir plantilla. El número de trabajadores afectados por un ERE en el primer trimestre de 2011 se incrementó un 210 %.4

			Por último, por supuesto, las inversiones no aumentaron, sino que continuaron cayendo. Los empresarios no invierten si no hay perspectivas de que la demanda aumente, y, por consiguiente, se va a recuperar el importe de la inversión. Además, en cualquier caso, la inversión hay que financiarla, lo que es mucho más complicado con los mercados financieros cerrados. En realidad, las grandes empresas, las únicas con capacidad para financiar sus inversiones, siguieron realizando las que tenían previstas. En el camino se quedaron 1.500 millones de euros de recaudación del impuesto de sociedades y muchos empleados sin trabajo.

			 

			 

			LA LEY DEL PÉNDULO EN EL IMPUESTO DE SOCIEDADES

			 

			El Gobierno del PP tomó tres medidas importantísimas el 31 de marzo de 2012: limitó los gastos financieros, otorgó una amnistía fiscal y cambió varias normas de juego en el impuesto de sociedades. De la primera cuestión ya hablamos en el capítulo anterior. La amnistía fiscal es una medida que se merece un capítulo aparte porque es, con muchísima diferencia, la más polémica y la que más afecta institucionalmente. Ahora, pues, examinaremos el cambio en las reglas de juego del impuesto.

			Como se ha hecho referencia con anterioridad, el Gobierno eliminó la libertad de amortización en este Real Decreto-Ley 12/2012. Supongo que a nadie le extrañará que la eliminación de la libertad de amortización suscitase las mismas críticas que su establecimiento: muy pocas. Es cierto que las críticas se centraron en la amnistía fiscal, y que el Real Decreto-Ley sólo recibió el apoyo de los partidos que apoyaban la amnistía fiscal: PP y CiU. Sin embargo, en ese debate todos los portavoces de los grupos parlamentarios consideraron que las demás medidas eran correctas y que sólo votaban en contra por la amnistía fiscal. En menos de un año y medio, casi todo el mundo había cambiado de opinión.

			Además de acabar con la posibilidad de amortizar libremente, se limitó temporalmente la amortización de algunos «fondos de comercio», los derivados de las fusiones, y el conocido como «fondo de comercio financiero». Cuando una empresa compra las acciones de otra y después realiza una operación de fusión, suele surgir una diferencia: se paga por la empresa algo más que el valor en libros; es decir, se paga algo más de lo que los anteriores accionistas invirtieron porque se supone que la empresa dará beneficios futuros. Los accionistas que reciben más importe que el que pusieron deberían pagar el impuesto de sociedades por la plusvalía. En consecuencia, al adquirente, para evitar cobrar impuestos dos veces por lo mismo, se le deja pasar a gastos este mayor importe o fondo de comercio. El fondo de comercio financiero era simplemente el importe pagado de más por grandes empresas españolas por adquirir otras empresas no residentes.5 En ambos casos el plazo de amortización era de veinte años, y ahora ha pasado a ser de cien años; es decir, antes el porcentaje de deducción era del 5 %, y ahora pasa a ser del 1 %.

			Además de lo anterior, también durante los ejercicios que comiencen en 2014 y 2015, según el volumen de operaciones de la sociedad, sólo podrán compensarse pérdidas, hasta el 50 % y el 25 % del beneficio (base imponible antes de compensación, técnicamente, que haya obtenido). Esto quiere decir que si una empresa un año pierde 1.000 y al año siguiente gana 200, deberá pagar impuestos sobre 100 o 150 según los casos, ya que la compensación de pérdidas no podrá exceder del 25 % o del 50 % de los beneficios del año.

			Por último, se incrementaron los pagos fraccionados del impuesto de sociedades. Estos pagos se exigen en abril, octubre y diciembre, en función de la base imponible (es decir, del beneficio a efectos fiscales) de la sociedad en el año en curso.6 Los tipos se incrementaron y, además, se exigieron «impuestos mínimos sobre el resultado contable». Traduciendo, se exigieron adelantos de impuestos sobre beneficios que al final no tributan como los dividendos del exterior. Naturalmente, estos adelantos hay que devolverlos, con lo que es un planteamiento de pan para hoy y hambre para mañana. Esta medida «arregló» provisionalmente la recaudación de 2012, pero, según el Informe de Recaudación de la Agencia Tributaria de agosto de 2013, originó una merma de ingresos por el impuesto en 2013 de 2.786 millones de euros.

			Éste es el origen de que el impuesto se siguiese endureciendo. Una vez que se ha anticipado una parte de la recaudación del año siguiente, si no se está preparado para que la recaudación baje, hay que tomar alguna medida para que aumente. Así, en la Ley 16/2012 se redujo la amortización deducible en un 30 %; es decir, que si una empresa se podía deducir 100 de amortización, ahora pasaría a deducirse 70. Esto es lo que los anglosajones denominan un haircut, un «corte de pelo»: reducir un parámetro sin ninguna justificación objetiva (en este caso, sólo para recaudar). Esta medida, de momento, sólo es para 2013 y 2014.

			Finalmente, en la ley por la que se establecen determinadas medidas en materia de fiscalidad medioambiental y se adoptan otras medidas tributarias y financieras, se ha eliminado la deducción por pérdidas en el extranjero (art. 12.3, TRLIS). Aquí ha habido siempre una asimetría en el impuesto. Efectivamente, si una empresa monta una filial en el exterior, y esta filial da beneficios y reparte dividendos, estos últimos están exentos. En cambio, si la empresa española pierde toda su inversión o parte de ella, pagará menos impuestos. Aun así, buena parte del problema es inevitable. Los dividendos exteriores no están exentos porque sí, sino porque los beneficios ya están gravados por una Hacienda extranjera. Por supuesto que, con el paso del tiempo, cualquier inspector ha visto esquemas de fraude. Además, la legislación puede estar sumamente mal hecha, como cuando expusimos la deducción de los gastos financieros. Sin embargo, hacer tabla rasa es muy peligroso. Muchas empresas se lo pensarán varias veces antes de internacionalizarse. Si la aventura sale mal, no sólo tendrán pérdidas sino que tendrán que pagar el impuesto de sociedades como si no las tuviesen. Para rematar, ya en 2012 se había elevado hasta el 75 % el pago mínimo del impuesto de sociedades, que no es compensable con pérdidas para las empresas más grandes. Es decir, volviendo al ejemplo anterior, si una sociedad perdió 1.000 el año pasado y gana 100 éste, podrá verse obligada a tributar sobre 75.

			El resumen de toda esta cuestión es desolador. En poco más de un año y medio se han modificado sustancialmente las normas del impuesto de sociedades en tres ocasiones, y en todas ellas endureciendo el impuesto. En todos los aspectos, salvo en las amortizaciones, había vías de fraude, pero no se ha optado por establecer normas antiabuso, que, como vimos en capítulos anteriores, siguen siendo muy deficientes.7 Tampoco se han aumentado los recursos en la lucha contra el fraude. Como veremos en el capítulo dedicado a la Administración Tributaria, España es uno de los países de la OCDE que menos invierte en Administración Tributaria y en la lucha contra el fraude. Lo que se ha buscado es aumentar la recaudación sin ninguna otra consideración, lo cual no suele ser una buena idea. A cualquier inversor le asusta la falta de seguridad jurídica. Además, la idea de que si gana tendrá que pagar el impuesto sobre beneficios, aunque a algunos no les guste, es bastante aceptable. Sin embargo, el planteamiento de que, aun perdiendo, tendrá que pagar el impuesto, ya es otra cosa.

			Si no se dejan compensar las pérdidas reales, si las amortizaciones se limitan, al igual que los gastos financieros, e incluso si, a pesar de perder en las inversiones exteriores, hay que pagar igualmente un impuesto sobre los beneficios, muchos pensarán que la justicia y el principio de capacidad económica han desaparecido del impuesto de sociedades. Esto es especialmente problemático en el impuesto del que más dependen la competitividad y la inversión.

			Creo sinceramente que tenemos menos fraude y algo más de recaudación en el impuesto. El incremento de la recaudación ha sido mucho más modesto de lo que sugieren las cifras a primera vista. Esto se debe a que sistemáticamente se están exigiendo adelantos que hay que devolver al año siguiente. Se trata de una dinámica muy peligrosa, y no sólo porque supone drenar la liquidez de las empresas que realizan inversiones en un momento de ausencia de crédito, sino fundamentalmente porque es intentar engañarnos a nosotros mismos con una recaudación irreal. Sin embargo, el precio que ha habido que pagar por toda esta normativa no ha sido precisamente bajo en términos de inversión.

			 

			 

			CONCLUSIÓN

			 

			El impuesto de sociedades necesita una reforma en profundidad, y no es nada fácil. Tenemos un impuesto con un tipo nominal alto, en comparación con los países de nuestro entorno, del 30 %. Sin embargo, apenas consigue recaudar. En 2012, el nuevo Gobierno tuvo que tomar medidas de emergencia. Aunque éstas no sean perfectas, hay que entender que en una situación fiscal muy comprometida se tomen determinadas medidas de choque. No obstante, en lugar de abordar una reforma en profundidad del impuesto, se han ido prorrogando y endureciendo las medidas de emergencia fiscal. Esto no es una buena idea porque perjudica las inversiones, la seguridad jurídica y la competitividad.

			Las ideas que deberían orientar, en mi opinión, esta reforma serían reducir tipos a cambio de podar deducciones y comprometerse a no crear más. En este sentido, muchas deducciones se han ido derogando, como la de fomento de las tecnologías de la información y de la comunicación, o la de inversión en bienes del patrimonio histórico español. Sin embargo, en la reciente Ley de Emprendedores se han introducido, en medio del aplauso general, nuevas deducciones, como la deducción por inversión de beneficios, que complementa la de reinversión. Se pueden encontrar argumentos económicos y de otro tipo para defender todas las deducciones, y para criticar amargamente todos los recortes de deducciones. Sin embargo, hay que ser muy conscientes de que sólo eliminando la práctica totalidad de las deducciones se puede rebajar algo el tipo del impuesto en una situación como ésta.

			En cuanto a las normas de limitación de las amortizaciones, los gastos financieros y las pérdidas, hay que ser conscientes de que no se pueden mantener indefinidamente. Todo esto está penalizando muy gravemente las inversiones en España. La norma que limita las amortizaciones debería derogarse sin más. Las normas de limitación de los gastos financieros deberían tener excepciones, como mínimo las que hay en Alemania. En cuanto a las normas de limitación de la compensación de pérdidas, un 75 % es inadmisible. Esto se debe sustituir por la demostración del origen de las pérdidas y el control previo por la Inspección. En estas cuestiones hay fraudes y abusos, y deben ser sancionados. Otra cuestión clave es que cualquier esquema «abusivo» debe ser, al menos en principio, sancionable; sólo así es posible conseguir que estos esquemas dejen de ser tan habituales. Pero lo que está muy claro es que no deberíamos hacer pagar a justos por pecadores.

			Creo sinceramente que las grandes empresas deberían pagar más impuestos, siempre que realmente tengan beneficios. Una normativa con graves lagunas, de la que hemos ofrecido algunos ejemplos, combinada con unas normas antiabuso que excluían las sanciones en todos los casos, y con unos medios de control absolutamente insuficientes, dieron lugar al derrumbamiento de la recaudación. Para recuperar un nivel razonable de recaudación habría que actuar en los tres frentes. Pero hay que reformar en profundidad y no tomar medidas puramente coyunturales que se vayan prorrogando año tras año. Aun así, el nivel de recaudación que podemos obtener nos parecerá bajo. En un mundo competitivo, no podemos elevar unilateralmente y de forma drástica la tributación de las grandes empresas sin que haya una deslocalización masiva de la inversión. Parte de los problemas se deben a los paraísos fiscales, y sobre todo a la competencia fiscal entre países. Mientras haya países, incluso dentro de la Unión Europea, que busquen obtener inversión a costa de drenar la recaudación de otros países, y además les dejemos, no se podrá obtener toda la recaudación que nos gustaría en este ámbito.

			Ésta es una cuestión de justicia, pero también de inversiones. La inversión es necesaria para la competitividad y, por encima de todo, para crear puestos de trabajo. En 2007, en España, la formación bruta de capital fue de 326.236 millones de euros, mientras que en 2012 sólo fue de 203.256 millones de euros, con una caída acumulada del 38 %.8 Llevamos perdiendo inversiones cinco años seguidos. Por supuesto, la sequía del crédito derivada de la crisis financiera, del sobreendeudamiento anterior y de la mala situación de muchas entidades financieras, tiene mucho que ver con esto. Pero también la mala regulación del impuesto de sociedades, el tributo que más se relaciona con la inversión. En el gráfico 10 se puede observar qué porcentaje del PIB se dedica a invertir en España.9

			 

			GRÁFICO 10. Inversión como porcentaje del PIB
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			Se puede apreciar como la inversión alcanzó su máximo en 2007 y se derrumbó a partir de 2009. Esto indica que los «recortes» se han cebado en la inversión pública, y sobre todo que las empresas no ven oportunidades de inversión, no las pueden financiar, o el marco normativo y fiscal no las hace viables; en el fondo, una combinación de los tres factores. En el momento en que se recupere un nivel de inversión razonable, se empezará a ver la luz al final del túnel porque comenzará a crearse empleo neto. De momento, en los dos primeros trimestres de 2013, de acuerdo con el INE, la inversión ha seguido disminuyendo.

			La cuestión de la inversión es la otra cara de la moneda de un impuesto en el que se han perdido unos 25.000 millones de euros al año desde la máxima recaudación en 2007. Si a esto se le añade que las grandes empresas pagan poco, y lo dice hasta el Fondo Monetario Internacional (FMI),10 tenemos un panorama completo; ante el fracaso, es necesaria una reforma global y en profundidad del impuesto.

			En los próximos capítulos hablaremos de las multinacionales y de los paraísos fiscales, pero antes introduzcamos un paréntesis y hablemos de fútbol.


		

	
		
			13

		   

			La burbuja futbolística: 
fútbol e impuestos

			 

			 

			Hubo una época en que el presidente Zapatero afirmaba que España estaba en la Champions League de la economía; antes de la gran burbuja. En esos tiempos, que ahora parecen lejanos pero no lo son tanto, España tenía «la mejor liga del mundo». La primera afirmación parece ahora una broma pesada, pero en fútbol parece que hemos retrocedido menos. Aun así, para muchos, la Liga española ya no es lo que era, aunque sigue manteniendo un cierto nivel.

			Comenzando por el principio, jugar al fútbol es relativamente barato. A un determinado nivel, se necesitan, como en cualquier deporte de masas, algunas infraestructuras. En España, muchos alcaldes consideraban que en su pueblo debía haber universidad, aeropuerto y estación de AVE. Comparado con un aeropuerto, o con una línea de AVE, un estadio es una obra relativamente menor. Aun así, el fútbol es caro, pero no por las obras sino porque emplea a la mano de obra más cara del mundo: los futbolistas profesionales. Tener un equipo competitivo es una cuestión esencialmente de dinero, dinero para pagar a los futbolistas, básicamente del primer equipo.

			En consecuencia, aquí lo que juega «en Primera División» no es el impuesto de sociedades o el IVA, sino el impuesto que los futbolistas de élite tienen que pagar: el IRPF. Además, es un mundo particular, porque en el IRPF hay poca gente que pague los tipos más elevados de la tarifa, mientras que, en el ámbito del fútbol profesional, todos los futbolistas que no tienen un régimen especial, que luego explicaremos, pagan los tipos máximos del impuesto. En realidad, son los clubes los que realmente acaban pagando los impuestos de sus jugadores, porque casi todos los contratos se negocian después de impuestos. Esto vuelve a ser singular, y se deriva del poder de negociación, que es muy superior para los cracks futbolísticos que para los clubes.

			Cualquier estrella negocia unos emolumentos después de impuestos. Esto quiere decir que, si en España se paga un tipo marginal de IRPF más elevado, el problema no lo tienen los jugadores sino los clubes, que no dispondrán de dinero para pagar un equipo estelar; los jugadores empezarán a decir cosas como: «No me siento feliz en este equipo», y se marcharán. Sin embargo, aunque el IRPF no ha sido bajo en España en los últimos treinta años, el fútbol se las arregló para competir.

			En un primer momento, los clubes utilizaron la ingeniería fiscal para que sus estrellas pagasen menos impuestos y tuviesen menos coste para ellos. Lo primero que se hizo fue pagar una parte, a veces sustancial, del contrato a sociedades controladas por los futbolistas, en concepto de «derechos de imagen». Por supuesto, estas sociedades estaban en países en los que estos derechos de imagen apenas tributaban, directa o indirectamente. El planteamiento directo es que en ese país, por ejemplo, Holanda, este concepto apenas tribute. A ese país en cuestión, esto no le suele salir mal porque se asegura un mínimo de recaudación, que de otra forma no obtendría. En general, la idea es asegurarse de que las rentas internas no se puedan acoger al esquema. El planteamiento indirecto es que desde estos países la renta se transfiera a un paraíso fiscal. Por supuesto, lo que el club está pagando casi nunca son derechos de imagen, sino los servicios de un futbolista.

			Una primera sofisticación es que pague una empresa vinculada al club, en lugar del club directamente. Incluso así, las actas que la Inspección de Hacienda levantó a los equipos de fútbol por no practicar las retenciones correctamente fueron numerosas, y algunas de ellas de una cuantía importante. La mayor parte de las actas las ganó la Inspección. Esto engordó las deudas de los clubes, lo que originó otros problemas, que veremos a continuación.

			En un segundo momento, los clubes consiguieron que las televisiones pagasen por los derechos de imagen de sus jugadores. La idea es algo así como: «No me pagues a mí, paga por mí a las sociedades de mis jugadores, que sale más barato fiscalmente». Este esquema es más difícil de atacar, pero tiene un inconveniente. En general, incluso dentro de la élite de un deporte de masas, muy pocos jugadores tienen realmente «derechos de imagen», es decir, logran que su imagen valga millones; eso sí, la de esos pocos tiene un inmenso valor. Esto no sólo ocurre en el fútbol, sino también en otros deportes; son pocos los jugadores que protagonizan anuncios, y esos pocos cobran cantidades millonarias. Esto quiere decir que muchos jugadores, incluso los que son muy buenos, nunca protagonizan un anuncio, y no tiene sentido pagarles por sus derechos de imagen, no porque no tengan imagen, que imagen tenemos todos, sino porque no tienen un valor comercial relevante. Por otra parte, las estrellas que realmente tienen una imagen de marca pretenden explotarla por su cuenta; aunque últimamente, con la crisis, han aceptado ceder un porcentaje a los clubes para los que trabajan.

			Este esquema también terminó con actas millonarias, que de nuevo perdieron, en general, los grandes clubes de fútbol. Lo que pacificó en buena medida el panorama fue el régimen de impatriados. El término «impatriado» no existe en el diccionario de la RAE, pero casi todo el mundo conoce su significado, y lo identifica, correctamente, con la denominada «Ley Beckham». Esta norma, promovida por el anterior Gobierno del PP en su segunda legislatura, permitía traer a España extranjeros no residentes y que tributasen el IRPF como no residentes durante cinco años. Esto suponía, en primer lugar, que no se pagaba el tipo del IRPF vigente en su época, sino el tipo de no residentes, entonces en el 25 % (después en el 24 % y, posteriormente, en el 24,75 %). La justificación oficial era que la norma iba a permitir traer a España a directivos de primer nivel, grandes científicos y premios Nobel. Naturalmente, no tenía nada que ver con David Beckham, que, eso sí, tuvo la suerte, o más bien la tuvo el equipo que lo contrató, de poder acogerse a esta norma.

			Independientemente de las intenciones de los promotores de la norma, el hecho es que el número de personas acogidas a ella siempre fue muy limitado. Tanto que Hacienda no facilitaba información a este respecto porque, si se daba, entonces se conocerían datos sensibles de personas muy conocidas. Aunque el número de premios Nobel que vinieron a España con esta norma debió de ser cercano a cero, sí pacificó el fútbol español. Los clubes dejaron de hacer ingeniería fiscal cuando el coste tributario de la ficha del crac correspondiente bajó al 25 %. Evidentemente, esto significaba tratar mejor a los extranjeros que a los nacionales, pero al final los números se hacen globalmente; es decir, que el ahorro de impuestos acababa significando mayores retribuciones para toda la plantilla.

			Que la Liga española pasase a ser no una de las mejores, sino la mejor del mundo, y que algunos equipos españoles volviesen a ganar en Europa, como vemos también tuvo sus causas fiscales. Algunos equipos podían competir internacionalmente con éxito, así que otros trataron de imitarlos. Por esta razón, las «inversiones» en fichajes se multiplicaron. Para ello se utilizó el dinero de las televisiones. Las empresas televisivas se equivocaron y pagaron excesivamente por unos derechos de emisión que no pudieron rentabilizar. Además, tanto ellas como los clubes de fútbol se endeudaron, hipotecando los ingresos futuros. Esto es lo que denomino la «burbuja futbolística». Ésta fue una parte de la gran burbuja monetaria y crediticia que explicamos en el capítulo 3: previsiones de ingresos hinchadas y bancos dispuestos a financiarlas, que minusvaloraron el riesgo y que, a su vez, se financiaban de forma muy barata con dinero del exterior.

			Esta burbuja futbolística tuvo su parte fiscal: el aplazamiento masivo de las deudas fiscales de los clubes. Se han comentado con anterioridad las múltiples y cuantiosas actas de retenciones que levantó la Inspección de Hacienda a los clubes de fútbol. A muchos de ellos no les venía bien pagar estas deudas cuando se hicieron firmes y solicitaron los correspondientes aplazamientos. Hacienda podría no haber concedido algunos aplazamientos. Incluso yendo un poco más lejos, ahora está claro que no debería haber aceptado algunos de estos aplazamientos, pero no era tan sencillo.

			En primer lugar, a muchos españoles, pero muchos, muchos, les gusta el fútbol. Además, entre los años 2000 y 2007, durante la gran burbuja, nos creíamos ricos, o por lo menos muchos se creían ricos. En estas condiciones, al fútbol se le daba un trato especial y se le perdonaba todo. Y todo esto no viene de ahora; por ejemplo, en 1995, el Sevilla y el Celta de Vigo deberían haber descendido a Segunda División B por no haber presentado un aval del 5 % del presupuesto. Los aficionados se echaron a la calle. En Vigo y en Sevilla se registraron las manifestaciones más numerosas en mucho tiempo. No creo que fuese un caso particular de Vigo y Sevilla; nos guste o no, y a mí no me gusta, a muchos españoles les preocupaba mucho más el fútbol que otros asuntos. Otro ejemplo es el terrible debate, en instancias políticas y en los medios de comunicación, sobre los partidos de fútbol de interés general, que debían ser uno por semana, retransmitido en abierto por televisión.

			Cuando estas cosas ocurren, a cualquiera, aunque sea jefe en Hacienda, le resulta más factible denegar un aplazamiento a cualquier tipo de empresa que a un club de fútbol. Esto debería haberse centralizado, como ocurre en los bancos. El director de una oficina bancaria no puede otorgar créditos de elevada cuantía, pero tampoco créditos a clubes de fútbol, ni a partidos políticos, aunque esto, obviamente, tiene otras implicaciones. Uno puede pensar que la Banca no lo ha hecho muy bien en esta crisis, pero esta cuestión de los denominados «créditos de cabecera» es una regla tradicional, claramente derivada del famoso aserto de que un banco sólo presta al que no lo necesita (y, por tanto, puede devolverlo).

			En segundo lugar, una iniciativa aparentemente centralizadora complicó todo el panorama. Tradicionalmente, el Departamento de Recaudación de la Agencia Tributaria se organizaba en función de la cuantía de las deudas; las menores las gestionaban las administraciones de la Agencia Tributaria, y las de cierta cuantía se gestionaban en las dependencias provinciales de recaudación de las delegaciones.1 Si tenían un cierto volumen, se gestionaban a nivel de la comunidad autónoma, en las dependencias regionales de recaudación. Por último, los grandes deudores estaban centralizados en la Oficina Nacional de Recaudación, con sede en Madrid. Esto significaba que todos los clubes de Primera División (y muchos de Segunda) se gestionaban centralizadamente. En octubre de 2005 se creó la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, a la que se adscribieron aquellas empresas que facturaban anualmente más de 60 millones de euros. Este límite se amplió posteriormente a 100 millones de euros. Esto supuso que casi todos los clubes pasasen a las dependencias regionales de recaudación. Este «acercamiento» al contribuyente supuso dar más facilidades de «aplazamiento» (es decir, al final de la financiación) a los clubes de fútbol que si las decisiones se hubiesen tomado de forma centralizada. Por otra parte, en los primeros años de funcionamiento de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, los funcionarios de recaudación se quedaron con muy poco trabajo; las grandes empresas pagaban siempre. Con la llegada de la crisis, algunas grandes empresas entraron en macroconcursos de acreedores, pero hasta entonces la remodelación no había tenido sentido.

			En cualquier caso, los bancos habrán financiado en exceso y Hacienda debería haber dado menos facilidades para aplazar deudas fiscales, pero el núcleo del problema no es ése, sino la mala gestión económica. Dicho de otro modo, el principal responsable de aplazar impuestos y pedir un crédito para fichar en el mercado de invierno al último crack no es un empleado de banca, ni un funcionario de Hacienda, es un presidente de club de fútbol empujado por una «afición exigente que quiere ver ganar a su equipo».

			En 2010, la presión social empezó a cambiar; la crisis ya estaba haciendo estragos. Con las primeras subidas de impuestos del Gobierno de Rodríguez Zapatero (fundamentalmente en el IVA), llegó también la limitación del régimen de impatriados. En adelante, sólo pudieron acogerse a este régimen aquellos extranjeros que no fuesen a ganar más de 100.000 euros al año. Con este viaje se acababa con el fichaje de futbolistas de élite, ya que todos cobran cuantías superiores a ésa. En cuanto a los directivos y premios Nobel, parece que no afectó de forma sustancial; no habían venido muchos con el régimen sin limitaciones.

			De todas formas, para que nos hagamos una idea de la importancia social y del poder de presión del fútbol, esta modificación se hizo respetando el régimen fiscal para los contratos formalizados con anterioridad, lo cual es sencillamente insólito. Desgraciadamente para mí, los tipos impositivos no se quedaron congelados cuando comencé a trabajar. Si a usted le suben el IRPF, no podrá alegar ante un tribunal que cuando le hicieron su contrato el IRPF era más bajo. De hecho, todos los asalariados españoles soportaron la subida del IRPF que entró en vigor el 1 de enero de 2012, aunque tuviesen un contrato de trabajo anterior. Todavía recuerdo la bronca que recibí después de unas declaraciones en este sentido de una directora general que me encontré por la calle, que me dijo que no tenía ni idea de fútbol ni de contratos: era abogada del Estado.

			A día de hoy, también la burbuja futbolística se ha pinchado. Además, este pinchazo no ha sido el mismo para todas las empresas. Como en otros sectores, a las empresas internacionalizadas que compiten en los mercados globales les está yendo mucho mejor. En el mundo del fútbol, sólo hay dos grandes clubes que venden camisetas en todo el mundo, y cuyos derechos de retransmisión tienen valor en todo el mundo. Supongo que no hace falta citarlos. Esto ha supuesto que las diferencias de presupuesto con el resto de los clubes sean todavía mayores que antes. Esto, naturalmente, afecta a la competición, pero no podemos volver a arreglarlo a base de ayudas públicas o regímenes fiscales especiales. Puede ser duro que nuestro equipo de toda la vida ya no gane, y que en Europa pasen a ganar la Champions League los equipos alemanes, pero hay problemas mucho más graves y los recursos son limitados. 

			Es cierto que a algunos cracks futbolísticos, incluso hoy en día, parece que se les puede perdonar todo. De hecho, uno de los casos más sonados de los últimos años ha sido la acusación de delito fiscal a Lionel Messi. Lo sorprendente no es tanto que haya quienes no parezcan cumplir con sus obligaciones fiscales, al menos a juicio de la Agencia Tributaria y la Fiscalía, sino que es el primer caso de un imputado por delito fiscal al que se le aclama al llegar a los juzgados. Volveremos a esta cuestión al hablar sobre delito fiscal, pero todo esto no dice mucho en favor de la conciencia fiscal de muchos españoles. De todas formas, es otra expresión más de que el mundo del fútbol es peculiar. Al igual que a ningún trabajador se le perdona que insulte a su jefe, y a un jugador de fútbol sí, esto también ocurre en el ámbito fiscal. Como decía Vujadin Boskov, «fútbol es fútbol»; si fuese de otra forma, ya no sería fútbol, aunque fuese más barato para casi todos.
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			Una fiscalidad para engañarnos a todos. 

			Las multinacionales

			 

			 

			Para analizar la fiscalidad de las multinacionales hay que partir de dos ideas clave. En primer lugar, que si se opera en múltiples países, o lo que en jerga suele conocerse como «múltiples jurisdicciones», finalmente es complicado que todos los países exijan los impuestos correspondientes. De alguna forma, es como la magia del Mago de Oz: los impuestos se pagan en el país de Nunca Jamás. La otra cuestión obvia es que el mundo está cambiando, y como diría Alvin Toffler en El shock del futuro, la única constante es la aceleración del cambio. El mundo empresarial ha cambiado a una enorme velocidad, pero los impuestos no lo han hecho a la misma velocidad. Esto siempre es un retroceso de la civilización.

			«El mundo ha cambiado...» Así comienza la primera película de El Señor de los Anillos, y eso pensaba al recibir la visita de unos inspectores de Hacienda chinos. Hace unos años no era una situación que me hubiese imaginado, por varias razones. Una de ellas era que China no seguía un sistema capitalista y no tenía problemas de fiscalidad. La otra razón era que estaban visitando al secretario de una asociación profesional; no sé si están permitidas en China, pero resultaba sorprendente que se conociese fuera. De hecho, los cambios no sólo consistían en la visita, sino en que la Hacienda china estuviese interesada en la fiscalidad de las multinacionales. Bien, los inspectores chinos planteaban que el beneficio de muchas multinacionales se hacía al adquirir productos en China con unos costes muy bajos. En cambio, mi postura era que los beneficios se realizan cuando se vende; y si los productos se venden en Europa, es aquí donde deben tributar, aunque hay opciones intermedias.

			Sin embargo, si uno observa la tributación efectiva de muchas grandes multinacionales, parece como si hubiesen creado «un anillo para engañarnos a todos»: hay tipos efectivos inferiores al 5 % sobre los beneficios mundiales. Por cierto, cuando en capítulos anteriores hablaba de la fiscalidad efectiva de las grandes empresas nacionales, sólo se tenía en cuenta el impuesto de sociedades en España. Cuando hablo aquí de un porcentaje ridículo, me refiero a los impuestos sobre los beneficios pagados en todo el mundo. De hecho, a algunas de estas empresas les da vergüenza declarar estos porcentajes de tributación efectiva. En consecuencia, incluyen todo tipo de impuestos en los informes que tienen que presentar a las autoridades bursátiles. El pequeño detalle de que el impuesto sobre los beneficios recae sobre la empresa, pero que las retenciones a cuenta del impuesto sobre la renta no son más que un pago a cuenta de los impuestos de sus trabajadores, normalmente no se tiene en cuenta.

			En esta cuestión hay que admitir, tristemente, que no hemos mejorado mucho. Muchas de estas empresas son norteamericanas y, en efecto, tributan al IRS1 por los beneficios generados en Estados Unidos. Sin embargo, casi todos los beneficios exteriores no pagan apenas impuestos sobre los beneficios. Por supuesto, cuando un inspector se encuentra en los informes consolidados mundiales afirmaciones del tipo: «Gracias a nuestra eficaz planificación fiscal overseas hemos reducido nuestra tasa fiscal efectiva al 4 % pese a que los impuestos en Estados Unidos se han incrementado hasta el 35 %», empieza a considerar que «overseas»2 es un sinónimo de «país colonial» y que pertenece a la Administración Tributaria de la selva del Gorongoro. Son varios los compañeros dedicados a la fiscalidad internacional que comentan cosas de este tipo. Y, como veremos, en algunos casos esto también acaba generando problemas en Estados Unidos.

			Tristemente, por lo menos para los pobres contribuyentes mortales, los beneficios se desvían hacia centros financieros offshore, o «territorios de baja tributación», es decir, paraísos fiscales, de los que hablaremos en el próximo capítulo. En otras palabras, estos beneficios se desvían hacia lugares «donde se extienden las sombras», y donde, desde luego, se paga muy poco, pero donde se produce o se vende todavía menos.

			Recientemente, algunos parlamentarios británicos acusaban de «inmoralidad» a los directivos de algunas multinacionales porque tributaban poco en Gran Bretaña y desviaban los beneficios a lugares como las Bermudas o las Caimán. Lo irónico es que muchos de estos lugares, caracterizados por el secreto bancario, la opacidad y la baja tributación, son colonias o ex colonias británicas, a las que el Parlamento británico les concedió estos «peculiares regímenes fiscales». Si el planteamiento es que conceder estos privilegios está muy bien, siempre que no se utilicen para defraudar a mi propia Hacienda, el fracaso está asegurado. En primer lugar, porque otros países imitarán la estrategia y, finalmente, las multinacionales podrán elegir y pagarán en el «país de Nunca Jamás». Además, los gobiernos perderán la legitimidad moral, no sólo frente a las grandes empresas, sino también frente a los demás contribuyentes. Por supuesto, todo esto deprime aún más cuando el mismo Parlamento defiende a ultranza el régimen fiscal de Gibraltar.

			La esencia de esta «elusión fiscal», es decir, de evitar los impuestos, es la triangulación. La mayor parte de los Estados tienen normas contra las operaciones realizadas desde paraísos fiscales, a las que someten a restricciones y a una mayor tributación. Sin embargo, en otros casos, como Irlanda, admiten como gastos deducibles en el país los importes facturados desde una empresa irlandesa administrada desde un paraíso fiscal. Es decir, que en el caso de algunas grandes empresas el famoso tipo del 12,5 % en el impuesto de sociedades irlandés sólo opera respecto del beneficio que no se traslada, por este «ingenioso sistema» denominado «double Irish», a un paraíso fiscal. Usted se puede preguntar cómo es posible que se concediese un rescate a Irlanda, a cargo de todos los contribuyentes europeos, y no se la obligase a armonizarse fiscalmente. Yo también me lo pregunto. De hecho, Irlanda, a raíz del rescate, subió todos los impuestos salvo el de sociedades. Lo peor de todo es que si se permite la deducción de gastos, generados por otras empresas del grupo, sin límites, en paraísos fiscales, estas multinacionales apenas hubiesen pagado nada aunque el tipo del impuesto de sociedades hubiese estado en el 50 %; simplemente, bastaría con incrementar los pagos a sus filiales en paraísos fiscales.

			Evidentemente, Irlanda obtiene ventajas sustanciales debido a que las grandes multinacionales, especialmente del sector informático, instalan en el país sus cuarteles generales para Europa; esto supone contratar personal cualificado, pagar retenciones y cuotas de seguridad social, e ingresar el IVA que se derive de la venta de estos productos a consumidores finales desde Irlanda. Su modelo fue exitoso hasta que la crisis se llevó por delante a su sistema financiero. Anteriormente, el irlandés era el modelo de todos los liberales: bajando impuestos se recaudaba mucho más. Esto es matizable; es cierto que el modelo irlandés tuvo cierto éxito, pero no todo fueron factores fiscales. Por ejemplo, disponer de una población muy formada y con un dominio perfecto del inglés fue una cuestión clave para atraer a las empresas norteamericanas. Con toda seguridad, si los sucesivos gobiernos irlandeses se hubiesen empeñado en desterrar el inglés e imponer la inmersión en gaélico, a Irlanda le hubiese ido mucho peor.

			La otra cuestión es cómo se recaudan cantidades récord con un tipo del 12,5 % en el impuesto de sociedades, que encima admite gastos originados en paraísos fiscales. La clave es que estas empresas multinacionales venden desde Irlanda a toda Europa, concentrando allí sus ingresos. Esto no es real, porque cualquier multinacional tiene filiales en Alemania o España. Estas filiales hacen labores comerciales, pero las ventas finales siempre se materializan desde Irlanda. Por supuesto, es un sistema mucho más sencillo cuanto más virtual es el producto; por ejemplo, en el software es muy fácil, y en los servicios también. Sin embargo, el sistema tiene tantas ventajas que se ha acabado empleando para productos físicos, que se venden, por ejemplo, desde establecimientos permanentes en Holanda de filiales irlandesas. Y a menudo el producto está hecho en China, subcontratado.

			Mis colegas chinos sostienen que el valor añadido está en China, donde se fabrica el producto. Los inspectores norteamericanos consideran que, como el producto ha sido diseñado en Silicon Valley, debería ser la Hacienda estadounidense la que cobrase. Muchos inspectores españoles creemos que los beneficios se realizan cuando se vende, no cuando se fabrica o se diseña. Si el lector se para a pensarlo, concluirá que lo único razonable es un reparto, porque aunque los beneficios se materialicen en las ventas, si no se diseña ni se produce, no hay ventas. En la práctica, estos beneficios se han acabado localizando, a efectos fiscales, en paraísos fiscales, o en otros territorios de baja tributación, que si bien no son exactamente paraísos fiscales, a estos efectos da lo mismo. En la práctica, nos están engañando a todos. La cuestión empieza a estar tan clara que la modificación de la tributación de las multinacionales ya es una prioridad hasta para el FMI.3

			Otra reflexión obvia es que bajando impuestos no se suele recaudar más, sino menos, salvo que se recaude sobre más bases. Esto se conoce como «ensanchamiento de bases fiscales», un término que ahora está de moda. Si el ensanchamiento consiste en que todos los beneficios en Europa, o incluso en casi todo el mundo menos Estados Unidos, se concentran en Irlanda, el ensanchamiento de base es brutal. En estas condiciones, incluso con tipos efectivos del 3 % se puede recaudar mucho más que con tipos del 25 % (en la media de la OCDE) sobre bases exclusivamente irlandesas. El único problemilla de esta estrategia es que el ensanchamiento de bases va en paralelo con el deterioro de la recaudación de todos los demás Estados. La Comisión Europea ha querido solucionar el problema mediante un sistema de Base Imponible Consolidada Común,4 que ha suscitado un nulo entusiasmo en países como Irlanda. Esta normativa tiene que aprobarse por unanimidad. En cualquier caso, con independencia de las cuestiones políticas, me parece perfecto que sean los irlandeses los que establezcan libremente cuánto tiene que pagar una tintorería en Dublín por sus beneficios; incluso cuánto debe pagar una multinacional por sus beneficios en Irlanda, siempre que los beneficios en Irlanda no se generen, en realidad, en otros países.

			Estos sistemas afectan mucho más a Europa que a Estados Unidos y Japón. Estos dos países al menos consiguen proteger en mayor medida sus bases imponibles internas. Esto quiere decir que sus multinacionales, por lo menos, tributan en general por los beneficios que generan en su país de origen. Sin embargo, incluso Estados Unidos ha acabado viéndose afectado por estas prácticas; sus multinacionales no repatrían los beneficios obtenidos por sus filiales, lo cual tiene básicamente motivos fiscales: si estos beneficios han acabado remansados en un paraíso fiscal, repartir un dividendo con destino a Estados Unidos supone pagar muchos impuestos. Lo normal, en consecuencia, es repartir dividendos sólo sobre los beneficios generados en Estados Unidos.

			Esto no siempre es fácil. Por ejemplo, Steve Jobs, el legendario cofundador y presidente de Apple, nunca permitió que su empresa repartiese dividendos. Jobs consideraba que daba una mayor rentabilidad a sus accionistas con las inversiones de la compañía que devolviendo el dinero vía dividendo. Si alguien necesitaba liquidez, que vendiese las acciones. Cuando un año después de la muerte de Steve Jobs, literalmente la empresa no sabía en qué más emplear sus ingentes beneficios, los directivos que sucedieron a Jobs cambiaron su política. Apple aprobó un enorme dividendo, comprometiéndose además a comprar acciones y a pagar mayores dividendos en el futuro. Como en Estados Unidos no había suficiente dinero, y para repatriar dividendos había que pagar impuestos, la solución era sencilla: pedir un préstamo, por ejemplo, de 17.000 millones de dólares.

			El nuevo consejero delegado de Apple, Tim Cook, hasta tuvo que comparecer en el Senado de Estados Unidos para explicar la política fiscal de su empresa. Ante el enfado de muchos, la SEC (Security and Exchange Commission), es decir, la autoridad bursátil norteamericana, ha declarado correcta la actuación de Apple. En efecto, es muy complicado castigar fiscalmente a una empresa sólo por pedir un préstamo. La declaración de Tim Cook es muy interesante para cualquiera que esté interesado en la fiscalidad internacional,5 pero yo destacaría la frase de que si la empresa hubiese decidido repatriar el capital habría pagado un 35 % en impuestos (menos créditos de impuestos en el extranjero), mientras que el coste de la deuda sería de un 2 %. La comparación está un pelín desajustada, porque el 35 % se paga una sola vez y el 2 % es anual, pero la diferencia es muy importante. En el mundo de la fiscalidad real, acaba siendo preferible operar con dinero ajeno a repatriar tu propio dinero. Esencialmente, ése es el problema norteamericano, que los dividendos no se repatrían; el del resto del mundo, como se está viendo, es algo más grave: simplemente no se consigue cobrar los impuestos a algunos grandes contribuyentes.

			En algunos casos, si se hubiesen pagado de este tipo muchos impuestos en el extranjero, no habría tenido sentido pedir un préstamo. Por ejemplo, si se ha pagado un 30 % de impuestos en España por beneficios, repatriar sólo supone un 5 % adicional. Si no se ha abonado nada, por las razones que fuese, entonces hay que pagar un 35 %. Efectivamente, los senadores estadounidenses podían considerar que Apple debía pagar más impuestos en Estados Unidos que los casi 6.000 millones de dólares que pagó en 2012. Sin embargo, para otros la pregunta sería cuánto ha pagado en el resto del mundo cualquier multinacional que haya obtenido la mayor parte de sus ingresos fuera de Estados Unidos, overseas.

			Con todo, y esto es lo más amargo, Cook sostiene que su compañía no realiza trucos fiscales, detalla una variedad de estrategias fiscales agresivas que su empresa no practica, y «presume» de pagar un 30,5 % de impuestos sobre sus beneficios en Estados Unidos. El comportamiento fiscal de Apple no parece, por lo que se sabe, muy distinto al de otras multinacionales. Por ejemplo, Google y Amazon, entre las tecnológicas, y también Starbucks, fueron citadas por el Parlamento británico con quejas similares, como se ha comentado anteriormente. Apple pagó más de un 30 % de impuestos sobre sus beneficios en Estados Unidos. Si en Europa ninguna multinacional se acerca, seamos suaves, a esta tasa de imposición, está claro que tenemos un problema grave con la fiscalidad de las multinacionales en Europa, aunque los que se preocupen sean los estadounidenses.

			Esto no sólo pasa con Irlanda, aunque sea el caso más citado y espectacular. Otro sistema que merece la pena comentar es el «sándwich holandés». Esta estructura aprovecha los convenios de doble imposición entre Holanda y sus antiguas colonias, como las Antillas Holandesas. Una empresa holandesa es, con cierta frecuencia, propiedad de una sociedad antillana. Los dividendos repartidos por la sociedad holandesa no pagan impuestos en Holanda, y sólo un 3 % en las Antillas. Por otra parte, los dividendos que cobre la sociedad holandesa de otras filiales europeas suelen estar exentos.6 Asimismo, los intereses percibidos de otras sociedades del grupo pagan, como vimos hace dos capítulos, un 5 %, y los royalties de tecnología, también un 5 %. Con este sistema de sándwich, se pueden obtener beneficios en toda Europa y luego trasladarlos a un paraíso fiscal, vía Holanda, soportando una tasa efectiva del 8 %; al menos eso dicen los manuales, y, como hemos visto, no parece difícil. La realidad es que hay muchas empresas que «presumen» de practicar esta estrategia.

			Todo esto supone que muchas de las empresas con mayores beneficios del mundo apenas pagan impuestos, al menos fuera de Estados Unidos y Japón. Si la recaudación fiscal mundial no se ha derrumbado es porque estos sistemas tienen un coste administrativo enorme; no están al alcance más que de muy pocos contribuyentes. De hecho, algunas actas millonarias se deben a ejecuciones chapuceras de estos montajes. Con todo, hay que ser conscientes de dos puntos clave.

			En primer lugar, si las empresas más grandes del mundo apenas pagan impuestos, acaban siendo mucho más rentables que otras grandes y medianas. Esto supone una barrera terrible para la competencia entre empresas. El coste de estas estrategias fiscales no sólo se sufraga como contribuyente pagando impuestos más altos o recibiendo menos servicios públicos; también se costea como consumidor pagando productos y servicios más caros por la ausencia de competencia. 

			En segundo lugar, todo esto es un problema mundial, y no es la causa de la crisis fiscal en España. Esto le ocurre en menor medida a Estados Unidos, pero a los demás nos afecta de lleno. En España se han perdido seis puntos de presión fiscal sobre el PIB, es decir, unos 60.000 millones de euros al año, entre 2007 y 2011; en la Unión Europea la caída ha sido de una décima de punto, mientras que Alemania, Italia o Francia han incrementado su recaudación (subiendo los impuestos como en España, sólo que aquí no hemos recaudado más, sino mucho menos).7 Bueno, todos estos países se ven igual de afectados que España por la «elusión de las multinacionales». El problema existe, pero nosotros tenemos unos cuantos problemas fiscales más que nos han derrumbado la recaudación.

			En resumen, el mundo ha cambiado, y ahora es mucho más sencillo deslocalizar actividades. Aun así, el gasto público sigue siendo necesario, y si no se consigue cobrar a determinadas multinacionales, habrá que aumentar todavía más la presión fiscal al resto de los contribuyentes, además de seguir con la injusta e interminable senda de los recortes. Esto no es anticapitalismo; muchas empresas tecnológicas existentes no podrían surgir ahora en competencia con gigantes que apenas pagan impuestos. Hay que cambiar el sistema fiscal mundial, con una mayor cooperación, intercambio de información y aislando a los paraísos fiscales mediante cláusulas antiparaísos comunes, especialmente a Estados, que encima hemos tenido que rescatar todos los contribuyentes europeos. En conclusión, el anillo debe ser destruido. Por supuesto, el anillo que ha servido para engañarnos a todos no está en Mordor sino en un paraíso fiscal, como veremos en el próximo capítulo.
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			Donde se extienden las sombras. 
Los paraísos fiscales

			 

			 

			La cuestión de los paraísos fiscales es una de las más confusas que existen en economía. Esto ya era así antes de la crisis económica, pero últimamente no hay quien entienda nada. Empezaremos por el principio. «Paraíso fiscal» es una mala traducción del término inglés «tax haven», que significa «refugio fiscal». Haven es un puerto seguro, y el término se confundió con heaven, que significa «cielo» (en sentido espiritual; el otro es sky). Esta breve lección de inglés es necesaria para entender la cuestión, porque el lenguaje nunca es neutral, y mucho menos en estas cuestiones. El término original haven se aplicaba a los puertos piratas y bucaneros del Caribe, como la legendaria isla de la Tortuga. Algunos de los que se refugiaban en estos «puertos seguros» eran vulgares piratas, que estaban al margen de cualquier tipo de ley. Otros, sin embargo, tenían una «patente de corso», es decir, una autorización de un soberano para saquear a otros países y quedarse con parte del botín; eran los denominados «corsarios». La mayor parte de estas patentes fueron concedidas por Gran Bretaña y Holanda, que a su vez eran propietarias de estos puertos seguros, donde, evidentemente, no se pagaban impuestos. Éste es el origen, que explica muchas cosas; por ejemplo, que la inmensa mayoría de los paraísos fiscales existentes sean antiguas o actuales colonias de Holanda y, sobre todo, Gran Bretaña.

			El término moderno para referirse a un paraíso fiscal es «centro financiero offshore». De nuevo, el término tiene dos implicaciones: en primer lugar, es un centro que ofrece «servicios financieros», de todo tipo, a capitales provenientes del exterior; de ahí la expresión «offshore», es decir, «fuera borda», «más allá de la costa». En este tipo de islotes suelen existir una normativa general y una fiscalidad para la actividad real que se realiza allí (normalmente turística y relativamente escasa), y otra para los capitales del exterior.

			Hasta ahora, hemos hecho referencia a los paraísos fiscales como lugares donde se pagan pocos impuestos. En realidad, la característica más relevante no es ésa, sino la opacidad. Como todo, hay que distinguir: todos los paraísos fiscales tienen una baja (o incluso nula) fiscalidad, por lo menos para los capitales exteriores, pero hay territorios que tienen una baja fiscalidad y no son paraísos fiscales. Esto quiere decir que estos territorios no son opacos. De hecho, otra distinción relevante es que hay territorios con una baja fiscalidad general y otros que simplemente tienen regímenes especiales, en los que determinadas rentas tributan poco.

			Por otra parte, los paraísos fiscales compiten por la captación de capital financiero. Sin embargo, la competencia fiscal es otra cosa; es competir por captar inversiones reales. En consecuencia, afirmaciones como «Irlanda, con su tipo del 12,5 % en el impuesto de sociedades, es un paraíso fiscal» o «España con las SICAV es un paraíso fiscal» son erróneas. En primer término, en Irlanda se instalan de verdad empresas con miles de trabajadores, entre otras cuestiones, aprovechando las ventajas fiscales; hay actividad económica. Eso puede ser criticable, pero es competencia fiscal; algo completamente distinto de las miles de empresas radicadas en cualquier edificio de oficinas de las islas Caimán. En segundo lugar, aunque hablemos de competencia, no por atraer inversiones reales, sino capital financiero, si no hay opacidad tendremos una baja tributación, pero eso no es un paraíso fiscal. Como explicamos en el próximo capítulo, todo el mundo puede saber (y de hecho sabe) quién participa en una determinada SICAV, pero no quién tiene una cuenta en las Caimán.

			Con todo esto, un paraíso fiscal se caracteriza, en primer término, por la opacidad, que consiste en un secreto bancario blindado y una escasa o nula cooperación con otras Administraciones Tributarias. En tercer lugar, tenemos una ausencia de imposición efectiva. La OCDE1 incluye como característica que no haya actividad económica real. Después, este organismo confeccionó listas, de las que los correspondientes países podían salir realizando algunos progresos. En un primer momento había 31 países en la lista de paraísos fiscales no cooperativos; en la actualidad no hay ninguno en la lista de la OCDE, según informan en su página web.2 Así, si lugares tan poco cooperativos, y con tan escasos impuestos, como Gibraltar o las Caimán afirman que no son paraísos fiscales, están en lo cierto; en la lista no queda nadie. Si el lector cree que está perdiendo el tiempo leyendo un capítulo sobre algo que no existe, puede pasar directamente al siguiente; si tiene la mosca detrás de la oreja, puede seguir leyendo.

			España, como país, ha seguido los pasos de la OCDE firmando acuerdos de intercambio de información con multitud de países que estaban en su lista de paraísos fiscales. La efectividad de este intercambio de información en algunos casos es, cuando menos, dudosa.

			La realidad, tristemente, no es como la lista de la OCDE. Existen múltiples países en los que la actividad financiera exterior, los capitales que captan, no paga apenas impuestos. Es cierto que todos estos países se han comprometido a cooperar más intensamente con las Haciendas de los demás países. Sin embargo, en casi todos ellos existe un secreto bancario casi absoluto, eso para empezar. Además, estos territorios suelen tener problemas para intercambiar información por diversas razones. La primera de todas es que no suelen disponer de la información porque no la necesitan para administrar su —por otra parte escaso— sistema fiscal. Por cierto, todo esto de lo que estamos hablando también sería predicable de Somalia, o de otros países subdesarrollados, que no tienen sistema financiero, pero estos países se excluyen, por razones obvias, de las listas.

			En el capítulo anterior comentábamos la utilización que hacen las multinacionales de territorios de baja tributación. Muchos de los citados cumplirían los requisitos de la OCDE para ser considerados paraísos fiscales. No obstante, para dicho organismo todos ellos son países que están realizando progresos en la cooperación y en el intercambio de información tributaria. Todo esto introduce aún más confusión sobre la cuestión de los paraísos fiscales. Intentaremos, de nuevo, aclarar conceptos. A efectos de la tributación de una multinacional, casi lo único relevante es la que efectivamente se aplica a las rentas que obtiene. Esto quiere decir que si una multinacional obtiene rendimientos derivados de sus patentes, da exactamente igual que la titularidad de las patentes esté en un auténtico y oscuro paraíso fiscal (esos que según la OCDE no existen), o que esté en un lugar de baja tributación general, o en un país de alta tributación que no grave los royalties (rendimientos de la patente). A otros efectos, sí que es relevante que un territorio sea o no un paraíso fiscal.

			Concretamente, tiene que ver con la opacidad, el secreto bancario y el blanqueo de capitales. Cuando un territorio es opaco, es habitual que capte rentas o capitales que se han evadido ilegalmente de otros territorios. De hecho, es frecuente que sea opaco sobre todo por esta razón. Su opacidad hace que este territorio coopere en el fraude fiscal a otros Estados. Para que el sistema funcione, son necesarias dos cuestiones complementarias: no cooperar con la Administración Fiscal o los jueces de otros países, y tener un secreto bancario suficientemente estricto. Hay territorios que sólo cooperan con los jueces de otros países, y otros, en la práctica, ni siquiera con los jueces.

			Cuando ni siquiera se coopera con los jueces, en la práctica se están facilitando las actividades delictivas, al permitir distraer y poner a salvo fondos procedentes de todo tipo de actividades criminales. Posteriormente, este dinero, que incluso puede proceder del tráfico de drogas o armas, se reintroduce en la economía de los países desarrollados como si procediese de actividades honorables. Esto es lo que se denomina «blanqueo de capitales», y es el mayor obstáculo en la lucha contra muchísimos delitos.

			Como es casi imposible realizar operaciones de blanqueo de gran envergadura sin utilizar paraísos fiscales, la opacidad de estos territorios es un factor imprescindible en la comisión de muchísimos delitos. Es decir, si no existiesen estos territorios, se cometerían muchos menos delitos económicos por dos razones: en primer lugar, porque los delincuentes no podrían aprovecharse de los frutos de su delito (no olvidemos que detrás de la inmensa mayoría de los crímenes está simplemente el dinero), y en segundo lugar porque, aunque se cometiesen, sería posible seguir el rastro del dinero; habríamos disminuido la impunidad.

			En todos los grandes casos de corrupción, tanto en España como en otros países, aparecen siempre paraísos fiscales, lugares donde se pierde el rastro del dinero, para canalizar los fondos que obtienen los corruptos. Es un factor común, al igual que en los fraudes menores aparecen casi siempre billetes de 500 euros. Últimamente, los paraísos fiscales aparecen no sólo en los casos de fraude a la Hacienda Pública, sino también en estafas a particulares, en que el defraudador ha puesto su patrimonio a buen recaudo de cualquiera en estos territorios opacos, que, eso sí, se han comprometido a mejorar sus estándares de cooperación y transparencia.

			Para que el entramado funcione y no se descubra con facilidad, además de no cooperar es necesario el secreto bancario. Un cierto grado de secreto bancario existe en todos los bancos del mundo; los empleados de banca no van haciendo públicos los saldos y movimientos en las cuentas de sus clientes. Sin embargo, por «secreto bancario» nos estamos refiriendo habitualmente a que el banco tenga el derecho, o incluso la obligación, de mantener a su cliente en el anonimato; lo que se suele conocer en la jerga como «compromiso de confidencialidad reforzada». Existen países que tienen una larga tradición de secreto bancario, pero que no se consideran paraísos fiscales y no están en las listas (como vimos al principio del capítulo, al final de éstas no hay nadie). El caso paradigmático es el de Suiza.

			En efecto, Suiza no cumple los estándares de un paraíso fiscal, puesto que tiene un sistema fiscal y ha mantenido siempre cierta cooperación judicial. Últimamente, ante una presión política muy importante, también ha progresado en la cooperación administrativa. Sin embargo, ha bastado el secreto bancario para facilitar la evasión de miles de millones de euros de otros países por razones fiscales. Recordemos, sólo por citar alguno, dos casos en que miles de norteamericanos evadieron al Fisco de su país a través de cuentas en el banco suizo UBS. En concreto, el IRS buscaba 52.000 cuentas secretas, y finalmente el banco suizo ha tenido que pagar 780 millones de dólares y revelar, en un primer momento, 250 nombres. El IRS preveía que salieran a la luz entre ocho mil y diez mil nombres, aunque el acuerdo final, según algunas fuentes, fue la revelación de la identidad de 4.450 clientes. 

			No todos ellos eran evasores fiscales; además, de acuerdo con fuentes cercanas a los abogados del proceso, había otros grupos, algunos criminales, utilizando servicios financieros para ocultar y posteriormente reintroducir dinero procedente del tráfico de drogas o de armas; y también profesionales, como médicos, buscando proteger sus activos financieros en caso de tener que pagar una indemnización. La primera conducta es fraude fiscal, la segunda es blanqueo de capitales, y la tercera, en fin, podría constituir un delito de alzamiento de bienes.3 Finalmente, UBS tuvo que dejar de realizar actividad offshore en Estados Unidos.

			Por citar un caso español, en las cuentas opacas de la división de banca privada de la sucursal suiza del HSBC, muchos millonarios españoles ocultaron su dinero al Fisco español. Según algunas fuentes, en el HSBC llegó a haber 6.000 millones de euros. España consiguió recobrar, según explicó en el Congreso Carlos Ocaña, entonces secretario de Estado de Hacienda, 260 millones de euros procedentes de «regularizaciones voluntarias», que en la mayor parte de los casos excluyeron la vía penal. El dinero procedía en su mayoría de una única familia que pagó más de 200 millones de euros. La actuación de la Agencia Tributaria fue muy criticada en este caso. Con independencia de estas críticas, está claro que el sistema de Estados Unidos de amenazar con acusar criminalmente al banco y a sus directivos produjo resultados mucho mejores que alentar las regularizaciones voluntarias, que fue la vía tomada por las autoridades fiscales españolas. Los inspectores de Hacienda advirtieron de ello en una nota de prensa particularmente clara: «Inspectores de Hacienda denuncian el escandaloso trato de favor a los presuntos defraudadores con cuentas opacas en Suiza».4

			En resumen, basta la opacidad, incluso en Estados donde hay actividad económica y donde los fondos depositados tienen que pagar impuestos (e incluso no obtienen rentabilidad), para proporcionar oportunidades de evasión y fraude fiscal a los grandes capitales. Asimismo, se pueden fomentar otros delitos, como el alzamiento de bienes o las estafas a particulares. En tercer lugar, el riesgo más grave es el blanqueo de capitales, que favorece la comisión de graves crímenes, como el tráfico de armas o de drogas. Además de lo anterior, no se ha comentado que la opacidad bancaria impide controlar adecuadamente los riesgos financieros en que incurre la Banca. Es mucho más fácil conocer la posición de riesgo, por ejemplo con derivados, de una entidad financiera si está operando en París que si lo hace en las islas Caimán. Los problemas de supervisión financiera no son, habitualmente, delito; pero después de haber inyectado en todos los países avanzados decenas de miles de millones de euros, en cada uno de ellos, para salvar a algunas entidades financieras, es otro argumento de muchísimo peso contra los territorios opacos.

			Con los paraísos fiscales no se acaba borrándolos a todos de una lista; podemos cambiarles el nombre, pero seguiremos teniendo los mismos problemas, y los de fraude fiscal, con ser muy graves, no son los más importantes. A nivel internacional, habría que aislar a estos territorios. Como se comentaba en el capítulo anterior, las facilidades que dan algunos Estados de la Unión Europea para las operaciones con paraísos fiscales han perjudicado la recaudación de todos los Estados de la UE. También en este punto sería muy conveniente una Unión Fiscal. A nivel multilateral, ha habido algunos progresos en la restricción del secreto bancario y en el incremento de información. Sin embargo, los banqueros de estos «centros financieros offshore», y también sus «ilustres» clientes, parecen tenerle mucho más miedo a la última revelación de Hervé Falciani o a una filtración en Wikileaks que a la nueva política de la OCDE o del G20. A nivel individual, está claro que habría que ser más duros. Estados Unidos ha demostrado que una política de tolerancia cero con estos grandes defraudadores, que además persiga a los intermediarios financieros, da mejores resultados que esperar a que estos defraudadores se decidan por la regularización.

			Uno de los problemas es la falta de impulso político. El liderazgo de esta iniciativa debería corresponder a Estados Unidos. Si la primera potencia presionara a estos territorios, sería mucho más fácil para los demás Estados seguir su estela. Curiosamente, el actual presidente, Barack Obama, era uno de los tres promotores de la propuesta legislativa más ambiciosa contra los paraísos fiscales, la Levin-Coleman-Obama Stop Tax Haven Abuse Act (Ley de Stop al Abuso de los Paraísos Fiscales). Esta propuesta se volvió a presentar por tercera vez en el Senado hace unos meses. Puede que sea la más dura que se haya intentado implantar nunca contra los abusos de los paraísos fiscales, pero no parece probable que sea aprobada en el Senado, y mucho menos en la Cámara de Representantes, por lo menos con la composición actual, extremadamente influenciada por el Tea Party. Lo cierto es que Estados Unidos sí está impulsando el intercambio de información financiera a través del programa FATCA, lo que puede ser un paso positivo.

			En España se han aprobado algunas normas antifraude que afectan especialmente a los fraudes cometidos a través de paraísos fiscales. Por una parte, se ha endurecido el tipo delictivo, de lo que hablaremos en el capítulo dedicado al delito fiscal; por otra, se ha dificultado la prescripción de deudas fiscales si el dinero se ha ocultado en el exterior. Además, se ha establecido la obligación de declarar determinados bienes en el exterior, a partir de 50.000 euros. Aunque todas estas normas han sido criticadas por razones de técnica jurídica y legislativa, con cierta razón, evidentemente sí son pasos en la dirección correcta.

			Aun así, desde España se podría hacer algo más: establecer tasas a las operaciones con paraísos fiscales, negar personalidad jurídica a las sociedades radicadas en éstos u obligar a nuestros bancos a no operar desde paraísos fiscales, o al menos a dar la misma información a las autoridades administrativas y judiciales que los bancos españoles.5 Es un mandato muy antiguo, desde el Génesis hasta Platón, contra los territorios opacos, contra estos creadores de sombras; fiat lux, «hágase la luz».
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			Las SICAV o la hipocresía

			 

			 

			EL 1 % Y EL DIFERIMIENTO DE IMPUESTOS

			 

			El acrónimo SICAV, es decir, sociedad de inversión de capital variable, está asociado, en el imaginario popular, a ricos, 1 % y fraude, y como toda generalización, tiene algo de injusta. Para tener una opinión fundada sobre la cuestión, lo primero que hay que saber es qué es realmente este instrumento y, sobre todo, para qué se usa en la práctica. En primer lugar, una SICAV es —o más bien debería ser— una institución de inversión colectiva, como lo es también un fondo de inversión. Un conjunto de inversores se asocian para invertir conjuntamente en los mercados financieros. En el caso de los fondos de inversión, el control de la inversión lo realiza la sociedad gestora del fondo, mientras que en las SICAV los inversores pueden controlar la gestión de sus inversiones a través de los órganos sociales de la propia SICAV, es decir, básicamente el consejo de administración.

			El fundamento de la famosa tributación al 1 % es que se trata de un vehículo neutro, y que el inversor pierde todo el control de su dinero cuando lo deposita en una institución de inversión colectiva. Éste es el caso de los fondos de inversión, pero no suele serlo el de las SICAV. A estas entidades se les exige el requisito de que tengan cien partícipes, además de un capital mínimo de 2,4 millones de euros. No es una cuestión de capricho, sino estructural, en una institución de inversión que debería ser colectiva. Sin embargo, lo habitual es que un porcentaje abrumador del capital y los derechos de voto estén controlados por una sola persona o un grupo familiar. En consecuencia, en estos casos nos encontramos con SICAV que no son instituciones de inversión colectiva, sino vehículos inversores privados para grandes fortunas. La gran ventaja es que es transparente: se sabe quién está detrás de una SICAV, quién tiene una participación significativa y en qué lugar está invertido el patrimonio de la SICAV. La falta de opacidad es lo que distingue un régimen favorable —y éste lo es, y mucho— de un paraíso fiscal, de los que se hablaba en el capítulo anterior.

			La tributación de las instituciones de inversión colectiva al 1 % no es un dogma de fe, pero alguna lógica tiene; una persona que compra participaciones en un fondo de inversión pierde todo el control sobre su dinero, que ahora pasa a administrar la gestora del fondo. Cuando esta persona quiere recuperar su dinero, vende la participación, y si ha tenido plusvalías, entonces tributa. Ahora bien, si la institución no es realmente colectiva, un socio con el 99 % puede hacer lo que quiera, porque el vehículo es suyo. Esto no es necesariamente malo, pero no se justifica el régimen fiscal que permite tributar al 1 %, ya que normalmente no tendrá problema alguno para hacer lo que quiera con el dinero de su SICAV. La sociedad es literalmente, y en todos los sentidos, suya.

			En otros países no se exige el requisito de cien partícipes, porque las SICAV imputan rentas o son transparentes. Esto quiere decir que si la SICAV gana dinero, el partícipe tiene que pagar en su declaración de renta (o de sociedades si es una sociedad) en función de su participación. En España no es así, aunque, como trataremos en el capítulo 23, UPyD y el PSOE, en sus propuestas de reforma fiscal, apuestan por el sistema holandés de integración del IRPF y el impuesto de patrimonio, que para las instituciones de inversión colectiva tendría un resultado parecido. 

			Bien, si tenemos un instrumento que precisa 2,4 millones de euros de capital mínimo, y se admite que la inmensa mayoría de los partícipes sean empleados de la institución financiera que promueve el vehículo, sin participación real en la institución, claramente tenemos un instrumento de gestión privada de cartera para grandes patrimonios, es decir, para ricos. Este instrumento tributará al 1 % por los beneficios que obtenga, y dirigirá su política de inversión en función de lo que determine su consejo de administración, en el que el accionista mayoritario decidirá sin problemas. Efectivamente, cuando la sociedad decida repartir dividendos, los partícipes tributarán; si son personas físicas, pagarán entre el 18 y el 27 %. ¿Hay alguna ventaja?

			Hay varias: la primera de ellas es que las plusvalías a corto plazo pagan en tarifa, con un tipo que puede llegar al 52 % (56 % en Cataluña), mientras que la SICAV pagará un 1 %, y cuando reparta el dividendo, entre un 18 % y un 27 %. Los grandes especuladores pagan, está visto, mucho menos que los pequeños. Además, y ésta es con mucho la cuestión más relevante, el accionista mayoritario de la SICAV decidirá cuándo paga; cuando decida repartir el dividendo, antes no. Si no necesita repartir dividendos, sólo irá pagando el 1 % cuando gane, una vez que compense, en su caso, pérdidas de ejercicios anteriores.

			Diferir indefinidamente un impuesto constituye una enorme ventaja fiscal, sobre todo si el vehículo es propio y se puede hacer literalmente lo que se quiera. Esto quiere decir que es posible que haya inversiones que no sean valores financieros, y que permitan al socio mayoritario evitarse desembolsos personales. Esto no es sólo teoría; según datos de la CNMV que figuran en la tabla de la página 181, un 5 % del patrimonio de las SICAV no está en valores financieros. Por otra parte, una SICAV puede realizar un préstamo a un socio en caso de necesidades de tesorería. En fin, todo esto lo puede realizar cualquier sociedad, como hemos visto en capítulos anteriores, pero tributa al 25 % o 30 %, no al 1 %.

			Este planteamiento de «ya pagaré más tarde» era, hasta 2010, casi un «no pagaré nunca». ¿Por qué? Simplemente, porque cuando se necesitaba imperiosamente el dinero de una SICAV, no se repartían dividendos, sino que se reducía capital, sin más. La regla en el IRPF era que, en esos supuestos, no se empieza a tributar hasta que se ha recuperado todo el dinero que se ha puesto. Por ejemplo, un contribuyente que tiene un 99 % de una SICAV de 10 millones de euros; esos 10 millones de euros proceden de 7 millones de euros de capital inicial y 3 millones que ha ido ganando (y tributando al 1 %) a lo largo de los años. Si el contribuyente necesita 3 millones de euros, puede repartir un dividendo y tributar, o puede reducir capital, que no tributaría; simplemente, dejaría el capital de la SICAV en 4 millones de euros. Por supuesto, cuando se vendan las acciones de la SICAV, por ejemplo, por 10 millones de euros, la plusvalía será superior, ya que el coste fiscal no serían 7 millones, sino 4 millones, pero eso puede no ocurrir nunca. Cuando finalmente el accionista de la SICAV fallezca, sí que afloraría la plusvalía, pero si hay hasta bonificaciones del 99 % en el impuesto de sucesiones (por ejemplo, en Madrid, o tipos ridículos en Navarra, como se ha explicado anteriormente), por lo menos entre padres e hijos, es bastante probable que no se tribute efectivamente casi nunca.

			El 24 de septiembre de 2010, el Gobierno de Rodríguez Zapatero se propuso abordar este pequeño problema y decidió que en el proyecto de ley de presupuestos para 2011 se modificase la tributación de las reducciones de capital de las SICAV, obligando a pagar por los beneficios que estas sociedades hubiesen tenido, como si se hubieran repartido. Esta cuestión es un buen ejemplo de cómo se ha gestionado la política fiscal durante la crisis. Como el lector se imaginará, la Ley de Presupuestos de 2011 entró en vigor el 1 de enero de 2011. Si al dueño de una SICAV, que ha tenido históricamente beneficios pero no los ha repartido, se le avisa tres meses antes de que a partir del 1 de enero tendrá que pagar si reparte, ¿qué hará? Evidentemente, repartir antes, cuando no se pagan impuestos. De hecho, lo lógico sería dejar el capital al mínimo, sólo con los beneficios acumulados, por si acaso.

			Si las SICAV tenían que devolver masivamente dinero, tendrían que vender los activos financieros en los que habían invertido; con gran habilidad, Rodríguez Zapatero, Elena Salgado y su equipo estaban provocando una fuga de capitales en medio de una tormenta financiera sin precedentes. Recuerdo todo esto con bastante precisión, porque el lunes 27 de septiembre me llamó la jefa de economía de Europa Press, Ana Caravaca, preguntándome por la cuestión; consiguió entender el problema y redactarlo con claridad:1 la medida anunciada con tres meses de antelación era un incentivo brutal a la fuga de capitales. Sorprendentemente, tres días después nos hicieron caso a los inspectores de Hacienda: la modificación se hizo retroactiva desde el día 23 de septiembre,2 aunque para eso hubo que introducir la modificación en la Ley 40/2010 de Almacenamiento Geológico de Dióxido de Carbono,3 materia que, como todo el mundo sabe, está íntimamente relacionada con la problemática fiscal de las SICAV. 

			Además, todo esto dejaba un grave problema de seguridad jurídica y constitucionalidad: se había dado carácter retroactivo a una disposición que gravaba operaciones que se habían hecho sin la norma vigente. La espada de Damocles del artículo 9 de la Constitución, que establece la irretroactividad de las disposiciones que restrinjan derechos individuales, sigue pendiendo. Todo esto no hacía ninguna falta, pues bastaba haber aprobado un real decreto-ley o haber introducido la modificación en el último momento del trámite parlamentario. Y todo esto no era más que una cuestión añadida al problema fiscal realmente importante de las SICAV: tributar como una institución de inversión colectiva sin serlo.

			 

			 

			LA INSPECCIÓN Y LAS SICAV

			 

			A lo largo de este capítulo se ha dado por hecho que muchas SICAV no son realmente colectivas. Si una determinada SICAV es verdaderamente una institución colectiva, la cuestión de su tributación al 1 % es un problema de política fiscal, acertada o no, y no de fraude. Dicho de otra forma: si un gran millonario y yo compramos participaciones en un fondo de inversión y al cabo de tres años vendemos con plusvalía, ambos tributaremos según la escala del 18 al 27 %. Podría ocurrir que, pese a la diferencia de capacidad económica, derivada de otras rentas que están en la parte general del impuesto, como los rendimientos del trabajo, ambos tributásemos lo mismo por las plusvalías, pero, injusto o no, aquí no hay fraude.

			Sin embargo, la experiencia indica que cuando se realizó un plan de inspección masivo a las SICAV en 2004 y 2005, entre los centenares de SICAV inspeccionadas, muchas no cumplían los requisitos de cien partícipes o inversores reales. Esto se consigue introduciendo inversores ficticios o de paja, a veces incluso sin su consentimiento. En el argot financiero, a estos inversores ficticios se les conoce como «mariachis». Se les llama así parafraseando la ranchera: «Con dinero y sin dinero, yo hago siempre lo que quiero y mi palabra es la ley...»; el dueño real hace lo que quiere y los mariachis «acompañan». 

			El resultado de las inspecciones no pudo ser más desalentador: las Cortes Generales le quitaron la competencia del control fiscal de las SICAV a la Inspección de Hacienda y la trasladaron a la CNMV. Esto se hizo mediante la aprobación de una enmienda de CiU el mismo día en que se aprobaba el matrimonio gay, el 30 de junio de 2005, enmendando la Ley 23/2005. Según las crónicas parlamentarias, esta medida se aprobó ante un 10 % de los parlamentarios que habían estado en el anterior debate y con el voto a favor de PSOE, CiU, PP y otros nacionalistas, y sólo con el voto en contra de Izquierda Unida.

			Posteriormente, el Tribunal Económico Administrativo Central fijó doctrina, considerando esa modificación retroactiva en la práctica, manteniendo que la Inspección de Hacienda nunca había sido competente para comprobar si una institución de inversión era colectiva o no, y anulando, en consecuencia, todas las inspecciones.

			Desde ese momento, en los pocos casos en que la CNMV ha considerado que una SICAV no cumplía los requisitos, le ha dado un plazo para que busque nuevos inversores. Incluso se ha dado el caso de que una SICAV que ha quedado con un solo partícipe (por cierto, muy conocido) no ha perdido su condición de institución de inversión colectiva; se ha creado la novedosa categoría de «institución de inversión colectiva unipersonal». En mi opinión, y con la perspectiva que da el paso del tiempo, lo más grave no es la tributación al 1 %, sino los medios por los que se consigue. No es de recibo que en un Estado de Derecho los beneficios tributarios se consigan contratando mariachis, es decir, inversores ficticios, lo que en otros ámbitos se denomina «testaferros». En segundo lugar, no se puede compartir que el único beneficio fiscal que no fiscalice la Inspección sea precisamente el tipo del 1 % de las SICAV. 

			A continuación entraremos en los datos, pero todo esto no es una situación aceptable, porque desmoraliza a cualquiera. Además, el gran público en general, a diferencia de otras cuestiones fiscales, sí sabe de la existencia de las SICAV, y, como decíamos al principio del capítulo, las asocia con fraude y ricos que no pagan impuestos. Esta idea, sostenida en el tiempo, es muy negativa para la conciencia fiscal. Por ejemplo, en la portada del diario El Mundo del 27 de septiembre de 2009, en un demoledor artículo de Francisco Núñez se podía leer que las SICAV sólo habían pagado 56 millones de euros por los beneficios de más de 8.000 millones de euros en los últimos cinco años.4 Por esas fechas, escribí un artículo para el antiguo diario Público (actualmente <www.publico.es>) sobre esta cuestión, titulado «SICAV, una reforma necesaria»; en 2013, en el buscador de Google había 127.000 referencias al mismo,5 lo que no sucede, ni de lejos, con ningún otro artículo que yo haya publicado nunca.

			Efectivamente, gravar a las SICAV a un 30 % en lugar de a un 1 % no permitiría una gran recaudación; unos pocos cientos de millones de euros a lo sumo, y sin duda no resolvería nuestros problemas fiscales. Sin embargo, impulsaría la idea de que a todos, sin excepción, se nos pide un esfuerzo fiscal para salir de la crisis, sin privilegios, especialmente para los más ricos. No obstante, si no se está dispuesto a dar este paso por miedo a una fuga de capitales, de la que luego hablaremos, entonces al menos las leyes deben cumplirse. Si se quiere un régimen especial para las grandes fortunas, que es en lo que consisten las SICAV, en ese caso habría que modificar los requisitos y que pudiera establecerse una SICAV con tres partícipes y de la misma familia, sin límites de ninguna clase; eso sí, fiscalizables por la Inspección de Hacienda, como cualquier otro beneficio fiscal, con lo que si sólo quedaran dos partícipes se perdería el régimen. El régimen fiscal de las SICAV es, simplemente, una hipocresía, que además conoce todo el mundo; es aplicar un régimen de institución de inversión colectiva a la gestión particular de inversiones de grandes patrimonios, eso sí, al abrigo del control inspector del Estado. Con todo esto se pierde recaudación, pero, por encima de todo, se pierde legitimidad para exigir tributos a los demás ciudadanos.

			 

			 

			EL RIESGO DE FUGA DE CAPITALES

		   

			El gran argumento de los defensores del régimen fiscal de las SICAV es el riesgo de la fuga de capitales. Esto lo resumió en su día la ex vicepresidenta Elena Salgado con la frase «Los capitales se mueven a la velocidad de la luz». En honor a la verdad, el PSOE ha cambiado de criterio en esta cuestión, y ahora defiende que el control fiscal de las SICAV vuelva a la Inspección. Ésta es la posición de UPyD (que no existía cuando se traspasó el control a la CNMV) y ha sido siempre la posición de Izquierda Unida. Por otra parte, ahora mismo en el País Vasco no existe un régimen de SICAV, ya que se eliminaron por acuerdo entre el PSE-PSOE y el PNV. Pese al terrible riesgo del que advertían sus detractores,6 sigue siendo la comunidad autónoma con más renta per cápita de España.7 Incluso CiU llevaba en su programa electoral propuestas de cambio del régimen fiscal de las SICAV. En estos momentos, el partido en el Gobierno, el PP, es el gran partidario de no realizar cambios en el régimen fiscal de estas sociedades.

			Para evaluar esta cuestión de la fuga de capitales, lo fundamental es analizar los datos reales. En la tabla 1 reproduzco los últimos datos oficiales sobre el patrimonio y la inversión de las SICAV, extraídos del informe anual de la CNMV 2012.8

			 

			TABLA 1. Distribución del patrimonio de las sociedades de inversión
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			EECC: entidades de crédito.

			 

			Como se puede observar, estamos hablando de un capital de algo más de 23.000 millones de euros, un 2,3 % del PIB, del cual está invertido en productos financieros españoles menos de la mitad, algo más de 11.500 millones de euros. Por ejemplo, en deuda hay 6.000 millones de euros. No hay distinción entre deuda pública y deuda privada, pero si toda fuese pública no sería mucho dinero. Las necesidades financieras del Tesoro en 2014 están previstas en unos 243.888 millones de euros, entre renovar deuda que vence y déficit previsto. Si hubiese una fuga de capital de SICAV del 100 % y todo estuviese invertido en deuda pública, entonces a lo mejor habría que colocar 250.000 millones, no 244.000 millones. Por otra parte, que una SICAV pasase a ser gestionada desde el exterior no supondría que se abandonase toda la inversión en España. Si vemos la participación en acciones en España, es de tan sólo 2.274 millones de euros. Únicamente de enero a septiembre de 2012, en la Bolsa española se pagaron 17.198 millones de euros de dividendos. La cuantía de la inversión de las SICAV en renta variable española no es significativa a nivel global.

      Además, aunque las SICAV se trasladasen a otro país, las nuevas obligaciones de declaración de bienes en el extranjero y el intercambio de información con otros países harían muy difícil que sus accionistas eludiesen el pago de impuestos en España. Aunque los eludiesen en parte, con la subida de impuestos a los que se quedasen y a los que se consiguiese encontrar, se recaudaría mucho más que con el 1 % actual. Con los datos y la legislación actual, el famoso riesgo de fuga de capitales de inasumibles consecuencias no deja de ser un mito más de esta crisis que no se ajusta a la realidad.

			Con todo esto, la conclusión es que no sería una mala ocasión, a principios de 2014, para intentar reformar el régimen de las SICAV, dentro de la reforma global del sistema fiscal, estableciendo un régimen que, aunque fuese favorable, no fuera motivo permanente de escándalo en la opinión pública. En cualquier caso, si se quiere un régimen especial de grandes fortunas, es preferible ser claro y transparente: hay que establecer requisitos que se cumplan y no requisitos que, como no se cumplen, se opta por quitarle su fiscalización a la Inspección de Hacienda. Ése no es el camino para convencer a los españoles que deben pagar sus impuestos; la medida fiscal y antifraude, no me cansaré de repetirlo, más importante de todas.
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			Bancos e impuestos en una crisis 
financiera (I). La situación actual

			 

			 

			La crisis, tanto en España como en el resto del mundo, tiene mucho que ver con los bancos. Como se ha comentado con anterioridad, en 2011 y 2012 el Estado, es decir, todos los contribuyentes, había perdido 43.479 millones de euros en sanear algunas entidades financieras.1 Además de estas pérdidas, hay decenas de miles de millones de euros en ayudas públicas, préstamos, avales, programas de protección de activos, etc., que a día de hoy nadie sabe cuánto costarán finalmente al contribuyente, pero que no saldrán a coste cero, precisamente. Esto no sólo ha pasado en España, sino en casi todo el mundo desarrollado. La diferencia es que los programas de intervención y auxilio a la Banca se iniciaron antes en el resto de los países. Aquí, según Rodríguez Zapatero, ex presidente del Gobierno, teníamos «el sistema financiero más sólido del mundo», con lo que los problemas se agravaron, y mucho, por dos motivos: en primer lugar, porque los activos de la Banca se siguieron deteriorando, y en segundo lugar porque, cuando al final no hubo más remedio que abordar el problema, España no tenía acceso a los mercados financieros internacionales y tuvo que solicitar un «rescate» (eso sí, limitado) a sus socios europeos.

			No es éste el lugar para realizar un análisis completo de esta vertiente financiera de la crisis, que es extraordinariamente importante, pero sí haremos un pequeño resumen, porque todo esto ha condicionado muchísimo la política fiscal, en España y en el mundo. En primer lugar, hay que partir de una burbuja crediticia, cuyo origen está en el Euro y en la política monetaria del Banco Central Europeo. Como explicamos en el capítulo 3, esta burbuja originó un sobreendeudamiento de las familias y las empresas españolas, así como un enorme incremento del precio de los activos inmobiliarios. Cuando el flujo de dinero hacia España se detuvo con la crisis financiera internacional, sobrevino el desastre. Muchas entidades financieras trataron de exigir los créditos que habían dado al sector inmobiliario, y las empresas inmobiliarias no pudieron pagar, porque a los precios que había, los pisos no se vendían.

			Esto parece una situación de falta de liquidez, pero en el pinchazo de una burbuja puede tratarse en realidad de un problema, infinitamente más grave, de insolvencia. La sociedad inmobiliaria no tiene liquidez para pagar, pero en principio sigue siendo solvente; los activos inmobiliarios, las viviendas que ha construido, valen más que la deuda que tiene contraída con los bancos. Sin embargo, si las viviendas finalmente no se pueden vender, la inmobiliaria será insolvente. Además, si las viviendas sólo se pueden vender a un precio inferior a la deuda con el banco, la solución más racional es entregarlas al banco antes que «malvenderlas». Como el lector sabe, esto fue lo que ocurrió en España a partir de 2008. Y les ocurrió a todas las entidades de crédito, tanto a las cajas como a los bancos.

			Ahora bien, lo primero que se plantea en una situación de este tipo es un problema fiscal, relacionado con el IVA. La venta o, en general, la entrega de viviendas nuevas está gravada con el IVA. Este impuesto habitualmente puede ser deducido por los empresarios, que lo pueden restar de sus ventas, pero no por los bancos. La actividad financiera está exenta de IVA; es decir, cuando nos cobran intereses por un préstamo, no pagamos IVA. Esto supone que, a efectos fiscales, el banco es casi como si fuese un consumidor; no tiene derecho a deducirse el IVA, porque «rompe la cadena de deducciones».2 Como esto incrementa el precio de los activos inmobiliarios que reciben, la mayor parte de estos activos se han colocado en filiales, denominadas «sociedades de gestión de activos»; estas entidades sí tienen derecho a deducirse el IVA.

			Uno de los indicadores de que la crisis había tocado de lleno a las entidades financieras, y de que no teníamos el «sistema financiero más sólido del mundo», fue la adquisición masiva de inmuebles por parte de las filiales de las entidades financieras a partir de 2008. Estas entidades se convirtieron, en unos meses, en las inmobiliarias más grandes de España. Como estas filiales no revendieron inmediatamente los pisos, hubo dos efectos, uno financiero y otro fiscal.

			El efecto financiero fue que se disfrazaron las pérdidas. Por ejemplo, si un banco concedía un crédito de 100 millones de euros a una inmobiliaria y finalmente la inmobiliaria no podía pagar, el precio de entrega que solía pactarse eran esos 100 millones más los intereses pendientes, por ejemplo, 10 millones. En la contabilidad de la filial, y, en consecuencia, en la del grupo bancario, el activo entraba por 110 millones. Si los activos hubieran valido 110 millones, seguramente la inmobiliaria ya los habría vendido. Si finalmente los activos inmobiliarios sólo valen 60 millones, lo que ha habido es una pérdida de 50 millones de euros, que al final habrá que reconocer. La idea inicial de muchos bancos era esperar a que los pisos subiesen, y no revender inmediatamente; es decir, hasta que se vende, no se reconoce la pérdida. El principal problema de esta estrategia es que, si el banco no vende, se queda sin liquidez para volver a dar crédito, que es su negocio. Que a partir de 2008 se fuese secando la liquidez en España tampoco fue una casualidad.

			El problema no se afrontó hasta 2012. Ese año se obligó a las entidades financieras a rebajar la valoración de sus activos, con los Reales Decretos-Leyes conocidos como «Guindos I y II». Además, se creó el «banco malo», o SAREB, al que las entidades financieras en peor situación tuvieron que transferir sus activos inmobiliarios. Cuando esto ocurrió, la Banca había acumulado ingentes activos inmobiliarios y ya no concedía préstamos. Como las pérdidas de algunas entidades eran superiores a sus fondos propios, algunas de ellas eran simplemente insolventes.

			La solución a la insolvencia de una entidad financiera es siempre, y por definición, traumática. En primer lugar, los accionistas lo acaban perdiendo prácticamente todo. En este sentido, como las antiguas cajas de ahorro eran «fundaciones sui géneris», no tenían accionistas. En la práctica, esto fue una primera socialización de las pérdidas, ya que la obra social de estas entidades, que se nutría de sus beneficios, había quedado reducida a la mínima expresión; miles de millones de euros que se habían invertido todos los años en actividades sociales y culturales pasaban definitivamente a la historia. Sin embargo, esto fue menos traumático que las pérdidas que tuvieron que soportar los titulares de los productos híbridos, como las preferentes.

			Estos productos fueron colocados masivamente entre la clientela minorista de las entidades financieras, fundamentalmente entre los pensionistas. Esto sólo ocurrió en España. La comercialización fue inadecuada, como ahora reconocen hasta el Banco de España y la CNMV. La principal ventaja de estos instrumentos era que computaban como fondos propios a efectos de los coeficientes de solvencia de la Banca. Como las cajas no tenían accionistas, no podían emitir capital. En consecuencia, para poder incrementar su capital, y por tanto ampliar su actividad, sólo podían hacerlo reinvirtiendo beneficios o emitiendo estos productos híbridos. Estas «acciones preferentes», a las que habría que haber denominado «deuda perpetua ultrasubordinada», que es lo que realmente eran, computaban como recursos propios, por su «capacidad para absorber pérdidas». O lo que es lo mismo: si la entidad tenía problemas, después de los accionistas, los siguientes que tendrían elevadísimas pérdidas serían los preferentistas, como así ocurrió.

			Esto ha supuesto un gran fracaso del sistema financiero español. Queda en el aire la pregunta de si las direcciones de las entidades financieras, conociendo lo precario de sus balances, estaban trasladando unos riesgos muy elevados a su indefensa clientela para no tener que reconocer que no cumplían los requisitos de solvencia. Esta duda de si las preferentes sólo fueron un fracaso o si también fueron un «desplazamiento patrimonial causado por engaño al comprador», es decir, una estafa, es una de las cuestiones clave de nuestra crisis financiera que ahora investigan los Tribunales de Justicia, a raíz de la querella interpuesta por UPyD en el tema de Bankia.3

			Como todo esto no es suficiente, para neutralizar las pérdidas de las entidades financieras sólo quedan dos opciones. La primera, que pierdan el dinero los que han prestado a las entidades financieras, primero los que han comprado bonos y cédulas, después los depositantes de más de 100.000 euros y, por último, los pequeños depositantes, que en teoría no deberían sufrir pérdida alguna;4 es lo que en jerga se conoce como «bail-in». La segunda opción, que fue la elegida, es trasladar las pérdidas al Estado, los denominados «rescates bancarios». Estos rescates han tenido como consecuencia, cuando se materializaron en 2012, que España tuviese que acogerse al programa de asistencia financiera de la Unión Europea. Para ello se le impusieron las condiciones que se recogen en el Memorándum de Entendimiento (MoU, del inglés Memorandum of Understanding).5

			De momento, vía coste directo del rescate, como explicábamos al principio, el contribuyente español ha perdido 43.479 millones de euros. Además, la venta de algunas entidades financieras se ha realizado con un programa de protección de activos. Esto quiere decir que el FROB (Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria), es decir, el Estado, asumirá una parte (muy sustancial) de las pérdidas que se produzcan en los activos de los bancos que se han vendido. Y de paso, es una fuente segura de pérdidas para el contribuyente; la única pregunta que queda es su cuantía. Según una nota informativa del Banco de España del 2 de septiembre, se han concedido planes de protección de activos por un importe de 35.681 millones de euros, en los que se espera perder sólo 6.506 millones de euros. Por otra parte, están los préstamos y avales a los bancos. Además, el Estado tiene el 45 % del SAREB, del «banco malo», por lo que, en principio, si hay pérdidas, lo que en mi opinión es muy probable, deberá afrontar el 45 % de éstas. Sin embargo, toda la deuda senior de esta entidad, que es el 92 % de su pasivo, está íntegramente avalada por el Estado. Esto supone que, si las pérdidas superan un mínimo, el Estado tendrá que afrontar el 94,5 % de las mismas, sobre un riesgo de más de 55.000 millones de euros.

			Todo esto no sólo ha pasado en España, aunque aquí la magnitud probablemente será mayor. Con este panorama, hay muchas voces que exigen que el sistema financiero pague, vía impuestos, el coste de su reflotamiento. En mi opinión no es posible, pero hay diversas propuestas que estudiamos en el próximo capítulo. Ahora bien, con esta situación de pérdidas para los accionistas, como los de la ampliación de capital de Bankia, de preferentistas, como se ha explicado anteriormente, y sobre todo de fondos públicos, la realidad es que el crédito no ha vuelto, e incluso se está reduciendo. Que vuelva a fluir el crédito es una de las condiciones necesarias para que pueda haber inversión y, por tanto, creación de empleo. Todo esto pasa, con bastante probabilidad, porque las entidades de crédito han sufrido más pérdidas que las ingentes que se han cubierto por las pérdidas de accionistas y preferentistas, y con fondos públicos. En el próximo capítulo comenzaremos por analizar los DTA (los activos fiscales diferidos en las entidades financieras), una cuestión poco estudiada pero que condiciona de forma importante la capitalización de la Banca, es decir, su capacidad para dar crédito y la política fiscal futura.

			 

			 

			LAS DEVOLUCIONES DE IVA A LAS FILIALES BANCARIAS

			 

			Para concluir este capítulo, vamos a referirnos al efecto fiscal de la adjudicación de activos. No es una cuestión menor. Volviendo al ejemplo anterior, si un banco concedía un crédito de 100 millones de euros a una inmobiliaria y finalmente ésta no podía pagar, el precio de entrega que se solía pactar eran esos 100 millones más los intereses pendientes, por ejemplo, 10 millones. En la contabilidad de la filial y, en consecuencia, del grupo bancario, el activo entraba por 110 millones. Ahora bien, la entrega del inmueble es una operación sujeta a IVA, es decir, la inmobiliaria con graves problemas financieros debería repercutir IVA sobre el precio de venta a la filial bancaria; por ejemplo, antes de la primera subida del IVA, el 16 %. Siguiendo con el ejemplo, la inmobiliaria cobraría el 16 % de 110 millones, que son 17,6 millones de euros, y los ingresaría en Hacienda. Posteriormente, la filial bancaria se deduciría (se restaría) este importe de lo que ha repercutido por ventas. Si no ha vendido nada, pedirá la devolución de los 17,6 millones; una operación perfectamente neutral para las empresas y para la Hacienda Pública.

			Sin embargo, recordemos que la inmobiliaria entrega los inmuebles porque no tiene dinero. En consecuencia, para pagar el IVA debe cobrar del banco. Si el banco no le da este dinero, 17,6 millones de euros, puede entregar los inmuebles más baratos y dejar sin ingresar el IVA. Si la inmobiliaria entrega los inmuebles por 94,82 millones, y sobre este precio repercute 15,17 millones de euros, es decir, el 16 % de los 94,82 millones de euros, con esta entrega cancelará los 110 millones que debía al banco. Como sigue sin tener dinero, aunque ya no debe nada al banco, no ingresa el IVA por imposibilidad de pago. Siguiendo con el ejemplo, la inmobiliaria no sólo ya no tiene dinero, sino que tampoco tiene inmuebles; ya no le queda nada. En consecuencia, es insolvente definitivamente y no pagará nunca el IVA. Sin embargo, la filial bancaria, a la que se le ha repercutido el IVA en factura, sí deducirá su importe y pedirá su devolución. En este caso, obtendría 15,17 millones de euros que no se han ingresado.

			Al lector probablemente le suene esta mecánica, la misma que la de las tramas de defraudación del IVA que explicamos en el capítulo 9; simplemente, alguien repercute en factura y no ingresa, y otro se deduce y pide la devolución. Aquí la diferencia es que la operación no se realiza continuamente, es sólo una, pero sobre inmuebles que tienen un gran valor. El importe de IVA que se acabó devolviendo a los bancos, a través de sus filiales, y que no había sido previamente ingresado, alcanzó unas magnitudes muy considerables. Algunos consideran que esta operación descrita no es fraudulenta, y que el banco no tiene por qué adelantar liquidez para que una inmobiliaria que le debe dinero pague el IVA. Sin embargo, lo que no tengo tan claro es por qué hay que devolver un IVA que, si no se ha ingresado previamente, es sólo porque el banco no ha querido; es decir, por qué tenemos que financiar todos una parte de las pérdidas que le ha ocasionado a la Banca conceder créditos incorrectos. 

			La realidad es que todos hemos financiado vía rescates, planes de protección de activos, etc., una parte de las pérdidas de la Banca, pero esta cuestión del IVA se suele soslayar. Sin embargo, las devoluciones de IVA a las filiales bancarias se dispararon a partir de 2008, en un claro signo de que, aunque José Luis Rodríguez Zapatero y MAFO (Miguel Ángel Fernández Ordóñez, ex gobernador del Banco de España) dijesen lo contrario, nuestro sistema financiero no era precisamente sólido. Parte de esas devoluciones no se habían ingresado previamente, ocasionando un agujero muy importante a la Hacienda Pública. Lo peor de todo es que, como todo esto quedó disfrazado como una menor recaudación general de IVA, muchas entidades financieras no tomaron medidas de saneamiento y a nadie se le exigieron responsabilidades, aunque sólo fuese por una pésima gestión. Probablemente, haber cerrado el agujero habría implicado reconocer que la situación de muchos bancos era peor de lo que se decía. En este punto, como en otras cuestiones de la crisis, en su vertiente financiera, claramente la responsabilidad está compartida entre supervisores, gobernantes y algunos banqueros.

			La buena noticia es que, con muchísimo retraso, a finales de 2012 se cerró el agujero. En prácticamente todas las operaciones de adquisición de inmuebles a empresarios se impuso la inversión del sujeto pasivo, lo cual quiere decir que si una filial bancaria, o cualquier otra empresa, le compra un edificio a otro empresario, debe autorrepercutirse el IVA; en la práctica, esto supone que el vendedor no tiene que ingresar nada, pero que el comprador tampoco puede pedir la devolución porque no soporta IVA.6 Algunos teóricos discuten la ortodoxia de la medida, pero si se hubiese aplicado a partir de 2008, el Estado se habría ahorrado unas cuantías enormes; aunque casi toda la Banca hubiese estado peor. Si no fue un fraude, fue una «ayuda» que percibieron muchas entidades financieras que presumen de no haber recibido un euro del contribuyente. Evidentemente, en mi opinión, aunque muy tardía, fue una decisión correcta tomada por las razones correctas.
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			Bancos e impuestos en una crisis 
financiera (II). El inquietante futuro

			 

			 

			LOS ACTIVOS FISCALES DIFERIDOS (DTA)

			 

			Aunque ya se ha hecho referencia con anterioridad a este concepto, intentaremos aclararlo para los que no son expertos. Si un banco concede un préstamo, es posible que resulte impagado. Si esto ocurre, el crédito se considerará moroso y empezará a generar pérdidas. Es posible que la normativa de solvencia bancaria (en principio, aunque no sólo, la famosa Circular 4/2004 del Banco de España) obligue a computar una pérdida esperada, pero es posible que la normativa del impuesto de sociedades (habitualmente el art. 7 del reglamento del impuesto) considere la pérdida no deducible, de momento. En general son deducibles las pérdidas mínimas, pero no los saneamientos extraordinarios. A partir de aquí, pueden ocurrir dos cosas: que el crédito se acabe pagando o que no. 

			Si el crédito se acaba pagando y el banco no pudo deducirse la pérdida (pagó impuestos por anticipado o tuvo menos pérdidas fiscales que las correspondientes), ahora no tendrá un ingreso fiscal y se ahorrará impuestos. Si el crédito acaba impagado, como la pérdida fiscal no se había reconocido, se reconocerá ahora, con lo que también el banco se ahorrará impuestos. Según las estimaciones oficiales del Gobierno en el Real Decreto-Ley 14/2013, estas provisiones por pérdidas que no han sido deducibles fiscalmente permitirán a la Banca no pagar impuesto de sociedades en el futuro por 30.000 millones de euros. Para que nos hagamos una idea, la recaudación total del impuesto de sociedades en España en 2012 ascendió a 21.000 millones de euros. Dentro de estos gastos no deducibles, temporalmente, la partida más importante son las aportaciones a los fondos internos de pensiones que tienen que realizar los bancos por obligaciones con su plantilla.

			En segundo lugar, cuando una empresa tiene pérdidas fiscales (bases imponibles negativas), podrá compensarlas en el futuro con beneficios, ahorrándose en el futuro el pago de impuestos sobre los beneficios. Los plazos de compensación son muy largos en España, hoy en día de dieciocho años. Si una empresa no tiene dudas de que compensará estas pérdidas en el futuro, porque tendrá beneficios, anotará en su activo un «crédito fiscal o por impuestos», por los impuestos que se ahorrará en el futuro. Hasta 2011, esto era estrictamente así, pero la compensación de pérdidas se ha endurecido. Actualmente, las empresas que facturan más de 60 millones de euros, caso de casi toda la Banca, sólo podrán compensarse el 25 % de los beneficios (bases imponibles positivas previas a la compensación) con pérdidas anteriores. Esto quiere decir que, para compensarse la totalidad de un saldo, hay que ganar cuatro veces más. Bien, este segundo tipo de activos fiscales diferidos asciende a 21.000 millones de euros. El total de DTA ascendería a 51.000 millones de euros que en los próximos años pagará de menos la Banca en impuesto sobre los beneficios, según la estimación oficial del FMI.1

			Partiendo de aquí, en el balance se anota lo que se dejará de pagar en euros. Como el tipo del impuesto de sociedades es del 30 %, en el balance se anota el 30 % de estas pérdidas. Esto quiere decir que, para generar 51.000 millones de euros en activos fiscales diferidos, hay que perder 51.000 millones /0,3 euros, es decir, 170.000 millones de euros aproximadamente, un 17 % del PIB. Esto es lo que, a través de sus cuentas, está diciendo la Banca que ha perdido, como mínimo, en esta crisis financiera. Como en 2007 prácticamente toda ella pagaba impuesto de sociedades, los activos fiscales diferidos no eran significativos, salvo los relativos a pensiones, con lo que estos activos se han generado fundamentalmente en los últimos cinco años. Por otra parte, si determinados créditos, a empresas o particulares (se habla mucho de refinanciaciones o de mora hipotecaria), no se han provisionado (porque, con razón o sin ella, no se espera perder), no estarían incluidos en esos 170.000 millones.

			Esta cifra es una parte del total de pérdidas; hay más pérdidas, pero ésas eran ordinarias y se han podido deducir; no correspondían a saneamientos y, en la medida en que no eran excesivas, se compensaban con ingresos del ejercicio. Una parte de estas pérdidas extraordinarias se ha enjugado con beneficios ordinarios de la Banca, otra se ha compensado con «beneficios extraordinarios al devolver híbridos a valor razonable», es decir, con quitas de preferentes, y, por último, otras se han trasladado al sector público vía rescate. Aun así, es una cifra escalofriante que da idea de la magnitud de la crisis financiera. Dos grandes expertos en la cuestión de la supervisión, César Molinas y Aristóbulo de Juan, sostienen que una crisis financiera cuesta como mínimo un 10 % del PIB;2 de momento estamos, como mínimo, un 70 % por encima.

			Según la consultora N+1, del valor contable de las grandes entidades financieras españolas, entre un 20 y un increíble 83 % correspondían a estos menores impuestos que iban a pagar en el futuro.3 Visto de otra forma, según el informe que antes citábamos del FMI, a 31 de diciembre de 2012, el 37 % del capital regulatorio a efectos de solvencia, es decir, lo que teóricamente cobraría un acreedor en caso de liquidación, eran activos fiscales diferidos. De entre los bancos españoles, en Bankia y en el Sabadell4 más de un 60 % del capital eran activos fiscales diferidos.

			A partir de aquí surgen dos preguntas. La primera, ¿es posible que un sector que tiene pérdidas acumuladas para no pagar impuestos sobre los beneficios, equivalentes a la recaudación de dos años y medio, pueda contribuir, vía impuestos, a devolver el dinero de los rescates? Creo que, rotundamente, no, ni vía impuestos ni por otras vías. De hecho, mientras esta herida no esté curada del todo, habrá que seguir capitalizando a la Banca si queremos que vuelva a fluir el crédito. Desde luego, habría que exigir responsabilidades a unos gestores que han llevado a estas entidades hasta aquí, sobre todo porque el comportamiento de muchos de ellos no ha tenido la honorabilidad exigida, ni por la normativa bancaria ni quizá por el Código Penal, por decirlo suavemente. Pero no nos debemos engañar; las entidades todavía no están capitalizadas, y el crédito tardará en fluir. De hecho, lo único que prevén los planes de negocio de casi todas estas entidades es reducir su exposición al crédito en España, es decir, conceder menos créditos que los que van venciendo. La razón fundamental es que las pérdidas extraordinarias acumuladas en estos últimos años, incubadas en la gran burbuja que vivió la economía española, son muy superiores a lo que nos gustaría pensar: un 17 % del PIB.

			La segunda cuestión es: ¿considera usted solvente a una entidad de la que un 83 % del valor contable de sus acciones son menores impuestos a pagar sobre sus beneficios en el futuro? La solvencia de una entidad es el valor que pueden cobrar sus acreedores si la entidad entra en liquidación, y en este caso la entidad no tiene precisamente beneficios, con lo que apenas cobrarían nada. Aunque parezca increíble, este criterio elemental de que los activos fiscales diferidos no computen a efectos de solvencia es una novedad absoluta de las normas internacionales de la Banca de Basilea III. Dicho de otro modo, un activo fiscal diferido sería un ejemplo paradigmático de lo que antes se conocía como «activo ficticio»: el derecho a pagar menos impuestos en el futuro, condicionado, eso sí, a obtener beneficios.

			Esto les plantea a las entidades españolas (y a las de otros países) un problema para adaptarse: tendrían que captar mucho más capital y/o reducir los créditos. La solución que propone la Banca es que el Estado avale estos créditos fiscales diferidos, de tal forma que si una entidad quiebra, el Estado ponga el dinero de estos activos fiscales diferidos; de alguna forma es otorgar un aval público a la compensación fiscal de pérdidas, de dos tipos, de la Banca. Parece una solución barata, pero un aval de 51.000 millones de euros condiciona muchas cosas.

			Como probablemente el lector ya sepa, se han garantizado («monetizado», en jerga) activos fiscales diferidos a la Banca por unos 30.000 millones de euros en el Real Decreto-Ley 14/2013, de 29 de noviembre de 2013. Antes de exponer la lógica de una norma complicadísima, vamos a realizar un análisis de los costes que supone avalar decenas de miles de millones de euros.

			En primer lugar, y esto es una obviedad, si el Estado tiene que pagar estos créditos fiscales en caso de liquidación, habremos garantizado para siempre que ninguna entidad será liquidada nunca en España y que habrá que poner todo el dinero público que haga falta. Hasta ahora en España, a diferencia de Estados Unidos, no ha habido acreedores, salvo los preferentistas, que hayan perdido su dinero en un rescate, pero esta monetización —un aval incondicional— de los activos fiscales diferidos cierra la puerta definitivamente. Lo más preocupante es que esto puede garantizar un mayor nivel de inmunidad, o impunidad, en la asunción de riesgos, en el control de la gestión o, incluso, en la administración desleal o fraudulenta, puesto que antes se tenía la duda de si una entidad financiera se iba a liquidar, y ahora no.

			Además, incluso sin liquidaciones, y esto es lo más grave, el Estado podría verse obligado a desembolsar dinero, o a tener que cambiar su política fiscal, manu militari. España tiene un plazo muy amplio para compensar pérdidas, dieciocho años, pero muy probablemente habría que convertirlo en indefinido. Si para compensar 1 euro de pérdidas hay que ganar 4, las entidades financieras tendrían que ganar 4 euros por cada uno que han computado de pérdidas fiscales. Las pérdidas fiscales de los bancos ascendían a 21.000 millones en activos, es decir, esta cantidad dividida por 0,3 en pérdidas reales, esto es, a 70.000 millones de euros.5 Para compensar esta cantidad, hay que tener una base tributable por 280.000 millones, un 28 % del PIB, ya que recordemos que sólo se compensan el 25 % de las pérdidas.6 Esto es simplemente inimaginable. Cuando a cualquier entidad le caduquen las pérdidas, o se deberán cambiar las normas o se perderá dinero.

			Hay otra cuestión más sutil: no va a haber forma de modificar el impuesto de sociedades. Ahora mismo, en España tenemos un impuesto de sociedades que recauda poco, pero que tiene un tipo comparativamente elevado del 30 % que nos dificulta competir internacionalmente. Esto va a ser muy difícil de modificar si se garantizan los famosos activos fiscales diferidos. El coste de bajar el tipo del impuesto de sociedades sería simplemente inasumible, y no precisamente por lo que se dejaría de recaudar. Veamos: si la Banca, de una forma u otra, ha perdido 170.000 millones de euros y los ha anotado en el balance al 30 %, no se puede bajar el tipo del impuesto a un 25 % (la media de la OCDE) por mucho que se eliminen deducciones. Si bajamos el tipo cinco puntos y se ha garantizado por ley pagar estos activos fiscales diferidos, la Banca se anotará pérdidas del 5 % de 170.000 millones, es decir, 8.500 millones de euros que pagará el Estado. ¿Por qué? Porque los impuestos que se iba a ahorrar en el futuro eran 51.000 millones, y al bajar los tipos al 25 % sólo se ahorraría el 25 % de 170.000 millones, que son 42.500 millones, y el resto son pérdidas que pagarían los contribuyentes.7

			Finalmente, se han garantizado unos 30.000 millones de euros, puesto que no se han garantizado las bases imponibles negativas. La razón «oficial» es evitar cualquier riesgo de ayuda del Estado, es decir, que se considere una subvención a un sector concreto. En principio, el impuesto de sociedades se ha modificado para todas las sociedades. Sin embargo, el Estado sólo ha garantizado las pérdidas por morosidad de la Banca no deducibles, es decir, fundamentalmente los saneamientos de los Decretos Guindos I y II. También se han garantizado las aportaciones a planes internos de pensiones, que sólo pueden realizar entidades financieras o aseguradoras, ya que las demás han tenido que traspasar a estas entidades los compromisos por pensiones con sus plantillas. En consecuencia, todas las empresas tienen garantizados estos activos fiscales, pero en la práctica sólo los genera la Banca, con la excepción de los planes internos de las aseguradoras.8

			Como todos los programas de ayuda a la Banca no dejan de ser subvenciones al sector, de forma mucho más clara que esta cuestión de los DTA, creo que lo que se persigue es no perjudicar más la imagen del sector con una garantía de la que sólo se beneficien los bancos. 

			Los bancos, según este Real Decreto-Ley 14/2013, cobrarán del Estado el importe de estos créditos fiscales en tres casos: si hay que liquidarlos, algo que no parece probable; si pasan dieciocho años desde que se generaron los activos fiscales y no se han podido compensar, y, por último, si un banco tiene pérdidas contables, a fin de restablecer su solvencia y que el banco no suspenda los test de estrés. El tercer escenario es el más probable, y seguramente seguiremos pagando durante mucho tiempo a las entidades financieras para restablecer su solvencia. Que estos pagos sirvan para reactivar el flujo de créditos es, por desgracia, mucho menos probable.

			En cuanto al coste en una eventual reforma fiscal, cualquier recorte del tipo nominal del impuesto de sociedades sólo costará un 60 % de lo que se ha explicado anteriormente, es decir, unos 1.000 millones de euros por cada rebaja de un punto. Una rebaja del tipo del impuesto originaría una disminución de los activos fiscales diferidos de los bancos que, a su vez, supondría pérdidas en sus cuentas, que el Estado abonaría mediante una devolución fiscal. Si esto no se hace así, las entidades tendrían déficit de capital.

			Esta cuestión de los DTA no tiene mucha gracia, pero considero preferible saber cuánto dinero está inyectando el Estado en el sistema financiero y no seguir asumiendo obligaciones «contingentes», como riesgos de pérdidas en el SAREB o planes de protección de activos. Por otra parte, creo que el sistema financiero ha condicionado demasiadas cosas, y que la única forma de que lo haga en menor medida es la transparencia para que el contribuyente conozca los gastos y los riesgos futuros. Esta cuestión de los activos fiscales diferidos, con su enorme importancia, es cualquier cosa menos transparente.

			En fin, creo que la única solución a todo esto es el crecimiento. Si no hay una mínima reactivación de la demanda interna, las pérdidas esperadas de la Banca acabarán por materializarse o incluso se incrementarán, lo cual puede ser muy complicado de soportar, tanto para las entidades como, incluso, para un Estado que el año que viene va a tener una deuda pública de casi el 100 % del PIB. La solución real sólo puede pasar por el restablecimiento de la solvencia, que es extremadamente dependiente de la economía general. 

			 

			 

			LOS NUEVOS «IMPUESTOS» AL SISTEMA FINANCIERO

			 

			Con la idea de recuperar el dinero que le ha costado al contribuyente el saneamiento —de momento a medias— del sistema financiero, hay algunas propuestas de impuestos de nuevo cuño.

			La primera de ellas es la supresión de la exención de las entidades financieras en el IVA. Eso supondría que estas entidades dejarían de facto de ser una especie de consumidores finales, y podrían deducirse el IVA que soportan. Esta medida incrementaría los intereses que se cobran en el porcentaje de IVA. Por ejemplo, un tipo del 10 % de interés se convertiría en un 12,1 % (con un 21 % de IVA). Un recibo de hipoteca de 1.000 euros, con 800 de intereses y 200 de amortización, se convertiría en un recibo de 1.168 euros, 800 por 1,21 más 200. Si el préstamo es a una empresa, la empresa se lo deduciría y el sistema sería neutro. Sin embargo, todos los españoles que pagan una hipoteca o un crédito al consumo verían incrementarse sus pagos al banco hasta en un 21 %. Esto no sólo equivale a una política monetaria muy restrictiva en situación crítica, sino también a comprar muchos números de lotería en el sorteo de una explosión social. Eso sí, se incrementaría la recaudación del IVA, y si las entidades de crédito consiguiesen que con este incremento no se les disparase la mora (la demora en el pago) o incluso los impagos, lo que es discutible, también saldrían ganando al deducirse un IVA que ahora es un coste para ellas. Éste es el modelo de impuestos que patrocina la Banca.

			Hay una versión absurda de este modelo: dejar que los empresarios soporten el IVA, pero no permitírselo a los consumidores. Nadie saldría perdiendo y la Banca podría deducirse una parte del IVA que ahora no se deduce. Claro que eso no es cobrar más impuestos al sistema financiero, sino, obviamente, menos.

			La segunda propuesta es el impuesto sobre las transacciones financieras. Esto sería una pequeña o, incluso, pequeñísima tasa que se aplicaría, en principio, a cualquier movimiento financiero. Sus partidarios defienden que permitiría obtener una gran recaudación porque se realizan millones de estas operaciones todos los días en los mercados financieros. La cuestión es muy compleja, pero no parece viable en la práctica. Muchos países y las principales plazas financieras estarían fuera, como Nueva York, Tokio o Londres.9 Por otra parte, la huida de operaciones hacia la Banca en la sombra me parece un riesgo importante, no sólo para la eventual recaudación sino, sobre todo, por la pérdida del indudablemente escaso control existente sobre los mercados financieros. 

			Por otra parte, cuando se estudia detalladamente la estructura de los mercados financieros, se llega a la conclusión de que hay múltiples intermediarios en cada operación, y múltiples operaciones en sentido opuesto en poco tiempo. Los sistemas actuales de la denominada «tasa Tobin» proponen, porque consideran que no hay otra forma, un impuesto en cascada. Aquí habría que volver a recordar a Adam Smith, como explicábamos en el capítulo 9, en su comentario sobre la alcabala castellana: «En la nación en que funciona un impuesto de esta clase no es posible producir nada para venderlo en el mercado». Sinceramente, creo que los mercados financieros necesitan mucha más regulación, y sobre todo mejor, pero que en el estado actual de las cosas, la tasa Tobin no es una opción viable y traería muchos más inconvenientes que ventajas. En estos momentos, algunos países de la Unión Europea lo estudian en el marco de la cooperación reforzada, porque la mayoría se han descolgado del proyecto.

			En tercer lugar, se propone un impuesto sobre los depósitos bancarios. Este esquema tiene mucho sentido si el «impuesto» se destina a crear un fondo de garantía de depósitos. En este sentido, ya existía en España, y es una especie de razonable prima de seguros que garantiza que existan fondos con los que el Estado pueda afrontar la crisis de una entidad financiera, sin que los pequeños depositantes asuman riesgos. Sin embargo, si la crisis tiene una magnitud como la que hemos explicado, todo esto es insuficiente. En cuanto a la idea de que las diversas CCAA se pongan a establecer impuestos sobre depósitos por su cuenta y riesgo, lo único que hace es entorpecer el movimiento de capitales y hacer que el impuesto alcance niveles significativos. Esto quiere decir que los percibirá el depositante, que acabará sacando el dinero de los bancos, con el consiguiente problema, no sólo de falta de liquidez, sino de incremento de la economía sumergida.

			Por último, la opción más razonable es establecer un tipo impositivo más elevado para los beneficios de la Banca. Evidentemente, con unos activos fiscales diferidos de 51.000 millones de euros no recaudaría mucho (sólo por las limitaciones de compensación de pérdidas); sin embargo, es la única alternativa que no genera unos efectos colaterales imprevisibles y que sólo grava lo que pretende gravar: beneficios bancarios. Por otra parte, tiene la ventaja de que permitiría reducir el tipo del impuesto a las demás empresas, sin que la factura (en su caso, de los activos fiscales diferidos) lo hiciese muy costoso. A los bancos, incluso a los garantizados por el Estado, no habría que pagarles nada, porque sus ahorros de impuestos futuros no disminuirían, ya que para ellos la rebaja se compensaría con un impuesto adicional. Asimismo, este tipo incrementado compensaría no sólo el riesgo sistémico de su actividad, sino también el privilegio que supone que se puedan deducir sin límite los gastos financieros en el impuesto de sociedades. Como contamos más detalladamente en el capítulo 23, ya hay alguna propuesta también en este sentido. En concreto, el profesor y diputado de UPyD Álvaro Anchuelo ha propuesto un recargo del 3 % en el impuesto de sociedades para las entidades financieras.10

			Para concluir, el sistema financiero es una parte indispensable de cualquier economía moderna. Al igual que los impuestos son un precio que pagamos por la civilización, cuando un sistema financiero colapsa, el coste de su reconstrucción acaba formando, desgraciadamente, parte de ese precio; el público termina por asumir pérdidas. La herida en el sistema financiero ha sido mucho más profunda de lo que se dice y de lo que nos gustaría. Este hecho condiciona no sólo el gasto público, por el importe de los rescates, sino toda la política fiscal. Para volver a una tasa de crecimiento aceptable y que permita reducir el paro, es necesario el crédito, y éste sólo regresará si las entidades vuelven a ser solventes. Creo que el saneamiento no ha concluido, pero que sólo será aceptable socialmente si se depuran las responsabilidades, que las hay y muchas. Tristemente, no estamos en una fase en que podamos esperar que el sistema financiero pague más impuestos; me conformaría, al menos, con que no hubiese más facturas ni a inversores ni a contribuyentes por agujeros de la Banca.

			Una vez concluidas las cuestiones del fraude y los impuestos, precisamente por donde se desencadenó la crisis, que fue el sistema financiero, vamos a ver a continuación dos instrumentos esenciales de control y castigo: el delito fiscal y, posteriormente, la Administración Tributaria.
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			El delito fiscal como instrumento 
antifraude

			 

			 

			El delito contra la Hacienda Pública es un elemento de cierre del sistema fiscal. Cuando un ciudadano no quiere pagar sus impuestos, intentando engañar al Estado para no pagar, la máxima respuesta del Estado es, o debería ser, la contenida en el Código Penal. De hecho, esta norma, el Código Penal, al ser la máxima respuesta posible del Estado de Derecho, es también el negativo de la Constitución y de los valores contenidos en ella. En el terreno fiscal, el delito contra la Hacienda Pública es el negativo del deber de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas, establecido en el artículo 31 de la Constitución, y que se ha comentado anteriormente.

			La distinción entre un delito y una infracción puramente tributaria, que se castiga con una multa, es muy sencilla en teoría, y a menudo muy compleja en la práctica. Son delito aquellas infracciones que se realizan dolosamente, es decir, a propio intento, y que suponen dejar de ingresar más de 120.000 euros por concepto (por ejemplo, IVA o impuesto de sociedades) y ejercicio (año).

			Muy habitualmente, el análisis del negativo de una fotografía da mucha más información que el análisis de la fotografía en sí. Aquí, el análisis del funcionamiento real del delito fiscal como uno de los principales instrumentos antifraude, y como la última respuesta posible en un Estado de Derecho al fraude fiscal, nos puede dar una idea de cómo funciona realmente el sistema fiscal. Después de haber analizado en los capítulos 9 a 18 muchos fraudes en impuestos y sectores, probablemente sea el momento de ver las respuestas al fraude. En el presente capítulo analizaremos el delito fiscal, y en el siguiente la Administración Tributaria; dejaremos para el capítulo 21 una respuesta sui géneris al fraude fiscal: la amnistía fiscal.

			Para obtener las respuestas correctas, lo primero es formular las preguntas correctas. Yo tuve la suerte de que, en un programa de televisión, una analista (o tertuliana, como prefieran denominarla), Victoria Lafora, me hiciese una de esas preguntas: ¿por qué en todos los casos de corrupción los imputados sólo admiten haber cometido delito fiscal? ¿Por qué manifiestan que su único problema es no estar al día con Hacienda? ¿Es ésa una cuestión menor para los jueces y para la sociedad? Mi respuesta —entonces era portavoz de los inspectores de Hacienda— fue que eso se debía al excelente trabajo de mis compañeros y de otros profesionales en los tribunales, ya que el delito contra la Hacienda Pública es muy complicado de probar. Los imputados a veces sólo admiten aquello que ya es imposible que ganen. Es posible que en algunos casos sea así, y, por poner un caso fuera de la Hacienda española, al gángster Al Capone se le condenó no por cualquier otro crimen, sino por delito fiscal. De hecho, su perseguidor, el legendario e «intocable» Elliott Ness, era un inspector del IRS (Internal Revenue Service, la Agencia Tributaria estadounidense) y no un policía.

			No obstante, también es una evidencia que el delito fiscal tiene un menor reproche social que otras conductas delictivas. De hecho, como ya comentábamos en la página 46 (capítulo 3), un porcentaje muy elevado de españoles justificaban abiertamente el fraude fiscal al comienzo de la crisis. Esta justificación, o por lo menos su manifestación expresa, se ha ido reduciendo en los últimos tiempos, de acuerdo con los estudios de opinión (del CIS, por ejemplo), pero sigue siendo muy importante. Esto condiciona y dificulta la respuesta penal. Los gobiernos que proponen, los legisladores que redactan leyes y los jueces que las aplican no viven en una burbuja aislados del mundo. En consecuencia, las condenas más usuales por delito fiscal suelen ser de entre uno y dos años de cárcel, lo que ordinariamente no conduce a la entrada en prisión, por la institución de la remisión condicional de la pena.1

			Relacionado con lo expuesto, recordemos que el delito fiscal es el único de nuestro sistema penal en el que no se llega ni a los Tribunales de Justicia si el contribuyente defraudador se arrepiente y paga con intereses, así como un recargo que puede llegar como máximo al 20 % antes de que la Administración Tributaria le cite o se dirija contra él la acción penal. Esto, como veremos en el capítulo 21, dedicado a la amnistía fiscal, tiene sus ventajas y sus inconvenientes.

			Ya se ha comentado aquí el caso particular de un jugador de fútbol aclamado, y parece que espontáneamente, cuando iba a declarar en calidad de imputado por delito fiscal. No es lo más usual: a otros imputados por este delito, como políticos o empresarios, no se los recibe con aclamaciones sino con pitos o insultos. Sin embargo, cuesta imaginar en otros delitos, como la estafa o el robo, que se aclame a nadie a la puerta de los juzgados al ir a declarar (salvo que haya sido preparado).

			Sobre esta cuestión no hay datos recientes. Los últimos disponibles los dio en 2010 el director de la Agencia Tributaria y se podían resumir en dos: había unos cien españoles en prisión por delito fiscal, y había pendientes de recaudación unos 6.000 millones de euros en los Tribunales Penales. Con bastante probabilidad, el número de personas en prisión no habrá variado mucho y el importe pendiente en los Tribunales Penales habrá aumentado. La razón de que el importe aumente es sencilla: la Agencia Tributaria suele enviar de media unos ochocientos asuntos al año a los Tribunales; salen firme muchos menos, unos doscientos. Lógicamente, cada año hay más atasco. Hasta que no hay sentencia firme, no se puede intentar recaudar lo que, presuntamente, se ha defraudado.

			Ambas cuestiones indican un fracaso del sistema. En primer término, un delito fiscal sólo tiene sentido si hay una amenaza de cárcel, sino es preferible imponer una multa más elevada. Muchas de las cerca de cien personas que cumplían condena de forma efectiva eran multidelincuentes, condenados por varios delitos. Esto significaba, para cualquiera que quisiera verlo, que la amenaza de prisión no era efectiva, y teóricamente al menos, estábamos hablando de los peores defraudadores fiscales. La reciente reforma del Código Penal en 2012 establece una atenuante específica para el delito fiscal: si en el plazo de dos meses el acusado por delito fiscal reconoce los hechos y paga, su pena «puede» reducirse entre uno y dos grados. En la práctica, como este acuerdo sólo se alcanzará previa conformidad con la acusación, la atenuante será, en casi todos los casos, de dos grados. Esto disminuye la amenaza de prisión, siempre que se tenga dinero para hacer frente a la responsabilidad derivada del delito y a la sanción. Se ha optado por intentar recaudar, pero la disuasión del instrumento, el miedo que debe «guardar la viña», ha quedado seriamente debilitado.

			Por comparar, si uno entra en la web del IRS, la Hacienda estadounidense, rápidamente descubre que sólo en el último año fiscal 2.812 personas fueron condenadas a prisión en Estados Unidos por fraude fiscal (federal, es decir, impuestos federales que controla el IRS).2 Además del porcentaje de condenas, que no está muy alejado del existente en España,3 lo que sorprende es que de las 3.311 sentencias condenatorias, 2.812 llevasen aparejadas penas de prisión. Asimismo, la condena media es de 44 meses, más de tres años y medio. Si el lector todavía no ha decidido dónde tiene peores consecuencias, en la práctica, cometer un delito fiscal, la nota en esa misma página web de que algunas condenas corresponden a delitos denunciados por el IRS el año anterior, quizá despeje alguna duda; la rapidez de la condena es muy superior.4 Cuando se habla de los bajos impuestos existentes en Estados Unidos, a mucha gente se le olvida comentar que eso es posible por la seriedad del sistema cuando no se paga.

			Además de enfrentarse a una pena mayor, la otra cuestión que disuade es la seguridad y la rapidez en la pena. Si a pesar de haber graves condenas éstas son aleatorias, es decir, a veces se imponen y a veces no, y tardan mucho tiempo en imponerse, entonces la pena pierde muchísima efectividad. Ésta es una de las grandes críticas, por ejemplo, del marqués de Beccaría a la justicia del Antiguo Régimen. En la España de 2013 tenemos, al menos sobre el papel, unas penas disuasorias que pueden llegar a seis años en los tipos agravados y a cinco en los demás. Sin embargo, en pocos casos hay condenas que impliquen la entrada en prisión. Pero, sobre todo, el tiempo que tarda en imponerse definitivamente la pena hace que en muchos casos no sólo la pena, sino todo lo demás, haya perdido su sentido.

			No le voy a descubrir al lector español el problema de la lentitud de la justicia, pero en este ámbito el atasco es realmente espectacular. Un ejemplo puede ser aclaratorio. Hace algo más de un año, en 2012, recibí una notificación para comparecer en juicio como perito. Se correspondía con un caso que había enviado a delito en 2003, ocho años y medio antes. Por supuesto, tuve que volver a mirar toda la documentación disponible, porque ya no me acordaba. Como establecía la ley, la cuota presuntamente defraudada por delito no se había cobrado. Ahora la empresa estaba en concurso. Por otra parte, desde luego, que una instrucción penal se prolongue durante más de ocho años es, per se, un suplicio. En fin, con una duración de más de ocho años hasta el juicio (luego hay segunda instancia), al acusado le iban a tener que aplicar una atenuante por dilaciones indebidas; con seguridad, no iba a haber entrada en prisión. 

			Como anécdota, el juicio se suspendió tres veces, con lo que tuve que ir en cuatro ocasiones a declarar. Afortunadamente, lo pude hacer por videoconferencia, porque ocho años después ya no vivía en la misma ciudad. En resumen, una década por los juzgados con el resultado de imponer unas penas que ya no serían efectivas y con una recaudación más que dudosa. Como reza el aforismo romano: «Tempus irreparabile fugit» («El tiempo pasa irreparablemente»). 

			No le voy a decir al lector que casi nueve años es el tiempo medio para instruir un delito fiscal, pero tampoco tengo el récord mundial, ni mucho menos. Varios inspectores y técnicos que conozco han sido citados a temas que se enviaron a delito hace una década. Como explicaba en un congreso de la Organización de Inspectores el entonces presidente de la Audiencia Provincial de Sevilla y posteriormente vocal del Consejo General del Poder Judicial, Miguel Carmona, las cuestiones fiscales son de las más complejas, áridas y desconocidas a las que se tienen que enfrentar los jueces. Además, los acusados disponen de medios económicos, y sus abogados saben que el tiempo corre a su favor; las dilaciones sólo les pueden favorecer en todos los sentidos. En consecuencia, estos pleitos tienen mucha más demora que la inmensa mayoría.

			Casos como éstos retratan un instrumento que no funciona. Aun así, habría que insistir en la guinda del pastel: la paralización de la acción de cobro durante muchísimos años. Si usted no declara correctamente (es un ejemplo ficticio, seguro que declara correctamente), se le realiza una liquidación provisional de gestión (una paralela) por un importe de 1.000 euros y decide no pagar, ni solicita aplazamiento, ni avala, en pocos meses tendrá su cuenta embargada. Sin embargo, en el caso de los delitos fiscales, desde que se inicia una inspección hasta que después de una sentencia firme se empieza a ejecutar la multa, puede pasar una década. De hecho, en la Inspección conocemos algún caso de que un contribuyente, después de unas actas, alegase al inspector jefe que había realizado la defraudación dolosamente5 y que se le enviase a delito. El contribuyente no era imbécil ni se había vuelto loco, simplemente pretendía evitar y dilatar la acción de cobro, los embargos sobre su patrimonio.

			Aunque hay sectores doctrinales y jurisprudenciales que defienden que Hacienda no cobre nada en los temas penales hasta que el delito sea declarado en sentencia firme, el Código Penal ya establece que Hacienda pueda cobrar el importe de las liquidaciones que se envían a delito. Sin embargo, no se ha modificado todavía la Ley General Tributaria, lo cual es una condición indispensable para que esta modificación sea efectiva. Personalmente creo que, si una instrucción penal durase seis meses, la cuestión no sería relevante y se podría optar por una postura garantista. En cambio, dada la duración real de los procesos penales, la imposibilidad de la Hacienda Pública de empezar a cobrar hasta que pasen muchos años es una ventaja inadmisible para los delincuentes fiscales, que lógicamente pagamos los demás, que sí tenemos que cumplir puntualmente nuestras obligaciones fiscales.

			Con independencia de los imprescindibles y necesarios cambios para el futuro, en estos momentos hay una bolsa de miles de millones de euros pendientes de cobro en los Tribunales Penales. Sólo las cuotas denunciadas ascendían en 2010 a más de 6.000 millones de euros, y ahora la cuantía seguramente será superior; además, están pendientes de liquidar los intereses y las sanciones (para los que sean declarados culpables). Un plan de choque con especialización de jueces y fiscales en materia de delitos económicos sería una opción muy interesante. En primer lugar, aunque habría que dedicar más medios a modernizar y organizar la justicia, probablemente el plan se autofinanciaría con los importes que se pudiesen cobrar de los presuntos delincuentes. Segundo, mandaría un mensaje fundamental a una ciudadanía a la que se le han subido los impuestos, y es que a los primeros que hay que intentar cobrar es a los defraudadores fiscales más graves, antes, o por lo menos a la vez, que se suben los impuestos a los demás ciudadanos. En tercer lugar, y más importante, si la acción penal fuese realmente efectiva, habría contribuyentes que ante la amenaza penal no defraudarían, o como mínimo defraudarían menos.

			Creo que la institución del delito fiscal, presente en casi todos los países democráticos, es un elemento de cierre imprescindible del sistema fiscal. Sin embargo, esta institución no tiene como misión recaudar directamente, sino disuadir de los incumplimientos más graves de las leyes fiscales. Como todo elemento penal, es un bisturí de precisión, no un arma masiva. En consecuencia, sólo se debería aplicar a pocas conductas especialmente graves y reprobables. En estos momentos, en España hay problemas con la delimitación respecto a infracciones tributarias, abusos o fraudes, por un importe superior a 120.000 euros, que en otros países (por cierto, más duros y efectivos, como Estados Unidos) no constituyen delito. Más allá de estos problemas técnicos, es evidente que en España el delito fiscal no disuade de forma efectiva de muchas conductas reprobables. Probablemente sea necesario decidirse entre intentar recaudar directamente, dando oportunidades de pago a los presuntos delincuentes para que no entren en prisión, como ha preferido el Gobierno del PP, o que el delito tenga una función de verdad disuasoria.

			Por encima de todo, incluso de la evidente falta de medios de la justicia, los problemas en el delito fiscal son un reflejo de los problemas en el sistema fiscal; muchos españoles no consideran la defraudación fiscal, incluso la más grave, una conducta suficientemente reprobable como para que merezca prisión efectiva. Es un reflejo de la falta de conciencia fiscal, pero hunde sus raíces en una cultura de generalizado incumplimiento de las leyes fiscales, de escándalos en la gestión del dinero público y de oír hablar continuamente en los medios de comunicación de sobres de dinero negro. Esta conciencia había empezado a cambiar, pero la amnistía fiscal, que perdonó a muchos delincuentes (por lo menos fiscales) su delito con una sustancial rebaja de lo que deberían haber pagado, fue un paso atrás en la pedagogía social. Esta pedagogía es imprescindible para que este elemento de cierre fundamental del sistema fiscal, el delito fiscal, sea efectivo. 

			Antes de comentar la amnistía fiscal, y para completar una visión de los medios de control, en el siguiente capítulo echaremos un vistazo a los guardianes del sistema: la Administración Tributaria.
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			Los guardianes del sistema: 
la Administración Tributaria

			 

			 

			LA AGENCIA TRIBUTARIA 

		    EN UN ESTADO DESCENTRALIZADO

			 

			Un sistema fiscal vale en la medida en que lo hace la Administración Tributaria encargada de gestionarlo. Esta afirmación es una evidencia porque si la Administración Tributaria no funciona, el fraude se dispara y el sistema fiscal no sólo se vuelve más injusto, sino que simplemente deja de recaudar. Sin embargo, es bastante habitual que los gobiernos, por lo menos en España, presten mucha más atención al diseño teórico de los impuestos que a garantizar su aplicación práctica.

			Con independencia de lo anterior, el modelo de Estado influye en la Administración Tributaria. En España, como explicábamos en el capítulo 2, hay muchos entes distintos que exigen impuestos. Aun así, los principales impuestos tienen un control centralizado en manos de una única organización: la Agencia Tributaria. Esto tiene varias excepciones. En primer lugar, la más obvia son los sistemas forales de concierto y convenio con el País Vasco y Navarra. En el País Vasco, además, hay una administración fiscal distinta en cada «territorio histórico» (o provincia), lo cual crea problemas de coordinación, eficiencia y eficacia; si, como hemos explicado en otros capítulos, controlar la fiscalidad de una multinacional es complicadísimo para grandes Estados, hacerlo desde la Administración Tributaria de una provincia lo es aún más. 

			En cualquier caso, simplemente señalar aquí que, si bien hay muchas voces (entre las que me incluyo) que consideran que la descentralización del Estado ha llevado a un aumento del gasto, la realidad es que descentralizar en el ámbito de los ingresos de los grandes impuestos también tiene su coste. Este coste de eficiencia y funcionamiento no lo perciben los habitantes de los territorios forales, porque el resultado de su singular sistema de financiación les resulta sumamente favorable.1 Sin embargo, que los beneficiarios de un sistema no lo perciban no significa que el coste no exista.

			Por otra parte, la Administración Tributaria de las CCAA, directamente o a través de convenios con los registradores de la propiedad, gestionan algunos impuestos cedidos, como el impuesto de sucesiones, transmisiones patrimoniales o tasas sobre el juego. En la medida en que los diversos impuestos recaigan sobre factores inmóviles, como los inmuebles, valga la redundancia, son más fáciles de gestionar por las Administraciones Territoriales. Esto es particularmente cierto en el caso, por ejemplo, del impuesto de bienes inmuebles que gestionan los ayuntamientos. Sin embargo, en toda esta cuestión, denominada «federalismo fiscal», hay una enorme tensión. Las Administraciones deberían ser corresponsables de sus ingresos, de tal forma que, si quieren gastar más, sean responsables de exigir impuestos adicionales a sus ciudadanos. No obstante, la única gestión eficiente (es decir, con poco coste), y a veces hasta posible, de los grandes impuestos es la centralizada. 

			Por ejemplo, no se puede exigir a una gran empresa que presente diecisiete declaraciones distintas de retenciones. Tampoco se puede exigir a un ciudadano que haya trabajado en tres CCAA que realice tres declaraciones de la renta. Ya hemos hablado anteriormente de los problemas de control del impuesto sobre el beneficio de las grandes sociedades. Los impuestos indirectos son todavía más problemáticos. En el capítulo 9 (página 98) hemos expuesto los gravísimos problemas que genera la falta de unión fiscal en Europa en la gestión del IVA. Si esta fragmentación se produce a nivel de CCAA, la pérdida recaudatoria puede ser brutal. Cuando se habla de fragmentar la Agencia Tributaria, a menudo no se tienen en cuenta los costes, no sólo los directos sino especialmente los indirectos, que acarrearía.

			 

			 

			LA AGENCIA TRIBUTARIA. «NUNCA TANTOS 

		    DEBIERON TANTO A TAN POCOS.»2

			 

			La Agencia Tributaria del Estado es una organización comparativamente pequeña, muy pequeña, en comparación con la de otros Estados. Además, realiza otras funciones de carácter extrafiscal, básicamente en el ámbito aduanero, como los servicios de vigilancia aduanera o la colaboración con la justicia. Pese a la caída recaudatoria de los últimos años, el coste en administración fiscal por cada 100 euros recaudados sigue siendo de los más bajos de la OCDE. Antes de entrar en el análisis de los datos, vamos a explicar cómo es posible que en España se gaste menos, muchísimo menos, que en los demás países en administración fiscal, que se empleen menos recursos humanos y que el sistema no se haya derrumbado.

			Hay dos claves fundamentales en esta cuestión. La primera, el desplazamiento de obligaciones formales hacia las empresas. Un ciudadano no suele relacionarse a menudo con la Agencia Tributaria. Si es empleado por cuenta ajena, muy probablemente su única relación consistirá en modificar o confirmar el borrador del IRPF. Esto puede hacerse incluso por internet, o también mediante un mensaje de móvil, sin pisar ninguna oficina de la Agencia Tributaria, y sin molestarse en tener que confeccionar una declaración ni recordar sus ingresos. Esta información está disponible porque ha sido procesada por los ordenadores de la Agencia Tributaria. Sin embargo, un ordenador sólo proporciona la información que previamente se ha introducido en él.

			Esta información procede de lo que se denomina «censo de empresarios, profesionales y retenedores», es decir, de las empresas, grandes, medianas y pequeñas. Las empresas tienen la obligación de realizar múltiples declaraciones informativas a la Agencia Tributaria. Con esta información se realizan tanto los borradores como el control fiscal. La comodidad de muchos ciudadanos en sus relaciones con el Fisco, así como una menor inversión en medios de la Agencia Tributaria, se basan en que las empresas proporcionen información, casi siempre por internet o en soporte electrónico. Esto, por supuesto, no es gratis para las empresas, y en buena medida es inevitable. No obstante, si se quisiesen reducir los costes indirectos de la gestión tributaria para las empresas, habría que incrementar los medios en la Administración Tributaria; no hay otra. Por otra parte, si se fragmentase la Agencia Tributaria, no sólo habría un problema con la unidad de mercado, al variar la aplicación de los impuestos en distintos territorios, sino también un incremento de los costes indirectos o de cumplimiento de las empresas.

			La otra cuestión clave es la informatización de la Agencia Tributaria, muy superior a las administraciones tributarias de otros Estados. Esto tiene, en primer lugar, una explicación temporal. Del mismo modo que el sistema fiscal español procede de la Transición y es muy joven, lo que explica algunos de sus problemas, la Agencia Tributaria lo es aún más. La Administración Tributaria española se empezó a configurar a mediados de los años ochenta, y propiamente la Agencia Tributaria se estableció en 1991. Esto hizo que se apostase por la informatización desde el principio. A veces, no tener tradición es una ventaja. Además, esta informatización se hizo de forma centralizada con un solo sistema, a diferencia, por ejemplo, de la justicia, donde hay diversos sistemas incompatibles entre sí.

			Ahora bien, esta forma de organización fue posible porque España tenía una ventaja comparativa muy importante frente a otros países: el número del documento nacional de identidad (que es también, añadiendo una letra de control, el número de identificación fiscal). Este número permite agrupar y clasificar toda la información de un contribuyente que se puede identificar biunívocamente con un número; traduciendo: el número corresponde a la persona, y la persona, al número.3 Esto facilita de forma drástica la captación y el análisis de la información, que es el elemento clave de la gestión de cualquier sistema fiscal, incluso más que el dinero.

			En muchos países está prohibido que los ciudadanos tengan la obligación de obtener un número de identificación. La razón es fundamentalmente cultural, o más bien religiosa, y se encuentra en el libro número 64 del canon, en el último libro de la Biblia, el Apocalipsis de san Juan:

			 

			(13:11) Después vi otra bestia que subía de la tierra; y tenía dos cuernos semejantes a los de un cordero, pero hablaba como dragón. 

			(13:12) Y ejerce toda la autoridad de la primera bestia en presencia de ella, y hace que la tierra y los moradores de ella adoren a la primera bestia, cuya herida mortal fue sanada. 

			(13:13) También hace grandes señales, de tal manera que aun hace descender fuego del cielo a la tierra delante de los hombres. 

			(13:14) Y engaña a los moradores de la tierra con las señales que se le ha permitido hacer en presencia de la bestia, mandando a los moradores de la tierra que le hagan imagen a la bestia que tiene la herida de espada, y vivió. 

			(13:15) Y se le permitió infundir aliento a la imagen de la bestia, para que la imagen hablase e hiciese matar a todo el que no la adorase. 

			(13:16) Y hacía que a todos, pequeños y grandes, ricos y pobres, libres y esclavos, se les pusiese una marca en la mano derecha, o en la frente; 

			(13:17) y que ninguno pudiese comprar ni vender, sino el que tuviese la marca o el nombre de la bestia, o el número de su nombre. 

			(13:18) Aquí hay sabiduría. El que tiene entendimiento, cuente el número de la bestia, pues es número de hombre. Y su número es seiscientos sesenta y seis.

			 

			Como la Bestia, el ayudante del Diablo, impuso la obligación de que nadie pudiese comprar o vender si no tenía la marca o el número de su nombre, en muchos países protestantes, donde hay más tradición de libre interpretación de las Sagradas Escrituras, no se admite que se condicione comprar o vender a tener «el número de su nombre».

			Más allá de interpretaciones sobre el número 666, la realidad es que el censo era visto en la Antigüedad como un elemento de dominación. Por ejemplo, los romanos obligaban a censarse a los habitantes de las provincias sometidas. En épocas más modernas, la utilización de censos, máquinas clasificadoras y números fue lo que permitió el genocidio nazi, lo cual explica la mala prensa de los números obligatorios de identificación en muchos países. Sin embargo, creo que el problema no está en los números, sino en para qué se utilizan. De hecho, toda la moderna tecnología está basada en la asignación obligatoria de códigos, desde las páginas web de internet hasta los números de teléfono o los de las tarjetas de crédito. Dicho de otra forma, el problema no son los números obligatorios, sino que los usase la «bestia».

			En este sentido, la ventaja comparativa de la Agencia Tributaria es «bestial». Cualquier inspector o técnico de la Administración Tributaria, o incluso otros profesionales, conoce los problemas de solicitar información a otros países y tener que identificar a una persona por nombre, apellidos (habitualmente sólo uno) y fecha de nacimiento; a menudo hay múltiples candidatos, información duplicada, que se ha perdido...

			En efecto, la informatización es una ventaja comparativa importante, pero no olvidemos que los ordenadores sólo proporcionan información introducida previamente en ellos. En general, la información procede del censo de las empresas. El riesgo de un sistema tan avanzado y moderno es evidente: aquellos contribuyentes que se salen completamente del sistema y sobre los que no hay información. A éstos hay que ir a buscarlos, y para eso siempre hacen falta medios humanos. Por otra parte, el control fiscal de impuestos complejos exige también personal expresamente dedicado. Por ejemplo, revisar contabilidades para el impuesto de sociedades no se puede hacer por ordenador (aunque la informática ayuda), sino que es necesario un especialista revisándolo.

			En este punto, la inmensa ventaja de la informatización se puede volver un inconveniente. Se está tan acostumbrado al control extensivo y masivo, que no se dedican suficientes medios a un control intensivo que se vuelve más necesario. Esto es lo que desgraciadamente ha venido ocurriendo en España en los últimos años.

			España dedica menos medios que los demás países a la lucha contra el fraude, y, además, estos medios se han ido reduciendo a medida que avanzaba la crisis, disminuía la recaudación, se reducían las bases imponibles de los impuestos y aumentaba el fraude. Ésta no es una afirmación gratuita; tristemente, es la realidad que muestran los datos.4

			En la tabla 2, reproduzco algunos datos obtenidos de la OCDE, relativos a la inversión en Administración Fiscal de países comparables: Francia, Italia, Alemania, Países Bajos y el Reino Unido.

			 

			TABLA 2. Costes administrativos totales de la Administración Fiscal (en millones de euros)
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						  4.463 €

					  
							
						  4.468 €

					  
							
						  4.513 €

					  
				  

					
							
						  Alemania

						
							
						  6.817 €

					  
	
						  6.914 €

						
					  	
						  6.973 €

					  
	
						  7.279 €

						
	
						  7.360 €

						
				  

					
	
						  Italia

						
	
						  4.573 €
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      En esta primera tabla se comparan los gastos administrativos totales de las Agencias Tributarias de estos países. Todos los datos están en euros, salvo los del Reino Unido, que están en libras esterlinas. Además, hay que tener en cuenta que la Guardia di Finanza italiana tiene menos funciones que una Administración Tributaria estándar. Por otra parte, sólo los datos de Países Bajos y España incluyen las aduanas, que en los demás países gestiona una agencia distinta.5

			Como se puede observar, por cada euro que España dedica a la Administración Fiscal y a la lucha contra el fraude, Alemania dedica 5 y Francia, 3,5. Todos los demás países dedican muchos más recursos que España, tanto en términos absolutos como en términos relativos de su economía. Efectivamente, el coste de la Administración Fiscal en España es el más bajo, con sólo 86 céntimos por cada 100 euros que recauda la Agencia Tributaria. Esta ratio ha subido, porque, aunque cada vez se gasta menos en la Agencia Tributaria, también estamos recaudando menos; habría que ver si esto merece la pena.

			En la tabla 3 se muestran los costes salariales de las Administraciones Tributarias.

			 

			TABLA 3. Costes salariales totales (en millones de euros)
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							Francia

						
	
							3.571 €

						
	
							3.633 €

						
	
							3.619 €

						
	
							3.640 €

						
	
							3.645 €

						
					

					
	
							Alemania

						
	
							5.676 €

						
	
							5.787 €

						
	
							5.740 €

						
	
							5.917 €

						
	
							6.006 €

						
					

					
	
							Italia

						
	
							3.178 €

						
	
							1.712 €

						
	
							1.756 €

						
	
							1.286 €

						
	
							1.261 €

						
					

					
	
							Países Bajos

						
	
							1.431 €

						
	
							1.359 €

						
	
							1.403 €

						
	
							1.460 € 

						
	
							1.428 €

						
					

					
	
							España

						
	
							   888 €

						
	
							  971 €

						
	
							1.027 €

						
	
							1.011 € 

						
	
							1.001 €

						
					

					
	
							Reino Unido

						
	
							2.923 £

						
	
							2.396 £

						
	
							2.245 £

						
	
							2.140 £ 

						
	
							3.600 £

						
					

				
			

		

	     		 

			 

      Las matizaciones son las mismas que en la tabla anterior. Los comentarios podrían ser literalmente los mismos: gastamos menos que nadie en intentar cobrar los impuestos, y luego nos quejamos de que conseguimos recaudar también menos que nadie.

			En cuanto a los efectivos dedicados a la Administración Tributaria, la situación se expone en la tabla 4.

			 

			TABLA 4. Personal de las Administraciones Tributarias y ratios relacionadas (datos correspondientes a 2011)
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							Francia

						
							
							117.650

						
							
							69.650

						
							
							59,2

						
							
							942

						
							
							409

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							110.515

						
							
							110.515

						
							
							100,0

						
							
							740

						
							
							381

						
					

					
							
							Italia

						
							
							32.619

						
							
							32.619

						
							
							100,0

						
							
							1.849

						
							
							767

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							29.410

						
							
							23.014

						
							
							78,3

						
							
							722

						
							
							381

						
					

					
							
							España

						
							
							27.613

						
							
							23.556

						
							
							85,3

						
							
							1.958

						
							
							976

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							66.466

						
							
							66.466

						
							
							100,0

						
							
							929

						
							
							474

						
					

				
			

		

	     		 

			 

      De nuevo, como manifiesta su propia Administración Tributaria a la OCDE, los datos italianos no son comparables porque no incluyen todas las funciones. Como de costumbre, España es el país con menos funcionarios dedicados a la gestión fiscal y a la lucha contra el fraude de todos los países comparables.

			En 2012, de acuerdo con la memoria de la Agencia Tributaria, el gasto total, por todos los conceptos, ascendió a 1.291,4 millones de euros, un 9 % menos, en términos nominales, que en 2008. Si tenemos en cuenta la inflación, el recorte en estos últimos cuatro años ha sido del 20 % aproximadamente en términos reales. Al finalizar 2012, la plantilla total de la Agencia Tributaria ascendía a 26.962 personas. Tanto el presupuesto como la plantilla se han vuelto a reducir en 2013. Para 2014, la plantilla seguirá reduciéndose, al cubrirse sólo una de cada diez bajas, y el presupuesto aumentará un 1 %, por debajo de la inflación.

			Lo sorprendente es que en este período 2008-2012 no se ha reducido el gasto público, sino que ha aumentado, como veíamos en el capítulo 6, dedicado a los mitos y leyendas de la crisis. Ahora bien, lo que se ha reducido es la inversión en lucha contra el fraude y el gasto en aplicar el sistema fiscal, que es muchísimo más bajo que el de cualquier país de nuestro entorno, tanto en términos absolutos como en porcentaje del PIB. Que en este mismo período, en los años de la crisis, se nos haya derrumbado la recaudación no parece una casualidad. Efectivamente, había una ventaja comparativa frente a otras Administraciones Tributarias en la informatización, pero ya se ha visto que no era la panacea absoluta que permitiese recaudar cada vez más invirtiendo en lucha contra el fraude cada vez menos, especialmente en una situación de gravísima crisis fiscal.

			En efecto, el modelo de Administración Tributaria pequeña, centralizada y altamente informatizada parecía funcionar relativamente bien antes de la crisis. No creo que el problema recaudatorio esté en el modelo de Agencia Tributaria, pero sí en los recursos destinados para su funcionamiento. Una dotación de mayores recursos permitiría una recaudación superior a corto plazo que haría que esta inversión muy probablemente se autofinanciase. Además, a medio y largo plazo, los ciudadanos y las empresas declararían mejor, y se podría reducir la carga fiscal indirecta de suministro de información que se impone a las empresas. Como en muchos otros ámbitos, no se pueden ni se deben esperar resultados milagrosos a cortísimo plazo; incrementar los medios y la capacitación de una Administración de por sí eficiente lleva tiempo, pero, a la vista de los datos, revertir la tendencia de invertir cada vez menos en control fiscal, mientras la conciencia fiscal se derrumba, parece no sólo imprescindible, sino también urgente. 

			 

			 

			¿CRISIS EN LA AGENCIA TRIBUTARIA? 

		  «POLITIZACIÓN E INDEPENDENCIA»

			 

			Como señalaba al comenzar el libro, no se puede hablar honestamente de impuestos sin hablar, de una forma u otra, de política. Sin embargo, esta afirmación se refiere a la elaboración de las leyes fiscales, no a su aplicación, que es lo que hace la Agencia Tributaria. Si estamos en un Estado de Derecho, las leyes fiscales, como todas las demás, se deben cumplir. Si los ciudadanos considerasen que la Agencia Tributaria no hace cumplir las leyes fiscales por «influencias políticas», claramente nos encontraríamos con el enésimo mazazo a la conciencia fiscal, lo que, por supuesto, afectaría a la recaudación.

			Esto parecía ciencia ficción, pero en diciembre de 2013 las portadas de los periódicos y también los telediarios no paraban de hablar de «injerencias» y «purgas políticas» en la Agencia Tributaria. Una situación que tuvo su origen en las vicisitudes de dos expedientes6 y en la destitución de una inspectora de Hacienda en un puesto de libre designación.

			En el momento de escribir estas líneas no puedo anticipar el resultado de ambos expedientes ni debo especular sobre él. No obstante, sí parece evidente que la crisis en la Agencia Tributaria y, sobre todo, su demoledor efecto en la opinión pública no se han gestionado adecuadamente. Además, esta polémica ha puesto de manifiesto un grave problema estructural en la Agencia Tributaria: el exceso y la discrecionalidad, que a veces puede ser percibida como arbitrariedad, en los puestos de libre designación.

			Recordando brevemente los hechos, una inspectora de Hacienda, jefa adjunta de la Oficina Técnica de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, encargada de resolver recursos, fue destituida de forma fulminante. El máximo jefe de esta delegación, el delegado central, justificó, en una tensa reunión, este cese con motivo de no haber atendido sus indicaciones de paralizar temporalmente la resolución del recurso de una gran empresa, de importe e implicaciones multimillonarias. Posteriormente, el resto del personal de libre designación de esta oficina técnica y el máximo jefe de la Inspección de la Delegación Central (jefe de la Dependencia de Control Tributario y Aduanero) dimitían.

			Más adelante, el director de Inspección de la Agencia Tributaria, Luis Jones, dimitía también, argumentando como razones lo siguiente:

			 

			Las notables diferencias que han surgido con el titular de dicha Dirección General7 en los últimos meses en relación con diversos asuntos que, en mi opinión, constituyen ámbitos esenciales de decisión del Departamento de Inspección, y que se han resuelto en contra de nuestro criterio, son la causa de esta decisión.

			Estas diferencias no han hecho sino agudizarse recientemente, constituyendo su último episodio la imposibilidad de resolver, teniendo en cuenta el criterio del Departamento, la sustitución, tras su renuncia el pasado 11 de noviembre, del Jefe de la Dependencia de Control Tributario y Aduanero de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes en un plazo razonable de tiempo.

			 

			Al día siguiente de esta dimisión, el director general de la Agencia Tributaria destituía a tres delegados especiales y a una directora adjunta en el Departamento de Planificación. Finalmente, el 6 de diciembre el ministro de Hacienda, Cristóbal Montoro, declaraba que los ceses y las dimisiones se debían a que estos directivos «eran socialistas».8

			Efectivamente, si el ministro de Hacienda manifiesta que puede y debe destituir a los funcionarios de Hacienda en función de su ideología, es extremadamente complicado que alguien piense que los impuestos se aplican imparcialmente, y que la ideología o las conveniencias políticas no juegan ningún papel. Con independencia de esta cuestión, evidentemente, el Gobierno dirige la Administración Civil (y Militar), por lo que no parece discutible su derecho a nombrar y relevar al personal directivo de la Agencia Tributaria. Sin embargo, un ejercicio apresurado, poco meditado y en un momento inconveniente de los relevos del personal directivo puede dar lugar a críticas muy agrias en cualquier democracia.

			Por último, con las leyes vigentes, la libre designación conlleva la libre destitución del puesto. Si casi la mitad del colectivo de inspectores, que son unos 1.400, está en puestos de libre designación, donde se resuelven cuestiones puramente técnicas, a veces de importes millonarios, y la facultad de destitución aparece ligada a expedientes concretos, tenemos un cóctel explosivo. Los inspectores en esta situación verán menoscabada su independencia. Si los funcionarios encargados de aplicar las leyes fiscales no son, y además parecen, independientes, muchos ciudadanos podrán sospechar que, por lo menos en algunos supuestos, no se aplican las leyes con toda la imparcialidad e independencia con que se debería.

			Si cada cambio de gobierno, o incluso de director general, supone más de un centenar de ceses, traslados y nuevos nombramientos, y esto se publicita y se considera normal, lo que no será normal, tristemente, será el funcionamiento de la Agencia Tributaria y la recaudación fiscal.

			Lamentablemente, no sólo hay un problema de falta de medios materiales, humanos y presupuestarios en la lucha contra el fraude, sino también, y es tristísimo escribirlo, de una institución adecuada para hacer funcionar el sistema fiscal. La crisis institucional ha llegado también a la Agencia Tributaria, y una reforma de ésta empieza a ser algo más que deseable. El objetivo de la reforma tendría que ser restablecer la confianza y el respeto de los ciudadanos. Evidentemente, cualquier reforma debería comenzar por la reducción drástica de los puestos de libre designación y el establecimiento de un estatuto de los puestos directivos y un sistema de plazos y causas tasadas de remoción, por lo menos en algunos cargos de la Agencia Tributaria. Es una cuestión clave, no sólo para que la Agencia Tributaria funcione adecuadamente, sino también para recuperar una conciencia fiscal que ya sufrió un duro golpe con la amnistía fiscal, que comentamos a continuación.
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			Un viaje a la oscuridad: la amnistía fiscal

			 

			 

			La denominada «amnistía fiscal» o «regularización fiscal (especial)» es la medida fiscal más polémica y criticada de los últimos tiempos. Según las encuestas, durante el período que estuvo vigente, la mayor parte de los españoles consideraban injusta e inadecuada la medida; por ejemplo, de acuerdo con la encuesta de Metroscopia para El País, publicada el 14 de abril de 2012, el 72 % de los españoles estaban en contra, incluyendo la mayoría de los votantes del Partido Popular, que impulsó la medida. 

			El lector probablemente tenga una opinión formada sobre la cuestión antes de leer el capítulo. En cualquier caso, voy a ser honesto: estoy en contra de las amnistías fiscales, y en esta cuestión soy menos objetivo que en otras. Estoy en contra, esencialmente, por dos razones; en primer lugar, por una cuestión de principios: una amnistía fiscal es injusta y socava la legitimidad del Estado, y en segundo lugar, por puras razones pragmáticas: el daño a la conciencia fiscal y la pérdida recaudatoria derivada siempre son superiores a la recaudación obtenida. En términos de Maquiavelo, no sólo es inmoral, sino algo más grave: un error. Mi opinión en esta cuestión ni es muy original ni ha variado sustancialmente. Como tampoco es original la idea de solucionar los problemas fiscales a base de amnistías. Por ejemplo, poca gente sabe que una de las primeras aportaciones de la Fundación Ideas al debate intelectual fue proponer en 2008 una amnistía fiscal. La fundación oficial del PSOE luego se hizo famosa por el caso Amy Martin, pero ya en 2008 critiqué la «ocurrencia» en un artículo en Expansión.1

			Dicho esto, más allá de calificaciones, voy a intentar exponer algunos aspectos menos conocidos de este proceso para procurar tener una visión amplia y de conjunto de una medida que ha tenido efectos importantes.

			En primer lugar, la amnistía fiscal es una medida del Gobierno en sentido estricto, es decir, aprobada por Real Decreto-Ley 12/2012, de 30 de marzo de 2012, en su Disposición Adicional Primera. Posteriormente, el Real Decreto-Ley fue convalidado en el Congreso de los Diputados con el voto a favor del Partido Popular y de CiU, y el voto en contra de todos los demás grupos. En esencia, la amnistía fiscal consistía en la posibilidad de presentar una Declaración Tributaria Especial (modelo 750), en la que pagando el 10 % del valor de adquisición en el que se hubieran materializado rentas no declaradas al Fisco, se quedaba exento de pagar los impuestos defraudados.

			La primera duda es puramente terminológica: esta norma, ¿es una amnistía o una regularización? La cuestión tiene su importancia, porque, efectivamente, el lenguaje no es neutral. El término técnico «regularización» indica adecuar a derecho una situación que no lo estaba. Bien, en primer término, claro que se adecua a derecho la situación fiscal de un contribuyente, pero no exigiéndole los impuestos que no ha pagado, más los recargos, sanciones e intereses correspondientes, sino sustituyéndoselos por una tarifa plana del 10 %. 

			En cuanto a la denominación «amnistía fiscal», el diccionario de la RAE señala que «amnistía» es «el olvido legal de delitos que extingue la responsabilidad de sus autores». Con esta medida se perdona la responsabilidad de los defraudadores, muchos de ellos delincuentes fiscales, pues habían dejado de pagar dolosamente más de 120.000 euros. En términos estrictos, si se obvian las consecuencias sancionadoras, estamos ante una amnistía. Lo que ocurre es que los impuestos atrasados sólo se perdonan en parte, ya que en principio había que pagar un 10 %. Esto, sin embargo, ocurre en cualquier proceso de este tipo. Incluso, cuando no hay que abonar nada, se obliga a suscribir deuda pública «especial», que no paga intereses, o lo hace de forma ridícula, durante un período prolongado de tiempo. Estos intereses que el Estado se ahorra y el defraudador no percibe también son un impuesto, aunque mucho menor que los impuestos defraudados. Perdonar impuestos con carácter general siempre es una amnistía.

			Una cuestión que merece la pena comentar es qué ocurre en otros países. Hay algunos, como Italia y Argentina, donde ha habido más amnistías. En otros, como por ejemplo en España, lo que hay que tener en cuenta, como señalábamos en el capítulo 19, dedicado al delito fiscal, es que un contribuyente siempre puede regularizar o legalizar su situación fiscal, hasta que se le comprueba por la Administración Tributaria, o bien se dirige una acción penal contra él. Es sencillo, sólo hay que pagar los impuestos atrasados, un recargo, que puede llegar como máximo al 20 %, y los intereses; es lo que se denomina «realizar una complementaria». Esto tiene sus pros y sus contras. Evidentemente, resta seriedad a la amenaza penal, pero permite que los contribuyentes puedan ponerse al día. En otros países, regularizar voluntariamente no exime por completo de un delito fiscal, aunque a nadie se le trata igual cuando se arrepiente antes de una comprobación que cuando es hallado culpable. La posición dura de no permitir al contribuyente que nunca pueda arreglar su situación tiene un grave inconveniente: hay bolsas de fraude que nunca afloran, lo que supone que cada cierto tiempo hay que permitir «regularizar». Aquí, una amnistía supone, simplemente, reducir de forma sustancial el coste de regularizar, de ponerse al día, algo que se puede hacer en cualquier momento.

			Otro punto básico es que, a menudo, los defraudadores han ganado la prescripción, lo que para el Estado supone que no puede exigir los impuestos, porque han transcurrido más de cuatro años desde que eran exigibles, o cinco años en el caso de que fuese delito. Esto ha tratado de arreglarse con la declaración de bienes en el extranjero, que si no se hace correctamente impide que las deudas fiscales que se hayan materializado en estos bienes en el extranjero ocultos al Fisco no prescriban. Sin embargo, en el momento de lanzar la amnistía, esta medida obviamente no estaba en vigor.

			Tras estos obvios condicionantes, la ventaja de escribir a posteriori es que se pueden juzgar las medidas por sus resultados.

			 

			 

			OBJETIVOS Y COSTES DE LA AMNISTÍA FISCAL. 

			LA RECAUDACIÓN

			 

			Veamos a continuación cuáles eran los objetivos de la amnistía, dejando para el final cuáles han sido los costes en que se ha incurrido, porque una medida de este tipo no es gratuita. 

			En principio, una amnistía tiene dos objetivos fundamentales. En primer lugar, la recaudación directa pura y dura. Evidentemente, ésta es una cuestión crítica, pero hay que tener en cuenta que la recaudación sólo se obtiene en un ejercicio determinado; sin embargo, como veremos, los efectos secundarios, negativos en general, pero quizás alguno positivo, siempre duran muchísimo más. Por otra parte, la previsión recaudatoria es prácticamente imposible. En España se presupuestaron 2.500 millones de euros, que curiosamente era la cifra necesaria para cuadrar el objetivo de déficit. Al final se recaudaron 1.196 millones de euros, menos de la mitad. Por otra parte, en «efecto inducido», la propia Agencia Tributaria, en su Informe de Recaudación Anual 2012, calculó 350 millones de euros. El efecto inducido es la recaudación obtenida en otros tributos. En el caso de la amnistía, aflorar bienes obligaba a pagar por ellos en los impuestos que se tenían que declarar ordinariamente en 2012, básicamente IRPF 2011 si había alguna plusvalía por esos bienes, y patrimonio 2011 si el contribuyente no residía en Madrid, Valencia o Baleares, que no habían resucitado el impuesto.

			¿Se podría haber conseguido este importe por otros procedimientos? Claramente, sí. Por ejemplo, la eliminación de la libertad de amortización en el impuesto de sociedades y la limitación de los gastos financieros han permitido recaudar 2.056 millones de euros, como hemos comentado en los capítulos dedicados al impuesto de sociedades. Cerrando agujeros o aumentando impuestos se puede recaudar una cuantía de este tipo sin necesidad de recurrir a estos procedimientos extraordinarios. Además, hay que volver a recalcar que la amnistía sólo permite obtener resultados en el propio ejercicio, mientras que las reformas fiscales pueden ofrecer resultados permanentes, que es lo que se necesita para cerrar un déficit público estructural como el español.

			Por otra parte, lo que se denomina «lucha contra el fraude», es decir, el importe de las liquidaciones de la Agencia Tributaria del Estado, así como las minoraciones de devoluciones, ascendieron en 2012, respectivamente, a 8.821 y 1.580 millones de euros. No es descabellado creer que con más medios se hubiese podido obtener un 10 % más de recaudación directa, con lo que se habría podido obviar la amnistía fiscal.

			En general, casi cualquier previsión de recaudación se desvía, al alza o a la baja. Sin embargo, la amnistía fiscal no llegó a recaudar ni la mitad de lo previsto. Esto en sí mismo ya es un problema, y no sólo de incumplimiento del déficit, sino también de credibilidad de las previsiones. Un instrumento de política económica son las propias previsiones, ya que habitualmente los agentes económicos se adaptan a éstas. En cambio, si hay desviaciones importantes, se pierde la credibilidad. Recientemente, el propio ministro de Hacienda admitió que «el objetivo se hizo un poco a ciegas».2 Seguramente era inevitable, pero ya es un coste.

			Pronto se vio que iba a resultar muy complicado alcanzar los 2.500 millones de euros. En consecuencia, se tomaron dos medidas muy criticadas. La primera de ellas fue que en junio, tres meses después de iniciada la amnistía, en la orden ministerial que regulaba el modelo de presentación se estableció que si se declaraba dinero en efectivo, siempre que se ingresase en un banco, se presumía, sin admitirse prueba en contrario, que el dinero se había obtenido antes del 31 de diciembre de 2010 y, por consiguiente, se podía acoger a la amnistía fiscal. Esta medida, que debía permitir una mayor recaudación, plantea problemas, en primer lugar de blanqueo de capitales, es decir, de que se reintroduzca en el circuito legal dinero procedente de actividades delictivas, simplemente porque el efectivo no es rastreable. Por otra parte, dinero obtenido en los años 2011 y 2012 puede no haberse declarado en estos ejercicios, pagando un 30 o 40 %, y se puede haber acogido a la amnistía fiscal, pagando un 10 %. ¿Cuánto dinero se ha perdido de recaudación voluntaria por este procedimiento? Simplemente, no hay forma de saberlo.

			Evidentemente, en teoría la amnistía fiscal no perdona otros delitos distintos del delito fiscal (y falsedades y delitos contables conexos); así, si el dinero proviene de un origen delictivo, por ejemplo del narcotráfico, la amnistía es puramente fiscal y no «perdona» ni el delito de narcotráfico ni el delito de blanqueo, es decir, la reintroducción en el circuito legal de dinero procedente del delito. Sin embargo, si el contribuyente no tiene que justificar el origen del dinero, y la información no se comparte masivamente con los órganos encargados de la persecución del blanqueo, es evidente que algunos delincuentes pueden haber intentado aprovecharse de la amnistía para legalizar, además a bajo coste, el dinero procedente del delito, como ha expuesto con gran brillantez, entre otros, el inspector de Hacienda José Antonio García Bañuelos.3

			A esta inquietante posibilidad se le añade otro problema. El contribuyente puede depositar el dinero en cualquier banco de la Unión Europea aunque en ese país haya secreto bancario, como, por ejemplo, Luxemburgo o Austria. Esto dificulta aún más seguir el rastro del dinero.

			Bien, está claro que permitir ingresos en efectivo planteaba problemas muy espinosos, pero permitía una mayor recaudación de la amnistía. Sin embargo, el informe «interpretativo» de la Dirección General de Tributos iba en dirección contraria: en el caso de los bienes obtenidos parcialmente con rentas no declaradas, pero prescritas, permitía pagar un 10 % sólo sobre las rentas no prescritas. Esto suponía que si un contribuyente evadió hace diez años 10 millones de euros, y en los últimos tres años sólo había ganado 2 millones de euros, que había ingresado en la cuenta, no pagaría el 10 % de 12 millones, como literalmente establecía la norma (y que es, ya de por sí, una tributación privilegiada), sino sólo el 10 % de 2 millones de euros, es decir, una tasa efectiva del 1,66 % y no del 10 %. Acudiendo al sistema ordinario de presentación de declaraciones complementarias, con recargo, si la renta fuese a la tarifa del IRPF, el contribuyente, estimativamente, podría haber pagado entre un 11 y un 13 %, siempre que hubiera acreditado la prescripción del capital evadido. Era una obviedad, pero con tributaciones efectivas de ese calibre no iba a cumplirse el objetivo recaudatorio.4

			El informe se hizo vinculante, vía instrucción del director del Departamento de Inspección de la Agencia Tributaria.5 Finalmente, se recaudaron cerca de 1.200 millones de un supuesto patrimonio aflorado, calculado estimativamente en unos 40.000 millones de euros. La tasa efectiva de tributación global acabó quedando en algo menos de un 3 %. Si el informe de la Dirección General de Tributos no hubiese abierto la puerta a la aplicación conjunta de la prescripción y la amnistía, muy probablemente se habría alcanzado el objetivo recaudatorio; además, la tributación efectiva no hubiese sido un 3 %, sino un 10 %. Probablemente hubiese aflorado menos patrimonio oculto, pero de esa nueva justificación de la amnistía hablaremos posteriormente.

			 

			 

			LA REPATRIACIÓN DE CAPITALES Y LA LIQUIDEZ

			 

			El segundo objetivo de una amnistía es que los capitales que se han evadido ilegalmente al extranjero regresen a su país de origen. Este objetivo, lógicamente, no se puede conseguir con medidas como reformas fiscales, subidas de impuestos o lucha contra el fraude, desgraciadamente. En este punto ha habido incluso menos éxito que en el anterior. La mayor parte de los capitales exteriores no han regresado. De hecho, la estimación de «patrimonio aflorado» se hizo con la declaración de bienes en el extranjero de abril de 2013; ahí afloraron 87.000 millones de euros que los contribuyentes declararon tener en el extranjero. De ellos, los que correspondían a contribuyentes que se habían acogido a la declaración tributaria o amnistía eran 40.000 millones de euros. Moraleja: los bienes seguían estando en el exterior. De hecho, parece que siguen sin regresar. Incluso alguna nueva SICAV que se ha montado con ese dinero sigue teniendo las inversiones en el exterior. Como exponíamos al final del capítulo de las SICAV, casi la mitad de la cartera de éstas estaba invertida fuera de España a finales de 2012. Si el capital regresa para ser invertido en una SICAV, la rentabilidad fiscal del regreso será «reducida», es decir, del 1 % de las plusvalías e intereses que en su caso produzca.

			En el diseño de la medida, se podría haber optado porque, para acogerse a la amnistía, fuese necesario haber adquirido activos en España, aunque eso habría sido contrario al derecho comunitario que establece la libre circulación de capitales. Sin embargo, no parece probable que los beneficiarios hubiesen recurrido ni a los tribunales ni a las autoridades europeas; simplemente, en su caso no se habrían acogido a la amnistía.

			En fin, aunque hubiesen vuelto 25.000 millones de euros, en 2012 las salidas de capital en España fueron superiores a los 100.000 millones de euros, que tuvieron que ser compensadas por el crédito del Banco Central Europeo a la Banca española,6 con lo que no se hubiese resuelto el problema de liquidez de la economía española. En fin, en cualquier caso, prácticamente no han vuelto los capitales que en su día se acogieron a la amnistía fiscal.

			 

			 

			¿«BASES AFLORADAS» POR 40.000 MILLONES?

			 

			La última justificación de la amnistía ha consistido en la supuesta afloración de bases imponibles en 40.000 millones de euros. Este planteamiento es engañoso. Hay que partir de que el patrimonio aflorado en la amnistía no es una «base», ya que sobre la misma no se paga ningún impuesto (una vez pagado el 10 % en la propia amnistía, sobre la parte no prescrita). ¿Esto puede permitir recaudar más impuestos? En principio, sí: el impuesto de patrimonio, si los bienes no están exentos y no se reside en Madrid,7 y si los bienes no están a nombre de una sociedad, ya que las sociedades no pagan el impuesto de patrimonio. Por otra parte, si este patrimonio genera plusvalías, rendimientos o dividendos, entonces se obtendrá recaudación en el IRPF o en el impuesto de sociedades.

			Se puede intentar realizar una estimación de cuántos impuestos se pueden recaudar por este procedimiento. No obstante, no hace falta. En otros impuestos, esta recaudación «inducida» es la misma que los contribuyentes que «regularizaban» tuvieron que pagar en 2012: el IRPF de los rendimientos de los bienes (o impuesto de sociedades, en su caso) y el impuesto de patrimonio (salvo en Madrid), en ambos casos correspondientes a 2011. Esta recaudación complementaria ascendió a 350 millones de euros, que se puede considerar una estimación bastante fiable de lo que es el rendimiento fiscal de los famosos 40.000 millones de patrimonio aflorados, según el Informe Anual de Recaudación Tributaria 2012 de la Agencia Tributaria.

			En resumen, se obtuvieron directamente 1.196 millones de euros, algo menos de la mitad de lo previsto. En segundo lugar, apenas han vuelto capitales evadidos. En tercer lugar, el patrimonio evadido, aunque efectivamente sean 40.000 millones de euros, puede estar dando un rendimiento fiscal real anual de menos del 1 %, unos 350 millones de euros, al menos según las estimaciones oficiales de la Agencia Tributaria. Para que nos hagamos una idea de las magnitudes, el déficit público, sin contar las ayudas a la Banca, excede de los 70.000 millones de euros al año (2012), y la recaudación de la Agencia Tributaria está en torno a los 170.000 millones. En estas cifras, lógicamente, 350 millones no son gran cosa. Éste es el activo de la amnistía fiscal; veamos ahora sus pasivos.

			 

			 

			EL COSTE DE LA AMNISTÍA FISCAL

			 

			El principal coste de la amnistía fiscal es su daño a la conciencia fiscal. En primer lugar, a nadie le gustan los impuestos injustos. Si, como señalaba Ulpiano, la Justicia es la firme y decidida voluntad de dar a cada uno lo suyo, «subir los impuestos a los que ya los pagan, y a los que defraudan perdonárselos», no es precisamente justo ni equitativo. Otro problema es la deslegitimación del sistema fiscal y de los que tienen que exigir los impuestos, los integrantes de la Administración Fiscal. Que la amnistía iba a ocasionar un enfrentamiento entre la cúpula del ministerio y la Agencia Tributaria y los funcionarios, especialmente los inspectores, era algo tan previsible como inevitable y negativo.

			Por otra parte, una amnistía también desincentiva el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales, ya que muchos contribuyentes honestos se desaniman y otros, que no lo son tanto, piensan que sale a cuenta defraudar.

			Esto se ha traducido en justificaciones de todo tipo de comportamientos, «porque a los peores defraudadores se les han perdonado los impuestos»; esto ha sido común en muchos medios de comunicación, pero también en todo tipo de iniciativas políticas. Incluso en el marco del proyecto secesionista en Cataluña, la Generalitat ha argumentado que hay que sustituir a la Agencia Tributaria del Estado porque Cataluña se organizaría mejor, ya que la amnistía ha demostrado que el sistema fiscal español no funciona, según declaraciones del portavoz de la Generalitat, Francesc Homs.8 Íntimamente relacionado con esto, la política fiscal del Gobierno se ha tenido que endurecer, para demostrar, más que nunca, voluntad de lucha contra el fraude. Como estudiaremos en el próximo capítulo, esto ha sido un elemento determinante en el movimiento pendular que se ha producido en muchas cuestiones fiscales; no sólo se han subido indiscriminadamente los impuestos, sino que también se ha pretendido ser muy duro en su aplicación.

			Es muy complicado saber cómo estos problemas se materializan en dinero. Sin embargo, como hemos visto en el capítulo 5, las bases imponibles han acentuado su caída en el primer semestre de 2013. Por ejemplo, las bases de IVA han caído en este semestre un 9,2 %, mientras que el consumo sólo ha disminuido un 3,1 %. Esta diferencia, que tristemente sólo puede ser fraude, significa dejar de recaudar más de 3.000 millones de euros sólo en IVA. La caída de bases en impuestos especiales, del 6 %, también parece haber sido superior al descenso del consumo de estos productos. Por otra parte, la caída de bases en el IRPF también parece ligeramente superior a la caída de renta nominal en el período. En el impuesto de sociedades, como se han cambiado las normas (deducibilidad de intereses y libertad de amortización), no hay forma de medir el efecto de un eventual incremento del fraude en las bases. En general, parece que hemos sufrido un incremento del fraude después de la amnistía fiscal que ha supuesto varios miles de millones de euros. Naturalmente, hay otros factores que seguro que han incidido, como los escándalos en el manejo del dinero público, la desmoralización colectiva en temas fiscales o, incluso, la propia subida de impuestos de 2012, que comentamos en el próximo capítulo. En definitiva, da la impresión de que aunque la amnistía fiscal sólo haya causado en parte la pérdida de miles de millones de euros, dado lo poquísimo que ha recaudado, no ha sido en absoluto un buen negocio para las Arcas Públicas.

			Además, otro factor negativo, aún más difícil de medir, ha sido la asociación de la amnistía con la impunidad, real o presunta, de otros comportamientos delictivos, básicamente ligados a la corrupción. Aquí conviene recordar la frase de mucho «presunto corrupto» de que su único problema era que no estaba al día con Hacienda. Ahora la frase se ha modernizado con «... pero me he acogido a la amnistía». Éste es un factor desmoralizador de primer orden para los muchos españoles que consideran que hay un grave problema de corrupción en España. Que muchos imputados en graves delitos de corrupción se hayan acogido, con más o menos éxito, a la amnistía ha hecho pensar a algunos que todo esto no ha sido una casualidad. E incluso ha llevado a que los medios de comunicación lo pregunten. Por ejemplo, Jaume Viñas, del diario Cinco Días, abría una entrevista preguntándole al secretario de Estado de Hacienda, Miguel Ferre, si la amnistía no era una derrota del Estado de Derecho.9

			Es evidente que en España, como se ha explicado en capítulos anteriores, existen varios sistemas que permiten no pagar muchos impuestos sin infringir gravemente las normas, especialmente para algunas rentas. En consecuencia, algunos de los que se iban a acoger a la amnistía fiscal eran «lo mejor de cada casa». No se podía esperar otra cosa. Como casi todo en esta amnistía, era perfectamente amargo y previsible.

			Como previsible era a finales de 2011 que los impuestos subirían. Antes de hablar del futuro, de las posibles reformas fiscales que nos permitan salir de ésta, hay que concluir este viaje por el pasado sabiendo de dónde partimos: de las consecuencias de la mayor subida fiscal realizada nunca en España. En cuanto a la amnistía, lo mejor que podríamos hacer todos sería olvidarnos de más amnistías, porque, respecto de ésta, el pasado no se puede cambiar. Una amnistía fiscal nunca es una vía de salida de la crisis fiscal, sino un hito más de una crisis moral e institucional.
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			La subida indiscriminada de impuestos

			 

			 

			No hay que ser ningún experto, ni hace falta leerse este libro, para saber que en 2012 especialmente, y luego en 2013, en España subieron los impuestos. Sin embargo, para entender esta subida hay que tener claras varias cuestiones. En primer lugar, que el partido que las impuso desde su mayoría absoluta se presentó con un programa que casi lo único que excluía eran las subidas de impuestos. Esto, como ya se ha comentado, no era realista, pero hizo las subidas mucho más imprevisibles; la gente no las esperaba. Por otra parte, con la notable excepción de las modificaciones del impuesto de sociedades, en los demás impuestos (IRPF, IVA, especiales, energéticos e IBI), lo que se hizo fue subir los tipos. En tercer lugar, el grueso del ajuste se dejó a las subidas de impuestos. Aunque hubo recortes, la aparición de nuevos gastos, fundamentalmente derivados del rescate bancario, llevó a que el gasto público total aumentase, como explicamos en el capítulo 6. Por último, las diversas subidas no se hicieron de una forma planificada y coordinada, sino de forma improvisada, en forma de decreto-ley y a veces con efectos retroactivos.

			Efectivamente, al igual que a mediados de 2010, a finales de 2011 la situación fiscal de España era crítica; la civilización retrocedía y la selva avanzaba. Dicho en otros términos: se recaudaba cada vez menos y los compromisos de gasto del Estado aumentaban. Es cierto que estos fenómenos llevaban ocurriendo desde 2008. Sin embargo, cuando se parte de una situación, por lo menos aparentemente, muy saneada, durante un tiempo se puede obviar la realidad. Esto deja de ser posible cuando empieza a haber problemas para financiar el endeudamiento público. La conclusión de todo ello es que lo primero que hay que decir de la subida indiscriminada de impuestos es que parte de la realidad de una situación de emergencia. A partir de aquí se puede realizar una crítica todo lo dura que se quiera, pero una cierta subida de impuestos a corto plazo era inevitable.

			Echando la vista atrás, está claro que no haber dejado abierta la puerta a una subida de impuestos fue un error grave que el PP cometió en su programa electoral. Es posible que esto diese algunos votos más, pero el PP habría ganado, y muy probablemente por mayoría absoluta, en cualquier caso. De todas formas, es un error compartido con los votantes en España. En Gran Bretaña, David Cameron se presentó con un programa que incluía recortes detallados y subidas de impuestos, porque pensaba, acertadamente o no, que los votantes querían un programa realista y que no iban a votar por promesas imposibles. Si los votantes castigan las promesas imposibles y la falta de realismo, luego se llevarán muchas menos decepciones.

			Lo primero que hizo el PP al llegar al poder, al cabo de una semana, fue una subida «temporal» del IRPF. Este recargo apenas afectaba a las rentas más bajas, pero llegaba a suponer un aumento de siete puntos en el tramo más alto (lo que se denomina técnicamente el «marginal»). Yo apoyé públicamente la medida, aunque tenía serios defectos técnicos.1 En primer lugar, cuando se quieren obtener muy rápidamente grandes recursos, sólo hay dos opciones: IRPF o IVA. En una situación de demanda débil, los empresarios no pueden trasladar a los precios la subida del impuesto, ya que los consumidores se niegan a pagar estos precios incrementados y dejan de consumir o cambian de producto. En estas condiciones, una subida del IVA recauda siempre mucho menos de lo previsto, incrementa los costes de las empresas y aumenta el fraude. Todo esto no es pura teoría, sino literalmente lo que pasó con la subida posterior del IVA. En cambio, el IRPF es mucho más seguro; en un 85 % es gravar rentas del trabajo sometidas a retención. La base, en principio, es mucho más sólida.

			Esta subida tuvo dos problemas. El primero fue que se realizó cargando la mano en la parte de arriba. ¿Quién cobra de una renta controlada más de 600.000 euros? Prácticamente nadie, porque casi todo el que puede lo evita: cobra en diferido, en planes de pensiones, a través de sociedades... En consecuencia, la subida en ese tramo de siete puntos del IRPF no sirve para recaudar y, por tanto, tampoco redistribuye. Sin embargo, haber subido un punto en el tramo más bajo ha dado mucho más dinero. No es justo, pero la vida casi nunca lo es. Para recaudar de los que realmente ganan más hay que acabar con los nichos fiscales, como, por ejemplo, el régimen de SICAV, los tipos efectivos ridículos de las multinacionales..., y luchar contra el fraude; en cambio, subir los tipos más elevados de la escala del IRPF sólo crea distorsiones.

			El segundo problema fue la reforma laboral. Si se realiza una reforma laboral con el objetivo confeso de forzar una devaluación interna, es decir, rebajar los salarios, esto tiene consecuencias. Desde luego, es posible que algunas empresas puedan sobrevivir, y que otras sean más competitivas y exporten más al disminuir sus costes. Sin embargo, la cruz de un proceso de este tipo es que, si los salarios son el 85 % de las bases del IRPF y éstos disminuyen, también lo hace la recaudación del IRPF. Por otra parte, el momento elegido para la reforma, con malas perspectivas económicas y baja demanda, hizo que muchas empresas «se adaptasen» a la coyuntura despidiendo y reduciendo plantilla, aprovechando la reducción de las indemnizaciones por despido. Esto llevó a un aumento del desempleo, que nuevamente minó la recaudación, tanto del IRPF como de las cotizaciones sociales, que son los dos principales recursos del Estado.

			Por estas razones, ya a finales de marzo se vio que esta subida no bastaría. Para cuadrar las cuentas, se modificaron algunos aspectos del impuesto de sociedades, de los que hemos hablado en capítulos anteriores; y como seguía sin ser suficiente, se estableció una amnistía fiscal que permitiese recaudar los 2.500 millones de euros que faltaban, y que comentamos en el capítulo anterior. El problema de intentar cuadrar un objetivo de déficit exigente casi exclusivamente a partir de subidas de impuestos, en una recesión, es que cada pocos meses hay que aprobar una nueva subida de impuestos.

			Para complicar más las cosas, la crisis bancaria terminó de estallar con Bankia, una de las primeras entidades financieras españolas en situación de bancarrota. Se necesitaba urgentemente una inyección de capital público, y los mercados financieros estaban prácticamente cerrados para España; esto llevó al famoso rescate financiero. A España, sus socios europeos le concedieron una línea de crédito «preferencial» de hasta 100.000 millones de euros a cambio de diversas reformas contenidas en el famoso Memorándum de Entendimiento (o MoU). Una de las exigencias era una subida del IVA.

			Aunque no hubiera sido una exigencia comunitaria, probablemente habría tenido que acometer la subida de todas formas; era la única gran posibilidad para aumentar de forma sustancial los ingresos fiscales a corto plazo. El problema era que, aunque la subida tenía lógica económica, la ejecución acelerada carecía de ella. Como se ha explicado antes, la subida del IVA es desaconsejable en una recesión. Por otra parte, una subida escalonada en el tiempo y previsible puede ser digerible para la economía. Sin embargo, si se opta por una subida muy importante y en muy poco tiempo (el 16,67 % de subida en el tipo general y el 20 % en el reducido), combinada con una reclasificación de productos que hizo que varios productos y servicios pasasen de un 8 % a un 21 % (alguno incluso del 4 % al 21 %), el efecto en el consumo, y por ende en la economía, pasa a ser brutal. A esto se añadió la supresión de la paga extra de los empleados públicos, con la consiguiente retracción del consumo.

			Lógicamente, todo este panorama llevó a una recesión profunda. En el cuarto trimestre de 2012 se alcanzó una tasa negativa del –0,8 % (la anualizada fue del –3,2 %). Además, la recaudación no fue suficiente para conseguir el cumplimiento de los objetivos de déficit. Probablemente, lo que salvó a España del rescate completo y de una recesión aún mayor fue el cambio de política del BCE, dispuesto a hacer «lo que hiciera falta» para mantener el Euro, o lo que es lo mismo, comprar deuda en el mercado secundario. Esta nueva política del BCE llevó a una reducción sostenida del coste de financiación de la deuda pública en España, es decir, a una reducción de la prima de riesgo. Por otra parte, aunque los bancos siguieron sin dar crédito, sí hubo una cierta estabilización financiera de las entidades financieras y las Administraciones Públicas.

			Todo esto ha permitido que en el tercer trimestre de 2013 se haya vuelto a tasas positivas de crecimiento, aunque de momento raquíticas. Las subidas de impuestos han continuado: se han incrementado los impuestos especiales, se han creado impuestos energéticos y se han vuelto a recortar las deducciones en el impuesto de sociedades (ahora, la deducción de pérdidas de empresas participadas en el impuesto de sociedades).

			Sigue habiendo muchísimas dudas acerca del cumplimiento de los objetivos de déficit de 2013. Resulta sumamente complicado explicar las cifras de déficit, aunque en teoría es bastante sencillo: simplemente, es el exceso de gasto de las Administraciones Públicas sobre lo que consiguen recaudar. En el capítulo 6 se detalla cuál es la situación hasta 2012. Sin embargo, en estos momentos la previsión de las cifras es extremadamente compleja porque ha habido cambios continuos en las estadísticas; se ha revisado a la baja el PIB, que estima el INE. Por otra parte, los gastos de los ayuntamientos han sido inferiores a lo previsto, según la IGAE. Por último, se ha cambiado el sistema de cómputo de las devoluciones de impuestos; ahora se computan como menor ingreso público cuando lo solicita el contribuyente, no cuando lo acuerda la Agencia Tributaria. Al lector interesado le remito a mi blog en el diario digital Vozpopuli.com, donde he intentado explicar los criterios y previsiones.2

			Para hacerse una idea intuitiva de la situación de la Hacienda Pública, lo más rápido es echarle un vistazo a la situación de la deuda pública. Los déficits públicos, incluso los que no computan oficialmente, como las ayudas a la Banca, se acaban transformando en deuda pública. Esta deuda hay que devolverla, o como mínimo no debe aumentar indefinidamente por encima del crecimiento de la economía (del PIB) porque, si no, no se podrá devolver. Es lo que se denomina «insostenibilidad de la deuda». Por otra parte, la primera partida que hay que pagar en unos presupuestos, ahora ya por obligación constitucional, son los intereses de la deuda. El gráfico 11 indica lo que ha ocurrido con la evolución de la deuda pública.

			 

			GRÁFICO 11. Deuda pública neta como porcentaje del PIB
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			La fuente hasta 2012 inclusive es Eurostat, y para 2013 el Banco de España. La deuda pública alcanzó un mínimo en 2007, en el 36,3 % del PIB. Hasta finales de 2011 fue subiendo de forma acelerada hasta el 70,5 % del PIB, al cierre de 2011. En 2012 se añadieron 15,5 puntos, es decir, la friolera de 147.319 millones de euros; una parte era déficit computable (6,84 % del PIB), otra parte eran ayudas a la Banca (3,8 % del PIB), y el resto presumiblemente tiene como contrapartida activos del sector financiero, o bien préstamos a otras Administraciones (como «préstamos de rescate» a CCAA) que esperemos que se cobren. El crédito a otra administración puede incrementar el cómputo de deuda pública porque hay que financiarlo emitiendo deuda, que es la que computa. Por otra parte, si la administración que recibe el dinero paga a proveedores, como la deuda comercial no computa, la deuda pública a efectos contables no se reduce en la comunidad autónoma. En consecuencia, el plan de pago a proveedores aflora déficit de años anteriores (facturas en el cajón) y deuda del ejercicio en que se aprueba.

			Efectivamente, en 2012 estallaron varios problemas que estaban latentes con anterioridad, como facturas pendientes en las CCAA o la situación de Bankia. Aun así, el balance de 2012 en términos de austeridad fue un aumento récord del endeudamiento neto del sector público.

			En 2013 hubo menos traspaso al sector público de pérdidas de la Banca, aunque no cero. Por otra parte, el crecimiento de la deuda se está moderando. Sin embargo, lo esperado es que a finales de 2014 la deuda ya alcance el 100 % del PIB. La situación se habrá estabilizado, un paso previo imprescindible para que mejore, cuando en esta gráfica la línea se vaya pareciendo a la horizontal: que su crecimiento no siga excediendo el de la economía. A partir de ese punto se puede decir que los riesgos de insostenibilidad de la deuda empiezan a remitir.

			Esta cuestión es un enorme condicionante de los impuestos y de la actividad económica en general: no sólo hay que pagar intereses, sino que el ahorro va quedando sistemáticamente invertido en deuda pública, lo que dificulta la financiación privada y, en consecuencia, la inversión. Si el lector se pregunta si con el cumplimiento del objetivo de déficit es suficiente, tristemente, la respuesta es que no. Aunque no haya más factores y la deuda sólo se incremente en el déficit público, un aumento del 6,5 % es muy superior al crecimiento de la economía y la inflación conjuntamente. Esto quiere decir que el objetivo de déficit es bastante laxo, ya que el endeudamiento en términos reales sigue aumentando. Por esta razón, al ser, tristemente, un objetivo de mínimos, debería hacerse todo lo posible por cumplir con él, y aun así nuestra situación fiscal seguiría siendo muy delicada.

			Las subidas fiscales permitieron un mínimo incremento de la recaudación en 2012. Para que nos hagamos una idea, las subidas de impuestos se cuantificaron en 11.237 millones de euros,3 según la Agencia Tributaria, pero sólo se recaudaron 6.807 millones de euros más. Aun así, esta cuantía hubo que reducirla en 2.500 millones porque Eurostat detectó que se habían retrasado devoluciones, lo que distorsionaba el cálculo de la recaudación y el déficit. En términos netos, la subida de casi todos los tributos permitió un incremento del 2,7 % aproximadamente. En los nueve primeros meses de 2013, la recaudación es la misma que en los nueve primeros meses de 2012. Además, hay que devolver unos 2.500 millones de euros más que en 2012, porque ese año se exigió un adelanto de los pagos fraccionados a las empresas que ahora hay que devolver. Con bastante probabilidad, la recaudación de 2013 será algo superior a la de 2012. Las subidas de impuestos se están agotando y los tipos están en máximos, pero las bases sobre las que se aplican menguan. 

			Como hemos ido contando en este libro, la recaudación fiscal se ha comportado, por diversas razones —mala estructura fiscal, fraude, cambios en la demanda agregada (desplazamiento de la demanda hacia el exterior)—, de forma mucho peor de lo esperado una y otra vez. Por otra parte, los recortes han sido habitualmente coyunturales, como la supresión de pagas extra a los funcionarios, y no de carácter estructural. Además, en los recortes se ha primado el mantenimiento de las estructuras políticas territoriales sobre el Estado del Bienestar. Por ejemplo, ha habido más cierres de colegios o centros de salud y más recortes de prestaciones que eliminaciones de organismos burocráticos, fundaciones o empresas públicas. El caso paradigmático ha sido que únicamente se ha cerrado una televisión pública (autonómica), y sólo porque el ERE correspondiente fue declarado nulo por los tribunales. En resumen, los ciudadanos no sólo están en contra, con carácter general, de los recortes, sino también, muy especialmente, de en qué se ha decidido recortar.

			Una de las exigencias europeas ha sido realizar una reforma estructural de un sistema fiscal que recauda poco. En principio, los europeos consideraban que España recaudaba poco porque los impuestos, particularmente sobre el consumo, eran bajos. Una vez que se han realizado continuas subidas, sin que mejore realmente la recaudación, ahora imponen una revisión sistemática de la fiscalidad. A esta cuestión dedicamos el próximo capítulo, el último antes de la conclusión. Antes, simplemente una breve reflexión sobre cómo queda el «sistema fiscal», o lo que todavía queda de él, después de dos años de subidas indiscriminadas.

			En términos generales, el sistema fiscal está peor de lo que estaba, puesto que se ha optado casi exclusivamente por subir tipos, en lugar de ampliar bases y modificar las estructuras de los diversos impuestos. Como hemos ido viendo, había fallos estructurales importantes en los impuestos. Sin embargo, con la excepción del impuesto de sociedades, en los demás tributos sólo se ha optado por exigir más a los que ya venían pagando. Esto ha elevado las distorsiones e ineficiencias de los impuestos; por ejemplo, un tipo del 52 % en el IRPF distorsiona más las decisiones económicas, y afecta más negativamente a la productividad y a la competitividad, que un tipo del 43 %.

			En consecuencia, las bases imponibles han ido reduciéndose a una velocidad superior al deterioro económico, como explicábamos en el capítulo 5. Éste es un indicativo de un peor cumplimiento de las leyes fiscales, es decir, de un aumento del fraude fiscal.

			Tristemente, la lucha contra el fraude fiscal ha estado muy condicionada por diversos factores negativos, que se han tratado en los capítulos anteriores; por ejemplo, la falta de medios y los recortes en la Agencia Tributaria, la erosión de la conciencia fiscal por los escándalos, y los negativos efectos de la amnistía fiscal. Además, las propias subidas de impuestos, que buena parte de la población no esperaba en absoluto, y la percepción de injusticia en los recortes, también han afectado a la conciencia fiscal. Todo esto ha llevado, como reacción, al endurecimiento de las leyes contra el fraude.

			Aún es pronto para hacer balance sobre el endurecimiento de las leyes antifraude, pero algunos antecedentes no han sido alentadores. En primer lugar, la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude, fue aprobada sólo con los votos del PP, con el rechazo del resto de los grupos políticos. En España se aprobó una amnistía fiscal con más apoyo que una ley antifraude.4 En segundo término, la principal reivindicación de los inspectores de Hacienda —el incremento de los plazos de comprobación, investigación e inspección— fue desatendida.5 Por último, no se han destinado medios adicionales, sino que se ha continuado con los recortes. 

			Con independencia de que quizás haya habido algunos excesos en la ley antifraude, en mi opinión, producto inevitable de compensar de alguna forma la amnistía fiscal, está claro que necesitábamos unas leyes más duras contra el fraude fiscal. Sin embargo, se requiere mucho más; se necesita una mejor aplicación de las leyes en el ámbito fiscal. Para conseguirlo, la parte más sencilla es endurecer las leyes. En este punto son mucho más útiles las medidas concretas, como las que han evitado las deducciones de IVA no ingresado por algunas filiales bancarias, que explicábamos al final del capítulo 17, o las medidas en el impuesto de sociedades que hemos explicado en los capítulos 11 y 12 (que de nuevo, en algunas cuestiones, son claramente excesivas), que el nuevo endurecimiento de las sanciones. La cuestión de la aplicación de los tributos y de la mejora de una deteriorada conciencia fiscal son, desgraciadamente, mucho más complicadas.

			Hemos llegado al final del paseo por la jungla. Tristemente, la civilización ha disminuido con la crisis fiscal. Una de las supuestas vías de salida cuando se pierde una guerra en la jungla es usar napalm: subir indiscriminadamente los impuestos; pero eso, por supuesto, tiene efectos colaterales, especialmente en las empresas y las familias que pagaban correctamente sus impuestos con anterioridad. En Apocalypse Now, al teniente coronel Bill Kilgore (Robert Duvall) le gustaba el olor del napalm6 al amanecer, porque creía que era el olor de la victoria. No creo que el de una subida masiva de impuestos sea el olor de la victoria frente a la crisis, y desde luego en Vietnam ese olor llevó a la derrota. Entre otras cuestiones, uno de los problemas es que casi todas estas subidas (salvo la del IVA, en parte, y algunas cuestiones en el impuesto de sociedades) se habían ido planteando como temporales; eran medidas excepcionales de emergencia fiscal. Sin embargo, prácticamente todas se han ido prorrogando. Al no realizarse reformas estructurales en el gasto público (ya vimos en el capítulo 6 que estaba en máximos), y teniendo en cuenta que las bases imponibles se han ido reduciendo, parece complicado renunciar a la recaudación, pero eso supone que los efectos económicos negativos de unos tipos impositivos tan altos permanezcan.

			En el próximo capítulo examinaremos las propuestas de reforma del sistema fiscal, y finalizamos la obra con las conclusiones respecto del fraude y la crisis fiscal. Después de todo lo comentado, está claro que hay muchísimo margen de mejora, especialmente con una coyuntura económica que, sin ser excelente, parece mucho mejor que lo que dejamos atrás.
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			Las vías de salida, las propuestas 
de reforma fiscal

			 

			 

			LA OPINIÓN DE LOS CIUDADANOS

			 

			Antes de comenzar con las propuestas de reforma fiscal, vamos a conocer cuál es la opinión de los ciudadanos, que al final son los que pagan los impuestos. Para ello, partiremos del último informe del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS).1 Según el informe de julio de 2013, el 94,8 % de los españoles consideran que existe mucho (63 %) o bastante (31,8 %) fraude fiscal. Por otra parte, el 87 % de los encuestados consideran que los impuestos no se cobran con justicia, y el 68,6 % consideran que se pagan muchos impuestos. La percepción de los españoles acerca del sistema fiscal, el fraude y la Administración Tributaria es bastante negativa, y ha empeorado respecto de informes anteriores. Por otra parte, el 66,9 % de los encuestados consideran que el Estado hace pocos o muy pocos esfuerzos en la lucha contra el fraude fiscal. La respuesta más curiosa es que, para un 38,7 % de los ciudadanos, «los impuestos son algo que el Estado nos obliga a pagar sin saber muy bien a cambio de qué». Por último, el 73,6 % de los encuestados consideran que si no se engaña más es por miedo a una revisión.

			Todo esto señala que los españoles consideran que hay problemas graves tanto en el sistema fiscal, percibido como injusto, como con la conciencia fiscal, porque se considera que si no se engaña más es por miedo a la revisión (es decir, a la comprobación de inspección o gestión tributaria). En fin, a diferencia de hace unos años, la opinión de que el Estado hace pocos o muy pocos esfuerzos en la lucha contra el fraude es ya claramente mayoritaria.

			Como era de esperar, los factores negativos en cuanto a medios de lucha contra el fraude, y conciencia fiscal, no sólo se han reflejado en la recaudación fiscal, sino también en la opinión de los ciudadanos. A día de hoy, la reforma de los impuestos y de la lucha contra el fraude no sólo es una demanda de los expertos, sino también del conjunto de los ciudadanos.

			 

			 

			LA PROPUESTA «OFICIAL»

			 

			En las siguientes líneas voy a intentar realizar una breve reseña de por dónde van algunas de las ideas de la reforma fiscal. Pido disculpas, de antemano, si no se reflejan todos los matices.2 Estas propuestas no son sólo técnica fiscal o planteamientos económicos; tienen, además, una enorme carga ideológica y política: decidir qué impuestos se deben cobrar es decidir qué se va a financiar, o, lo que es lo mismo, qué Estado se quiere. 

			En el momento de cerrar la edición del libro no hay apenas noticias de la comisión encargada de proponer la reforma fiscal. No hay un proyecto completo, ni siquiera unas líneas maestras. Sin embargo, comenzaremos por algunas de las ideas que ha expuesto públicamente su presidente, el catedrático e inspector de Hacienda Manuel Lagares Calvo. Posteriormente, expondremos la «otra propuesta» del Partido Popular, la que ha realizado su fundación, la FAES. Es, con bastante diferencia, la propuesta más a la derecha. Después la confrontaremos con las propuestas a la izquierda, de Izquierda Unida y el PSOE, para concluir con la propuesta de UPyD. A continuación, haremos referencia a las propuestas técnicas: la del Informe Mirrlees y la de FEDEA.

			Partiendo de los planteamientos de Lagares, el citado profesor considera que debería haber menores tipos en los impuestos, lo que generaría menores distorsiones; no obstante, para que esto sea posible, afirma, el gasto público no debería exceder del 43,5 % del PIB. Con esta idea, la recaudación total por todos los impuestos, la presión fiscal, no debería ser superior al 40 % del PIB. Sin rescates bancarios, en 2012 el gasto público ascendió a casi el 44 % del PIB. Lo primero que se está proponiendo es un recorte del gasto público. Por otra parte, como en 2012 la presión fiscal ascendió a un 37 % del PIB, habría que ver cómo se consigue incrementar la recaudación en 30.000 millones de euros bajando los tipos, aunque la economía efectivamente mejore.

			En el terreno del impuesto de sociedades, el profesor Lagares se muestra partidario de eliminar deducciones y beneficios fiscales. En este punto, como veremos, el consenso es general; no hay nadie que no diga que no hay que eliminar deducciones. En cuanto al tipo del impuesto de sociedades, sólo Izquierda Unida propone un aumento. De hecho, esta idea de reducir tipos y deducciones sí ha sido confirmada por instancias oficiales: por el director general de Tributos del Ministerio de Hacienda y el ministro de Economía, Luis de Guindos. 

			Por otra parte, el profesor Lagares defiende que no hay tipos «bonificados» para las pymes; considera el citado profesor que generan distorsiones, errores de salto e injusticia relativa. A todos estos problemas hay que añadir que, si se quiere fomentar la internacionalización, las empresas deben ser más grandes; no se puede incentivar fiscalmente ser más pequeño. Por otra parte, Lagares señala que se debería buscar un tratamiento neutral entre las estructuras de capital de las empresas. Esto quiere decir que se considera que la actual situación favorece el endeudamiento, porque los intereses son deducibles y los dividendos no. Al profesor le parece que sería más adecuado que los dividendos repartidos minorasen la base imponible del impuesto de sociedades, como los intereses pagados, pero considera que esta alternativa tiene un elevado coste recaudatorio.3

			 

			 

			LAS PROPUESTAS POLÍTICAS

			 

			Esto es lo que hay, de momento, respecto de la propuesta oficial. La fundación FAES propone un proyecto de reforma fiscal basado en menores impuestos que, debido al efecto de la famosa curva de Laffer, permitirían una mayor recaudación, según uno de los autores del informe, el inspector de Hacienda y actual presidente de la Comisión de Hacienda del Congreso, Gabriel Elorriaga. En palabras del coordinador del informe, Miguel Marín, «la reforma debería centrarse en la imposición directa sobre la renta personal y el beneficio de las sociedades», por lo que considera necesario «adecuar la carga del IRPF a la verdadera capacidad económica de los contribuyentes; completar la dualización en la tributación de las rentas del capital eliminando la progresividad actual, y fomentar distintos instrumentos de ahorro a largo plazo». Asimismo, ha puesto de manifiesto la necesidad de «descontar las ganancias nominales gravando sólo los rendimientos reales; revisar los beneficios fiscales en el IRPF y reducir el número actual de tramos de la tarifa de este impuesto, así como los tipos marginales de gravamen».4

			El informe de la FAES también propone «reforzar los medios destinados a la lucha contra el fraude, singularmente en el ámbito del IVA y de la fiscalidad internacional; revisar con prudencia el catálogo de bienes y servicios que tributan a un tipo de IVA distinto del general, y reducir el ámbito de aplicación de los sistemas de estimación de bases y cuotas, tanto en el IRPF como en el IVA». Asimismo, ve necesario «reducir o anular los importantes incentivos que hasta ahora se han venido recibiendo de la financiación ajena y caminar hacia un impuesto global sobre rentas empresariales».

			Sintetizando, la FAES propone una reducción de la progresividad y de la carga fiscal en el IRPF, una revisión de los bienes y servicios que tributan en el IVA reducido (lo que viene a ser un aumento del IVA, con cierta prudencia), y una reforma del impuesto de sociedades, que baje tipos, elimine deducciones y no fomente el endeudamiento.

			En sentido contrario, la Izquierda Plural (IU, ICV-EUiA, CHA) propone aumentar el tipo del impuesto de sociedades al 35 % a partir de un millón de euros y limitar las deducciones de tal forma que el tipo efectivo nunca pudiese ser inferior al 25 %. Este partido también propone incluir los rendimientos de capital en la tarifa general del IRPF (salvo ganancias de capital generadas en más de dos años).

			Además, Izquierda Unida propone también la implantación de un impuesto a las transacciones financieras, un impuesto sobre la riqueza que sustituya al impuesto sobre el patrimonio, la revisión de la legislación sobre SICAV y un impuesto «que grave la tenencia en el momento de la adquisición de bienes de lujo». Con estas subidas de impuestos en la imposición directa y con el nuevo impuesto a las transacciones financieras, se podría abordar una reducción del IVA, que lo dejase en los términos en que estaba antes de la subida de 2012.5 Como se puede observar, a diferencia de las propuestas de la FAES, que hacen gravitar la imposición en torno a los impuestos indirectos, esta propuesta va en sentido contrario: la carga se aligera en el IVA y se aumentan la progresividad y la carga de los impuestos directos. En lo único en que coinciden ambas propuestas es en aumentar los medios en la lucha contra el fraude fiscal.

			El Partido Socialista centra su propuesta fiscal en dos ejes. El primero consiste en un ambicioso plan de lucha contra el fraude que permita aportar 50.000 millones de euros en cinco años, que pasa, cómo no, por el aumento de los medios de la Agencia Tributaria.6 El otro eje es una reforma del IRPF basada en eximir del pago de este impuesto a familias con ingresos individuales inferiores a 16.000 euros, en tres grupos: desempleados con prestación, jubilados con pensiones bajas y familias con hijos en las que cada miembro tenga ingresos inferiores a 16.000 euros brutos. 

			Adicionalmente, el PSOE propone un impuesto combinando IRPF y patrimonio que grave no sólo la renta efectiva, sino también la renta «estimada» derivada de la rentabilidad presunta que se puede obtener de un patrimonio; esto es lo que se denomina el «modelo holandés». Por otra parte, el PSOE propone la eliminación de deducciones en el IRPF y sobre todo en el impuesto de sociedades, pero no explícitamente una reducción del tipo nominal. Asimismo, este partido también es partidario de un tipo mínimo en el impuesto de sociedades. Por último, el PSOE propone que en el IRPF no haya un tratamiento distinto entre la renta del ahorro y la renta del trabajo.

			Una mención especial merecen dos cuestiones a las que hemos dedicado sendos capítulos en este libro: la amnistía fiscal y las SICAV. En cuanto a la amnistía, se pretende reformar la Constitución para prohibir las amnistías fiscales y «continuar con todas las medidas para invalidar su eficacia y permitir el análisis en profundidad de los fondos acogidos a la misma». Como este tipo de medidas contra la amnistía las apoyan, de una forma u otra, casi todas las fuerzas políticas salvo el PP y CiU, no sería extraño ver la aplicación de la ley del péndulo en esta cuestión como haya un cambio electoral. 

			En cuanto a las SICAV, se proponen a la vez todas las medidas para endurecer su fiscalidad y control: «En relación a las SICAV, se requieren modificaciones de su regulación para evitar que sigan actuando como refugio de grandes fortunas individuales en al menos tres ámbitos: incrementando la tributación de la propia SICAV; estableciendo un porcentaje de participación máximo para cada inversor, y fijando en todo caso un período de permanencia máximo de las plusvalías acumuladas sin que tributen. Además, para conseguir un efectivo control de las SICAV, se debería habilitar legalmente la posibilidad de que la Agencia Estatal de Administración Tributaria las controle fiscalmente...». Todo el mundo tiene derecho a cambiar de opinión, pero no está de más recordar que el partido que traspasó el control fiscal de las SICAV de la Inspección de Hacienda a la CNMV fue precisamente el PSOE.

			Todos estos cambios centrados en la imposición directa deberían conducir a una redistribución radical de la carga fiscal, probablemente con efectos sobre la eficiencia económica. En cualquier caso —seguro que al lector no se le escapa, y con independencia de la opinión que le merezca—, está claro que todo esto tiene bastante poco que ver con la política fiscal que el PSOE en el Gobierno ha realizado, antes y después de la crisis.

			Para concluir, UPyD parte de un criterio previo: los ingresos sólo están justificados por los gastos que se realicen.7 En consecuencia, considera que sólo una radical disminución del gasto superfluo y de la «burbuja administrativa», especialmente la territorial, legitimaría realmente el esfuerzo fiscal de los españoles. Así, la propuesta fiscal de UPyD parte de un recorte del gasto público, con medidas como: 

			
					Disminuir drásticamente los cuatro mil entes públicos no administrativos (consorcios, fundaciones, observatorios...) creados por CCAA y ayuntamientos.

					Prescindir de los entes administrativos innecesarios que han convertido a las CCAA en miniestados (embajadas, tribunales de defensa de la competencia, consejos económicos y sociales...).

					Fusionar ayuntamientos y, por último, eliminar las diputaciones provinciales.

			

			Respecto de la lucha contra el fraude, UPyD propone también incrementar los medios de la Agencia Tributaria, pero, además, aprobar un nuevo Estatuto Orgánico de la Agencia Tributaria, en el que se definan con claridad sus funciones y su estructura, y que garantice la máxima independencia; con ese fin, establecerá el nombramiento del director de la Agencia Tributaria por mayoría cualificada del Congreso y por un período de cinco años no renovables. Dentro de la Agencia Tributaria, UPyD propone crear una unidad especial encargada del control tributario de los partidos políticos y reducir al mínimo los puestos de libre designación.

			En cuanto a las medidas sobre impuestos, UPyD también es partidaria de un modelo holandés de integración entre IRPF y patrimonio, así como la armonización de las figuras tributarias, ahora en manos de las CCAA, como el impuesto de sucesiones y donaciones. Por último, propone también desplazar la carga tributaria desde el trabajo dependiente hacia el consumo (imposición indirecta) y la riqueza.

			 

			 

			PROPUESTAS TÉCNICAS

			 

			Como se habrá imaginado el lector, además de que las diversas propuestas fiscales anteriores le gusten más o le gusten menos, todas ellas no tienen el mismo fundamento técnico; o, por decirlo de otra manera, a los técnicos en Hacienda Pública no les parecen igual. Probablemente, la propuesta técnica más elaborada de los últimos años es el Informe Mirrlees. Esta propuesta ha sido elaborada por más de setenta expertos dirigidos por el premio Nobel de Economía James Mirrlees,8 y ha tardado más de cinco años en llevarse a cabo. Con esta propuesta se pretende elaborar un sistema fiscal ideal para un país avanzado, y es sumamente compleja. A continuación exponemos las dos ideas fundamentales. 

			En primer lugar, que la progresividad y la redistribución deben ser una característica del sistema fiscal en su conjunto, y no de cada impuesto en particular. Esto quiere decir que puede haber figuras tributarias que no sean progresivas, pero que la progresividad y la redistribución deben obtenerse del sistema fiscal en su conjunto.

			En segundo término, el IRPF, las cotizaciones sociales y los diversos beneficios fiscales deben integrarse en una sola figura y ser gestionados conjuntamente; esto, evidentemente, evitaría contradicciones entre la política fiscal y social de un gobierno. Esta idea, como no se le oculta a nadie, sería muy compleja de implantar en España y requeriría una reforma administrativa.

			Para acabar este capítulo, la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (FEDEA), uno de los principales think tank españoles, está realizando una propuesta de reforma fiscal, dirigida por los profesores José Ignacio Conde Ruiz (Universidad Complutense) y Juan Rubio Ramírez (Duke University).9 Las ideas básicas de la reforma son reducir tipos impositivos en IRPF e impuesto de sociedades, a cambio de una reducción radical de las deducciones y los beneficios fiscales, como la deducción por vivienda en el IRPF, la desgravación de planes de pensiones o reducir las deducciones en el impuesto de sociedades. Respecto del IVA, se propone reclasificar productos en el IVA general, ya que, en España, un elevado porcentaje de la cesta de la compra recae en productos gravados a tipo reducido. Ésta es una propuesta con el objetivo declarado de ampliar bases, reducir tipos marginales e incrementar la recaudación, y muy inspirada en el Informe Mirrlees.

			Por último, en el momento de concluir este libro, la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda (IHE) estaba trabajando en su propia propuesta de reforma, de la que soy uno de los ponentes.

			En fin, como conclusión, hay ideas con algún consenso, como reducir las deducciones y los beneficios fiscales, pero sólo hay dos puntos claros de acuerdo: primero, la necesidad de luchar más eficazmente contra el fraude fiscal, destinando más medios a la Agencia Tributaria, y segundo, la absoluta necesidad de reformar el sistema fiscal, demanda en la que coinciden los ciudadanos (según el CIS), pero sin tener claro en qué dirección. Mi conclusión personal la he dejado para el último capítulo.
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			El regreso a la realidad

			 

			 

			La lectura de los últimos capítulos de este libro deja un poso amargo, no sólo por una cuestión de injusticia (la amnistía fiscal), sino porque los datos indican que una subida masiva de los impuestos no ha sido suficiente para aumentar sustancialmente la recaudación. Peor aún, parece que estas subidas fiscales no sólo no se pueden revertir, sino que dan signos de agotamiento recaudatorio. En consecuencia, los ciudadanos son más críticos que nunca con el sistema fiscal, con los impuestos y con su aplicación. En esta situación hay pocos puntos de acuerdo, como la necesidad de más medios en la lucha contra el fraude fiscal, pero ni siquiera esto se pone en práctica.

			Sin embargo, a finales de 2013 parece que la situación económica de España mejora ligeramente. Puede que estemos dejando atrás la noche de la segunda recesión de esta crisis, que se ha extendido desde finales de 2011 hasta mediados de 2013. No obstante, en el ámbito fiscal, la noche no parece haber quedado atrás. La recaudación está evolucionando peor que otras variables económicas; con continuas subidas y los impuestos en máximos, apenas conseguimos recaudar más. Probablemente esto continuará, porque los impuestos gravan la demanda interna, y ahora estamos saliendo de la recesión por la demanda externa. Por otra parte, la defectuosa estructura del sistema fiscal y, sobre todo, el fraude están minando las bases sobre las que se pagan los impuestos. Además, aunque no sólo por factores fiscales, las desigualdades y la pobreza han ido en aumento.

			Aun así, hay algunos elementos que permiten ser moderadamente optimistas. En primer lugar, después de mucho tiempo, la sociedad española y los poderes públicos empiezan a ser conscientes, por fin, de que la reforma del obsoleto sistema fiscal español y el reforzamiento de la lucha contra el fraude son cuestiones no sólo necesarias, sino urgentes e inaplazables. Hemos llegado hasta aquí, entre otras cuestiones, por negarnos a reconocer la realidad: primero no existía la crisis, después no nos afectaba, posteriormente era una crisis pasajera y, finalmente, se resolvería sin sacrificios. En el momento en que se reconoce la realidad de una crisis estructural y se empieza a intentar recuperar los equilibrios básicos de una economía, se está dejando de caminar en la dirección equivocada. El regreso al realismo pasa, siempre, por el regreso a la racionalidad económica. Como señalaba Hegel, «todo lo real es racional, todo lo racional deviene real»; o por lo menos sólo se puede aspirar a mejorar la realidad desde la racionalidad.

			En un primer momento, se ha abandonado la fantasía de que una grave crisis se iba a solucionar sin hacer nada. Posteriormente, también se ha abandonado otra fantasía: que bajando los impuestos se incrementa de forma automática la recaudación. Ahora tenemos claramente un problema de bases menguantes, junto con unos tipos impositivos muy altos, que a estos niveles apenas recaudan y sólo distorsionan. La solución sólo puede venir, como es obvio, de ensanchar las bases imponibles. En contra de esta ampliación de las bases imponibles juega, obviamente, el cambio de modelo productivo y de demanda. Si hay menos españoles trabajando, recaudaremos menos, porque, como señalaba Adam Smith, «la riqueza de las naciones es el trabajo de la gente que hay en ellas». Si hay menos riqueza, recaudaremos menos. Además, los impuestos gravan la demanda interna, y en los próximos tiempos parece que será la demanda externa la que tire de la economía.

			No obstante, además de los factores económicos, hay cuestiones fiscales en las que incidir, por varias vías.

			La primera de ellas es aprovechar la excelente e histórica oportunidad de realizar una reforma global de todas las figuras del sistema fiscal. Hay impuestos que tienen cierta capacidad recaudatoria, pero que se ha dejado que se degraden. Los casos del impuesto de sucesiones y donaciones y del impuesto de patrimonio son paradigmáticos. Si la diferencia entre vivir en una comunidad autónoma u otra es pagar cuotas elevadas o no pagar nada en absoluto, hay muchas deslocalizaciones, reales y ficticias. Una mínima armonización de las reglas de juego y una explotación centralizada de los datos permitirían obtener alguna recaudación de la imposición patrimonial. Esto no sólo tiene ventajas recaudatorias, sino también de equidad en la distribución de la renta y de impulso a la conciencia fiscal, e incluso al control de programas de gasto público que no siempre se destinan a los que más lo necesitan. 

			Dentro de la reforma global, resulta imprescindible reformar la coordinación entre los grandes impuestos directos: el IRPF y el impuesto de sociedades. De nuevo, una reforma global en profundidad es la oportunidad de ampliar las bases del IRPF, dificultando que las rentas se remansen en sociedades a través de mecanismos como la transparencia fiscal, es decir, imputando los beneficios de las sociedades a sus socios. Esta imputación de los beneficios a los socios es lo que sucede en casi todos los países avanzados con los instrumentos de inversión, como las instituciones de inversión colectiva. Probablemente haya llegado el momento de plantearse si se puede diferir indefinidamente la tributación de las ganancias en los vehículos inversores, colectivos y supuestamente colectivos (SICAV), en un momento de grave crisis fiscal. Por otro lado, la tarifa del IRPF habría que revisarla. En estos momentos tenemos un impuesto que sobre el papel es muy progresivo, pero en el que apenas hay contribuyentes en los tramos más elevados. Esto es ineficiente y desmoralizador. Hay que cambiar progresividad nominal por más eficiencia, y sobre todo por una redistribución real, aunque sea mucho más limitada de lo que a muchos nos gustaría. Es una obviedad, pero los módulos, por bastantes razones que ya hemos expuesto, deberían ser, de una vez por todas, una exótica forma de tributación del pasado.

			Aunque sea una cuestión de Perogrullo, no está de más recordar que las mayores bases sólo producen una mayor recaudación si sobre ellas recaen los impuestos. Esto quiere decir que incrementar los mínimos exentos en el impuesto más recaudatorio tiene un coste sideral, lo cual significa un alivio para la clase media-baja; pero todos los contribuyentes del IRPF están sometidos a los tramos más bajos, y sólo algunos, y por una parte de su renta, a los más altos. En consecuencia, un alivio fiscal relevante para la clase media y un incremento de la recaudación son dos objetivos, tristemente, contrapuestos e imposibles de asumir simultáneamente.

			Una cuestión clave que se debería abordar sería la racionalización de las diversas deducciones y beneficios fiscales que existen en los impuestos. Habría que realizar un análisis coste-beneficio de las diversas deducciones y otros beneficios fiscales que existen en nuestro sistema tributario. Resulta paradójico que con toda la mala fama, con razón, de las subvenciones y su control en España, éstas estén más controladas que las deducciones y otros beneficios fiscales. Dicho de otra forma: un euro gastado en presupuestos está sometido a un cierto control, frente a un control inexistente de cada euro que se deja de ingresar por un beneficio fiscal. Efectivamente, la Administración Tributaria controla la legalidad de la aplicación del beneficio fiscal, pero nada más. En la reforma fiscal debería establecerse la obligación anual de revisar los beneficios fiscales y examinar si siguen teniendo alguna utilidad. Obviamente, el análisis coste-beneficio habría que extenderlo también a muchos ámbitos del gasto público, como las infraestructuras, pero ésa es otra historia y debe ser contada en otra ocasión.

			Como hemos comentado en varios capítulos de este libro, el impuesto de sociedades es un impuesto en crisis; es el que más necesita una reforma en profundidad. Sería recomendable, por cuestiones de competitividad y atracción de inversiones, una reducción del tipo. Esto sólo será posible, en primer lugar, si se resuelve el endemoniado problema de los activos fiscales diferidos que hemos comentado en el capítulo 18. Además, es necesario, para compensar un impuesto mucho más estricto, tanto en contabilidad como en normas fiscales. En cualquier caso, este impuesto necesita, más que ningún otro, mayores medios de control. O hay un mayor número de comprobaciones, especialmente en profundidad, o todo lo demás servirá de poco.

			En los próximos tiempos es muy probable que veamos aumentos en el IVA, y seguramente también en los impuestos especiales. Sin embargo, el consumo sigue débil. Por consiguiente, deberíamos aprender y realizar este inevitable ajuste de un modo ordenado, previsible y a medida que se vayan recuperando la actividad económica y, sobre todo, la demanda interna. No deberíamos repetir el shock de estrangulamiento de la demanda de 2012 con subidas del IVA imprevistas, elevadas y, en consecuencia, traumáticas.

			La lucha contra el fraude es un elemento clave, no sólo para ensanchar las bases de los impuestos, sino también para legitimar la acción del Estado. En esta cuestión se ha avanzado en la parte más sencilla, endurecer las leyes contra el fraude. Aun así, quedan cosas por hacer, como, por ejemplo, en el tema de los plazos del procedimiento inspector, que son un gran inconveniente en la lucha contra el fraude más sofisticado. Queda pendiente también la cuestión de los medios en la lucha contra el fraude, muy inferiores a los de los países de nuestro entorno.

			Por encima de todo, queda por convencer a los españoles de que deben pagar impuestos, es decir, de que las leyes fiscales deben cumplirse como todas las demás en un Estado de Derecho. Ésta es la medida antifraude más importante y en la que, según la opinión de los españoles en las encuestas, queda más por hacer; no sólo porque consideren injusto el sistema fiscal, sino especialmente porque consideran que si no hay más fraude es sólo por miedo a una revisión. La conciencia fiscal es esencial en un país moderno, y para conseguirla hay que volver a recordar a Albert Einstein: «El ejemplo no es la mejor forma de cambiar el comportamiento de los demás, es la única forma». En este tema capital, la ejemplaridad lo es todo, aunque sólo sea porque no se puede colocar a un inspector de Hacienda detrás de cada español.

			Los impuestos se justifican por el gasto público, porque son «el precio de la civilización», o, mejor dicho, deberían serlo. Cuando los impuestos dejan de percibirse como la contrapartida de un gasto razonable y necesario, las crisis fiscales aparecen. Si los impuestos se perciben como el precio de la opresión, o de la corrupción, sólo se puede esperar que el fraude fiscal se dispare. Hay nada menos que un 34 % de los españoles que no saben por qué pagan impuestos, o eso dicen. Quizás el problema es que no se les ha explicado adecuadamente, pero esa afirmación puede que sea también otra forma de engañarnos a nosotros mismos. ¿Por qué? Porque tras esta respuesta subyace no sólo desconocimiento, sino sobre todo desconfianza y deslegitimación; puesto que las dos alternativas que daba el CIS a la pregunta eran que los impuestos servían para redistribuir, o bien para financiar el gasto. Claramente, todo esto está muy relacionado con la percepción de la corrupción como un problema, y con el desacuerdo en las políticas de recortes.

			Todo esto debería llevarnos a tener una visión amplia. La crisis fiscal y el aumento de los diversos fraudes fiscales que hemos visto son parte de una crisis global en España. Esta crisis global tiene múltiples aspectos. Uno de ellos es el económico, y dentro de éste, el fiscal. Hay causas puramente económicas del fraude. Si la competitividad y la productividad de las empresas son muy reducidas, si pagan todos los impuestos no sobrevivirán. Esto quiere decir que, si se consolida la tibia e incipiente mejora económica, con un poco más de retraso, empezará a mejorar el cumplimiento fiscal y, con él, la recaudación. Hay también causas puramente fiscales, en las que quiero pensar que, al empezar a ser conscientes de los problemas, vamos a mejorar. Sin embargo, queda en todo esto algo más: la crisis institucional y de legitimidad. Sólo cuando solucionemos —parcialmente, porque es algo que nunca se soluciona por completo— esta crisis de legitimidad, nos acercaremos al grado de cumplimiento fiscal de los países más avanzados, porque nos habremos acercado a sus niveles de ética y conciencia fiscal, condición indispensable para aproximarnos a sus niveles de civilización.

			En los años de la burbuja nos sumergimos en un sueño fiscal de recaudación fácil. Posteriormente, en los años de la crisis, al no querer reconocerla y afrontarla, se fueron aplazando los sacrificios, que luego se han ido pagando con intereses, finalmente, muy elevados. El sueño se ha ido convirtiendo en pesadilla. La noche no ha terminado, quedan muchos sacrificios por delante. El primero de ellos es equilibrar las cuentas del Estado, lo que es una condición indispensable a medio plazo para no tener un Estado fallido y, en consecuencia, alejar la selva y seguir en la civilización. Hay que ser realistas; será duro porque implicará menores servicios y prestaciones, y más recaudación, es decir, más impuestos, que pagarán, de una forma u otra, los ciudadanos. Ha llegado la hora de despertar y de volver a la racionalidad; en otras palabras, de volver a la realidad. No ha amanecido todavía, pero el fin de la noche más oscura no es el amanecer, sino el despertar, porque sólo entonces las pesadillas quedan atrás...


		

	
		
			

			 

			Nota final

			 

			 

			Espero que la lectura del libro haya resultado tan interesante como me ha parecido a mí escribirlo. Creo que hay un déficit de información y, sobre todo, de explicación y claridad en cuestiones fiscales. Ésta es una de las razones que me han llevado a escribirlo. Otra de las razones es que, a mi juicio, la opinión pública es mucho más relevante de lo que se cree en cuestiones de impuestos. Uno de los objetivos fundamentales del libro es la sencillez y la claridad en la explicación de cuestiones complejas. El lector juzgará si lo he conseguido. Al final no he renunciado a comentar ninguna cuestión por muy complicada que fuese. Si hay algún tema en el que se podía profundizar más, y no lo he hecho, como el control del gasto público, la financiación autonómica o las cuestiones bancarias, ha sido fundamentalmente para intentar mantener la coherencia y la unidad de la obra, y no dispersar al lector.

			El lenguaje con el que habitualmente escribimos los que nos dedicamos a la fiscalidad y los impuestos es más complejo, e ininteligible, que el que he empleado en el libro. Es posible que haya perdido algo en precisión, pero no he querido renunciar a intentar informar al lector medio que no es especialista en impuestos. Donde no he querido renunciar a la precisión es en las cifras. En este libro hay muchos datos, y todos proceden de fuentes oficiales, con una excepción que se refiere, evidentemente, a los estudios sobre economía sumergida, que no son oficiales, pero sobre los que se advierte expresamente de que no son fiables. Como he utilizado muchos datos recientes, hay que advertir de que muchos de ellos son provisionales y, por consiguiente, probablemente varíen. De hecho, durante la redacción del libro, diversos organismos, como el INE, la IGAE o la Agencia Tributaria, han modificado sus cifras.

			A veces los números pueden ser engorrosos. Sin embargo, sólo las cifras, y sobre todo su origen contrastado, distinguen una aproximación realista a la economía de un simple cuento. Para simplificar, he utilizado algunos gráficos; todos son de elaboración propia, salvo el del número de empresas por volumen de facturación, del capítulo 10, que han elaborado los profesores López-Rodríguez y Almunia, a los que agradezco su colaboración en la revisión de ese capítulo.

			Una aclaración relevante es que este libro es una obra personal, por lo que las opiniones que expreso son propias y no de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda, aunque eventualmente puedan coincidir en algunos casos. Entre 2008 y finales de 2012 fui secretario y portavoz de la citada asociación, que representa a la casi totalidad de los inspectores de Hacienda, y donde las decisiones se toman democráticamente. En consecuencia, cuando se alude a las decisiones y tomas de posición de los inspectores es que hay documentos oficiales de la organización que están disponibles en su página web, <www.inspectoresdehacienda.org>. Esta página es, en mi opinión, una de las fuentes más fiables y actualizadas en cuestiones de fiscalidad.

			Durante los años que fui portavoz, y también posteriormente, algunos periodistas especializados en economía me han preguntado por cuestiones de economía e impuestos. Siempre he pensado que la clave para obtener las respuestas correctas es formular las preguntas correctas. Por esta razón, hay bastantes preguntas citadas a lo largo del libro, y, en cualquier caso, muchos de sus contenidos son respuestas a cuestiones que me han ido formulando profesionales de la información, como Jesús Cacho, Antonio Maqueda, Juan José Marcos, Mercedes Serraller, Xavier Gil, Jaume Viñas, Nicolás M. Sarriés, Jesús-Sérvulo González, Francisco Núñez, Francisco Pascual, John Müller o Emilio de la Peña, entre otros. Desde luego, si las respuestas no son correctas, la responsabilidad sólo es mía.

			Si se quiere seguir la actualidad fiscal, una opción son los medios de comunicación generales y económicos, que, increíblemente, siguen manteniendo un cierto nivel en estas cuestiones, pese a los recortes en las redacciones. Otra opción es internet. Hay blogs muy recomendables en materia económica, como <www.nadaesgratis.es> o <www.sintetia.com>. En el ámbito jurídico y político, en mi opinión, la referencia es, sin duda, <www.hayderecho.com>. En cuestiones puramente fiscales, yo destacaría la iniciativa <www.fiscalblog.es>, puesta en marcha por dos asesores fiscales de Barcelona, Esaú Alarcón y Emilio Pérez Pombo.

			Finalmente, quien lo desee puede encontrarme en mi blog en <www.vozpopuli.com> y en Twitter (@frdelatorre), donde podemos continuar con el diálogo sobre el precio de la civilización, los impuestos, el fraude y todo lo demás.


		

	
		
			

		   

			Notas

			 

			 

			1. EL SISTEMA FISCAL, O LO QUE QUEDA DE ÉL

			 

      1. Disponible en la página web de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda, en el apartado «Prensa, documentos»: <www.inspectoresdehacienda.org> y <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/documentos/documento41.pdf>.

			2. 85 % de 70.000 millones IRPF + 134.000 cuotas Seg. Social = 193.500 millones. Total Recursos Públicos Contabilidad Nacional: 382.044 millones. Alrededor del 50,6 % (fuente: IGAE).

			 

			 

			2. LA BURBUJA FISCAL: LOS AÑOS DE LA BURBUJA INMOBILIARIA Y LA RECAUDACIÓN FÁCIL

			 

			1. Aquí, los prestigiosos economistas Luis Garicano, Tano Santos y Jesús Fernández Villaverde lo explican magistralmente en: <http://www.fedeablogs.net/economia/?p=30353>, en el muy recomendable blog de economía en España Nada es gratis.

			 

			 

			3. LA CRISIS ECONÓMICA Y EL DERRUMBAMIENTO DE LA RECAUDACIÓN: LA CRISIS FISCAL

			 

			1. Nota de prensa de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda del 1 de septiembre de 2008; disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/attachments/Notadeprensa32.pdf>.

			2. Véase: <http://www.cincodias.com/articulo/opinion/recaudacion-tributaria-fraude-fiscal/20080915cdscdiopi_5/>.

			3. Fuente: Intervención General de la Administración del Estado. Datos remitidos a Eurostat.

			4. Página 42, disponible en la web del PP (<www.pp.es>). Curiosamente, se prometían más medios y se iba a luchar contra los paraísos fiscales. Luego hubo recortes en la Agencia Tributaria y la amnistía fiscal.

			5. Barómetro fiscal de opiniones fiscales de los españoles publicado en el año 2008, cuyo trabajo se realizó en el año 2007, momento cumbre de la burbuja, disponible en la página web del IEF: <http://www.ief.es/documentos/recursos/publicaciones/documentos_trabajo/2008_15.pdf>.

			 

			 

			4. UNA APROXIMACIÓN AL FRAUDE EN LA ESPAÑA ACTUAL

			 

			1. Palabra muy utilizada en la jerga fiscal que significa, según la RAE, «legalizar, adecuar a derecho una situación de hecho o irregular». Es decir, traduciendo, con la exigencia de los impuestos que no se han pagado.

			 

			 

			5. INTENTANDO RECAUDAR CADA VEZ MÁS Y MÁS SOBRE MENOS Y MENOS. LA CAÍDA DE LAS BASES IMPONIBLES

			 

			1. El más conocido es el del profesor Schneider para AT Kearney y Visa, The Shadow Economy in Europe, 2013.

			2. La información está disponible en el apartado de estadísticas de la web de la Agencia Tributaria: <http://www.agenciatri butaria.es/static_files/AEAT/Estudios/Estadisticas/Informes_Es tadisticos/Informes_mensuales_recaudacion_tributaria/2013/SeriesBases_trimestral.xlsx>.

			3. Se calcula como el total de ventas de las empresas, menos sus compras, más las importaciones en aduanas, más el valor añadido de los regímenes especiales. Equivale, en términos de contabilidad nacional, al consumo no producido en economía sumergida.

			4. La mayor parte de las bases de estos impuestos no son monetarias, como litros de alcohol o de gasolina, así que hay que multiplicarlas por su precio.

			5. Fuente: AEAT, bases de impuestos, e INE, elaboración propia. La (p) indica que los datos de PIB estimados por el INE son provisionales. Por supuesto, he tomado la última actualización.

			6. Nuevamente, datos tomados de la AEAT, bases de impuestos, del INE, y elaboración propia.

			7. «Los inspectores de Hacienda consideran imprescindible y urgente tapar los grandes agujeros del impuesto de sociedades», nota de prensa emitida el 22 de marzo de 2013; disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/notasdeprensa/220312_np_reformasociedades.pdf>.

			 

			 

			6. MITOS Y LEYENDAS DE LA CRISIS FISCAL: 
LA AUSTERIDAD Y OTROS CUENTOS

			 

			1. Aquí están disponibles y actualizados: <http://www.igae.pap.meh.es/sitios/igae/es-ES/InformesCuentas/Contabilidad/Documents/AAPP_A/S13_Op_no_financieras.xls>.

			2. Utilizo los últimos datos actualizados, porque la IGAE los modificó muy recientemente, reduciendo el déficit de las entidades locales y, en consecuencia, el consolidado. El INE, por su parte, redujo el PIB. Los datos están en términos PDE (Protocolo del Déficit Excesivo), es decir, homogeneizados para la Unión Europea.

			3. Fuente: IGAE, datos en términos PDE, estándar homogeneizado europeo. El término «empleo» se refiere a empleo de recursos, equivalente a gasto público.

			4. Fuente: IGAE.

			5. El texto base de la intervención se puede encontrar en la página web de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/documentos/documento37.pdf>.

			6. Como señalábamos antes, las entidades locales tuvieron 2.000 millones menos de gastos de lo que había estimado inicialmente la IGAE; si no hubiese sido así, el déficit habría sobrepasado el 7 %. El objetivo era el 6,3 %.

			7. Por ejemplo, Informe FOESSA 2012; disponible en: <http://www.caritas.es/AdjuntoNoticiaDownload.aspx?Id=829>.

			8. Ya se ha comentado con anterioridad que el mayor incremento del gasto público en toda la crisis fue la aprobación en 2009 del nuevo sistema de financiación autonómico.

			9. Al lector interesado en estas cuestiones, le remito a dos artículos publicados en el excelente blog ¿Hay Derecho?: «Privilegios forales en la España del siglo XXI» (<http://hayderecho.com/2013/06/21/privilegios-forales-en-la-espana-del-siglo-xxi/>), donde hay enlaces también a la réplica de la presidenta de Navarra, escrito por mí, y «Los costes estatales de la “autofinanciación” de los territorios forales» (http://hayderecho.com/2012/06/20/los-costes-estatales-de-la-autofinanciacion-de-los-territorios-forales/), centrado en los fraudes fiscales asociados a estos regímenes de financiación, del inspector de Hacienda excedente Jorge Salto.

			10. La cita corresponde a la última línea de La historia interminable, de Michael Ende, Alfaguara, 1979.

			 

			 

			9. LOS DEPREDADORES DEL SISTEMA FISCAL: LAS TRAMAS

			 

			1. «... Through the greater part of the country in which a tax of this kind is established, nothing can be produced for distant sale». Página 742 de la edición en inglés de Una investigación sobre la naturaleza y las causas de la riqueza de las naciones, Adam Smith, Penn State University, 2005; disponible en: <http://www2.hn.psu.edu/faculty/jmanis/adam-smith/wealth-nations.pdf>.

			2. Este nombre procede del argentinismo «trucho», que significa «falso». También hace referencia a que la trucha se sumerge en el río y desaparece.

			3. Operadores desaparecidos.

			4. «Fraude a todo gas», en Cinco Días, 24 de septiembre de 2013; disponible en: <http://cincodias.com/cincodias/2013/09/24/economia/1380021940_795943.html>.

			 

			 

			10. SOCIEDADES. UN IMPUESTO EN CRISIS

			 

			1. Fuente: elaboración propia a partir de datos del INE, contabilidad nacional y trimestral de España.

			2. Los datos son la recaudación neta del impuesto según fuentes de los informes mensuales y anuales de la AEAT. El dato de 2012 no coincide con el de contabilidad nacional por diferencias en el calendario de devoluciones. Según el Ministerio de Hacienda, la recaudación de 2013 superará la previsión presupuestaria.

			3. M. Almunia y D. López-Rodríguez, «Firms’ Responses to tax Enforcement Strategies: Evidence from Spain» (2013). Un resumen de la investigación se puede encontrar también aquí: <http://www.fedeablogs.net/economia/?p=27783>, en el excelente blog Nadaesgratis.es bajo el expresivo título de «Facturando bajo el radar». Las conclusiones que expongo en el libro son mías y pueden no ser compartidas por los autores del estudio.

			4. El verbo «transparentar» se utiliza aquí en sentido técnico fiscal. La técnica de la transparencia fiscal consiste en la imputación de los beneficios que obtiene una sociedad, u otra persona jurídica, a sus socios o partícipes. Para eso, lógicamente, hay que saber qué gana la sociedad y quiénes son sus socios —«transparencia» en sentido usual—, pero además es necesario que la ley fiscal traslade la carga del pago de impuestos a los socios, «transparencia» en sentido técnico fiscal.

			 

			 

			11. LA FISCALIDAD DE LAS GRANDES EMPRESAS EN ESPAÑA (I). 
LA SUBCAPITALIZACIÓN

			 

			1. Viene a significar noción de un interés o interés equivalente.

			2. Puede consultarse en: <http://www.fundacionfaes.org/file_upload/publication/pdf/20130702111931 una_reforma_fiscal_para_el_crecimiento_y_el_empleo.pdf>.

			3. Extraído de mi artículo «La deducción de gastos financieros en el Impuesto de Sociedades», publicado en Actum Fiscal, n.º 53-54, julio-agosto de 2011, Ediciones Francis Lefebvre, que los interesados pueden consultar si quieren ampliar la información.

			4. Texto Refundido de la Ley del Impuesto de Sociedades.

			5. Véase: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/congresos/congreso2008/ presentacionfcodelatorre_congreso2008.pdf>.

			6. El auto que recoge esta condena de conformidad puede consultarse en: <http://www.elpais.com/elpaismedia/diario/media/201101/23/economia/20110123elpepieco_1_Pes_PDF.pdf>.

			7. Norma que sigue vigente en la actualidad.

			8. Más exactamente, contra las liquidaciones derivadas de las actas de inspección.

			9. Artículo 205.3 de la Ley General Tributaria, que sigue vigente en la actualidad.

			10. Puede consultarse el cuadro de presentación de los presupuestos 2013 en su página 17 en la web de la Presidencia del Gobierno: <http://www.lamoncloa.gob.es/NR/rdonlyres/887E6D29-44E3-4C8F-99F6-8EC0DB6FCF8E/199090/PresentacinPGE2012.pdf>.

			11. El País, 27 de febrero de 2011, disponible en: <http://economia.elpais.com/economia/2013/01/05/actualidad/1357416212_925125.html>.

			12. Esto no suele ser un problema porque España ha ido sacando de la lista, vía acuerdo, a múltiples países que estaban en ella, como se explica en el capítulo que dedicamos a los paraísos fiscales.

			13. En general, los dividendos repartidos por empresas españolas hacia matrices de la Unión Europea están exentos del impuesto sobre la renta de no residentes, con algunos requisitos.

			14. Fuente: «Spain: Financial Sector Reform–Third Progress Report», Fondo Monetario Internacional, 2013. Disponible en: <www.imf.org/external/pubs/ft/scr/2013/cr13205.pdf>.

			15. Un estudio más detallado de esta importantísima modificación se puede encontrar en mi artículo «La limitación de la deducibilidad de los gastos financieros en el RDL 12/2012», publicado en Actum Fiscal, n.º 63, Ediciones Francis Lefebvre.

			 

			 

			12. LA FISCALIDAD DE LAS GRANDES EMPRESAS EN ESPAÑA (II). AMORTIZACIONES Y OTRAS HISTORIAS

			 

			1. Este tema se desarrollará en el capítulo 16, dedicado a las SICAV.

			2. El panel se puede consultar aquí: «Las medidas van en la buena dirección pero la calma depende del BCE»; en: <http://www.expansion.com/2010/12/01/economia/1291202110.html>.

			3. «Los Inspectores de Hacienda urgen a tapar los agujeros en el impuesto de sociedades», nota de prensa; disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/notasde prensa/220312_np_reformasociedades.pdf>.

			4. «El Gobierno incentiva fiscalmente los ERE de empresas en beneficios» y «La política fiscal de los 5 millones de parados», en diario Expansión, 30 de mayo de 2011.

			5. Este incentivo fue declarado ilegal por la Comisión Europea por constituir una ayuda del Estado, y sólo está vigente, con algunas matizaciones, para las operaciones realizadas antes del 21 de diciembre de 2007. Lo que ocurre es que muchas de estas operaciones lo son por decenas de miles de millones de euros.

			6. Las pymes pueden calcularlo, a su elección, con algunos requisitos, en función del impuesto del año anterior.

			7. La norma más usual en estos supuestos, el conflicto en la aplicación de la norma, no permite imponer sanciones.

			8. Fuente: INE, Contabilidad Nacional de España.

			9. Formación bruta de capital como porcentaje del PIB; elaboración propia a partir de datos de la Contabilidad Nacional de España, INE.

			10. Fiscal Monitor, «Taxing Times, 2013»; disponible en: <www.imf.org/external/pubs/ft/fm/2013/02/pdf/fm/1302.pdf>.

			 

			 

			13. LA BURBUJA FUTBOLÍSTICA: FÚTBOL E IMPUESTOS

			 

			1. Por estas fechas, también las deudas menores, inferiores a 3.000 euros, se gestionaban de forma mecanizada por las unidades de menor cuantía de las delegaciones provinciales. 

			 

			 

      14. UNA FISCALIDAD PARA ENGAÑARNOS A TODOS. 
LAS MULTINACIONALES

			 

			1. Internal Revenue Service, la Agencia Tributaria Federal de Estados Unidos.

			2. Literalmente, «más allá del mar». Término que suele utilizarse en Estados Unidos para referirse al extranjero.

			3. Fiscal Monitor, «Taxing Times, 2013»; disponible en: <www.imf.org/external/pubs/ft/fm/2013/02/pdf/fm/1302.pdf>.

			4. Proyecto de directiva que se puede consultar en la página web de la Unión Europea: <www.europa.eu http://europa.eu/legislation_summaries/taxation/fi0007_es.htm>.

			5. Disponible en la página web de Apple: <http://www.apple.com/pr/pdf/Apple_Testimony_to_PSI.pdf>.

			6. Si la participación es superior al 10 %, por la directiva matriz filial. En España, el porcentaje se reduce al 5 % por normativa interna.

			7. Datos de Julio Ransés Pérez Boga, presidente de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda, de su presentación en los XIII Encuentros Tributarios en ICADE; en: <www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/documentos/ponenciaranses.pdf>.

			 

			 

			15. DONDE SE EXTIENDEN LAS SOMBRAS. 
LOS PARAÍSOS FISCALES

			 

			1. Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, documento «Countering Offshore Tax Evasion», disponible en: <http://www.oecd.org/ctp/harmful/42469606.pdf>.

			2. Si el lector no se lo cree, puede consultar: <http://www.oecd.org/ctp/harmful/listofunco-operativetaxhavens.htm>.

			3. Fuentes: The Wall Street Journal, 13 de agosto de 2009; disponible en: <http://online.wsj.com/news/articles/SB125007792394025747>, y Association of Financial Crimes Specialists (<www.acfs.org>).

			4. Véase: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/notasdeprensa/notadeprensa_42.pdf>.

			5. Propuestas de la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda; véase, entre otros documentos, «La imprescindible desaparición de los paraísos fiscales», José María Peláez Martos y Víctor Morena Roy. Disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/documentos/ imprescindible_desaparicion_paraisos_def_largo.pdf>.

			 

			 

			16. LAS SICAV O LA HIPOCRESÍA

			 

			1. La noticia era ésta: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/inspectoresprensa/ septiembre2010/270910_epyotrosmedios.pdf>.

			2. Aquí se puede ver la noticia completa: <http://www.europapress.es/economia/fiscal-00347/noticia-economia-amp-salgado-revela-cambio-tributacion-sicavs-tiene-efecto-retroactivo-aprobacion-20100930152347.html>.

			3. Se puede consultar el BOE aquí: <https://www.boe.es/boe/dias/2010/12/30/pdfs/BOE-A-2010-20049.pdf>.

			4. Véase <http://www.elmundo.es/mundodinero/2009/09/26/economia/1253995021.html>.

			5. Véase: <http://blogs.publico.es/dominiopublico/1518/sicav-una-reforma-necesaria/>.

			6. Por ejemplo, el PP del País Vasco: <http://elpais.com/diario/2009/11/19/paisvasco/1258663201_850215.html>.

			7. Evidentemente, el régimen foral del concierto económico vasco tiene mucho que ver, mucho más que la existencia o no de SICAV.

			8. Disponible en la web de la CNMV: <www.cnmv.es>.

			 

			 

			17. BANCOS E IMPUESTOS EN UNA CRISIS FINANCIERA (I). 
LA SITUACIÓN ACTUAL

			 

			1. Fuente: IGAE.

			2. Como los bancos realizan alguna operación que sí está sujeta al IVA, tienen derecho a deducirse un porcentaje de IVA según la denominada «regla de prorrata», habitualmente un 1 o 2 %.

			3. Mi opinión sobre la querella del partido político UPyD, que abrió la cuestión, se puede encontrar en mi blog de Vozpópuli.com: <http://vozpopuli.com/blogs/2709-francisco-de-la-torre-preferentes-fracaso-o-estafa>.

			4. Estos últimos tienen los fondos garantizados por normativa comunitaria, hasta 100.000 euros por depositante.

			5. BOE del 10 de diciembre de 2012; véase: <http://www.boe.es/boe/dias/2012/12/10/pdfs/BOE-A-2012-14946.pdf>.

			6. Ley 7/2012 de 29 de octubre, BOE del 30 de octubre.

			 

			 

			18. BANCOS E IMPUESTOS EN UNA CRISIS FINANCIERA (II). 
EL INQUIETANTE FUTURO

			 

			1. IMF Country Report No. 13/205, «Spain: Financial Sector Reform–Third Progress Report», disponible en inglés: <http://www.imf.org/external/pubs/ft/scr/2013/cr13205.pdf>.

			2. Coloquio entrevista en El País, 12 de abril de 2013.

			3. Citado por Financial Times, 4 de julio de 2013.

			4. Por la adquisición de la CAM; eso sí, con un seguro contra pérdidas o «plan de protección de activos», en jerga bancaria.

			5. Para verlo más claro: si se pierden 100.000 millones, se anota en el activo el 30 % que se pagará de menos en el futuro de impuesto de sociedades, 30.000 millones.

			6. Es cierto que la norma que impide compensar parcialmente las bases imponibles negativas, es temporal, sólo hasta 2015, pero ya está prorrogada. Si en el futuro la norma no se prorrogase, el análisis de esta cuestión podría ser algo menos preocupante.

			7. 51.000 – 42.500 = 8.500.

			8. Estas aportaciones internas no son deducibles temporalmente, sólo lo son cuando se pagan las pensiones a los ex trabajadores.

			9. Aunque esta plaza tiene un stamp duty («impuesto de sello») que sería, entre los impuestos actuales, de los que más se le parecería.

			10. Véase: <http://www.europapress.es/economia/noticia-upyd-propone-recargo-puntos-banca-impuesto-sociedades-20130412133817.html>.

			 

			 

			19. EL DELITO FISCAL COMO INSTRUMENTO ANTIFRAUDE

			 

			1. Hay que carecer de antecedentes penales y es potestativa del tribunal sentenciador, pero es lo más habitual.

			2. Esto es relevante porque en Estados Unidos no hay IVA y los impuestos sobre las ventas son de los estados. Si se quiere comparar con España, habría que quitar los fraudes en el IVA.

			3. También según datos de 2010, últimos que he encontrado.

			4. Fuente: página web del IRS: <http://www.irs.gov/uac/Current-Fiscal-Year-Statistics>.

			5. Voluntaria y conscientemente, a propio intento o adrede. Condición imprescindible para que haya delito contra la Hacienda Pública.

			 

			 

			20. LOS GUARDIANES DEL SISTEMA: 
LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

			 

			1. El profesor e investigador del CSIC Ángel de la Fuente, una de las grandes autoridades en este campo, calcula la sobrefinanciación de las comunidades forales en un 60 %.

			2. Winston S. Churchill sobre los pilotos de la RAF en la batalla de Inglaterra, 1940.

			3. Esto es ligerísimamente inexacto, puesto que hay algún NIF duplicado, lo que obliga a tenerlo en cuenta en la creación de las bases de datos.

			4. Los datos de la OCDE provienen del suministro de las propias Administraciones Tributarias. Los datos más actualizados pueden obtenerse del documento de la OCDE «Tax Administration 2013: Comparative Information on OECD and Other Advanced and Emerging Economies».

			5. Las aduanas apenas recaudan, tanto por la liberalización del comercio mundial como porque el 90 % de los ingresos por aranceles corresponden a la Unión Europea.

			6. El caso de la inspección de una sociedad cementera, que se llevaba en la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, y el caso Nóos, que se llevaba en un Juzgado de Instrucción de Palma de Mallorca con auxilio judicial de la Agencia Tributaria.

			7. El director general de la Agencia Tributaria, Santiago Menéndez.

			8. Véase, por ejemplo, aunque vale casi cualquier periódico, El País del 7 de diciembre de 2013: <http://economia.elpais.com/economia/2013/12/06/actualidad/1386341342_622980.html>.

			 

			 

			21. UN VIAJE A LA OSCURIDAD: LA AMNISTÍA FISCAL

			 

			1. «¿Amnistía fiscal o cumplimiento de la ley?», en Expansión, 20 de diciembre de 2008; disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/inspectoresprensa/diciembre2008/ 201208_expansion_papel.pdf>.

			2. Entrevista de Jesús-Sérvulo González y Miguel Jiménez al ministro Cristóbal Montoro en el diario El País del 26 de octubre de 2013.

			3. «El fin de la doctrina Capone», en Expansión, 6 de noviembre de 2012; disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/inspectoresprensa/noviembre2012/ 061112_expansion_tribuna.pdf>.

			4. Algunos avisamos públicamente, por ejemplo, en esta tribuna de Expansión del 5 de julio de 2012: «Crónica de una historia surrealista»; disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/inspectoresprensa/ julio2012/050712_expansion_tribuna.pdf>.

			5. Esto no es precisamente habitual, como casi nada en todo este proceso.

			6. Es lo que se denomina el mecanismo «Target 2».

			7. El 38 % del importe de la amnistía se consiguió en Madrid.

			8. Noticia de la Agencia Efe, recogida, entre otros, por ABC; disponible en: <http://www.abc.es/20120711/local-cataluna/abci-cataluna-quiere-hacienda-propia-201207111706.html>.

			9. Entrevista del redactor de Cinco Días, Jaume Viñas, en ese medio económico al secretario de Estado de Hacienda; disponible en: <http://cincodias.com/cincodias/2012/06/04/economia/ 1338789384_850215.html>.

			 

			 

			22. LA SUBIDA INDISCRIMINADA DE IMPUESTOS

			 

			1. Probablemente, como en tantas otras cosas, me equivoqué, pero ni yo ni casi nadie sabía que la subida iba a ser una más, y de carácter permanente.

			2. «Las devoluciones y el déficit “desaparecido”» y la serie «El déficit, en el filo de la navaja»; disponible en: <http://vozpopuli.com/blogs/francisco-de-la-torre>.

			3. Fuente: Informe Mensual de Recaudación Tributaria diciembre 2012.

			4. La razón fundamental es que no se admitió ninguna enmienda de la oposición.

			5. Plazos que no existen en otros países y que pueden dar lugar a la extinción de los créditos de la Hacienda Pública por prescripción.

			6. Explosivo químico que quema la selva.

			 

			 

			23. LAS VÍAS DE SALIDA, LAS PROPUESTAS DE REFORMA FISCAL

			 

			1. «Opinión pública y política fiscal», julio de 2013; disponible en: <http://datos.cis.es/pdf/Es2994mar_A.pdf>.

			2. En este sentido, para conocer con exactitud los diversos planteamientos, recomiendo consultar las páginas web de los partidos e instituciones citados.

			3. En el capítulo 11 este tema se desarrolló ampliamente.

			4. Fuente: <www.fundaes.es>, web de la fundación FAES.

			5. Fuente: enmienda a la totalidad de Izquierda Plural a los Presupuestos Generales del Estado 2014; disponible en: <http://www.izquierda-unida.es/sites/default/files/doc/Enmienda_Totalidad_PGE2014.pdf>; se puede consultar también: <http://www.izquierda-unida.es/>.

			6. Fuente: propuesta política de la conferencia política del PSOE 8-10/11/2013, documento aprobado puntos 847 y ss.; en: <http://www.ganarseelfuturo.es/documentos/visor-ponencias/datos/ponencia-conferencia-politica/assets/common/downloads/ponencia-conferencia-politica-v3.pdf>.

			7. Fuentes: ponencia económica II Congreso, en: <http://www.upyd.es/contenidos/secciones/509/resoluciones_politicas_2_congresoUPyD#res733>; blog del responsable de Economía de UPyD, Álvaro Anchuelo: <http://alvaroanchuelo.wordpress.com/2013/05/17/las-propuestas-fiscales-de-upyd/>.

			8. Véase: <http://www.ifs.org.uk/mirrleesReview/design>. 

			9. Me he basado en la presentación de José Ignacio Conde Ruiz en el Congreso de Inspectores 2013, celebrado en Málaga en octubre de 2013; disponible en: <http://www.inspectoresdehacienda.org/images/stories/pdf/congresos/congreso2013/fedea.pdf>.
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